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La emergencia de los conflictos territoriales de los últimos tiempos 
fue abordada de forma multidisciplinar, por la complejidad de sus 

razones y consecuencias. Pero ha ocurrido, como expresa Edward Soja, 
que en este abordaje el espacio ha sido muchas veces relegado como di-
mensión constitutiva de los procesos sociales, dicotomizándose arbitra-
riamente entre estudios urbanos y el resto. 

En este sentido, esta publicación, que surge como resultado de desta-
cadas investigaciones expuestas en la conferencia del Centro de Estudios 
de Conflicto y Cohesión Social (COES) en el año 2015, aborda los con-
flictos en tres escalas espaciales diferentes, pero no de forma parcelada 
sino interconectadas: barrio, ciudad y territorio. El hilo conductor que 
une estas escalas es la forma en que se expresan las desigualdades y co-
hesión social en ellas. 

Los textos reunidos aquí desarrollaron su temática investigativa en 
lugares con distintas realidades, variando tanto de región como de país. 
Esto permite que, durante la lectura, sea posible contrastar algunas de las 
diferentes realidades territoriales existentes. 

Por último, el contenido va de menor a mayor escala, invitando al 
lector a considerar la multi-escalaridad de un conflicto como parte de su 
génesis, sobre todo en el contexto de globalización actual. En definitiva, 
el libro se propone entregar herramientas que permitan leer la compleja 
actualidad de los conflictos territoriales, influenciados por múltiples fac-
tores en una normalidad tan puesta en cuestión.
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El libro Del barrio al territorio, geografías y escalas de la cohesión 
social surge como resultado de algunas presentaciones realizadas 
en la conferencia COES del año 2015, que tuvo como propósito 
principal reflexionar sobre los desafíos de la cohesión social ante 
la emergencia de conflictos urbanos y territoriales. Mirado desde la 
perspectiva actual, tras el estallido social de octubre de 2019 en Chile, 
y observando procesos y elementos comunes en muchas ciudades 
en el mundo, las investigaciones que aquí se presentan tienen aún 
mayor relevancia y vigencia. En este libro, hemos intentado reunir 
en tres secciones el objetivo común, de la integración multiescalar 
en el problema de la cohesión social. 

Tradicionalmente, se considera la investigación socioespacial al 
menos en dos dimensiones. Por un lado, siguiendo a Edward Soja, 
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se relega el espacio a ser dimensión constitutiva de los procesos 
sociales. Y por el otro, se diferencia arbitrariamente entre estudios 
urbanos y estudios del territorio. Ambos sesgos dificultan una com-
prensión profunda de los problemas socioespaciales que ocurren sin 
distinciones en una escala continua, que, en palabras de Soja, va 
desde los límites del cuerpo hasta los límites del universo. Lo social 
y lo espacial están íntimamente imbricados como dimensiones que 
funcionan recíprocamente estructurantes, lo que implica una com-
plejidad teórico-metodológica muy importante. Los trabajos que se 
presentan a continuación intentan, desde diferentes aproximaciones, 
dar cuenta de esta complejidad, con focos particulares y a través 
de la densidad de la descripción y análisis de casos. En conjunto, 
los tres capítulos del libro proponen la necesidad de una discusión 
articulada y multiescalar, para poder mostrar evidencia y generar 
conocimiento crítico ante los crecientes desafíos de cohesión social 
en el espacio. 

La primera parte de este libro aborda específicamente la escala 
barrial como espacio complejo, donde interactúan las dimensiones 
espaciales, sociales, políticas y económicas, con un dinamismo 
posiblemente nunca antes visto. Los trabajos presentados aquí pro-
fundizan en la escala barrial como un espacio de disputas y resigni-
ficaciones, donde se tensionan los intereses de actores inmobiliarios, 
de la comunidad, del propio Estado e incluso entre habitantes que 
encarnan diversos proyectos vitales que aspiran a ser dominantes 
en el espacio residencial. 

El primer capítulo de esta sección aborda el fenómeno de des-
plazamiento territorial a escala barrial desde una perspectiva global 
de conexiones entre capital y territorio. Específicamente, Webber 
analiza la distinción entre nuevas y viejas clases altas en un suburbio 
londinense. En este trabajo se muestra cómo áreas muy específicas de 
la vida cotidiana cobran importancia al momento de construir a los 
otros y un nosotros. Algunas dimensiones del conflicto observadas 
por el autor son la identidad y apego al lugar, los valores estéticos, 
la valoración del entorno natural, entre otras. Si bien la desigual-
dad parece tener una larga historia, sin mucha variación relativa, sí 
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encuentran grandes diferencias en las características de la élite que 
produce esa desigualdad y releva el conflicto intraclase asociado 
al desplazamiento territorial y al comportamiento en comunidad. 

El segundo capítulo muestra un caso en que la idea de barrio 
es movilizada como estrategia de resistencia y conflicto frente a 
los diferentes actores del mercado inmobiliario. Colin describe los 
resultados de investigaciones etnográficas donde residentes utilizan 
su arraigo como soporte de reivindicaciones sociales, culturales y 
políticas. La idea de barrio resulta fundamental para resistir cultu-
ralmente frente a actores y cambios socioeconómicos. El capítulo 
aborda en profundidad el caso de la defensa del barrio Matta Sur 
en Santiago entre los años 2014-2015. Se describe la forma en que 
los residentes construyen un «nosotros» y un «ellos» a través de una 
emocionalidad anclada al barrio, como un lugar de socialización 
afectiva y política que puede escalar potencialmente a reivindica-
ciones vinculadas al derecho a la ciudad. 

El tercer capítulo indaga en las dinámicas de expulsión social, 
resultado de los procesos de reconstrucción en barrios de Talca 
con posterioridad al terremoto de 2010. En este trabajo, Inzulza se 
refiere al rol que le cabe al barrio como una escala donde se ancla 
el derecho a la ciudad (en reconstrucción). En concreto, el estudio 
muestra cómo las políticas de reconstrucción favorecen a residentes 
con capacidad de endeudamiento y desplazan a aquellos que no la 
tienen. Con ello, se concluye respecto de la urgencia de contar con una 
visión de planificación que incluya las distintas demandas ciudadanas, 
como el mayor capital social. En efecto, el capítulo muestra cómo el 
desplazamiento afecta el tejido social, no atendiendo a la escala ba-
rrial y solo centrando su interés en la escala vivienda. Aspectos como 
la localización del barrio, pero también las relaciones sociales entre 
vecinos, la ausencia de conflictos, no habrían sido tomados suficien-
temente en cuenta a la hora de conducir la política de reconstrucción.

Omar Pereyra despliega una perspectiva temporal y de cambio 
en el control del espacio público en un barrio de clase media, la Re-
sidencial San Felipe, en Lima, Perú. Este cuarto capítulo se sustenta 
en un año de trabajo etnográfico, donde se realizó una exploración 
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de diverso tipo de situaciones conflictivas en la vida cotidiana del 
barrio, particularmente en torno a cómo se usa el espacio público. Se 
describen dos grandes visiones: por un lado, una visión más propia 
de una clase media tradicional envejecida que concibe al espacio 
como ornamental; y otra visión encarnada por los jóvenes-adultos 
(tanto de clase media tradicional y de la «nueva clase media») que 
conciben a este espacio como uno de libre acceso, de diversidad 
de funciones y abierto a la espontaneidad. La investigación mues-
tra cómo la disponibilidad de tiempo permite que los grupos de 
residentes de mayor edad puedan desarrollar una actividad más 
participativa en organizaciones locales, controlando las agendas e 
intereses y logrando ser atendidas por las autoridades locales. Lo 
anterior debilitaría los intereses y participación de otros grupos de 
vecinos, con lo cual, argumenta el autor, el tiempo es transformado 
en una suerte de capital organizacional, clave para entender el poder 
en espacios locales. 

El último capítulo de esta sección aborda el concepto de barrio 
a partir de la dinámica publicitaria, política y económica. El caso 
tratado es la formación del así llamado «barrio alto» en Santiago 
de Chile. Explorando fuentes diversas, y particularmente a partir 
de un análisis de la publicidad inmobiliaria de la revista Vivienda 
y Decoración del diario El Mercurio durante los años 1983-2013, 
Álvarez expone la forma en que ciertos estilos de vida —atractivos 
para las clases más pudientes— se despliegan durante décadas. 
Utilizando los conceptos de «imaginarios urbanos» y de «formas 
de habitar», Álvarez describe la forma en que se fueron instalando 
valores relacionados con el éxito, confort, atracción, notoriedad 
y seguridad en la zona oriente de la capital de Chile. Asimismo, 
muestra cómo las políticas de liberalización de los mercados de 
suelo favorecieron la expansión del sector privado inmobiliario, 
quienes orientaron su oferta a familias de ingresos medios y altos, 
en zonas que hasta entonces estaban predominantemente ocupadas 
por personas de bajos ingresos.

En esta sección inicial encontramos gran diversidad de apro-
ximaciones metodológicas para comprender en profundidad las 
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dinámicas de cambio y disputa en torno a la escala del barrio en-
tendida como una escala particular. Los capítulos que la integran 
nos enseñan sobre la urgencia de incorporar aproximaciones etno-
gráficas, cualitativas, de archivo, y también afectivas y sensoriales 
en el estudio contemporáneo de la vida microsocial donde se juega 
la cohesión social. 

La segunda sección, titulada «Desigualdades urbanas», reflexio-
na desde sus particulares enfoques y metodologías sobre tópicos 
relevantes, tales como la desigualdad urbana; la construcción del 
poder individual y colectivo; la organización, el activismo y las 
resistencias sociales; las distintas formas y manifestaciones que 
asume la segregación urbana contemporánea, la gentrificación y 
el efecto que esta genera en el espacio urbano y en la vida de las 
personas; aspectos éticos y jurídicos emergentes en los conflictos 
urbanos contemporáneos, y algunos posibles caminos de resolución 
de conflictos en la ciudad. 

En el primer capítulo de esta sección, Butler analiza la mixidad 
social en el espacio como una estrategia —desesperada— por parte de 
los Estados para hacer frente a un modelo de desarrollo económico, 
político y social que profundiza las brechas de desigualdad. A partir 
del análisis de los procesos de gentrificación en Londres, el autor 
muestra cómo en diferentes períodos se han ido desplazando grupos 
de población más allá de los límites de la clase obrera, afectando 
crecientemente a grupos medios y medios altos, sumado a procesos 
intergeneracionales de vulnerabilidad residencial. Se cuestiona el 
rol del Estado como responsable en la provisión de viviendas y, más 
aun, como partícipe en los procesos de expulsión y limpieza de la 
ciudad para grupos adinerados. A partir de una buena recapitulación 
histórica centrada en el caso de Londres, marca el contexto a partir 
del cual se pueden entender los capítulos siguientes de la sección, 
así como la necesidad de una investigación crítica que pueda deve-
lar y desnaturalizar los procesos de producción del espacio urbano 
contemporáneo. 

En el siguiente capítulo, Mercedes Najman, María Mercedes 
Di Virgilio y Denise Brikman proponen un análisis sobre el déficit 
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habitacional de Buenos Aires, en un contexto de crecimiento del 
número de arrendatarios y ocupantes de vivienda precaria en la 
ciudad. Existe un conflicto de larga data en Buenos Aires, que en 
el año 2010 se desplaza al centro de la agenda pública a partir de 
la toma de un espacio público localizado en el sur de la ciudad: el 
mediatizado caso del Parque Indoamericano. Tal movimiento tuvo el 
fin de satisfacer la necesidad de vivienda de un conjunto de familias 
provenientes de asentamientos informales, ocupantes de este sector 
localizado en la zona de Villa Soldati, en la frontera entre la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y el Conurbano bonaerense, es decir, en 
un espacio de alta centralidad. Este conflicto visibilizó un conjunto 
de problemáticas vinculadas al acceso a la vivienda de calidad, como 
son el crecimiento poblacional de las villas de la ciudad, el proceso 
de inquilinización de dichos territorios, la desigualdad entre el sur 
(pobre, segregado) y norte (de alta renta, de mayor centralidad) de 
la ciudad de Buenos Aires, así como una vacancia de las políticas 
públicas en torno a dichos asuntos. Tras el conflicto del Parque 
Indoamericano, se observa un cambio de tendencia en el desarrollo 
de las políticas en villas y ciertas transformaciones en los canales 
judiciales como ámbito de disputa. Las modalidades y cursos de 
acción de las luchas por la vivienda penetran las esferas judiciales y 
traslucen un dominio técnico legal por parte de los pobladores, sin 
precedentes para la historia argentina. El canal judicial se constituyó 
como un espacio de disputa de los conflictos urbanos por parte de 
los movimientos sociales y sus alcances limitados sobre las acciones 
del Poder Ejecutivo. Sin embargo, a pesar de la visibilización de la 
problemática de las villas y de los cambios observados en la orienta-
ción de las acciones del gobierno de la ciudad, el déficit habitacional 
en la ciudad de Buenos Aires continúa siendo aún una cuestión 
urgente y persistente, en un estado de creciente apreciación de vi-
vienda, dificultad para su acceso, desvitalización de la producción 
de hábitat residencial producto de un contexto económico inestable, 
y crecimiento del número de asentamientos informales segregados 
en las periferias más lejanas de la ciudad. De cualquier forma, el 
trabajo de estas autoras puede ser leído como representativo de un 
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momento particular de traslado de las demandas por vivienda, desde 
las esferas insertas en el Poder Ejecutivo hacia las del sector judicial, 
en un contexto de una democracia postdictatorial más consolidada 
en el cono sur latinoamericano.

En el siguiente capítulo, Catherine Valenzuela realiza un es-
tudio histórico para examinar la evolución y transformación del 
movimiento de pobladores chileno, en torno a las tomas de terreno, 
masivas y altamente organizadas en la ciudad de Santiago, desde el 
surgimiento de las «poblaciones callampas» hasta la toma de terre-
no que dio origen al campamento Esperanza Andina de 1992, en la 
comuna metropolitana de Peñalolén. Esta investigadora considera 
la concepción de prácticas de estrategia política de acción directa, 
en un estudio cualitativo, detallado y bien documentado, que evi-
dencia un proceso de perfeccionamiento que evolucionó desde la 
táctica simple de los llamados «callamperos» de hace seis décadas 
atrás, hasta el alto grado de organización ocurrido en la década de 
1990, ya recobrada la democracia, y que distingue el accionar de los 
pobladores del campamento Esperanza Andina. La toma de terreno 
de Esperanza Andina, ocurrida en la década de 1990 y ya recobra-
do un régimen democrático chileno, convirtió a un grupo de «sin 
casa» en propietarios de un proyecto habitacional diseñado por los 
mismos pobladores. Al interior de esta ocupación se funcionó sin 
el apoyo de partidos políticos ni otro tipo de asesoría, pero existió 
allí un alto nivel de agenciamiento individual, liderazgos femeninos, 
organización mediante comités de viviendas; es decir, factores nuevos 
(postdictatoriales) que caracterizaron a los pobladores chilenos a 
partir de la década de 1990. El comité central de la toma Esperanza 
Andina organizó la postulación de los pobladores para ordenar los 
trámites requeridos frente a la autoridad, y el ahorro de cada una de 
las familias. Más hacia la actualidad, la tradición organizativa del 
movimiento de pobladores en la comuna de Peñalolén se mantuvo 
y se tradujo en un movimiento que abarca objetivos que van más 
allá de los esfuerzos por obtener vivienda. El actual Movimiento de 
Pobladores en Lucha (MPL), que lidera la Federación de Pobladores 
en Chile y que ha generado experiencias autogestionarias interesantes 
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para el mundo de las reclamaciones por la vivienda popular, es un 
buen ejemplo. Los resultados de Valenzuela también permiten esta-
blecer una lectura crítica de la realidad actual del país para el año 
2018, cuando la emergencia de tomas de terrenos y campamentos 
periféricos en prácticamente todas las ciudades grandes del país 
alcanza al 10% del déficit de vivienda nacional. 

En el cuarto capítulo, Camila Cociña analiza la ambivalencia 
de las políticas urbana y de vivienda chilenas, que contrarrestan y 
a la vez refuerzan patrones de desigualdad en la ciudad. Su caso de 
estudio es el programa de Segunda Oportunidad, que caracterizó al 
Estado chileno en la última década, particularmente durante el pri-
mer gobierno de Sebastián Piñera (2010-2014), y que fue aplicado en 
el sector de Bajos de Mena, en la comuna periférica de Puente Alto, 
ciudad de Santiago. Bajos de Mena se ha asociado históricamente 
con hogares vulnerables aglomerados, beneficiarios de subsidios de 
vivienda social, un espacio urbano periférico de bajo costo de suelo, 
carente de planificación urbana integral y con bajo acceso a bienes 
públicos. Esta situación hoy se complejiza, dado que la comuna ex-
perimenta una valorización comercial y una consecuente tendencia al 
arribo de población de mayores recursos, sumado a la construcción 
de infraestructuras públicas y privadas de alto estándar. Entonces, 
no resulta extraño que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo 
chileno, en el último tiempo, haya intentado imponer estándares 
de densidad y habitabilidad concordantes con esta tendencia. Este 
trabajo apela al uso del concepto «desigualdades políticas» para 
explicar cómo el Estado chileno ha abordado el tratamiento de 
comunidades residenciales como una sumatoria de agenciamientos 
individuales, sumado al ejercicio de una política verticalizada, tanto 
desde el sector propiamente estatal (poderes Ejecutivo y Legislativo) 
como municipal, a menudo con objetivos contrapuestos entre estos 
sectores. Incluso se lee una instrumentalización clientelar de la po-
blación local. En efecto, Cociña entiende gran parte del diseño de la 
política de Segunda Oportunidad como una virtual barrera para una 
transformación política realmente democrática, en la que los lími-
tes de la participación ciudadana son entendidos como «libertades 



Introducción

19

individuales», meras normas procedimentales de comportamiento 
y decisión de localización de los hogares residentes. En su trabajo, 
Cociña contrapone el modelo político chileno de construcción de 
hábitat residencial con un «alter-modelo» de mayor cohesión y 
praxis colectiva, hoy por hoy escasamente observado en el país, al 
menos dentro de los circuitos oficiales de producción de vivienda. 

Finalmente, Carmen Silva y Loreto Martínez abordan el caso 
de Bajos de Mena en Puente Alto, en un estudio comparado con la 
comuna de Lo Prado, territorio pericentral (es decir, perteneciente al 
anillo que bordea el centro fundacional de la metrópolis de Santiago). 
Estas autoras se preguntan respecto a las «metas a futuro» que tiene 
la población adolescente residente en conjuntos de vivienda social 
situados en contextos de pobreza. Estas autoras miden y evalúan el 
nivel educacional y las expectativas de estudios y ocupacional a las 
que aspiran los sujetos del estudio, sumado al tiempo que esperan 
para lograrlas. El estudio impresiona por su novedad y originalidad, 
y por sus múltiples fuentes cualitativas y cuantitativas, a saber, una 
combinación de consultas a expertos con un cuestionario aplicado a 
218 informantes. Si bien los jóvenes residentes en ambos conjuntos 
refieren un nivel elevado de aspiraciones educacionales (educación 
superior) y ocupacionales (ser técnicos o profesionales), aquellos que 
residen en Lo Prado aspiran a un nivel más avanzado (universitario) 
y proyectan sus metas a mayor plazo, en comparación con los adoles-
centes de Bajos de Mena, en Puente Alto. Este capítulo aporta a una 
discusión nacional relativa a segregación con un enfoque psicosocial, 
al revisar las experiencias y aspiraciones de desarrollo humano de 
la población, dependiendo de su lugar de residencia. Este capítulo 
también nos habla de un desarrollo positivo de los jóvenes residentes 
de conjuntos de vivienda social, y a la vez cuestiona la tendencia 
de la investigación tradicional a enfocarse preponderantemente en 
las conductas «problemáticas» en los jóvenes residentes de barrios 
desventajados. Al contrario de investigaciones más convencionales, 
el trabajo de Silva y Martínez sugiere que la población juvenil en 
barrios carenciados sí tiene intención y esfuerzos de movilidad social 
en Chile. 
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En su conjunto, esta segunda sección reúne capítulos con te-
máticas y enfoques críticos, no solo porque cuestionan el statu quo 
político de Chile y Argentina en materias de derecho a la vivienda 
y del rol de los Estados nacionales de proveer oportunidades de 
desarrollo humano y movilidad social en los conjuntos de vivienda 
social, sino también son críticos porque cuestionan la praxis in-
vestigativa tradicional y ciertos enfoques —ya devenidos en lugar 
común— que exigen revisión. Dos de ellos de alta importancia: a) 
el agenciamiento individual como supuesto analítico para muchos 
procesos urbanos; b) la concepción de la juventud urbana como 
materia de eterno conflicto. Al momento presente, que exige una 
reconstrucción de teoría crítica, enfoques novedosos como los de 
esta sección son prometedores para el estado del arte actual y futuro 
de los estudios urbanos latinoamericanos. 

La tercera sección, titulada «Conflictos territoriales», aborda 
conflictos que manifiestan disputas territoriales de distinta conno-
tación, lo que requiere una reflexión inicial acerca de qué procesos 
incluir en esta categoría y cómo caracterizarlos. Un elemento fun-
damental en estos conflictos es la disputa por un espacio geográfico, 
entre actores que se movilizan por distintos intereses, con una con-
tradicción estructural entre los valores de uso —habitar, recrearse, 
preservar una identidad y/o patrimonio— y los valores de cambio 
—extraer rentas, producir y/o acumular plusvalías—. Sin embargo, 
estas disputas no se restringen a fronteras físicas o administrativas, 
las que pueden ser en sí mismas un objeto de contestación —como 
en el caso del conflicto Mapuche—, y se hacen más relevantes a la 
par de su capacidad de involucrar actores y escalas que trascienden 
el espacio geográfico, que es un foco del conflicto, más que su con-
tenedor.

En este contexto, el primer capítulo, de De la Maza, Maillet 
y Martínez, propone que «el carácter territorial [de un conflicto] 
nace de un problema que afecta a los habitantes de un territorio 
determinado, que se movilizan en ese mismo territorio y elaboran 
reivindicaciones y coaliciones que nacen de allí». Aunque estos 
autores excluyen los conflictos urbanos y aquellos protagonizados 
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por actores indígenas, por situarse fuera de su foco de análisis, 
la visión de conjunto de los capítulos agrupados en esta sección 
muestra evidentes paralelos que ameritan integrar estos tipos en un 
análisis global de conflictos territoriales. En efecto, tanto el conflicto 
mapuche —en el capítulo de Romero et al.—, distintas formas de 
conflicto urbano —en los capítulos de Marcús y de Meléndez— y 
las controversias generadas por desastres naturales —en el capítulo 
de Pérez-Tello— tienen rasgos comunes con conflictos relacionados 
con las actividades extractivas, el sector energético, contaminación 
ambiental, o bien con demandas de mayor autonomía territorial y/o 
mejores servicios públicos en regiones. En efecto, además de tener 
un foco en un espacio geográfico específico, podemos reconocer dos 
rasgos distintivos de este heterogéneo conjunto de demandas: su 
persistencia en el tiempo y su capacidad de politización. 

Lo primero da cuenta del interés permanente que tienen las 
personas de movilizarse para preservar o mejorar sus costumbres y/o 
calidad de vida en el territorio que habitan. El conflicto mapuche es 
un caso paradigmático de esta persistencia, con reiterados ciclos de 
movilización y reinterpretación de una identidad cultural y étnica, 
que se remontan al menos a la invasión del Estado de Chile en la 
segunda mitad del siglo XIX (ver capítulo de Hugo Romero et al.). 
Asimismo, los conflictos socioterritoriales analizados por Delama-
za y Maillet son procesos de larga duración, en el que los actores 
demandantes recurren a diversas estrategias para obtener sus fines, 
desde huelgas, manifestaciones públicas y campañas de alcance na-
cional e internacional, hasta alianzas con representantes políticos 
y causas judiciales. Esta multiplicidad de estrategias articuladas en 
un tiempo prolongado también se observa en los conflictos urbanos 
observados por Marcús y Meléndez en Buenos Aires y Valparaíso. 

Lo segundo, es decir, la capacidad de politización (de las per-
sonas, territorios, grupos sociales, etc.), habla de la capacidad que 
puede tener un conflicto territorial para extender su alcance inicial, 
generando procesos de politización en los que Delamaza y Maillet 
reconocen tres características fundamentales. En primer lugar, in-
volucran a otros actores, nacionales o internacionales, además de 
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los locales. Después, interpelan a diversos poderes y autoridades del 
Estado, a escala regional o nacional. Y, finalmente, cuestionan los 
fundamentos de las políticas públicas, por ejemplo, la descentraliza-
ción del Estado, los derechos sobre los recursos de un territorio, el 
impacto ambiental de actividades económicas y otros. En suma, son 
procesos que pueden tener la capacidad de situar conflictos locales 
en el ámbito de problemáticas de alcance nacional o global. Aunque 
estos autores excluyen de esta definición a los conflictos vecinales que 
tienen objetivos estrictamente locales, de tipo NIMBY, los capítulos 
de Marcús y Meléndez observan casos de conflictos urbanos que 
han desarrollado efectivos procesos del tipo de politización al que 
nos hemos referido. 

Un alcance relevante de esta capacidad de politización es que las 
dinámicas sociopolíticas desencadenadas por conflictos territoriales, 
en el curso de procesos de movilización para los cuales se establecen 
vínculos entre habitantes, organizaciones y representantes políticos, 
pueden tener un efecto positivo en la cohesión social. Por ejemplo, 
en el ciclo actual del conflicto mapuche se aprecia una dinámica 
de reinterpretación de esta identidad étnica en la que participan 
comunidades, activistas e intelectuales, destacando al lof como en-
tidad territorial no circunscrita a una geografía, sino conformada 
dinámicamente por redes de parentesco y su relación con la tierra 
(ver capítulo de Romero et al.). En Buenos Aires, la organización 
de vecinos, el escalamiento de sus demandas a través de represen-
tantes políticos y la elaboración de contrapropuestas de escenarios 
de desarrollo urbano manifiestan claras capacidades de politización 
y de reforzamiento de la cohesión social (ver capítulo de Marcús). 

En contraparte, al menos en los casos de Chile y Argentina que 
son analizados en este capítulo, estos procesos de politización se 
manifiestan esencialmente de forma negativa, es decir, son capaces de 
paralizar inversiones, bloquear proyectos, oponerse a la explotación 
del espacio o de sus recursos y otras formas de oponerse a la explo-
tación de un territorio como valor de cambio. Esto no implica una 
connotación inevitablemente negativa de los conflictos territoriales 
en este sentido, sino que alerta más bien acerca de una incapacidad 



Introducción

23

de las instituciones y administración del Estado para canalizar 
creativamente las capacidades de movilización y politización local. 

Además, la vulnerabilidad social puede no solo anular esta ca-
pacidad de politizar conflictos, sino acrecentar las tensiones internas 
de comunidades expuestas a catástrofes naturales y alimentar sus 
desconfianzas con autoridades y representantes políticos (ver capítulo 
de Pérez). En este sentido, la carencia de recursos necesarios para 
generar procesos de organización y movilización local se expresa 
como un factor que puede exacerbar desigualdades iniciales y fra-
gilizar vínculos sociales ante desastres locales. 

En suma, los conflictos territoriales son procesos diversos que 
emergen desde un espacio geográfico, que tienen el potencial de 
persistir en el tiempo, de generar procesos de politización que tras-
cienden su carácter local y que eventualmente pueden fortalecer la 
cohesión social entre actores movilizados por un territorio. Sin em-
bargo, en el contexto aquí observado tienden a bloquear proyectos 
más que a fomentar procesos de desarrollo social o económico. Esta 
tendencia interpela directamente a nuestras instituciones y sistemas 
políticos, que no han desarrollado las instancias necesarias para 
interactuar constructivamente con actores movilizados por su terri-
torio, ni tampoco han sido capaces de subsanar vulnerabilidades que 
impiden la reconstrucción de sistemas de vida y de vínculos sociales 
en comunidades afectadas por desastres naturales.





Sección 1

El barrio.  
Articulación vecinal  

y cohesión social





27

La llegada de los súper ricos globales: 
desplazamiento territorial y el 

desafío a los significantes de estatus 
socialmente reconocidos en un 

suburbio de élite en Londres

Richard Webber 
King’s College London. Londres, Inglaterra*1

Normalmente las personas dejan hasta el final de su presentación 
el resumen de sus mensajes clave, pero debido a que esta presentación 
incluye tantos elementos que se encuentran fuera del tema principal 
de esta conferencia, creo que vale la pena comenzar con un resu-
men, debido a que puede resultar difícil seguir mis pensamientos. 
El primer punto que me gustaría hacer, para reforzar lo que María 
Luisa Méndez ha explicado en su amable presentación, es que el 
capital global contribuye a la fragmentación las élites, así como a 
la desigualdad. Si nuestras emociones naturalmente se centran en 
el impacto negativo de la globalización en el nivel de vida de los 
pobres, nuestro intelecto tiene que reconocer que la globalización 
también puede tener efectos negativos en ciertos sectores de la élite. 

El segundo punto es que el desplazamiento territorial es solo 
uno de los efectos perturbadores de la globalización en las élites 
establecidas. El tercero, que se desprende del segundo, es que los 
nuevos valores de las élites emergentes, que surgen como resultado 
de la globalización, también presentan un desafío al estado de los 

*	 Transcripción de Victoria Finn, Universidad Diego Portales, editado por Richard 
Webber, agosto de 2018.
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símbolos que las élites tradicionales han utilizado históricamente 
para distinguirse de grupos de estatus inferior. 

También se me ocurre pensar, aunque solo lo mencionaré de 
paso en esta charla, que en siglos anteriores existía una tendencia a 
que las nuevas élites fueran absorbidas por las antiguas élites. En la 
actualidad, es mucho menos probable que esto ocurra con la nueva 
élite global, como tampoco podemos estar seguros de que el conflicto 
entre los valores de la nueva y vieja élite simplemente se resolverá 
mediante la incorporación o el paso del tiempo. 

El cuarto punto, que puede ser más específico a Inglaterra que los 
tres anteriores, es que una de las fuentes más eficaces para entender 
el conflicto entre las nuevas y viejas élites es el contenido de las de-
claraciones públicas relacionadas con las solicitudes de planificación 
(planning applications) y las apelaciones de planificación (planning 
appeals), ya que es desde las disputas de planificación, la fuente de 
las diferencias de opinión es más visible, por ejemplo, en forma de 
objeciones por escrito.

El quinto, y creo que esto puede ser la contribución más relevan-
te para esta conferencia, es que es un error considerar los actuales 
niveles de desigualdad como si fueran de alguna manera nuevos. 
No lo son, y un propósito clave de esta presentación es comparar el 
patrón de desigualdad actual con el patrón de hace cien años. Por 
lo tanto, como el análisis comparativo es un método característico 
de las ciencias sociales, creo que es apropiado utilizar el análisis 
comparativo para comparar no solo los niveles de desigualdad, 
sino también el carácter de los conflictos dentro de las élites ahora 
y cien años atrás. 

María Luisa ha hecho referencia a un estudio que se conoce 
como Alpha Territory Project. Lo que estoy presentando aquí es una 
pequeña parte de este estudio. Mi participación original en era idear 
un nombre para él y creo que la palabra Alpha es adecuada, ya que 
tiene fuertes asociaciones con las finanzas y la calidad. Posterior-
mente, estaba comprometido para ayudar a decidir en qué lugares 
de Londres se realizaría el trabajo de campo. La razón por la que 
esta presentación se encuentra enfocada en una localidad específica, 
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Highgate, es no solo porque he vivido durante más de treinta años 
en este lugar. También lo es, porque he estado gran parte de este 
tiempo participando en organizaciones comunitarias involucradas 
en disputas de este tipo. Entonces, hoy les hablo desde ambos, tanto 
como residente y académico. 

Mucho se ha escrito sobre la producción de la riqueza, la produc-
ción de la desigualdad y la medición de la desigualdad, en esa línea, 
en el Alpha Territory Project nos ha influenciado mucho el trabajo de 
Thomas Piketty. Aunque la Figura 1 no fue extraída directamente de 
su investigación, esta muestra claramente cómo durante el período 
entre 1918 y 1960 aproximadamente, los miembros menos favore-
cidos de una serie de sociedades occidentales fueron estrechando la 
brecha de ingresos con los más ricos, al menos en términos reales. 
No obstante, desde 1960 puede verse en el gráfico que ha habido 
una inflexión y en los últimos años son los más ricos cuyo ingreso 
ha aumentado más rápido.

Figura 1. Desigualdades de ingreso en países anglosajones,1910-2010. 

Fuente: Gráfico extraído de Atkinson, A. B., & Leigh, A. (2013).

Aunque algunos lo hacen, sospecho que la mayoría de las perso-
nas no consideran la riqueza como un fin en sí misma, sino como un 
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medio para alcanzar otras metas. En un nivel más básico, se hacen 
ricos con la creencia de que la riqueza hará que se sientan felices y 
aumentará su autoestima. El foco de gran parte de nuestro proyecto 
han sido los mecanismos a través de los cuales la materia prima de 
las finanzas y el capital es procesado y refinado, de tal manera, que 
la gente se sienta bien consigo misma y sea apreciada por los demás. 
Este proceso no es entendido como creo que debe serlo. Eso se debe, 
en parte, a que puede ser muy difícil acceder a los muy ricos para 
entrevistarlos: los métodos que utilizamos para tales investigaciones 
no son inmediatamente obvios.

Por esa razón, hablaremos aquí no solo sobre el nivel de riqueza 
global o su efecto a través del desplazamiento de personas de los 
barrios en los que la élite ha vivido tradicionalmente, o simple-
mente acerca del cambio físico —aunque ese es un marcador muy 
importante del conflicto—, pero también respecto de un cambio en 
los criterios según los cuales se asigna el estatus. Creemos que los 
miembros de las nuevas élites solían respetar los tokens de estatus 
socialmente establecidos, aunque no siempre de forma acrítica; el 
hecho de que ahora tienen menos probabilidades de hacerlo es el 
núcleo de gran parte del conflicto que describe esta presentación.

La Figura 2 es una forma inteligente de visualización de este 
fenómeno, en esta, las áreas de tamaño son proporcionales al tamaño 
de un valor específico de los datos. El mapa es de Gran Bretaña, el 
área más oscura es Londres y los datos que se muestran correspon-
den a la concentración del 0,1% superior de la población según su 
riqueza. Sospecho que un mapa de Chile revelaría uno de los efectos 
de la globalización, ya que no solo es el hogar principal de la élite 
británica, sino que es el lugar elegido por algunos de los miembros 
más ricos de la población mundial, los que se caracterizan por poseer 
una amplia libertad geográfica. 
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Figura 2. Distribución de la riqueza en islas británicas. 

Fuente: Figura extraída de Dorling, D., & Hennig, B. D. (2016).

Entiendo que muchos miembros de la élite de Chile se están 
moviendo dentro de Santiago en dirección a los Andes. En contraste, 
en Londres hay una tendencia para que la élite emigre más cerca del 
centro. Por lo tanto, Londres se está convirtiendo mucho más en una 
ciudad de estilo mediterráneo, donde los ricos quieren estar cerca de 
los centros de entretenimiento, cafés y restaurantes, o sea, cualquier 
lugar de consumo cultural. Entonces, al momento de seleccionar 
los lugares para nuestro estudio de élites en Londres, la mayoría de 
ellos estaban bastante cerca del centro. Sin embargo, es en un lugar 
más lejano al norte y más alejado del centro, Highgate Village, en 
el que quiero centrarme hoy en esta presentación. La razón no es 
solo porque vivo allí, sino porque es uno de los barrios de Londres 
en los cuales es posible discernir el patrón del conflicto entre las 
viejas y nuevas élites. En contraste con los suburbios de Chicago, 
pero similar a Santiago o incluso Bogotá, la razón por la cual High-
gate fue originalmente el lugar escogido por la élite londinense es 
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debido a que ofrecía aire fresco, agua limpia y buenas vistas. Tam-
bién formó parte de una ruta de entrenamiento entre Londres y el 
norte de Inglaterra, siendo el primer punto en el que los caballos 
eran reemplazados. Como resultado de lo anterior, Highgate tiene 
muchos edificios históricos y se constituyó como un asentamiento 
separado hasta aproximadamente 1850, cuando fue absorbida por 
la expansión suburbana de la ciudad.

Quiero tomarme un momento para explicar el concepto de 
pueblo, que puede ser peculiarmente inglés. El autobús número 
214 de Londres comienza en el centro de una de las aglomeraciones 
de capital y finanzas más grandes del mundo. ¿Por qué el autobús 
214 declara en su tablero que el destino es un «pueblo»? Creo que 
hay tres características que nos permiten distinguir un pueblo. La 
primera es que la mayoría de los edificios son diferentes entre sí, de 
diferentes tamaños, construidos en diferentes estilos y durante dife-
rentes períodos históricos. El segundo es que un pueblo está rodeado 
de vegetación. El tercero es social: es un lugar donde las personas 
que caminan a la tienda de comestibles conocen a otras personas y 
comienzan a hablar con personas que conocen. Tal comunidad es 
un lugar que tiene lugares para la convivencia, que pueden ser de 
propiedad privada, como un pub, o de propiedad colectiva, como 
una plaza del pueblo. Que Highgate debería llamarse pueblo no es 
pretencioso por parte de sus residentes, realmente tiene esas carac-
terísticas que, en el campo, distinguirían a un pueblo inglés.

Si usamos los datos de encuesta para cuantificar las interaccio-
nes sociales en lugares que normalmente describiríamos como un 
pueblo, encontramos que tienen los índices más altos de inclusión 
social. Estos son lugares de cohesión social, de baja criminalidad, 
lugares en los que a las personas les gusta vivir. Asisten a la iglesia, 
participan en organizaciones locales de voluntariado, compran an-
tigüedades, visitan casas históricas. También les gustan los jardines. 
Las investigaciones nos dicen que sus residentes tienden despropor-
cionadamente a tener perros, y no solo perros, sino también perros 
grandes, que consumen grandes cantidades de comida. ¿Por qué 
menciono estas cosas? Porque, aunque podríamos haber analizado 
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otras áreas donde las finanzas globales están desplazando a la élite 
tradicional, en un pueblo con estas características, el conflicto está 
más arraigado debido a que los recién llegados tienden a no aceptar 
el concepto de vida en el pueblo que ha atraído a la élite tradicional 
al lugar donde vive.

Lo que también quiero sugerirles es que el concepto de Alpha 
Territory en una gran ciudad no es, al menos en Europa, algo que sea 
moderno o novedoso. Una tienda en la calle principal de Highgate 
Village declara con orgullo «Established in 1767». Los propietarios 
afirman ser la empresa de agentes inmobiliarios con más antigüedad 
en funcionamiento en Europa. Así que, en cierto modo, lo que es 
interesante de un pueblo tan histórico en una gran ciudad como 
Highgate Village, es que su vivienda constituye fragmentos de las 
diversas manifestaciones del Alpha Territory que existieron en di-
ferentes momentos y que se desarrollaron por diferentes motivos. 
Entonces, si miramos la Figura 3.A, vemos una forma muy temprana 
de Alpha Territory: de grandes casas construidas por comerciantes 
exitosos que viajaban diariamente a la ciudad. Ahora, en la Figura 
3.B, observamos una casa construida en el siglo XIX, con la llegada 
de los ferrocarriles, a una densidad mucho mayor, pero aún bastante 
grande, una casa construida de manera especulativa pero que ahora 
atrae a profesionales y personas que trabajan por cuenta propia. 
Hoy, este tipo de vecindario, o tipo de vivienda, es particularmente 
atractivo para las personas que son trabajadores del conocimiento: 
para los periodistas, las personas de la televisión, no para las personas 
que trabajan en la administración o en las grandes empresas, pero 
sí para aquellas con un interés profesional en la comprensión de los 
diferentes grupos de personas. Cuando nos fijamos en el tipo de per-
sonas que viven en estas casas, encontramos que una gran proporción 
ha obtenido títulos en Artes y Ciencias Sociales, y muchos menos 
en Ingeniería. A su vez, encontramos una proporción muy alta de 
mujeres graduadas, como también una de mujeres en profesiones de 
cuidado. Hallamos un nivel mucho más alto de igualdad de género 
que en los barrios más desarrollados en la periferia de Londres, los 
que tienden a atraer a los gerentes que trabajan en grandes empresas. 
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En otras palabras, la élite sorprende por sus actitudes liberales y esto 
se refleja en su representación política.

Figura N° 3. Concepto de Alpha Territory.

A) B) C)

D) E)

Fuente: Imágenes extraídas de Brennan (2011).

La Figura 3.C muestra otro tipo de vecindad común dentro de 
Highgate Village, caracterizado por villas individuales. Estas casas 
tienen algunas similitudes con muchas en Providencia (en Santiago, 
Chile), las cuales fueron construidas en estilos arquitectónicos tra-
dicionales o revivalistas. La que contiene la imagen se construyó en 
1870 en un estilo gótico medieval. La Figura 3.D muestra una serie 
de mansiones construidas por los plutócratas entre 1880 y 1900. 
Estas manifestaciones del Alpha Territory en diferentes períodos 
muestran cuán inusual es la variada Highgate Village. Muchas de 
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las casas más grandes son actualmente propiedad de rusos. Esta 
particularmente, Witanhurst, fácilmente podría confundirse con un 
hotel de lujo. Cuenta con veintiocho habitaciones, estacionamiento 
para veintiocho coches, un ascensor que lleva a los coches de la ca-
lle hasta el estacionamiento, un gimnasio, una sala de prensa, una 
piscina de cien metros de largo. Se encuentra mejor equipada que 
la mayoría de los hoteles que ustedes podrían pensar. Es propiedad 
de un ruso que gastó cincuenta millones de libras para comprarla, y 
otros cincuenta millones de libras para restaurarla. Él había esperado 
que estuviera terminada para los Juegos Olímpicos de Londres, pero 
no se completó hasta los Juegos Olímpicos de Río (véase Figura 4).

Figura 4. Witanhurst.

Fuente: Extraído de Brennan (2011).

Cuando observamos las características de estos nuevos propie-
tarios y los de las casas nuevas que se están construyendo, es útil 
considerar el término «blemish». Estas personas se niegan a aceptar 
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cualquier cosa que esté desgastada, desgarrada, vieja o que no esté en 
perfectas condiciones, por lo que creo que un motivo apropiado de 
tal idea es la imagen de un chofer, mientras espera conducir para su 
dueño, limpiando las ruedas de su impecable BMW. Esta insistencia 
para que las cosas sean perfectas en sensación y apariencia se aplica 
no solo a los objetos que se pueden comprar, los autos o las casas, 
por ejemplo, sino también a las esposas, los esposos, sus hijos y sus 
mascotas. La intolerancia de la «mancha» se aplica a la forma del 
cuerpo y el cabello, de la sastrería, del lavado y el aseo. Puede ser 
significativo que solo haya dos puntos de venta en Highgate que 
usen la palabra «estadounidense» en su identidad: uno de ellos es un 
lavadero de autos y el otro una tintorería. ¿Es este deseo de perfección 
en apariencia física y limpieza importado desde América del Norte?

Muchos miembros de la vieja élite no disfrutan de la compañía 
de esta élite; a veces usan ropa desgastada o rota, tienen cabello que 
necesita la atención de un peluquero, conducen autos que no están 
en perfectas condiciones. Otros asuntos aparte de la apariencia de-
finen su estado, como su desempeño en la prueba de conocimiento 
general entre la Highgate Society y la Highgate Scientific and Literary 
Institution.

Cuando estudiamos las características de las asociaciones locales 
de Highgate que se han desarrollado históricamente a lo largo de 
los años, queda claro que una de sus funciones principales ha sido 
influir en el resultado de las aplicaciones de planificación (planning 
applications). Si observamos en detalle las miles y miles de palabras 
que se presentan para apoyar u oponerse a estas aplicaciones, creo 
que podemos ubicar tres temas recurrentes que caracterizan el con-
flicto entre la élite tradicional y la nueva. La primera queja es que 
los recién llegados no se identifican con la localidad. No participan 
en organizaciones locales; no beben en pubs locales; no apoyan las 
tiendas locales; no envían a sus hijos a escuelas locales pagadas, por 
el contrario, viven donde lo hacen solo porque es la ubicación de la 
casa que compraron, no por el vecindario en el que se encuentra. Si se 
les preguntara dónde viven, no dirían que viven en Highgate, dirían 
que viven en Londres. Esto contrasta con la identificación dual de la 
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élite tradicional que se considera a sí misma como londinense y como 
residente de Highgate. Este es un buen ejemplo de la existencia del 
concepto «elective belonging», porque muchos residentes que no son 
miembros de la nueva élite global a menudo trabajan tantas horas 
que tienen poco tiempo para participar en asociaciones locales. Sin 
embargo, tanto en verano como en invierno se puede tener certeza 
de que los miembros más jóvenes de las élites tradicionales y sus 
hijos asistan a las expresiones anuales del espíritu comunitario, tales 
como la feria del pueblo y el concierto de villancicos.

La segunda área de conflicto se relaciona con los valores estéti-
cos. La casa neogótica que se presenta a la izquierda en la Figura 5 
atraería a muchos miembros de la élite tradicional, debido a sus 
montantes de piedra, sus vitrales, sus chimeneas decorativas y sus 
puertas ornamentadas. La nueva élite global preferiría una estética 
muy diferente, una de minimalismo, de vidrio, de espacios grandes en 
lugar de habitaciones pequeñas, una ausencia de detalles y una falta 
total de color. Algunos podrían argumentar que su preferencia es por 
un estilo internacional. Los agentes inmobiliarios me dicen que una 
razón más fundamental es que, para los ricos del mundo, es impor-
tante que una propiedad sea una forma de activo razonablemente 
líquida. Mientras que las élites tradicionales comprarían una casa 
de familia para vivir en ella unos veinte años, la élite global elegirá 
propiedades que representen una inversión comercializable. Se les 
recomendará que compren una propiedad que sea fácil de vender o 
que diseñen una con estética que tenga un atractivo popular para 
personas similares de su clase, independientemente de la parte del 
mundo desde dónde se origine el dinero para invertir en Londres 
en el momento que se desee vender. Nuestro equipo de proyecto 
ha estado intrigado por esta conexión entre las finanzas y el gusto.

Una tercera fuente de conflicto, que se encuentra en el centro 
de muchas disputas de planificación, es el valor que da al entorno 
natural. Esto puede ser hasta cierto punto una preocupación inglesa, 
o tal vez una del norte de Europa. En las regiones donde llueve regu-
larmente, una característica importante de una propiedad deseable 
es el jardín que la rodea, ya que no puedes crear un entorno natural 
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en un desierto. Así que para las clases altas tradicionales inglesas, 
tener un jardín que es mitad salvaje, mitad domesticado, donde pue-
des tener amigos para tomar una taza de té, una bebida, una charla 
o una fiesta en el jardín, si no en un pueblo, al menos se establece 
en terrenos tan grandes como asequibles al alcance de Londres, lo 
que constituye un ideal tanto social como estético. Pero, conforme 
aumenta el valor de la tierra, el problema con los jardines es que 
no hay una base para calcular su valor financiero, o al menos usar 
cualquier métrica que usualmente utilizan los tasadores de las casas. 
Esto se traduce en la tentación de extender el decorado de una casa 
recién construida hasta el borde más alejado de su parcela y, si está 
permitido, cortar cualquier árbol maduro que obstruya tal ambición.

Una curiosa subcategoría de la élite de Highgate son las cele-
bridades. A diferencia de los banqueros globales y los futbolistas 
internacionales exitosos, muchas celebridades de Highgate prefie-
ren vivir en casas de época cercanas al núcleo de la villa. Les gusta 
sentirse cerca del público y se nota que cuando la comunidad desea 
oponerse al cierre de una oficina postal o comprar luces navideñas, 
no es difícil obtener el respaldo de las celebridades. Todos estos 
ejemplos apoyan la noción que asociamos con [Pierre] Bourdieu, la 
importancia del gusto como significante del estado. Por supuesto, 
que el gusto no es algo que se pueda adquirir rápidamente.

He hecho referencia a aplicaciones de planificación y apelaciones 
de planificación. Que ambos se informen con cierto detalle en la 
prensa local es muy útil para el investigador social. Pero el proyecto 
Alpha Territory se benefició considerablemente de la presencia en 
Highgate de los archivos de la Highgate Literary and Scientific Insti-
tution (HLSI). Como resultado de este archivo, nos enfrentamos a la 
situación un tanto paradójica de que existe mucha más información 
sobre la identidad y los estilos de vida de los propietarios de las 
mansiones más prestigiosas de la villa en 1913 que en 2013. Piketty 
ha proporcionado la evidencia para demostrar que los niveles de 
desigualdad en 1913 no fueron muy diferentes de los de 2013. Lo 
que revela el archivo de HLSI es cuán similares y diferentes fueron los 
estilos de vida del Alpha Territory en estos dos años. Las mansiones 
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construidas por un rico industrial en 1900 requerían el apoyo de 
un personal muy numeroso, mayordomos, sirvientas, cocineros, 
trabajadores de establos, jardineros, etc. Para la década de 1920, se 
suponía que pocas personas tendrían la capacidad financiera de emplear 
personal en tales cifras. Los derechos sucesorios erosionaron la riqueza 
de las familias establecidas, el impuesto a la renta se había introducido, 
la Gran Guerra había cobrado su peaje, sus sobrevivientes estaban 
menos dispuestos a trabajar como sirvientes. El efecto acumulativo de 
estos cambios fue inducir cierto grado de pesimismo y la presunción 
de que los días de tales estilos de vida estaban contados.

Cuando mi generación asistió a la universidad en la década de 
1960, se esperaba universalmente que la era moderna implicaría 
una continuación indefinida de esta tendencia. Se suponía que una 
persona individual ya no podría permitirse comprar cualquiera de 
las grandes mansiones construidas por los industriales del siglo 
XIX, incluso si pudiera, y las casas todavía estarían más allá de los 
medios financieros de cualquier persona para mantenerla. O bien se 
demolerían las mansiones y sus terrenos se utilizarían para construir 
propiedades de viviendas más baratas o se convertirían en hoteles 
u hospitales, o se donarían a la nación y lugares de recreo. Desde 
la década de 1980, de manera opuesta a todas las expectativas, 
estas casas se han convertido una vez más en lugares donde podría 
imaginarse que en ellas vive la gente realmente rica (véase Figura 5).

Figura 5. Athlone House.

Fuente: Extraído de «“Soviet asylum” has Hampstead screaming». The Sunday 
Times (2010).
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Es interesante considerar las fuentes de la riqueza de las personas 
que ahora pueden comprar estas mansiones originales. La riqueza de 
aquellos para quienes originalmente se construyeron las casas eran 
tanto la fabricación como la distribución. Es posible que la riqueza 
no se haya originado en Londres, lo más probable es que hubiera 
sido en el norte de Inglaterra, pero al menos el dinero era británico 
y sus propietarios realizarían actividades, como la filantropía y, en 
el caso de Witanhurst, invitaciones a la alta sociedad para asistir a 
un torneo de tenis, lo que facilitaría su acceso a la élite tradicional 
(véase Figura 6). En otras palabras, se involucraban activamente 
en la comunidad local. En contraste, primero fue desde el Medio 
Oriente y, más recientemente, desde Rusia los lugares de origen de 
la riqueza para comprar estas mansiones, a veces con acusaciones de 
corrupción, nepotismo y lavado de dinero. Ya no era de las indus-
trias más productivas y las regiones del mundo que el dinero venía a 
comprar estas casas como trofeos, sino desde dónde se consideraba 
que ciertas formas de comportamiento financiero relajado eran las 
más comunes.

Figura 6. Imágenes de la élite tradicional.

Fuente: Extraído de «The Build Up To The Henley Royal Regatta Begins» (2015).

Uno de los resultados más sorprendentes del proyecto Alpha 
Territory fue tener mejor comprensión del pasado en contraste con 
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el presente, en relación con la forma de cómo los mismos ricos se 
sirven a ellos mismos. En una mansión típica en 1910 las doncellas 
vivirían en la casa, los jardineros y los cocheros vivirían en los te-
rrenos. Todos serían conocidos personalmente por el propietario y 
los miembros del personal que no podían alojarse en la casa o los 
terrenos se comprarían casas de campo en el pueblo, de modo que 
les sería fácil ir al trabajo. Todo esto sería personal caracterizado 
por su permanencia en sus actividades. Por el contrario, los nuevos 
propietarios, que residen solo ocasionalmente, han recurrido a la 
externalización de servicios a través de intermediarios especializados. 
Mientras que sus predecesores proporcionaron alojamiento para 
criadas y limpiadoras, los caminos que se aproximan a estas grandes 
casas son hoy utilizados por furgonetas blancas con logotipos de 
jardineros, tutores, limpiadores, cerrajeros, floristas, mantenedores de 
sistemas de CCTV, compañías privadas de seguridad con perros en 
la parte trasera de sus camionetas. Tal modo de servicios diferencia 
a la nueva élite de la comunidad local, situándola en conflicto con 
el espíritu paternalista de muchos miembros de la élite tradicional.

Una mansión de treinta millones de libras de Highgate, famosa 
en un tiempo por sus fiestas en el jardín a beneficio de organizacio-
nes benéficas locales, actualmente es propiedad de un empresario 
uzbeko. Algo contrario a la imagen estereotipada de tal persona, en 
su época representó a Uzbekistán en la esgrima. El propietario dona 
gran parte de su riqueza a organizaciones benéficas deportivas, so-
bre todo rusas o uzbekas, según entendemos. Witanhurst, la mansión 
comprada por más de cincuenta millones de libras, estuvo ocupada en 
un momento por un empresario que eligió como su compañero a juga-
dores de tenis griegos que alguna vez fueron campeones nacionales de 
Suiza. Mientras que solían invitar a la sociedad a sus propios terrenos 
y jugar en sus propias canchas de tenis, el uzbeko invita a sus amigos 
al estadio del club de fútbol Arsenal, del cual hasta 2018 fue un gran 
accionista. Hoy, uno se imagina que pocos de los visitantes de la nueva 
élite global llegan a sus hogares por razones sociales.

De acuerdo con los archivos de HLSI, el propietario de dos de 
las casas más grandes regularmente ponía a disposición terrenos 
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para que la sociedad hortícola local tenga una feria de verano, té y 
exhibición. La propietaria de una de las casas más grandes, que fue 
considerada la segunda persona más rica de Gran Bretaña después 
de la reina Victoria en 1890, trabajó con el autor Charles Dickens 
para establecer hogares para mujeres desamparadas o que se des-
empeñaban en la prostitución, para convertirlas a los estándares 
morales de comportamiento victoriano. Solía invitar a los niños 
desfavorecidos del East End of London a venir a sus jardines para 
disfrutar. Los registros de HLSI revelan que los domingos, solía 
hacer que sus hijos asistieran a la iglesia local acompañados por su 
mayordomo y los hijos de su mayordomo.

Es muy difícil creer que hace cien años, al menos en Gran 
Bretaña, tantos miembros de la élite adinerada eran reformistas 
radicales, tal vez a la manera de Bill Gates, quien, habiendo ganado 
mucho dinero, estaba decidido a encontrar un legado útil. Hemos 
mencionado cómo Angela Burdett-Coutts, heredera de una de las 
dinastías bancarias más grandes, gastó gran parte de su fortuna con 
el apoyo de Charles Dickens al establecer hogares de beneficencia 
para permitir que las mujeres desamparadas regresaran a una vida 
normal. El propietario de Witanhurst dirigió la primera campaña 
masiva ambiental de Gran Bretaña para evitar que las tierras comu-
nes se apropiaran y se usaran para el desarrollo. Otro propietario 
de una mansión local fue el fundador de la cadena minorista John 
Lewis, un pionero de los socios trabajadores accionistas. Incluso 
antes de la Primera Guerra Mundial, una de las mansiones más 
grandes de Highgate era propiedad de un ruso. Se le atribuye haber 
comprado y entregado a la autoridad de salud local su primera 
ambulancia y haber instalado trampas de buceo en los estanques 
de Hampstead para preparar a los competidores británicos para los 
Juegos Olímpicos. En aquellos días, la obligación hacia las personas 
en la comunidad, las ideas radicales, la reforma, el desafío, eran 
cualidades que daban a la élite estima a los ojos de sus pares y de 
la comunidad en general. Tales ejemplos de nobleza obligan a vivir, 
aunque algo débilmente, en las expectativas de la élite tradicional 
de Highgate, pero, como resultado de la globalización, son difíciles 
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de identificar en los comportamientos de la nueva, cuya riqueza la 
está desplazando.
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Movilización social y afectos  
en la defensa barrial  

en Santiago Centro (Chile)*1
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Introducción

Hoy en día, las movilizaciones sociales son consideradas como 
una parte intrínseca de la vida normal de un país democrático. 
Algunas permitieron una emancipación económica, social y a veces 
morales, pero otras, al contrario, promovieron valores conservado-
res; algunas condujeron a la formación de organizaciones oficiales, 
a veces políticas, con prácticas legales y acciones formales, otras se 
comprometieron en acciones espontáneas y a veces ilegales para lo-
grar sus objetivos. Muchas veces estudiadas a través de modelos de 
acción racional (Olson, 1992), de la movilización de recursos (Tilly, 
1978; McCarthy y Zald, 1977) y de las estructuras de las oportuni-
dades políticas (McAdam, 1982; Tarrow, 1989), las movilizaciones 
sociales no pueden resumirse a la acumulación y al encuentro de 
cálculos estratégicos, racionalistas e individualistas en lo cual con-
cuerdan distintas personas. El individuo solo o en colectivo aborda 
y evalúa también los objetivos de la movilización según sus pensa-
mientos, sus historias y sus interpretaciones propias relacionadas 
con su medio sociocultural, basándose en su reserva de experiencias, 
es decir, en su cotidiano (Schütz, 1998). Movilizarse y participar en 

1	 El autor agradece el apoyo del CEDEUS, CONICYT/FONDAP 15110020. 
Algunas partes de este texto ya han sido publicadas en artículos.
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acciones colectivas es una experiencia individual compartida a veces 
de manera conflictual con los otros participantes y donde las moti-
vaciones, las decisiones y las orientaciones individuales y colectivas 
pueden ser guiadas por emociones, sentimientos y afectos (Goodwin 
et al., 2001; Jasper, 2012). En esta línea, las movilizaciones sociales 
son abordadas aquí como el resultado de un proceso colectivo, en 
lo cual lo subjetivo, lo afectivo y lo emocional tienen numerosas 
funciones en términos de interacciones sociales, en lo que se basa 
la formación de un colectivo de individuos (Melucci, 2010). Los 
objetivos de la movilización y las ideas defendidas son cuestiona-
dos como el resultado de negociaciones, acuerdos y desacuerdos 
entre los participantes. Por lo tanto, estos procesos se analizan en 
este capítulo desde las relaciones subjetivas e intersubjetivas de los 
sujetos movilizados. 

El trabajo propone abordar las movilizaciones sociales no a 
partir de sus fines y objetivos, sino desde las experiencias, los sen-
timientos y las emociones colectivas compartidas (o no) entre los 
participantes y que tienen funciones relevantes en su conducción. Se 
defiende la idea de que los afectos y las emociones que pueden sentir 
y expresar los miembros de un grupo son productores y reveladores 
de relaciones interindividuales al interior del grupo que permiten su 
constitución y su perpetuación en el tiempo. En este sentido, se quiere 
mostrar cómo el amor por los suyos y el miedo o el menosprecio por 
los otros podrían ser abordados como la base de la formación de lo 
colectivo. Para abordar estas dimensiones, el artículo se fundamenta 
en el caso de las movilizaciones de habitantes en Santiago Centro 
que ocurren desde los años 2000 para proteger su barrio como 
zona patrimonial. Estos grupos se caracterizan por su voluntad de 
revalorizar las dimensiones patrimoniales de su barrio frente a las 
nuevas construcciones y la llegada de nuevos residentes en el centro 
de Santiago de Chile. Estos procesos impulsados por la Municipa-
lidad de Santiago y el Estado entre los años 1980-1990 (Hidalgo, 
2010) tienen hoy en día por consecuencia la transformación física y 
social radical de algunos barrios. A partir de la contestación de los 
proyectos inmobiliarios, los habitantes movilizados en Santiago y en 
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otras ciudades de Chile buscan utilizar su espacio de vida como so-
porte de reivindicaciones sociales, culturales y políticas. Se sirven de 
su barrio para resistir culturalmente a los cambios socioeconómicos 
que se observan en Santiago y en Chile hace veinte años. Partidos 
de actos de protesta y de contestación, elaboran hoy día prácticas, 
acciones y discursos comunes para luchar contra estas evoluciones 
que consideran como injustas. 

Para estudiar y comprender este fenómeno social, la investiga-
ción se basa en un trabajo de campo de corte etnográfico realizado 
en 2014 y 2015 con los habitantes involucrados en grupos, cuyo 
objetivo es defender y revalorizar barrios de Santiago Centro. En-
cuentros con los habitantes, observaciones participantes en sus ac-
ciones y reuniones, entrevistas semiestructuradas con los principales 
responsables han servido de soporte para el análisis y la reflexión. 
El análisis se centra particularmente en las experiencias individuales 
y colectivas de los participantes, así como en los sentidos que las 
personas movilizadas dan a sus acciones. Por otro lado, el trabajo de 
campo se estructura también a partir de momentos y eventos en que 
participamos con los vecinos: mesas barriales, acciones coordenadas 
en el barrio (plantación de vegetaciones en la calle, ruta patrimo-
nial), reuniones de vecinos en el cuadro de proyectos barriales. En 
cada uno, estamos al mismo tiempo participando, escuchando y 
observando. El trabajo se focaliza principalmente en un grupo en el 
barrio Matta Sur: el Centro Cultural Patrimonio Matta Sur, creado 
informalmente en 2009 y constituido en centro cultural en 2012, 
cuyo objetivo es promover los patrimonios —materiales e inma-
teriales— del barrio a través de actividades con los habitantes. En 
2014 asistimos a seis reuniones organizadas para la creación de un 
museo del barrio y a partir de 2015 participamos en la elaboración 
de un registro fotográfico patrimonial, participando durante abril 
y mayo en dos talleres semanales de dos horas con los habitantes. 

La argumentación se elabora en tres partes. La primera contex-
tualiza el objeto de estudio, explicando los procesos socioeconómico 
y políticos que condujeron a la transformación urbana de algunos 
barrios, origen de la protesta organizada por los habitantes. La 
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segunda parte se interesa en las motivaciones individuales y colectivas 
de los participantes en el barrio Matta Sur. Finalmente, se aborda las 
relaciones subjetivas que construyen respecto a los otros residentes 
y las instituciones. Miedo y menosprecio son estudiados como una 
de las bases de la formación de estas agrupaciones de vecinos.

Cambios urbanos y movilizaciones de habitantes en 
Santiago de Chile

El desarrollo inmobiliario actual en Santiago Centro ha sido 
apoyado por planes concertados entre los inversores (sector privado) 
y las autoridades locales (municipio-sector público) (Hidalgo, 2010). 
Una primera base de esta configuración ha sido la liberalización del 
mercado del suelo a partir de la «política nacional de desarrollo 
urbano», en 1979. Otro origen es la creación de la Corporación de 
Desarrollo de Santiago (Cordesan) —institución privada con fines 
de lucro, dependiente del municipio—, cuyo objetivo era generar y 
acompañar el repoblamiento del centro. Partiendo del análisis que 
residir en el centro tiene un costo social y económico mucho más 
rentable que vivir en periferia, el Cordesan impulsó «planes de re-
poblamiento» para la comuna de Santiago basados en la definición 
de zonas de renovación, la creación de una línea de subsidio habi-
tacional por la construcción de viviendas (el subsidio de renovación 
urbana) y la desregulación de los agrupamientos y alturas estableci-
dos por el plan regulador de 1939. El plan de repoblamiento ha sido 
aplicado a partir de 1992 y ha sido complementado también por un 
esfuerzo de la municipalidad para cambiar la imagen del centro y 
mejorar los espacios públicos y paseos peatonales. 

Una de las consecuencias ha sido la verticalización y la densi-
ficación del centro de Santiago. Desde los inicios de los planes de 
repoblamiento, se han construido más de cien mil viviendas en más 
de quinientas operaciones inmobiliarias (Contreras, 2011), destru-
yendo así sectores enteros del centro, reemplazando casas o edificios 
antiguos con valor patrimonial e histórico por torres que superan 
a veces los treinta pisos. Además, los efectos de estas inversiones 
inmobiliarias no son solamente físicos, sino también sociales. Los 
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proyectos inmobiliarios acentúan un cambio social ya existente 
por la llegada de universidades en el centro o de servicios del sector 
tercero. Juntos, estos procesos conducen a dar al centro una ima-
gen de cambio, permitiendo la atracción de otro tipo de habitantes 
que vivían hasta ahora, es decir, una renovación de la población. 
La mayoría de los nuevos residentes son familias monoparentales, 
solteros o parejas sin hijos, quienes eligen vivir en el centro por su 
localización cerca del trabajo, por el transporte y por la proximidad 
de sus redes sociales, profesionales y familiares (Contreras, 2011). 
Uno de los aspectos que podríamos destacar es la llegada de jó-
venes profesionales o estudiantes que expresan fuerte apreciación 
por el centro a partir de los valores socioculturales que lo otorgan. 
Se caracterizan por sus capacidades de construir multipertenencias 
sociales y espaciales, ya que sus prácticas cotidianas reflejan movi-
lidades a distintas escalas geográficas (del departamento al centro, 
a la periferia). Sin embargo, cabe señalar que la mayoría de los 
nuevos habitantes no tienen necesariamente ingresos superiores a los 
antiguos vecinos, lo que puede relativizar una posible gentrificación 
del centro de Santiago. Mientras existen algunos sectores donde es 
posible ver procesos de gentrificación por la llegada de habitantes 
de mayores ingresos (como en los barrios Yungay o Brasil), en la 
mayoría de los barrios se ven construcciones en altura donde residen 
individuos con ingreso similar o inferior (Hidalgo, 2010). Finalmente, 
además de estos nuevos habitantes que vienen de otros sectores de 
Santiago o de otras ciudades en Chile, viven también inmigrantes 
de bajo ingreso (Torres e Hidalgo, 2009), atraídos por la oferta de 
departamentos de pequeño tamaño en los edificios de altura o en 
las casas antiguas deterioradas (Hidalgo, 2010). 

Desde los orígenes de los planes de repoblamiento, el número 
de proyectos inmobiliarios no ha parado de crecer hasta los años 
2000, pasando de cuatro proyectos construidos en 1990 a sesenta 
y cinco operaciones en 2008 (Contreras, 2011). Así, el modelo de 
desarrollo urbano se basó en las motivaciones económicas de los 
inversores, cuyos objetivos no son ni la generación de empleos ni 
el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, sino la 
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búsqueda de lucro y valorización de su capital a través este tipo de 
negocio (Mattos, 2008). Una de las consecuencias de esta tendencia 
es la maximización de la plusvalía urbana, conduciendo a la verti-
calización de la ciudad y a la especulación inmobiliaria en algunos 
sectores. La rentabilización del suelo pasó a ser prioridad sobre la 
calidad de vida de los habitantes o el respecto de los valores patri-
moniales de los barrios. Situación que demuestra una falta clara de 
visión estratégica por parte de las autoridades locales, que dejaron 
el desarrollo urbano al sector privado y, en particular, al negocio 
inmobiliario. 

Frente esta situación, desde los años 1990 se observa un au-
mento acelerado de formación de grupos de ciudadanos que con-
testan proyectos urbanos o planes reguladores. Progresivamente, 
estos grupos fragmentados, numerosos, pero a veces influyentes, 
han cambiado de temas de oposición, pasando de la contestación 
de equipamientos colectivos al rechazo de los proyectos inmobilia-
rios. Es el caso, por ejemplo, de barrios en Santiago Centro como 
Yungay o Matta Sur. Bajo nombres tales como «Comité de defensa 
del barrio» o «Vecinos defienden el barrio», estos grupos lograron 
imponer el tema de la defensa barrial en la escena política local y 
nacional (Canteros, 2011). En 2009, una parte del barrio Yungay 
fue declarado «zona típica». Numerosos sectores son protegidos 
como zona de conservación histórica por la municipalidad. Los 
planes reguladores de Santiago Centro reglamentan con más pres-
cripciones la altura de los nuevos edificios. Estas evoluciones son 
favorecidas, entre otros, por los cambios políticos. A partir de 2009, 
la «Asociación chilena de los barrios y zonas patrimoniales» organiza 
reuniones y conferencias sobre el tema de la protección patrimonial 
en Chile. Intenta también coordinar las acciones de distintos grupos 
de vecinos en todo Chile. La asociación espera así imponer el tema 
patrimonial a nivel nacional y proponer una nueva ley para crear 
un ministerio de la cultura, donde el patrimonio tendría un lugar 
de primera importancia. En ese contexto, algunos de estos grupos 
se han transformado en una movilización con una fuerte vocación 
política y a veces, actúan como plataformas para el debate público 
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sobre la protección patrimonial en Chile. A través de sus prácticas 
locales, quieren demostrar una mayor capacidad para participar en 
los procesos de decisión de planificación de la ciudad, revalorizando 
su «experticia de uso» de lo cotidiano, frente a la experticia técnica 
desarrollada por los técnicos de las municipalidades. 

Motivaciones individuales y colectivas en la 
participación en la movilización

Las agrupaciones de vecinos son grupos compuestos por indivi-
duos que, en su mayoría, nacieron en el barrio y a veces en la misma 
casa. Son conducidas por individuos con un capital social y cultural 
fuerte, capaces de adaptar sus discursos, tanto para los habitantes 
como para las autoridades. Tienen conocimientos y experiencias 
en el dominio de la cultura y del patrimonio. Por ejemplo, uno de 
los líderes del Centro Cultural Patrimonio Matta Sur trabaja en un 
museo y sigue clases de cursos de extensión sobre la temática del 
patrimonio y de su valorización en una universidad en Santiago. Los 
participantes son del barrio y se reivindican como los herederos de las 
memorias y de los valores obreros de sus padres y abuelos. Frente a 
las transformaciones urbanas y sociales gatilladas por los proyectos 
inmobiliarios y la llegada de nueva población con otras costumbres, 
modos de vida y valores sociales, prefieren agruparse para proteger, 
revalorizar y reafirmar lo que piensan ser representativo del barrio: 
es decir, lo que consideran como su patrimonio. Se reivindican 
como «comunidad» y utilizan durante las manifestaciones públicas 
el eslogan «Somos patrimonio, somos las comunidades» para ser 
identificados como tal por las instituciones y otros grupos sociales. La 
formación de estos grupos y de sus prácticas colectivas es un modo 
para luchar por el reconocimiento de su identidad propia por parte 
de la sociedad y de las instituciones. Por medio de sus prácticas de pa-
trimonialización, el barrio se transforma en el territorio identificado 
por los responsables políticos locales y el Estado, como un lugar de 
reivindicaciones sociales contra las transformaciones urbanas. Este 
espacio es claramente utilizado por los grupos de habitantes como 
soporte y recurso cultural e identitario para su lucha (Yúdice, 2002). 
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Se trata de una apropiación de recursos patrimoniales que hacen los 
grupos y que les provee su propia identidad social y cultural como 
«grupo de origen».

Los grupos movilizados se estructuran a partir de sus relaciones 
afectivas mutuales que sienten y expresan por y en el barrio. Eso se 
traduce, por ejemplo, en los discursos por nostalgia generada por 
los recuerdos del barrio «de antes». La defensa del barrio parece ser 
una lucha para preservar las memorias, cuyo espacio es el soporte. 
El lugar de vida de estos habitantes les permite recordar sus momen-
tos pasados. Las dimensiones materiales del espacio les sirven para 
acodarse y rememorarse (Halbwachs, 1997), lo que los conduce a 
realizar acciones de revalorización patrimonial. El barrio se trans-
forma en un lugar de memorias compartidas entre los habitantes 
que participan en los grupos movilizados. El riesgo de ver su casa 
destruida provoca en los participantes miedo y a veces indignación, 
que los conduce a actuar para hacer obstáculo a estas evoluciones. 
Estos sentimientos se generan porque, para ellos, su casa no es 
solamente un lugar para dormir (una residencia), sino un espacio 
heredado de muchas generaciones y «habitado» por las memorias 
familiares. Más que las dimensiones materiales —soportes y recursos 
para la rememoración—, las familias que participan en las prácticas 
de revalorización patrimonial buscan también hacer renacer y revi-
vir sus dimensiones socioculturales fundadas principalmente en las 
relaciones vecinales. Para eso, organizan actividades entre vecinos, 
como noches de proyecciones de películas en la casa de algunos de 
ellos o programan eventos culturales como concursos de danza en la 
calle, conciertos en la plaza del barrio, así como también actividades 
durante el Día del Patrimonio. 

En el caso de Matta Sur, además de la nostalgia compartida 
por el barrio de antes, aparece en las entrevistas la admiración, 
frecuentemente seguida por la alegría y el orgullo por ser parte del 
barrio. Eso se revela en los discursos, cuando las personas hablan 
de la originalidad y de las características únicas de su barrio, que 
se parece a «lo de antes». Por ejemplo, cuando preguntamos por 
qué actuar por su preservación y su conservación, los individuos 
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contestan contando sus relaciones con otros vecinos. El orgullo de 
formar parte de un barrio «único» y «típico» donde las relaciones 
sociales son fuertes, y las personas, amables y solidarias, el amor 
por este espacio social conduce a estas personas a defenderlo. La 
calificación de barrio «sencillo» es omnipresente en los discursos 
de los individuos que hemos encontrado. Ellos utilizan esta palabra 
para afirmar el barrio como espacio popular, con gente acogedora, 
a lo cual atribuyen connotaciones muy positivas. Esta palabra tiene 
que ver con un imaginario social de la cultura obrera, del trabajo, del 
esfuerzo y de la honradez. Las personas que actúan por la defensa y 
la protección de su barrio lo hacen para conservar estas dimensiones. 

En ese marco, reivindican un patrimonio que se compone de 
sus habitantes unidos en grupos, con una cohesión social fuerte. 
Revalorizar el barrio induce una revalorización de sí mismo. Amor 
por sus habitantes, admiración por la arquitectura y el urbanismo 
idéntico «al de antes». Orgullo de formar parte de este barrio. Estas 
emociones se mezclan y legitiman las acciones de estos habitantes. El 
taller de fotografía patrimonial organizado por el Centro Cultural 
Patrimonio Matta Sur forma parte de estos momentos para compartir 
y revalorizar su estima social como comunidad. El profesor que ani-
ma las clases difunde un mensaje claro a los participantes: «valorizar 
el patrimonio, su patrimonio, por la fotografía, es valorizarse a sí 
mismo». Durante las clases, su discurso trata de la necesidad de «ser 
orgullosos de lo que somos» para poder valorizar al otro y su entorno 
por medio de la fotografía. Las prácticas comunes que los habitantes 
conducen en el espacio urbano les ayudan para reivindicarse como 
individuos con valores sociales fuertes a las instituciones. Este dis-
curso es recurso que revaloriza el barrio como espacio patrimonio 
«valioso», «único» y «auténtico». 

Formación de un «nosotros» en oposición a los 
«otros»

La formación del grupo estudiado se basa en una doble rela-
ción —individual y colectiva— con el espacio barrial. A partir de 
este sentimiento común de pertenecer al barrio, los participantes 
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intercambian y comparten experiencias, ideas, opiniones y prácticas 
que les conducen a sentirse como parte de una misma «comunidad». 
Se autovalorizan a través de sus discursos y sus acciones colectivas 
en el espacio público. Para entender este fenómeno, estudiar el gru-
po no se revela suficiente: es necesario analizar las configuraciones 
sociales que se forman entre el grupo y otros más poderosos por 
algunos y más vulnerables por otros. En este sentido, la constitución 
de la «comunidad» de Matta Sur se hace en una doble dinámica de 
distinción entre «insiders» y «outsiders» (Elias y Scotson, 1997). Una 
primera dinámica concierne a los grupos más poderosos, como las 
autoridades locales, los promotores inmobiliarios, los comerciantes 
que compran casas en el barrio para transformarlas en local o en 
taller y los poderes públicos, a los cuales los vecinos movilizados 
asocian miedo o ira. Una segunda dinámica concierne a los grupos 
considerados como menos poderosos por los participantes, como los 
«nuevos residentes», compuestos por los habitantes de las torres o 
de las personas que compran o arriendan casas y que nos participen 
en las acciones del grupo, y que se vincula con el menosprecio, el 
rechazo y la estigmatización. Se observa así una interdependencia 
entre grupos que se forma a través de vinculaciones afectivas y 
emocionales (Elias, 2008). En ese marco, distinguirse de los otros 
significa identificarse al grupo. Eso se revela no solo a través de los 
discursos de los participantes, sino también de la organización de 
normas sociales que se deben respetar al interior del grupo.

En los barrios de Santiago Centro, la exasperación de ver basuras 
en la calle y la inexistencia de políticas municipales que contribu-
yan a la valorización o conservación de los barrios conducen a la 
expresión de ira de los habitantes hacia las personas encargadas 
de la planificación urbana y que se extiende también hacia los ac-
tores del sistema socioeconómico y político chileno en general. La 
no repuesta de las demandas de los habitantes y la espera generan 
desesperanza y cólera, las cuales en ocasiones contribuyen a subir el 
ánimo y continuar luchando para cambiar la situación. Esta situación 
es vivida por los habitantes como una forma de exclusión injusta y 
por eso genera indignación, que conduce a estas personas a luchar 
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por su derecho a una ciudad de mejor calidad. Este sentimiento se 
transforma en acciones y discursos de protestas. Por ejemplo, en 
mayo 2014 y mayo 2015, la Asociación chilena de los barrios y 
zonas patrimoniales, gestionada por vecinos del barrio Yungay en 
Santiago Centro, organizó una marcha para protestar contra las 
transformaciones urbanas y reivindicar la protección de su barrio 
y de sus modos de vida. Durante estos eventos, todos los discursos 
enunciados en el micrófono trataban de las luchas sociales contra 
el sistema neoliberal, el sistema político actual y la defensa de las 
culturas locales, de los modos de vida de los barrios y de los pueblos 
rurales. La indignación y la ira se focalizan así contra un sistema 
político, social y económico que, según los vecinos movilizados, no 
funciona porque conduce a una pérdida de las tradiciones locales 
y del patrimonio. Estos sentimientos comunes y compartidos por 
los participantes les animan para actuar e intentar hacer obstáculo 
a los cambios sociales y urbanos que ocurren en Santiago y Chile. 

La movilización es también conducida por otro tipo de emo-
ción, que tiene que ver con el miedo y el temor. Estas emociones se 
generan a partir de un sentimiento de inferioridad —y entonces de 
inseguridad— respecto a grupos considerados como más poderosos, 
por ejemplo, los promotores inmobiliarios y los inversionistas que 
compran casas para transformarlas en local o taller. En este sentido, 
las estrategias económicas de ciertas empresas o personas se con-
frontan directamente con los habitantes. Frecuentemente, los vecinos 
hacen referencias a actos violentos y a veces irracionales por parte 
de estos inversionistas que quieren revalorizar la renta del suelo o 
de su producción, sin preocuparse de las costumbres o modos de 
vida de los habitantes. El tema de la extensión de las actividades 
comerciales o industriales en Matta Sur aparece como fundamental 
en las mesas barriales de las juntas de vecinos: la gestión de la basura 
de las empresas y el problema del tráfico de autos durante el día 
son los dos puntos relevantes que quieren negociar los vecinos con 
la municipalidad. La presión de la actividad comercial e industrial 
afecta directamente a ciertas calles y vecinos.  Ira e indignación ha-
cia las autoridades locales, miedo y temor hacia los inversionistas y 
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promotores inmobiliarios: estos sentimientos traducen un malestar 
que se transforma en catalizador de la movilización. Para superar 
su sentimiento de inferioridad, los participantes desarrollan un 
discurso valorizando el barrio y a sí mismos. Les sirve de recurso 
en las relaciones de fuerza con los otros grupos porque les permite 
mostrarse como un grupo unido fuerte, que puede resistir y mante-
nerse frente a ellos. 

En los discursos de los habitantes movilizados de Matta Sur, se 
identifica un sentimiento de superioridad respecto a otros grupos 
viviendo en el mismo barrio y por quienes los grupos de vecinos 
estudiados expresan cierto menosprecio. Sienten la llegada de nue-
vos residentes como una amenaza contra este proceso de demanda 
de reconocimiento social y de revalorización de su identidad como 
comunidad vecinal tradicional y con valor patrimonial. Sin embargo, 
esta amenaza es también utilizada para dar más fuerza a su reivin-
dicación y resistencia cultural e identitaria: frente a la llegada de 
nuevos residentes y al riesgo de desaparición del tipo de vida social 
conocido, estos grupos de vecinos se presentan como defensores de 
la cultura tradicional chilena. Los grupos movilizados parecen con-
siderarse como mejores que los otros (o que los otros habitantes que 
no participan) porque se han establecido en el barrio desde muchos 
años antes que los otros grupos, aunque sean a veces de la misma 
clase social o nacionalidad. Los procesos comunitarios que estudia-
mos pueden así ser comparados a una forma de dominación social 
de algunos grupos a través sus acciones simbólicas o materiales en 
el espacio. Por medio de sus prácticas, quieren transformar el barrio 
en soporte de su expresión cultural. Su imagen debe corresponder 
a las representaciones que tienen de él. De esta manera, los grupos 
de habitantes imponen su concepción del barrio a los otros, que a 
veces se sienten muy poco concernidos por la protección del barrio.

La revalorización patrimonial se basa también en una relación 
compleja entre los grupos establecidos y los que podríamos llamar 
«móviles», en el sentido de que no son considerados por los esta-
blecidos como individuos anclados en el barrio. Son individuos que 
tienen la mayoría del tiempo su espacio de socialización afuera del 
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barrio y que no poseen vínculos afectivos específicos con este espa-
cio urbano, como es el caso de los participantes en los grupos de 
vecinos. No comparten las mismas memorias o historias del barrio 
y tampoco las mismas expectativas respecto al futuro del barrio. En 
este marco, el rechazo de este residente puede ser directo, pero se 
puede también identificar a veces a través del humor o de la crítica 
en relación con el hecho de vivir en las nuevas torres para tener «la 
vista hacia la cordillera».

En el «nosotros», los miembros intentan conformarse a la imagen 
colectiva que quieren dar al grupo a través de una autorregulación de 
su comportamiento y actitud en relación con los otros participantes. 
El grupo se forma a partir de normas sociales y de modos de vida 
particulares que respectan una pauta cultural específica vinculada 
con el barrio y su historia. Los habitantes involucrados tienen que 
adherir a las normas del grupo. Sería, por ejemplo, imposible partici-
par en estos grupos si no se aprecia «tomar la once» al final del día, 
conversar con los vecinos en la calle, o saludarlos. Los participantes 
tienen que estar orgullosos de su barrio, de lo que son. Deben creer 
en el «carisma especial del grupo» (Elias y Scotson, 1997). Se trata 
entonces de costumbres, rutinas, comportamientos, que revelan 
un modo de habitar el territorio compartido entre habitantes de 
un mismo espacio geográfico y social. Los sujetos involucrados en 
estas prácticas se reconocen entre sí a través de ellas. Compartirlas 
significa comprometerse en el contrato social que une a las perso-
nas, y que conduce a veces a una apropiación o una privatización 
progresiva del espacio público, que genera vínculos entre lo que es 
lo más íntimo (el hogar) hacia lo más desconocido (la ciudad y el 
resto del mundo) (Certeau, 1980).

Estas normas se revelan también en las reacciones individuales 
al interior del grupo. Eso traduce una voluntad de construir un 
comportamiento que correspondería a la imagen de «comunidad 
patrimonial» que quieren dar de sí mismos, es decir, de grupos de 
individuos que comparten y reproducen usos y acostumbres que 
consideran como parte de tradiciones del barrio en particular y 
de Chile en general. Es así posible asistir a una exacerbación de 
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las reacciones frente a imágenes de prácticas y costumbres consi-
derados por el grupo como tradiciones chilenas. Por ejemplo, en 
las distintas clases del taller de fotografía patrimonial del Centro 
Cultural Patrimonio Matta Sur, el profesor tiene la acostumbre 
terminar mostrando algunas de sus fotos y pidiendo a los alumnos 
comentarlas: los almuerzos, onces (suerte de tea-time chileno) o 
cenas, la familia del profesor o fotografías de sitios históricos hoy 
día desaparecidos o modificados. Todos expresan alegría, deseo y a 
veces celos mostrando que les gustaría participar en la escena o ver 
de nuevo los sitios históricos presentados. Estas emociones permiten 
a los habitantes identificarse, definirse como iguales al interior del 
grupo y diferenciarse de los «otros», que quizás no reaccionarían de 
la misma manera. Las normas y pautas socioculturales establecidas 
al interior del grupo revelan también otra base sobre la cual se funda 
el grupo: el conservadurismo, frecuentemente vinculado con una 
forma de nacionalismo. Las personas con quienes hemos conversado 
o que hemos escuchado en el cuadro de reuniones tienen discursos 
conservadores respecto a las transformaciones urbanas: no quieren 
que la ciudad cambie y tampoco que las costumbres evolucionen. 
Como lo hemos mencionado antes en el artículo, la nostalgia es un 
sentimiento omnipresente en las personas encontradas y las conduce 
a veces a querer una revalorización exacerbada del pasado, apo-
yándose sobre ideas como «nación», «patria» o «pueblo chileno». 

Conclusión

Frente a los cambios socioespaciales de su barrio, generados 
por la construcción de torres y la destrucción de una parte de su 
sector, grupos de habitantes se movilizan para promover otro tipo de 
revalorización, que sería por medio de prácticas de conservación y 
protección del espacio y de sus modos de vida. El análisis se podría 
limitar a la demostración que ese fenómeno revela una toma de 
conciencia ciudadana respecto a su rol en la toma de decisión, en 
relación con la planificación urbana y a la protección patrimonial. 
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Un movimiento social que demostraría la reivindicación de una parte 
de la sociedad civil a su derecho a la ciudad. 

Sin embargo, interesarse en las experiencias de los participantes, 
los comportamientos, las expresiones públicas de emociones y de 
sentimientos devela que, el fundamento de la movilización de habi-
tantes, se vincula también con otros fenómenos sociales. Primero, 
los grupos movilizados se componen de personas que pertenecen, en 
su mayoría, a las familias antiguas del barrio, constituyendo así un 
entre-suyos, un «nosotros» que se basa en prácticas socioculturales, 
normas sociales de comportamientos y compartir tanto valores como 
ideas. Segundo, los vínculos afectivos entre miembros del grupo y la 
elaboración de prácticas, valores, sentimientos y discursos comunes 
desarrollan y conforman el sentido de pertenecer a una misma comu-
nidad. Tercero, la permanencia del sentido de comunidad es posible 
gracias al fortalecimiento de las configuraciones sociales desiguales 
existentes entre estos grupos y el resto de los residentes del barrio. 
Es la distinción de los miembros por sus actitudes y prácticas indi-
viduales y colectivas que les permiten identificarse y sentirse parte 
de la «comunidad».

En suma, lo subjetivo y en particular las emociones expresadas 
y sentidas por los individuos tienen una función relevante en la 
formación, la conducción y la permanencia de una movilización 
social. Sirven no solamente para animar, atraer a individuos que 
se incorporen en el movimiento, sino también para ayudarlos a 
sentirse parte del grupo de lucha. Permiten generar el sentimiento 
común de los participantes a pertenecer a una misma comunidad y, 
en este sentido, son productores de identidades colectivas basadas 
en afectos, sentimientos y valores comunes, por un lado, y estigma-
tización, rechazo y menosprecio de los individuos afuera del grupo, 
por otro. Por otro lado, a partir del análisis de los sentidos que los 
participantes dan a sus acciones y discursos, descubrimos que el 
conflicto que pensábamos al inicio entre habitantes y grupos más 
poderosos (promotores inmobiliarios y autoridades locales) se funda 
en otra relación de poder más «invisible» con otro grupo menos 
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poderoso. Una relación basada en una cierta visión de la sociedad 
más conservadora. 
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Conflictos urbanos desde lo local: 
expulsión social por subsidios de 

reconstrucción en barrios de Talca 
post terremoto de 2010*1

Jorge Inzulza 
Universidad de Chile. Santiago, Chile

Introducción 

El «derecho a la ciudad», acuñado por Lefebvre (1968), ha 
sido un propulsor ideológico desde los 1960 que ha inspirado la 
mayoría de los trabajos que posicionan el empoderamiento de los 
habitantes como lo esencial para transformar sus espacios vividos 
en el contexto urbano. No obstante, este concepto parece hoy en 
día estar más constreñido al «derecho al barrio» que como parte 
de un territorio urbano mayor. Lo anterior se puede explicar ante 
la urbanización desmedida del territorio y, muchas veces, carente de 
imagen objetivo que pone incluso en cuestionamiento el concepto de 
ciudad y su accionar cívico que solía dar identidad a sus habitantes. 

Aún más preocupante resulta observar cómo esta forma de socia-
bilidad también está siendo amenazada por procesos de planificación 
con sellos de renovación urbana que actúan en los barrios históricos 
y, más aceleradamente, en aquellos que se encuentran en procesos de 
reconstrucción producto de eventos naturales ocurridos como terre-
motos o tsunamis. Algunas interrogantes desde la convocatoria que 

*	 El presente artículo forma parte del proyecto Fondecyt de Iniciación 11140181 
titulado «Diseño cívico resiliente en la ciudad intermedia frente a procesos de 
gentrificación y reconstrucción. Estudio de barrios históricos en Talca, Chile».



Jorge Inzulza

64

se abordan son: ¿cómo ha cambiado la sociabilidad en las ciudades 
contemporáneas y desde su contexto local barrial? ¿Qué conse-
cuencias tienen estos cambios de política de renovación urbana en 
la sociabilidad para el conflicto y la cohesión social? ¿Cuál es el rol 
de la planificación, de las políticas públicas y, más específicamente, 
de los programas de reconstrucción de barrios históricos?

Desde este enfoque, y entendiendo que sin barrio no hay arraigo, 
y sin arraigo no hay cohesión social, el presente trabajo hace mayor 
énfasis en la transformación urbana de escala local y cómo la vida 
cotidiana mayor cobra sentido en este ámbito de acción. El trabajo 
se divide en cuatro partes. Primero, se presenta el debate teórico 
por medio de los conflictos urbanos que emergen desde lo local y el 
derecho a pertenecer al barrio como la unidad básica urbana. Luego 
se explica el abordaje metodológico, el cual se nutre por análisis et-
nográfico que incluye entrevistas a veinticinco residentes originales 
desplazados y cinco nuevos residentes del barrio norte histórico en 
Talca, como caso de estudio. Con este material empírico se levanta 
la sección de análisis de resultados, la cual contextualiza la ciudad 
de Talca con la entrega de subsidios de reconstrucción en su centro 
histórico post terremoto 2010. Esta escena urbana de cambio socio 
espacial contrasta con las percepciones de los entrevistados en la sec-
ción «¿Expulsión social y desplazamiento subsidiario?», para luego 
hacer una bajada de estos testimonios con una reflexión respecto a 
lo que se transa en el barrio reconstruido. Finalmente, se entregan 
conclusiones sobre la necesidad de avanzar hacia una visión de pla-
nificación estratégica que incluya las distintas demandas ciudadanas, 
como el mayor capital social e incluyendo a los que «reconstruyen» 
desde el nivel barrial.

Conflictos urbanos desde lo local:  
¿el derecho al barrio? 

Mitlin y Satterthwaite (2013) nos recuerdan que la nueva po-
breza es uno de los indicadores cruciales en el Sur Global y además 
encontrado como efecto directo e indirecto de los terremotos; sin 
embargo, pese a ello, este factor ha sido desestimado en la mayoría 
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de los reportes que analizan los procesos de reconstrucción. Carrión 
(2012), por su parte, define este proceso para Latinoamérica como 
«la urbanización de la pobreza», lo cual agudiza aún más la visión 
de nivel de conflictos urbanos posible de identificar en la actualidad. 
Dentro del contexto de estrategias postdesastres, se entiende que 
ellas deberían ayudar a reconstruir el tejido físico y social que posee 
un barrio, una vecindad u otra unidad identificable en la ciudad. 
La gente y sus medioambientes están íntimamente unidos, entonces, 
los procesos de reconstrucción deberían incluir, además, «elementos 
culturales e imágenes relevantes para la comunidad afectada tales 
como iglesias, capillas, santuarios, plazas, barrios y escuelas, pero 
además algunos simbólicos elementos como árboles lugares de re-
uniones informales» (Oliver-Smith, 1994: 12). 

Sin embargo, la metamorfosis del tejido físico y social en una 
ciudad o pueblo estresado por un evento catastrófico es una realidad 
que cruza las fronteras de los centros poblados latinoamericanos, y 
cada vez más, pone en discusión qué tipo de planificación se requiere 
para reaccionar adecuadamente. Específicamente, cambios en los 
patrones de uso de suelo y en la oferta del mercado de la vivienda son 
identificados en la mayoría de las acciones de regeneración urbana, 
así como en las tendencias sociales con nuevos tipos de «gentrifica-
dores» y sus estilos de vida urbana encontrados particularmente en 
los barrios históricos de las ciudades. Dentro de los primeros casos, 
barrios históricos latinoamericanos como Puebla, México (Jones y 
Varley, 1999), La Boca, Buenos Aires (Herzer, 2008) o Bellavista, 
Santiago (Inzulza-Contardo, 2012), han sido modificados por pro-
yectos de conversión de viviendas en tiendas comerciales u oficinas, 
o proyectos nuevos de vivienda en altura, emulando en varios casos, 
estilos foráneos como edificios tipo loft (Soho, Nueva York) o deco-
rados como casas victorianas inglesas.

Santiago en Chile ha modificado considerablemente su paisaje 
urbano y cultural en las últimas décadas, situación que está asociada 
con problemáticas como la gentrificación, segregación social, falta de 
accesibilidad y pérdida de circuitos urbanos interconectados, entre 
los problemas más importantes. Por su parte, y aunque el estudio de 
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la gentrificación es similar en la mayoría de las ciudades metropoli-
tanas globales, autores como Haase et. al. (2010) sostienen que debe 
ponerse en discusión que las tendencias de este fenómeno «no son 
aplicables solo a los centros urbanos de ciudades grandes, sino que 
además incluyen a las ciudades de tamaño medio» (p. 44). Hoy día, 
se suma una extensa lista de ciudades afectas a desplazamientos con 
marca de gentrificación, alcanzando a ciudades de escala intermedia 
y menores (Inzulza-Contardo y Díaz-Parra, 2016). 

Lo anterior cobra especial atención cuando revisamos ciudades 
que, producto de un evento natural catastrófico, requieren reconstruir 
sus áreas históricas con nuevos incentivos como subsidios estatales 
que deberían incluir a la comunidad existente. En ese sentido, son 
menos las experiencias focalizadas en las consecuencias socioeco-
nómicas, culturales y emocionales de las comunidades afectadas, en 
especial de los residentes originarios, incorporando marcos de acción 
de planificación estratégica a corto, mediano y largo plazo para 
confrontar terremotos (PNUD, 2010). Y aún menos la investigación 
parece focalizarse en evaluación de riesgo, actitud cívica y estrategias 
de resiliencia de la comunidad y su barrio como la unidad más pre-
ciada (Moser et al., 2011; Oliver-Smith, 1994).

Por lo tanto, es crucial entender que los terremotos —y tsuna-
mis— son parte de un ciclo natural y que requieren de un enfoque 
estratégico y original para enfrentarlos, con la inclusión de planes 
urbanos estratégicos que incorporen las diferentes etapas de acción 
y períodos de tiempo (Caldera Sánchez, 2012; MSGP, 2011). Este 
planteamiento podría además entenderse como un enfoque más 
sustentable que otras acciones, las cuales, muchas veces, son propues-
tas como estrategias posterremotos con nueva visión estética para 
mejorar ciudades dañadas, y no necesariamente incluyendo el tejido 
socioespacial originario de los barrios afectos y la relación entre sus 
comunidades. Las ciudades latinoamericanas parecen ser más vulne-
rables que las europeas en relación con los efectos de reemplazo que 
la nueva vivienda y edificios corporativos hacen sobre las propieda-
des residenciales afectas a la reconstrucción postdesastres (Onestini, 
2011; Bolay y Rabinovich, 2004). Dentro de esta problemática, 
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Wamsler (2007) señala que, «durante el periodo de la colonia, una 
planificación deficiente promovió fuertemente la vulnerabilidad de 
las ciudades Latinoamericanas... [estas] fueron comúnmente em-
plazadas por razones de acceso económico y producción más que 
factores de seguridad, transformándolas en casos de riesgo ya desde 
sus orígenes» (p. 25). 

Es bien conocido que la Región del Maule ha sido el territorio 
más afectado —física y socialmente— por el terremoto y maremoto 
del 27 de febrero de 2010 (además, con la mayor cantidad de falle-
cidos). Esto sin duda ha agravado más el panorama de esta región 
que presentaba, además, uno de los más bajos indicadores socioeco-
nómico del país a esa fecha (CEPAL, 2010; EERI, 2010). Reportes 
contundentes sobre el proceso de reconstrucción en Talca —una de 
las ciudades chilenas que gozaba de diversidad social en su centro 
urbano— dejan ver cómo la especulación inmobiliaria y el precio 
del suelo urbano parecen ser uno de los temas más controversiales, 
con agravantes como el desplazamiento de residentes originarios 
(Letelier y Boyco, 2013; Pulgar, 2013) y cuyo proceso es definido hoy 
en día como gentrificación por los propios residentes (Rodríguez y 
Rodríguez, 2013: 168). En ese sentido, el terremoto de 2010 podría 
transformarse en la opción de mejorar las disparidades socioeconó-
micas de los centros poblados y ciudades dentro de un sistema de 
planificación estratégica (Alexander, 2012); o, por el contrario, esta 
región acentuaría aún más las inequidades sociales y aumento de la 
pobreza urbana (Mitlin y Satterthwaite, 2013). 

Es así como los gobiernos encaran uno de los aspectos claves 
para entregar políticas urbanas y estratégicas adecuadas, las cuales 
incluyan subsidios para ayudar a las personas que quedaron sin una 
vivienda, incentivos a inversores interesados en recobrar ciudades 
integrales y con diseño urbano, y oportunidades para incluir los 
activos de comunidades, resiliencia y sus identidades (Davoudi y 
Porter 2012; PNUD, 2010; Moser et al., 2011). Para ello, el proceso 
de reconstrucción debería incluir las distintas fases de desarrollo y 
períodos de tiempo (Olshansky y Chang, 2009; EERI, 2010; Wamsler, 
2007) que permitan enfrentar la reconstrucción a corto, mediano 
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y largo plazo. Más específicamente, es fundamental contar con ac-
ciones específicas, políticas urbanas y planes maestros, además de 
actores claves y recursos en cada fase que permitan alcanzar una 
planificación holística y resiliente. Y, sin duda, la mirada más en lo 
local que en una muy amplia a un territorio vulnerable y cambiante 
latinoamericano, parece cobrar más fuerza cuando nos enfrentamos 
a la reconstrucción posterremoto y derecho tácito que el citadino 
posee en su barrio, como el espacio habitado que le entrega arraigo 
y traspaso en el tiempo.

Metodología

La investigación incluyó análisis etnográfico levantado durante 
los meses de mayo a julio de 2015 en el barrio norte histórico de 
Talca, y principalmente dentro de las áreas del barrio Las Heras y 
Chorrillos (ver Figura 1). Se entrevistó un total de treinta residen-
tes, de los cuales quince eran originales, con residencia en el barrio 
entre los treinta y los sesenta años, y cinco nuevos residentes con 
no más de tres años viviendo en el barrio. Dentro de los residentes 
originales, cinco de ellos fueron desplazados del barrio. Los barrios 
o villas que los recibieron fueron Villa El Parque II y IV, barrio norte 
(no antiguo), La Florida y Población Astaburuaga. Los residentes 
nuevos provienen de villas como Abate Molina, Nueva Holanda, 
Independencia, Galilea y barrio Ferroviario (sur). Cuatro de ellos 
viven en condominio de departamentos y una, en una vivienda. 
Específicamente, las entrevistas contemplaron preguntas sobre sus 
percepciones del período 2010-2015 de reconstrucción, enfatizando 
en las estrategias que fueron aplicadas para fomentar aparentemente 
la cohesión social en esta ciudad. Además, se consultó sus percep-
ciones frente a los planes de ordenamiento territorial y los subsidios 
para construcción de vivienda relanzados en 2010.
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Figura 1. Barrio norte histórico de Talca. Plano general del barrio 
(imagen del centro). Viviendas del área Chorrillos y plaza Las Heras 
(imágenes a la izquierda). Nuevos locales comerciales y viviendas en 

condominio cerrado (imágenes a la derecha). 

Fuente: Elaboración propia; fotografías de E. Valdivieso (2016).

Subsidios de reconstrucción en barrios de Talca 
posterremoto de 2010

Específicamente, el área central de Talca, con sus barrios y resi-
dentes originarios, constituyen el espacio físico y social crucial que 
le dan sentido a las ciudades intermedias. La ciudad de Talca, con 
249.993 habitantes (Pre-Censo, 2012), y entonces de escala inter-
media, presentó tres hechos/aspectos importantes que merecen ser 
revisados y constituyen el argumento principal para que la ciudad 
sea considerada como caso de estudio. Primero, Talca ha mostrado 
daños severos de su tejido físico y social desde el terremoto de 2010 
y, en particular, en sus barrios históricos más tradicionales. Dentro de 
su centro histórico es posible constatar que el 67,6% de las viviendas 
catastradas (3.967) sufrieron daño considerable (2.683) (ver Tabla 1) 
posterior al terremoto de 2010, y dentro de ellas, 1.375 viviendas 
fueron demolidas (34,6%).

Segundo, y como respuesta a este daño físico/social considerable, 
un plan maestro específico —Plan de Recuperación Urbana de Talca 
(PreTalca)— fue lanzado en septiembre de 2011, el cual propone 
«(…) el desarrollo armónico, integral y sustentable de toda la ciudad, 
buscando capitalizar en dicho proceso, todas las oportunidades y 
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sinergias posibles, aunque éstas trasciendan a los límites físicos de 
la ciudad» (PreTalca, 2010: 6). Sin embargo, este PreTalca no formó 
parte de los instrumentos normativos de la ciudad, quedando solo 
a nivel de propuesta y, además, sus postulados han sido altamente 
criticados por la comunidad organizada, que lo objeta por su falta 
representatividad (Letelier y Boyco, 2013; Pulgar, 2013). 

Tercero, acciones de renovación urbana con tipologías con-
temporáneas de gentrificación pueden ser identificadas en el centro 
histórico posterior a 2010, mostrando en esta área un alto grado 
de vulnerabilidad frente a un mercado inmobiliario especulativo 
(Rodríguez y Rodríguez, 2013). En la Tabla 1 es posible contabilizar 
un número de diecisiete proyectos, entre vivienda en altura y altura 
media, que han sido construidos en barrios históricos de la ciudad 
desde 2010. 

Tabla 1. Barrios históricos de Talca,  
daños y nuevos proyectos desde 2010.

Nombre del 
barrio

Localiza-
ción

Canti-
dad de 

viviendas 

Dañadas 

(total  
y parcial)

Demolidas

Nuevos 
proyec-
tos de 
vivien-

da N° % N° %

Centro Centro 846 515 60,8 231 27,3 3

Las Heras

Noreste

245 179 72,9 122 49,7 4

Santa Ana 522 393 75,1 191 36,5 1

Chorrillos 166 128 77,0 77 46,3 2

San Agustín 223 124 55,1 56 25,1 5

Centro Sur
Centro 

Sur 
689 499 72,5 255 37,1 1

Seminario Poniente 168 109 64,8 51 30,3 1

Estación
Sureste

341 256 75,0 124 36,3 No

Oriente 270 243 89,9 165 61,1 No

El Prado Sur 497 237 62,3 103 20,7 No

3.967 2.683 67,6 1.375 34,6 17

Fuente: Elaboración propia, visita a terreno del autor (enero, 2013); ELCI (2010).
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¿Expulsión social y desplazamiento subsidiario? 

Como resultado del nuevo escenario socioespacial de cara a 
la reconstrucción de Talca, se pudieron obtener percepciones de 
los entrevistados sobre su barrio histórico norte, que pueden or-
ganizarse en aspectos positivos y negativos. En general, existe un 
sentido de pertenencia y arraigo vinculado a la trayectoria de vida 
en el barrio y a una experiencia pasada de vínculo y conocimiento 
con los vecinos, situación que se fue perdiendo con los años, pero 
que es recordada con nostalgia. El terremoto de 2010 significó 
una alteración en la vida de las familias y sus vínculos vecinales. Si 
bien esa transformación fue más fuerte los dos años siguientes al 
terremoto, aún se mantienen cambios más perdurables. Se señalan 
algunos rasgos que caracterizarían al barrio y le entregarían cierta 
singularidad a la forma de habitar y que le entregan valor: un barrio 
antiguo, tranquilo, de gente buena, donde los vecinos se conocen y 
no tienen conflictos:

Es un barrio tranquilo, muy tranquilo. La gente es muy de 
barrio. (Residente original, no damnificada, Las Heras)

Era gente buena, no había delincuentes en el barrio. Todos 
eran humildes, sencillos, pero eran sanos. (Residente original, 
Chorrillos)

No vive gente peleadora, nada de gente que pueda perjudicar 
la tranquilidad del barrio. (Residente original, damnificada 
con subsidio de vivienda tipo, Las Heras)

Era muy tranquilo, usted no se metía con nadie. (Residente 
original desplazada, Chorrillos)

También se define, tanto al barrio, en función de las condiciones 
socioeconómicas y de clase de sus habitantes:

No había gente pobre, pobre, pobre, no. Todos eran dueños, 
o un 80%. (…) Más bien de nivel medio y bajo también. 
(Residente original, Chorrillos)

Esto es más mixto y se ha configurado en función de las nece-
sidades que tiene la ciudad. En ese sentido, Es más abierto, es 
una mixtura entre la condición antigua del barrio Santa Ana 
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y la condición antigua histórica de la avenida, por ejemplo, 
1 Oriente, que es como la zona más antigua, fundacional de 
Talca. Entonces, aquí se produce como una mixtura, de un 
sector obrero y un sector más acomodado. (Nuevo residente, 
Las Heras)

Esto hace que el barrio tenga una constitución socioeconómica y 
de clase heterogénea en su composición. Para los habitantes, el barrio 
representa una serie de activos y oportunidades. Además, destacan 
entre los aspectos valorados, su localización central y su cercanía 
a diversos servicios que ofrece la ciudad, como salud y comercio:

Siento que aquí está todo. Caminas cinco minutos y estás en 
el centro, hay de todo, supermercado, clínica, todo el centro, 
el mercado. (Nuevo residente, Las Heras)

Estamos bien abastecidos, también tenemos bomberos, cara-
bineros, en la placilla ahora hay una farmacia y en la alameda 
está cerca el Tottus [supermercado]. (Residente original, dam-
nificada con subsidio de vivienda tipo, Las Heras)

Me gusta que sea un barrio central, que tenga acceso fácil a las 
compras, sobre todo a la educación, liceos, colegios básicos, 
comercio, cerca de la alameda, que es un lugar hermoso de 
Talca. (Residente original, damnificada con otro subsidio de 
reconstrucción, Las Heras)

Los residentes nuevos llegados al barrio después del terremoto 
señalan que el motivo de la compra de vivienda en el barrio, si bien 
se debió a que fue la única alternativa de vivienda nueva en un sec-
tor central de la ciudad, valoran de sobremanera su ubicación y su 
decisión se ha complementado con los servicios que el barrio ofrece:

Está central, porque acá en Talca tú preguntas por vivienda 
nueva y está casi todo en la periferia, hacia Maule. (Nueva 
residente, Chorrillos)

Yo siempre viví en el centro de Talca, por eso mi opción fue 
seguir viviendo en el centro. (Nueva residente, Las Heras)

Hay una serie de centros culturales, por ejemplo: está El Es-
pacio, es un centro cultural donde los cabros hacen muchas 
actividades que son la función del barrio: talleres para los 
niños, danza, yoga, capoeira, telas, va gente de muchos lados 
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de la ciudad, pasa a ser un pulmón de elementos culturales 
que potencia la ciudad. (Nueva residente, Las Heras)

Entre los cambios señalados como negativos está el abandono 
y soledad en que quedó el barrio, debido al desplazamiento de sus 
habitantes (gentrificación) hacia otros sectores de la ciudad como 
consecuencia del daño en sus viviendas. Esto se tradujo en una ma-
yor percepción de inseguridad asociada a robos ocurridos en casas 
deshabitadas, la presencia de sitios eriazos, y soledad y oscuridad 
de algunas de las calles:

Hay mucha gente que se fue del barrio, si aquí quedamos muy 
pocas familias. Después del terremoto quedó solo el barrio. 
Casi toda la gente se fue donde los familiares. (Residente 
original, informante clave, Chorrillos)

Muchos se fueron… hay mucha gente que se fue después del 
terremoto porque se le cayó la casa. Se fueron para la casa de 
los hijos y estuvieron con depresión porque los hijos tenían 
otro sistema de vida, y volvieron al barrio. (Residente original, 
informante clave, Las Heras)

Esto ha significado una transformación en la forma de vida del 
barrio. Las familias hacen sus vidas recluidas al interior de las vivien-
das, contribuyendo con ello a una mayor sensación de inseguridad 
de los transeúntes, en particular por la presencia de sitios vacíos:

Al lado de nuestra casa hay sitios vacíos donde fácilmente 
pueden ingresar. Eso es súper grave, porque al quedar sitios 
eriazos hay facilidad para la drogadicción, para que se co-
metan crímenes, asaltos, muchas cosas negativas. Todos los 
sitios eriazos son un peligro público, prenden fogatas, son 
riesgos para los vecinos. (Residente original, damnificada otro 
subsidio, Las Heras)

Tú ves sitios y uno espera que construyan rápido, que hagan 
algo ahí, sea un edificio o alguien compre y haga una casa, aquí 
cerca van hacer un jardín de la Junji. Entonces uno espera que 
se vayan haciendo estas cosas, para que así se vaya llenando 
el barrio y se termine lo que queda pendiente. (Residente 
original, no damnificada, Las Heras)
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Esto, a su vez, se relaciona con otro fenómeno percibido: el en-
rejamiento de las nuevas viviendas. Esta situación, vinculada con la 
percepción de inseguridad, en vez de contribuir al barrio, aumenta 
el riesgo de ser víctimas de delito en los transeúntes:

Cada vez que andamos por ahí, le digo yo: mira las casas, las 
blindan. Y sigue ese asunto de blindar las casas. O sea, qué 
estética tiene la calle. O sea, es un callejón, con unas rejas altas 
y con latones pintados negros… Y tú ves el perro que anda 
en el jardín, pero no ves casa, no ves personas. (Residente 
original, Chorrillos)

Se vuelve más vulnerable para la gente que transita en la calle, 
porque se vuelve un corredor, entre rejas, entre muros, en una 
abstracción de la acera… Antes había ventanas… incluso la 
misma iluminación que salía de las casas te da una conno-
tación de vida y de… Que es muy distinto tener muros en 
la calle o rejas cerradas a ambos lados de la calle. Entonces, 
sí, efectivamente eso va en desmedro de la misma. (Nueva 
residente, Las Heras)

Algunos, incluso, sienten que la reja rompe con la estética y la 
identidad que el barrio tenía:

Encuentro que la reja corresponde a las poblaciones (…) yo 
creo que este barrio, el casco antiguo nos parece raro cuando 
hay una reja. Pero nos están exigiendo. Se ve feo. Yo estoy en 
contra de eso, tenemos que conservar lo que teníamos en el 
barrio. Para la gente antigua del barrio no nos parece la reja, 
se ve fea, es por una cosa de ética y tradición. Porque hay una 
que otra, entonces de qué estamos hablando, si el barrio norte 
siempre se reconoció por una casa derecha, de vereda atrás, 
no de antejardín. (Residente original, Las Heras)

Otro aspecto señalado por los entrevistados es el aumento de 
precio de los terrenos, especialmente en Las Heras y Chorrillos, el 
cual vino anexado a un reevalúo fiscal, que en muchos casos ha sig-
nificado el pago de contribuciones a familias que antes no lo hacían 
o el aumento de ellas.

Los terrenos subieron mucho después del terremoto, mucho, 
por ejemplo, aquí a la vuelta hay un terreno que está cerrado, 
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muy bien cuidado, no tiene casa, ni nada, pero está unido con 
el de la vecina, pareciera el patio de la vecina, está en venta. 
Debe tener 20 de frente por 40 de fondo, lo venden en 80 
millones el sitio pelado. El de la plaza Las Heras hay uno al 
lado de los locales, ese lo venden en 50 millones y es peque-
ñito, hacen una casa y quedan sin patio. (Residente original, 
damnificada subsidio vivienda tipo, Las Heras)

La nueva imagen urbana del barrio: ¿para quiénes?

Una de las transformaciones más evidentes y observables dentro 
de este proceso de reconstrucción en el barrio norte histórico es la 
diversificación de las tipologías de vivienda (Figura 2). Esta modi-
ficación tiene dos expresiones: por un lado, la llegada de edificios 
de departamentos, condominios cerrados, y viviendas unifamiliares 
de alto valor y buena materialidad. Por otro, la construcción de 
viviendas sociales a partir de un subsidio de reconstrucción, de 
materialidad de menor calidad y menor tamaño. Junto a estas dos 
tipologías, aún perduran algunas viviendas antiguas de fachada 
continua, muchas de las cuales mantienen los daños que causó el 
terremoto y que las familias no han podido reparar. Los habitantes 
que recibieron una vivienda a través del subsidio de reconstrucción 
han tenido que adaptar su vida a las nuevas condiciones materiales 
que esta posee. La materialidad de dichas viviendas ha originado 
problemas como el frío y la humedad en invierno y el calor en verano. 
Se suma a esto una percepción mayor de inseguridad relacionada 
a la calidad y grosor de murallas y ventanas. Así como el tamaño 
obligó a las familias extendidas a separarse, y a muchas a buscar 
vivienda fuera del barrio. 
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Figura 2. Panorámica del barrio en reconstrucción  
(esquina 11 Norte con 3 Oriente). 

Fuente: Fotografía S. Caro (2015).

En el «nuevo barrio» coexisten viviendas de alto y bajo estándar; 
las primeras, dirigidas a familias de afuera del barrio, con mayor 
poder adquisitivo, y las segundas a los antiguos habitantes que 
fueron damnificados por el terremoto. Si bien se valora de manera 
positiva la llegada de un nuevo tipo de construcción en el barrio, 
más moderno, de mejor calidad y estatus, que ha permitido el arribo 
de nueva gente y mayor inversión en el barrio, al mismo tiempo se 
entiende que estas no son asequibles para muchos de los antiguos 
residentes. Toda esta recomposición produce una transformación en 
la forma de habitar que refuerza la reclusión en el espacio privado, 
que no pasa desapercibida para aquellos que desarrollan su vida 
cotidiana en el barrio: 

«Se pobló tanto, con edificios y todo, que por un lado es bueno 
que haya llegado gente, es como lo que pasa en estas poblaciones 
grandes, siento que se individualizó la vida familiar, antes era 
más aglomerado, lo que le pasaba a uno te alegrabas, sentías lo 
que le pasaba al vecino. Y acá no, y ahora allá tampoco, está 
pasando esto de que se individualizó la familia, el entorno, ya 
no hay vida barrial, esa es mi percepción». (Residente original, 
damnificada subsidio vivienda tipo, Las Heras)

Conclusiones 

El derecho a la ciudad de Lefebvre (1968) significa la trans-
formación de esta con un ejercicio de poder colectivo que supere 
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el propio poder de la urbanización. Las formas de habitar en lo 
contemporáneo nos obligan a resemantizar la importancia de los 
espacios públicos y producir propuestas que permitan la continui-
dad y remembranza de la ciudad en el tiempo (Hebbert, 2005). En 
ese sentido, el rol del barrio como unidad básica cobra real sentido 
cuando se articula con las bondades que entrega la ciudad de es-
cala intermedia. Sin embargo, este no parece haber sido el motor 
de marcha de la reconstrucción en Talca 2010-2015: el proceso de 
reconstrucción actuó bajo políticas de mercado, además del rol de 
los subsidios habitacionales como medida que fomentó el despla-
zamiento de los habitantes a la periferia, con los efectos sociales y 
económicos que esto conlleva (Cárdenas, 2015). Tanto los planes 
de ordenamiento territorial como los subsidios para construcción 
de vivienda relanzados en el 2010 permitieron que solo «algunos 
y más recientes residentes, más que todos y originarios» lograran 
gozar del «derecho a la ciudad» o al barrio, como se ha señalado 
para la presente investigación. 

Por lo tanto, el derecho a la ciudad en ciudades en reconstruc-
ción como Talca parece perder la oportunidad de mantener tanto la 
mixtura socioeconómica que caracterizada al barrio norte histórico, 
como sus elementos urbanos de escala local. El modelo de recons-
trucción estuvo centrado principalmente en la escala vivienda y, en 
menor sentido, en la reconstrucción barrial (y aún menor, en la ciu-
dad). Esto impidió poner en valor la importancia que el barrio norte 
histórico y sus características tenían para las familias. Aspectos como 
la localización y centralidad del barrio, el vínculo entre vecinos, la 
tranquilidad, seguridad y la ausencia de conflictos, muy valorados 
por los residentes originales, no fueron tomados en cuenta a la hora 
de solucionar los problemas habitacionales de los damnificados. 

Aun cuando el vínculo vecinal se venía transformando y la vida 
de barrio cada día era más afectada por el individualismo, la política 
de reconstrucción vino a profundizar ese fenómeno, al propiciar el 
desplazamiento hacia la periferia de muchos de sus habitantes y 
romper de ese modo el poco vínculo vecinal que aún existía. Algu-
nos habitantes tenían en propiedad la vivienda, pero otros vivían 
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en calidad de allegados o la vivienda era parte de una sucesión. 
Esta situación irregular en que se encontraban nunca significó un 
problema antes del terremoto del 2010. Sin embargo, debido a la 
forma en que el Estado abordó el proceso de reconstrucción de vi-
vienda y las posibilidades económicas de los damnificados, muchas 
familias debieron salir del barrio, y la familia extendida no pudo 
permanecer reunida.

Por otro lado, el área central de Las Heras, debido a sus carac-
terísticas urbanas, se convirtió en un territorio apetecido por los 
inversionistas inmobiliarios, que vieron la oportunidad de producir 
una oferta de vivienda que atrajera a un nuevo tipo de habitante: 
familias o personas jóvenes, profesionales con mayor poder adqui-
sitivo, que valoran la centralidad y la calidad de vida del barrio. Si 
bien ello es válido en el sentido de reactivar un área que requiere de 
regeneración urbana, se necesita de un análisis profundo del tejido 
social que se quiere proteger, en especial en el caso abordado, donde 
la heterogeneidad social era una de las condiciones positivas que 
caracterizada a Talca dentro de las ciudades intermedias del sistema 
nacional. 

Entonces, las lecciones aprendidas nos hablan de que la trans-
formación de la ciudad con «el derecho al barrio» es posible de 
aplicar como una acción válida y de relevar más allá de su escala 
local. Pero ello requiere de mayor inclusión social y cuestionarnos 
sobre ¿cómo es posible «traer de vuelta» a quienes debieron salir 
en virtud de una expulsión subsidiaria?, ¿qué tipo de vivienda y 
espacios públicos podría permitir una integración mejor entre lo 
privado y lo público? O ¿cómo se puede fortalecer la vida barrial 
y el vínculo entre vecinos nuevos y antiguos? Solo de esta forma se 
podrá cambiar la sensación de cierta indiferencia que se expresa en 
los relatos de residentes frente a los procesos de reconstrucción con 
integración social. Los barrios y sus habitantes se encuentran en el 
permanente dilema de sentir la ausencia de muchos de sus antiguos 
vecinos y, por otro, de ver renacer el barrio con nuevos habitantes, 
que no conocen y con los que no han construido ninguna relación. 
Esta paradoja de conflicto social debe volver a su equilibrio.
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Envejecimiento y organización local: 
grupos de clase media  

y el control del espacio*1

Omar Pereyra 
Pontificia Universidad Católica del Perú. Lima, Perú

Introducción

Las ciudades latinoamericanas se han caracterizado tanto por la 
migración campo-ciudad como por el fenómeno de la urbanización 
informal periférica (Portes y Walton, 1976; Roberts, 1978; Gilbert, 
1998). En este artículo quiero resaltar dos nuevos grandes procesos. 
En primer lugar, existe un crecimiento significativo de las clases 
medias en la mayoría de países latinoamericanos, de un 20% de la 
población en los años 80 a un 45% en la actualidad sobre la base 
de medidas que combinan criterios de ingreso y ocupación (Franco, 
Hopenhaym y León, 2010). Paralelamente, investigaciones a nivel 
regional y nacional sugieren que las clases medias latinoamericanas 
están volviéndose más heterogéneas en términos de estilo de vida 
y consumo (Franco, Hopenhaym y León, 2010; Arellano, 2010); 
en términos de clase de origen debido a un significativo proceso 
de movilidad social ascendente de parte de los hijos de migrantes 
(Franco, León y Atria, 2007; Portocarrero, 1998; Arellano, 2010); 
en términos de color de piel (Portocarrero, 1998; Arellano y Burgos, 
2010; Da Silva y Reis, 2011); y también en términos de repertorios 
de evaluación (Méndez, 2008; Pereyra, 2015). 

*	 Una versión adaptada de este artículo fue publicada en la revista Anthropologica 
(2016), Vol. 34, No. 37. 
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En segundo lugar, empieza a notarse un proceso de envejeci-
miento (Cotlear, 2011). Los estimados sugieren que la población 
adulta-mayor es actualmente el grupo de mayor crecimiento en la 
región: en los últimos cincuenta años, la población más joven (de 
0 a 14 años) aumentó 2,5 veces; la población adulta (de 15 a 59 
años), 3,8 veces, mientras que la población adulta-mayor lo hizo 5,8 
veces. Para el año 2040, el peso porcentual de la población adulta-
mayor alcanzaría al de la población más joven; y para el 2050 la 
superaría en 30% (Saad, 2011: 52). Este proceso transformaría el 
tipo de demandas existentes en la arena política, las dimensiones de 
los sistemas de salud y pensiones y, por supuesto, la infraestructura 
y servicios de nuestras ciudades. 

Este estudio se centra específicamente en las consecuencias del 
envejecimiento en las organizaciones locales y en el uso del espacio 
público en un barrio de clase media tradicional. Para este estudio 
se escogió a la Residencial San Felipe, un barrio icónico de clase 
media en Lima, Perú. Adaptando el marco teórico desarrollado por 
Bourdieu para entender las relaciones entre grupos (1984; 1985), 
entiendo al espacio público en San Felipe como un lugar de conflicto 
entre distintos discursos y prácticas de los vecinos por dar al mismo 
un carácter determinado. En este conflicto colisionan dos grandes 
visiones sobre los valores y la conducta en público de la clase media: 
por un lado, un discurso de la clase media tradicional envejecida que 
concibe al espacio como ornamental; y por otro, un discurso más 
propio de los jóvenes-adultos (tanto de clase media tradicional y de 
la «nueva clase media») que conciben a este espacio como uno de 
libre acceso, de diversidad de funciones y abierto a la espontaneidad. 
El estudio muestra dos conclusiones sugerentes. En primer lugar, en 
cuanto al conflicto por el espacio público en el barrio, la división 
o frontera entre «clase media tradicional» y «nueva clase media» 
es menos relevante que la frontera generacional. En segundo lugar, 
respecto al poder en el barrio, aparece una paradoja: si bien los resi-
dentes mayores no son la mayoría y sus recursos económicos son más 
limitados, estos se convierten en el grupo más poderoso en el barrio 
e imponen su visión sobre el espacio público. Ello ocurre porque 
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convierten el tiempo (un recurso escaso para los más jóvenes, pero 
ampliamente disponible para los mayores) en poder organizacional.

Espacios públicos en espacios barriales

Cuando se piensa en el espacio público, generalmente lo aso-
ciamos con características como la libertad de acceso, el respeto a 
la diferencia y la libertad de acción o, al menos, a la espontaneidad 
(Borja, 2003). Debe notarse que cuando se habla de espacio público, 
generalmente pensamos en las grandes plazas, veredas o avenidas de 
la ciudad. Sin embargo, aparece un problema cuando pensamos en 
lugares que en principio son definidos como espacios públicos, pero 
que tienen otra dinámica. Me refiero precisamente a los espacios de 
los barrios como sus esquinas, sus veredas, sus parques, sus campos 
deportivos, entre otros. Aunque no se ha estudiado de forma directa 
el espacio público en localidades, la investigación acumulada sobre 
comunidades barriales nos sugiere que, si estas son fuertes, su con-
trol sobre el espacio local es mayor, sea por medio del control de los 
vecinos, o por medio de sus organizaciones formales o informales 
(Suttles, 1968; Sampson et al., 1989; Sampson, 2012). Precisamente, 
para entender estos espacios, necesitamos marcos teóricos distintos 
a los generados por las grandes aproximaciones al espacio público. 

Un candidato es la escuela de la Economía-Política Urbana (Lo-
gan y Molotch, 1987), la cual tiene un cuerpo teórico desarrollado 
para estudiar el conflicto urbano tanto en la localidad como en la 
ciudad en general. Se entiende que los actores urbanos compiten 
por el acceso a mejores lugares en un sistema de «estratificación de 
lugares» (Logan, 1978), así como por mantener o transformar sus 
comunidades. Si bien esta perspectiva no se centra directamente en 
el espacio público, sí enfatiza el hecho de que los actores defienden 
su lugar (barrio) en la ciudad. Sin embargo, esta perspectiva se limita 
a entender el conflicto urbano sobre la base de la distinción entre 
valor de uso y valor de cambio; es decir, es siempre una perspectiva 
materialista.



Omar Pereyra

84

Examinando la idea del conflicto urbano por el lugar desde el 
punto de vista de Bourdieu, se amplía el debate en algunas direccio-
nes. Desde esta perspectiva, podemos pensar que el lugar (barrio o 
comunidad) tiene significados adscritos o construidos que escapan 
a la dicotomía valor de uso-valor de cambio. Precisamente, algunos 
de los conflictos por la defensa del lugar tienen más que ver con la 
defensa de su carácter o simbolismo. Es decir, bastante del conflic-
to por el lugar tiene que ver con la «distinción» del lugar y de sus 
residentes en la ciudad (Centner, 2010). Pero, siguiendo a Bourdieu 
(1984), los conflictos no ocurren solo por recursos materiales que 
dan ventajas o por estatus, sino también a nivel simbólico, es decir, 
por significados. En esta línea, Centner (2013) sugiere que la idea 
de «derecho a la ciudad», generalmente asociada al conflicto entre 
capital y residentes (Lefebvre, 1996), debiera ser puesta en cuestión. 
A partir del estudio de transformaciones urbanas en Buenos Aires, 
Brasil y Turquía, el autor menciona que es erróneo pensar en una 
idea única de «derecho a la ciudad». Lo que muestran los casos es 
que en estos proyectos de transformación urbana existen conflictos 
no solo entre capitalistas y residentes por maximizar ganancias 
generadas por el lugar o por mantener su valor de uso, sino entre 
visiones de «derecho a la ciudad». Al igual que otras nociones, la 
noción de «derecho a la ciudad» no es algo definido, sino que es en 
sí misma una categoría en disputa y transformación (Centner, 2013). 
El objeto de estudio que se abre es ahora el conflicto entre diversos 
actores por definiciones y materializaciones del espacio público.

El caso del espacio público en la Residencial San Felipe es inte-
resante, por estar atravesado por los procesos de heterogeneización 
de la clase media y el envejecimiento poblacional. Es precisamente 
un caso de conflicto entre vecinos con categorías de evaluación e 
intereses distintos. Pero, ante todo, nos revela recursos y mecanismos 
inesperados para hacer prevalecer un punto de vista en un barrio, 
los cuales deben ser considerados para explorar el poder en barrios 
de clase media y quizás en la ciudad en las próximas décadas. 
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San Felipe: un barrio de clase media

San Felipe fue creado en 1967 como un proyecto de vivienda 
dirigido específicamente para la clase media limeña; entendiendo 
por la misma a profesionales independientes, trabajadores de cuello 
blanco de los sectores público y privado, así como oficiales de las 
fuerzas armadas y de la policía nacional. Dos características de San 
Felipe hacen de este barrio un espacio privilegiado para este estudio. 
En primer lugar, se encuentra su estructura arquitectónica y orga-
nizativa. Siguiendo los principios de la arquitectura funcionalista, 
San Felipe cuenta con treinta y tres edificios de departamentos uni-
familiares y una gran cantidad de espacios comunes como parques, 
estacionamientos y plazas. Este diseño hace que San Felipe desarrolle 
una vida de barrio intensa sobre la base de la proximidad entre los 
vecinos y un sentido fuerte de pertenencia al lugar. Pero además 
esta estructura lleva a una vida organizacional intensa: cada edificio 
cuenta con una junta de propietarios; mientras que para el barrio en 
general existen tres juntas vecinales que congregan a los presidentes 
de las juntas de propietarios de los edificios y a otros vecinos que 
deseen participar. 

En segundo lugar, dado que San Felipe tiene ya más de cuarenta 
años, varios de sus vecinos fundadores son actualmente adultos-
mayores o ya han fallecido. Hoy en día, la mayoría de los vecinos 
del barrio son una segunda generación de sanfelipanos, así como 
las nuevas familias jóvenes que han venido a ocupar los departa-
mentos dejados paulatinamente por los mayores. Esta característi-
ca particular hace que, de acuerdo con los datos del último censo 
nacional (2007), el porcentaje de adultos-mayores en San Felipe 
(23,1% mayores de sesenta y cinco años) sea alto en comparación 
al de otros barrios aledaños (15,2% en el distrito) y de la ciudad en 
general (6,73%). De este modo, San Felipe es un barrio en donde 
el envejecimiento es más pronunciado que en el resto de la ciudad. 
Precisamente este rasgo exagerado de San Felipe permite explorar de 
forma más clara el efecto del envejecimiento en las organizaciones 
locales y en la vida cotidiana del barrio. 
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La ecología de San Felipe ha experimentado los mismos cambios 
que la clase media de Lima en general. Muchas de sus familias más 
jóvenes vienen de una trayectoria de movilidad social ascendente, 
también llamada «nueva clase media» (Portocarrero, 1998; Arella-
no, 2010). San Felipe es un espacio que permite ver precisamente el 
encuentro entre la llamada «clase media tradicional» (los vecinos 
mayores y sus hijos que hoy forman familias jóvenes) y la «nueva 
clase media» (los nuevos vecinos con una trayectoria de movilidad 
social ascendente). Ello lleva, por ejemplo, a que muchos de los ve-
cinos mayores de San Felipe consideren que este ingreso de nuevos 
vecinos es señal de cierto deterioro del barrio. Sin embargo, los 
vecinos mayores, dada su situación de jubilados, hoy en día tienen 
ingresos menores a los de los vecinos más jóvenes. 

Metodología

Este artículo estudia el conflicto por el espacio público en San 
Felipe. Como puede desprenderse de la descripción de San Felipe, este 
no es un barrio «típico». Por el contrario, es un barrio excepcional 
en muchos sentidos. En primer lugar, su estructura arquitectónica y 
su vida social hacen de San Felipe un espacio con una vida social más 
intensa que la de cualquier otro barrio de clase media. Del mismo 
modo, dado su origen como proyecto de vivienda, su envejecimiento 
es más acentuado que el de otros barrios. Desde este punto de vista, 
San Felipe es más bien no un caso «atípico», sino un caso con rasgos 
exagerados que son de especial interés, incluso estratégicos, para mi 
pregunta de investigación1. 

Para entender el espacio público en San Felipe realicé observa-
ción participante durante un año. Durante ese año, viví en San Felipe 
y me convertí en un vecino interesado en problemas de participación 
local. Descubrí rápidamente que los adultos-mayores eran quienes 

1	 Considero, siguiendo aproximaciones de autores como Burawoy (1998) y 
Small (2009), que no tiene sentido hablar de «casos típicos» en los estudios 
cualitativos. Lo lógica que guía la investigación cualitativa es la de entender la 
conexión del caso de estudio (sobre la base de sus particularidades históricas 
o lógicas internas) con las fuerzas o procesos mayores que lo afectan. 
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tenían control sobre el espacio público; no solo controlando la 
conducta de las personas en el mismo, sino además promoviendo 
transformaciones en su infraestructura de acuerdo con su visión 
de cómo debía ser el barrio. Dicho hecho es sorprendente, pues los 
adultos-mayores no son ni el grupo demográficamente más impor-
tante, ni el de mayores recursos. La respuesta a esta paradoja se 
encuentra en que los adultos-mayores tienen masivamente el con-
trol de las organizaciones locales, el que les da influencia sobre los 
funcionarios municipales. Mi objetivo de investigación fue entonces 
la de explorar esta conexión entre organizaciones locales y control 
del espacio público. Para ello, exploré dos mecanismos principales: 
primero, ver cómo los adultos-mayores tomaban el control de las 
organizaciones locales; y segundo, de qué manera usaban este poder 
organizacional para el control y transformación del espacio público.

Para entender el proceso por el cual los adultos-mayores toman 
el control de las organizaciones locales, realicé dos actividades pa-
ralelas. En primer lugar, observé todas las asambleas de juntas de 
propietarios a las que tuve permiso de asistir a lo largo del trabajo 
de campo (un total de veintisiete asambleas). En estas reuniones 
tomé nota de quiénes eran los vecinos que asistían, los temas de 
conversación previos a las reuniones, los asuntos que se discutían 
en las reuniones y, sobre todo, del comportamiento de los vecinos 
y sus interacciones. 

Para entender el uso del poder organizacional para el control 
del espacio público, observé directamente las reuniones de la orga-
nización mayor del barrio, las juntas vecinales, y su relación con los 
funcionarios de la Municipalidad. En ellas registré el tipo de temas y 
demandas que se discutían respecto al espacio público en San Felipe. 
Finalmente, registré por observación directa una gran cantidad de 
interacciones en torno a situaciones conflictivas respecto al uso del 
espacio público (como niños jugando fútbol en el parque, montan-
do skate en las veredas, trepando árboles, y gente comiendo en los 
parques); así como las discusiones originadas por algunas transfor-
maciones físicas del espacio (como la instalación de rejas o cercos 
y el plantado de arreglos florales en los parques). Complementé 
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este ejercicio de observación con conversaciones informales con los 
actores involucrados en estas situaciones. 

Finalmente, para hacer la conexión entre estos dos grandes 
mecanismos, realicé cuarenta y seis entrevistas semiestructuradas 
a distintos tipos de vecinos (adultos-jóvenes, adultos y adultos-
mayores; hombres y mujeres; nuevos y antiguos). Con respecto al 
primer mecanismo (la participación local), las entrevistas giraron en 
torno a tres temas principales: respecto a sus motivos para participar 
o no en las reuniones de las puntas de propietarios de los edificios; 
respecto a la forma cómo ven o evalúan a dichas asambleas; y res-
pecto a sus experiencias personales en las mismas. Con respecto al 
control del espacio público en el barrio, pregunté por sus visiones 
(o «enmarcados»2) del espacio público en San Felipe, y respecto a 
su posición en situaciones o controversias respecto al mismo.

Clases media y uso del espacio

Una característica principal del espacio público en San Felipe 
es que se encuentra regido por un discurso sobre lo que es conside-
rado comportamiento correcto, el cual señala límites sobre lo que 
se puede hacer en él y lo que no. Dicho discurso es el de los vecinos 
adultos-mayores, que se sienten no solo autorizados para controlar 
directamente el espacio, sino que además cuentan con los contactos 
e influencia sobre los agentes municipales y los mecanismos institu-
cionales para hacerlo respetar. 

2	 De modo general, un «marco» se refiere a «(…) un esquema interpretativo que 
simplifica y condensa “el mundo exterior” a través de un proceso de distinción y 
codificación de objetos, situaciones, eventos, experiencias y secuencias de actos 
respecto al presente o pasado de uno» (Snow y Benford, 1992: 137. Traducción 
propia). Los «marcos» nos permiten no solo clasificar determinados fenómenos, 
sino que nos llevan o motivan a optar por secuencias de acción diferenciadas 
(Small, 2004). 
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Dos visiones sobre el espacio público en San Felipe

En comparación a otros barrios, San Felipe tiene una gran can-
tidad de áreas verdes. Por ello, para los sanfelipanos, los parques y 
jardines son símbolos importantes del barrio. En consecuencia, el 
mantenimiento de estas áreas verdes es un tema importante de con-
versación y preocupación entre ellos. Existen dos discursos principa-
les respecto a las áreas verde y el espacio público en general. Para los 
adultos-mayores, tres ideas generales organizan dicho discurso. La 
primera es que el espacio es moral, refiriéndose a que debe mantenerse 
un código de conducta en el mismo. Vestirse adecuadamente y com-
portarse de forma amable y respetuosa es importante no solo para 
mostrar una imagen adecuada de uno mismo, sino para preservar el 
orden y la moral pública. El segundo principio es que el espacio es 
funcional, es decir, que hay áreas que están diseñadas para algunas 
cosas, pero no para otras. Por ejemplo, los estacionamientos son para 
los autos, las bancas son para sentarse y, en el caso de los parques, el 
espacio es ornamental. Sobre la base de estos principios, «actividades 
fuera de lugar» (como comer o beber en público, montar skate, besar-
se o sentarse en un rincón a conversar en grupo) son potencialmente 
peligrosas para el orden público y deben ser evitadas. Pero señalan, 
además, que estas son prácticas realizadas principalmente por los 
nuevos vecinos de San Felipe (entiéndase «nueva clase media») que 
atentan no solo contra el orden del barrio, sino que son señales de 
que San Felipe está deteriorándose.

Respecto al espacio público en San Felipe, los vecinos adultos-
jóvenes, tanto antiguos como nuevos, tienen un mismo discurso. 
Aunque los adultos-jóvenes también valoran sus áreas verdes, 
consideran que el cuidado de las mismas es obsesivo. Los adultos-
jóvenes mencionan que los espacios públicos de San Felipe deberían 
ser más «como espacios públicos», refiriéndose con ello a que los 
niños deberían poder jugar en los parques y los jóvenes deberían 
poder reunirse a conversar y pasar el rato en las veredas o gradas. 
No consideran que los chicos que montan skate o que juegan fútbol 
en el parque sean una molestia o señal de deterioro del barrio, sino 
que, al contrario, le dan «vida de barrio» a San Felipe. 
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Como se mencionó, es el discurso de los adultos-mayores el que 
acaba imponiéndose. ¿Cómo es posible este resultado? Existen dos 
formas principales por las cuales los adultos mayores logran imponer 
su visión del espacio público: el control directo por medio de interac-
ciones personales y el control indirecto por medio de la manipulación 
de funcionarios de la Municipalidad. Respecto al control directo, es 
importante considerar que los adultos-mayores, por su situación de 
retiro, son el grupo cuya presencia es más visible y permanente en 
San Felipe. Esto los convierte  en los guardianes de facto del espacio. 
Cuando ven a grupos de skaters saltando en las veredas o peldaños, 
o cuando ven a grupos de chicos jugando fútbol en el parque, se les 
acercan y les dicen que eso no está permitido en San Felipe. En estos 
casos, los más chicos generalmente dejan de jugar y van a otro lado, 
en donde siguen jugando hasta que aparezca otro adulto-mayor y los 
haga salir, y así sucesivamente. Sin embargo, es también posible que 
los chicos no hagan caso reclamando su derecho al uso del espacio. 
En esta situación, los adultos-mayores necesitan refuerzos. Estos 
llegan desde los funcionarios de la Municipalidad, particularmente 
por medio de la intervención de serenos (guardias municipales). 
Sin embargo, para que los funcionarios de la Municipalidad hagan 
suyo el punto de vista de los adultos-mayores, estos últimos deben 
convertirse en los vecinos más influyentes, y como vimos, esto ocurre 
a pesar de no ser el grupo mayoritario en San Felipe.

El control de organizaciones locales en San Felipe

El tamaño de los grupos y sus recursos económicos son, por lo 
general, buenos indicadores de la distribución del poder en barrios. 
Sin embargo, en San Felipe ocurre lo contrario: el grupo más pequeño 
y con menores recursos, los adultos-mayores, es el más poderoso. 
Este resultado ocurre por dos motivos principales. Primero, los 
adultos-mayores tienen tiempo (un recurso escaso para los vecinos 
más jóvenes) y, gracias a ello, logran el control de las organizaciones 
locales. Segundo, los adultos-mayores usan las organizaciones locales 
para influir en las autoridades locales. Nos interesa en este punto 



Envejecimiento y organización local

91

explicar cómo es que los adultos-mayores adquieren el control de 
las organizaciones locales.

La observación continua de las asambleas de las juntas de 
propietarios y las entrevistas a sus vecinos revelan dos mecanismos 
principales que de forma combinada afectan la participación local. 
Primero, un mecanismo extralocal, la relación de los vecinos con el 
mercado de trabajo, el cual limita el tiempo para la participación 
en el caso de los vecinos más jóvenes. Segundo, un mecanismo 
intralocal, el comportamiento de los vecinos mayores en las asam-
bleas, el cual desincentiva aún más la participación de los vecinos 
más jóvenes. De este modo, estos últimos son «sacados» del barrio 
por sus responsabilidades laborales; pero también practican lo que 
Hirschman (1970) llama «salida», respecto de la participación en 
las organizaciones locales.  

Al preguntar a los vecinos adultos-jóvenes sobre su poca partici-
pación en las asambleas, sus respuestas están comúnmente asociadas 
con sus rutinas de trabajo que no les dejan tiempo para participar. 
Los adultos-jóvenes describen su rutina típica como bastante car-
gada de actividades y hasta extenuante: salen de la casa a las 7.30 
am; dejan a los niños en el colegio y luego van al trabajo; están en 
el trabajo la mayor parte del día; y finalmente regresan a casa entre 
las 8 y 9 pm. Otros adultos-jóvenes mencionan que luego de salir del 
trabajo, llevan tareas inconclusas a casa. El efecto es completamente 
distinto para los adultos-mayores, quienes, al ser en su mayoría re-
tirados, cuentan con más tiempo para participar y su presencia en 
las asambleas acaba siendo mayoritaria. 

Aun así, algunos adultos-jóvenes entrevistados mencionan que 
han intentado participar en las asambleas. Sin embargo, es aquí 
cuando un mecanismo intralocal, el comportamiento de los vecinos 
mayores en las asambleas y el estilo con que ellas se conducen ter-
minan por desincentivar su participación. Un primer punto respecto 
a cómo se conducen estas reuniones es que, dado que la mayoría 
de los participantes son adultos-mayores, estas son usadas también 
para socializar. Las reuniones generalmente empiezan varios minutos 
tarde, dado que son usadas también para conversar y ponerse al día 
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respecto a las vidas de sus vecinos. Para los adultos-mayores estos 
temas no son solo interesantes, sino que les provee de información 
que les es valiosa. Por ejemplo, en estas conversaciones comparten 
información sobre el funcionamiento del sistema de salud, acerca de 
lugares cercanos a dónde acudir para medirse la presión o glucosa, 
o las campañas o actividades para adultos-mayores que realiza la 
Municipalidad. Desde el punto de vista de los vecinos más jóvenes, 
estas conversaciones son «poco relevantes» y retrasan la agenda de 
las reuniones. 

Otra característica de las asambleas es que las discusiones mu-
chas veces se salen del tema. Esto ocurre principalmente por dos 
motivos. El primero es que los adultos-mayores se comportan de una 
manera bastante formal y ceremonial en estas reuniones. Al iniciar 
las reuniones, suelen repasar los acuerdos de las juntas anteriores, 
agregar más puntos a la agenda propuesta inicialmente o proceder 
varias veces a hacer votaciones. También quieren que sus opiniones 
sean registradas en el libro de actas de la reunión. Muchas veces estos 
pedidos acaban convirtiéndose en nuevos temas de discusión y de 
votación. Al respecto, los vecinos más jóvenes señalan que preferi-
rían una forma más expedita y eficiente de conducir las asambleas. 
Del mismo modo, señalan que los comentarios de los participantes 
deberían ir directamente al punto en discusión y que debería evi-
tarse hacer referencias a temas que llevan la discusión a otro lado. 
Segundo, los vecinos más jóvenes también se ven desincentivados 
de participar por los conflictos entre vecinos mayores que explotan 
en estas reuniones. Luego de presenciar algunos de estos conflictos 
entre vecinos, los más jóvenes empiezan a ver a los vecinos mayores 
como tercos o caprichosos. Por otro lado, los vecinos más jóvenes no 
comprenden (ni quieren entender) los motivos de estos conflictos y 
quieren evitar verse envueltos en ellos. Al respecto, los vecinos más 
jóvenes mencionan que las asambleas «están llenas de las mismas 
discusiones que duran años de años», las cuales son vistas nueva-
mente como sin sentido y una pérdida de tiempo. Por tanto, prefieren 
evitar ser parte de estas discusiones y deciden no ir a las asambleas. 
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De este modo, al ser los adultos-mayores los que tienen mayor 
participación en las asambleas, son ellos quienes acaban siendo los 
presidentes de las mismas. Los adultos-jóvenes dejan que las deci-
siones colectivas y las organizaciones locales sean tomadas por los 
adultos-mayores. Se puede decir que es un resultado relativamente 
cómodo para los vecinos más jóvenes, dado que la mayor parte del 
trabajo (y el tiempo) necesario para mantener la infraestructura de 
los edificios funcionando es asumida por los adultos-mayores. Sin 
embargo, el resultado no esperado es que los vecinos más jóvenes 
no tienen representación en las organizaciones locales y, con ello, su 
poder para influir en las autoridades locales es reducido. 

Del control de organizaciones al poder local

El control de las juntas de propietarios permite a los adultos-
mayores tener control sobre las decisiones que se toman respecto a los 
edificios, pero no necesariamente sobre el barrio. Sin embargo, es por 
medio del control de las juntas de propietarios que acceden al control 
de una organización mayor, las juntas vecinales, las cuales sí tienen 
incidencia sobre el barrio. A través de estas últimas, los participantes 
entran en contacto directo con los funcionarios de la Municipalidad 
distrital y reciben información respecto de las actividades, mientras 
que los funcionarios de la Municipalidad toman nota de los pedidos 
y reclamos de los vecinos. Por tanto, controlar las organizaciones 
locales acaba convirtiéndose en un recurso clave para tener contacto 
e influenciar en las decisiones de la Municipalidad sobre el barrio. 
Para ilustrar este punto, muestro el caso de transformaciones de los 
espacios públicos en San Felipe (parques, jardines y veredas) y las 
controversias que estas generaron entre los vecinos. 

Al igual que en el caso de las juntas de propietarios, los adultos-
jóvenes no aparecen en estas reuniones de las juntas vecinales a pesar 
de que la convocatoria a las mismas es abierta a todos los vecinos. 
Pero, nuevamente, los más jóvenes no tienen tiempo para ellas, o 
simplemente no se enteran de los días y horas en los que estas ocu-
rren. De este modo, los reclamos de los adultos-mayores son los que 



Omar Pereyra

94

son recogidos por la Municipalidad; y con ello, estos acaban siendo 
considerados como los reclamos de los vecinos en general.	

El control del espacio público no es un problema aislado, sino un 
tema de continua preocupación y discusión entre los vecinos de San 
Felipe. En las reuniones de las juntas vecinales, los vecinos discuten 
continuamente sobre el «problema» de los niños que juegan en el 
parque y los skaters en las veredas. En reuniones con los funciona-
rios de la Municipalidad muestran su descontento con el trabajo de 
cuidado de los espacios públicos por parte de los serenos, y reclaman 
que se deben contratar a más y que estos deben mostrarse más firmes 
y con mayor autoridad en el tema. También sugieren y demandan que 
se instalen objetos que desincentiven el uso del parque, como cercos, 
arreglos florales en el césped, arbustos alrededor de los árboles, e 
incluso imágenes religiosas. A lo largo del trabajo de campo, todas 
estas propuestas acabaron implementándose y fueron efectivas para 
evitar el uso lúdico del parque. 

La restricción del juego en los parques y veredas generó no 
solo reclamos, sino resistencia de parte de los vecinos más jóvenes. 
Sin embargo, esta resistencia fue nuevamente parcial. Por un lado, 
los adultos-jóvenes usan los parques de San Felipe para jugar solo 
cuando sus hijos son pequeños. Por este lado, su presencia en los 
parques no es vista como disruptiva por los vecinos mayores ni por 
los serenos. Pero cuando los niños son más grandes, estos suelen 
jugar en grupo y sin sus padres. Este es precisamente el grupo que 
es considerado como potencialmente más «peligroso» para el orden 
en espacio público. 

Cuando estos niños juegan en grupo, defienden la idea de que 
los parques sean usados para jugar. Sin embargo, estas iniciativas son 
fácilmente neutralizadas por los serenos, que piden que «se respete 
a los vecinos». La mayoría de las veces, los niños y jóvenes aceptan 
estas restricciones y acaban sentados en las bancas o gradas. Sin 
embargo, hay veces que los chicos siguen jugando, reclamando que 
ellos también son vecinos y que tienen derecho a usar el espacio. 
Ante ello, los serenos retroceden en su intento de dispersarlos, pero 
piden que jueguen de modo más tranquilo para evitar problemas 
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con los vecinos (mayores), y se quedan en el lugar supervisándolo 
directamente. En estas situaciones, los chicos juegan más despacio, 
gritan menos, se detienen cuando pasa un peatón cerca; con lo 
que el juego pierde mucha de su espontaneidad y hasta se vuelve 
aburrido. Al paso de un rato, los chicos acaban por ir a buscar otro 
sitio a donde jugar sin supervisión. De este modo, el uso del espa-
cio público es siempre un tema de tensión; pero donde siempre el 
punto de vista de los adultos-mayores respecto al mismo es el que 
acaba prevaleciendo, gracias al control y vigilancia de los vecinos y 
funcionarios de la Municipalidad.   

Conclusiones

San Felipe representa un caso sugerente respecto al impacto del 
envejecimiento sobre las organizaciones locales y, por extensión, en 
el control del espacio público en barrios. El caso nos enseña dos 
fenómenos principales. Primero, respecto a la vida organizativa y 
el control del espacio público, la división principal y con efectos 
redundantes es la frontera generacional entre los vecinos, la cual se 
traduce en discursos e intereses distintos respecto al espacio público, 
así como en relaciones distintas con el barrio y en diferenciales de 
poder. Segundo, la tenencia de tiempo es un recurso central para 
entender el poder en barrios, al menos en lo que respecta al control 
de las organizaciones locales y en su capacidad de influir en los fun-
cionarios del gobierno local. Precisamente, San Felipe muestra cómo, 
a través de una mayor tenencia de tiempo para la participación local 
y la vida de barrio, un grupo minoritario y con pocos recursos como 
los adultos-mayores acaba siendo el más poderoso en estos aspectos. 

Como se mencionó, San Felipe es un barrio bastante particular 
y se podría decir que hasta exagerado en cuanto a su proceso de en-
vejecimiento, su densidad organizativa y en la vitalidad de su vida de 
barrio. Sin embargo, el caso de San Felipe muestra una dinámica que 
se puede esperar con intensidades y formas distintas en otros barrios. 
Sin embargo, lo que quiero señalar aquí es precisamente cómo una 
dinámica mayor, y que se puede esperar que influya directamente 
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en una gran cantidad de barrios o localidades, se experimenta en 
un caso particular. A partir de ello, propongo haber encontrado 
fenómenos y mecanismos que (con variaciones) se pueden esperar 
en otros barrios. 
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La mediación de la publicidad 
inmobiliaria en la construcción del 
imaginario urbano del barrio alto

Romina Álvarez 
Bauhaus Universität. Weimar, Alemania

Introducción

El siguiente texto enfatiza en los mecanismos que utiliza la pu-
blicidad inmobiliaria para construir las nociones que construyen y 
refuerzan la noción de «barrio alto», cuya representación territorial 
se materializa en el estatus que adquiere el sector oriente de Santia-
go. De este modo, la investigación se articulará en tres momentos. 
En el primero, se entregará una descripción de cómo la publicidad 
inmobiliaria de la revista Vivienda y Decoración ha ocupado un rol 
importante en la construcción simbólica de la noción antes mencio-
nada, cargando de valores a ciertas locaciones, con el objetivo de 
posicionarlos como sectores de alto estatus. Lo anterior es consi-
derado por esta investigación como una estrategia de tipo político 
que persigue generar expectativas positivas respecto a habitar en 
determinados sectores de la ciudad.

De acuerdo con lo anterior, en un segundo momento se esta-
blecerá una correlación entre las transformaciones físicas que ha 
experimentado el sector oriente de la ciudad de Santiago a partir de 
1983 y la construcción de imaginarios urbanos a través de la revista 
Vivienda y Decoración, que es finalmente utilizada como mecanismo 
de difusión y promoción de estrategias, las cuales apuntan a posicio-
nar ideas positivas respecto a los cambios que se han desarrollado 



Romina Álvarez

100

y, por consecuencia, han afectado a la ciudad y sus habitantes en la 
década de los 80. Por ejemplo, el fenómeno de radicación y erra-
dicación del sector oriente de la ciudad de Santiago; que, a través 
de programas, apuntaron a homogenizar socioeconómicamente, 
erradicando a las clases más empobrecidas del nororiente. 

Por último y en un tercer momento, se concluye que la revista, 
como medio de comunicación, cuyas temáticas se centran en pro-
mocionar determinados estilos de vidas asociados a sectores de la 
ciudad, es ocupada como estrategia de posicionamiento ideológico, 
con el objetivo de generar nociones positivas acerca de vivir en el 
sector oriente de Santiago o en el «barrio alto» de la capital.

Estrategias publicitarias: la construcción 
simbólica de la noción de «barrio alto» de 
Santiago

El uso del lenguaje publicitario

El concepto de «barrio alto», sin duda, hace referencia a los 
sectores que acogen a los quintiles socioeconómicos mejor posicio-
nados de la sociedad chilena, cargando un componente importante 
de valores y referentes, los que responden probablemente a un posi-
cionamiento que ha surgido a propósito del trabajo que los medios 
de comunicación han hecho en las últimas décadas. Entre ellos, la 
publicidad debe ser comprendida más allá de un medio, como un 
mecanismo activo social e integrador que se potencia principalmente 
en sociedades de consumo, pues es activadora y reguladora de la 
oferta y de la demanda, pero además es reflejo de la cultura, ya que 
congrega en su construcción maneras de pensar y ser.

Para esto, una de las herramientas que ocupa la publicidad in-
mobiliaria para comunicar y posicionar es el lenguaje: «El lenguaje 
es el más peligroso de los bienes» (Holderlin, en Ferrer, 1997: 20). 
En este contexto, a lo que se refiere este autor es que el lenguaje, 
en cualquiera de sus formas, tiene un impacto que probablemente 
desconocemos o al menos no nos es obvio.
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Entre las estrategias de consumo y de posicionamiento del sector 
oriente de la capital ocupada por la publicidad, se puede evidenciar 
no solo el lenguaje, sino que el uso de distintos idiomas que carguen 
de valor a la publicidad. Tal es el caso del idioma inglés, que es utili-
zado para publicitar las diferentes ofertas inmobiliarias. Esto se dio 
en la década de los 80, cuando se comienzan a utilizar aforismos 
para vincular a cierto sector de la sociedad con el mundo, particu-
larmente con EE.UU. y algunas partes de Europa. Cabe mencionar 
que la influencia en cuanto al contenido publicitario desde EE.UU. 
es particularmente relevante, Según Ferrer (1997), este país genera 
al menos el 50% de la publicidad mundial y además origina el 60% 
del entretenimiento televisivo. Es en el idioma inglés en el que se 
procesa el 80% de toda la información computarizada y en el que se 
escriben el 50% de los diarios en el mundo. Por estas razones, para 
la publicidad inmobiliaria esta es la lengua que se ocupó para inter-
nacionalizar y cargar de estatus a los avisos. Esto, porque el inglés 
era asociado a ciertos sectores que podían manejarlo y ocuparlo. De 
algún modo, actuaba como una herramienta selectiva y excluyente.

De esto se desprende la importancia que toma el lenguaje en la 
publicidad, tal como explica el mismo autor, quien agrega que las 
palabras no solo hablan al mundo, sino que lo seducen, es una suerte 
de marca de los hombres (1997: 50). Por lo que la publicidad inmo-
biliaria usa el lenguaje para la construcción de sus marcas. Siempre 
recurriendo a aforismos en sus avisos, para así seducir a los sectores 
altos o aspiracionales de la sociedad chilena. A partir de lo anterior, 
referirse al lenguaje de la publicidad, según el mismo autor, es refe-
rirse al lenguaje de las multitudes (Ortega y Gasset), el lenguaje de 
la mercancía (Henri Lefebvre), el lenguaje de la abundancia (Alvin 
Toffler), el lenguaje del consentimiento (Wlater Lippman), el lenguaje 
del reclamo convencional (Umberto Eco) (1997: 78).

En contexto, es el lenguaje la herramienta que ha ocupado la 
revista Vivienda y Decoración para generar un posicionamiento 
constante de valores tales como: el éxito, el poder, la comodidad, el 
disfrute, el lujo, la libertad, la naturaleza, entre otros. No obstante, 
siguiendo a Ferrer (1997), quien cita a distintos autores para referirse 



Romina Álvarez

102

al efecto que ejerce la publicidad en las personas, es totalmente 
impredecible, algo que prevenía Ortega y Gasset: «Todo decir es 
deficiente. (Dice menos de lo que quiere). Todo decir es exuberante. 
(Da a entender más de lo que propone)». Esto, porque las cargas 
repetitivas del mensaje en los medios aumentan o disminuyen según 
su grado de claridad y penetración. Siguiendo al mismo investiga-
dor, quien sostiene que aún no se ha encontrado una respuesta a la 
pregunta de Platón: «¿Las cosas que llevan el mismo nombre tienen 
asignada una misma idea?». Este es uno de los retos de la publicidad 
y su construcción de ideas, pues los nombres y las ideas pueden ser 
lo mismo, lo que cambia es el hombre y su tiempo en una escala de 
valores, a los que se incorporan los medios de comunicación de ma-
nera determinante entre el contenido genérico del medio y su técnica 
y el contenido particularizado del mensaje publicitario. Penetrar en 
la capacidad imaginativa del hombre, aunque sea solo en la escala 
de las aproximaciones, con toda su gama de sutilezas y contrastes, 
es una tarea que cumple el lenguaje publicitario, consciente de sus 
logros y de sus limitaciones. Sin embargo, la moda en que opera este 
lenguaje es lo que lleva a descubrir sus herramientas.

El uso de recursos visuales en la pieza publicitaria 
inmobiliaria

Entre otros recursos que utiliza el aviso publicitario se encuentra 
la imagen, la que puede variar y ser desde una ilustración a una fo-
tografía, esta última acompañada de distintos efectos que se pueden 
aplicar a una toma para intervenirla. Por ejemplo, intensificar el 
azul del cielo, borrar cables de electricidad que estropeen el cuadro, 
aumentar los niveles de verdes que existen en la fotografía original, 
embellecer a los personajes que se expongan en la imagen, etc.

En cuanto al color del aviso, siguen siendo los colores más 
ocupados el azul y el verde, debido a la carga representacional que 
cargan, ambos asociadas a la naturaleza y a lo diáfano de un cielo. 
Esto, exceptuando en la década de los 80, cuando el color se ausentó 
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de los avisos por temas de tecnología y costos asociados a poder 
publicar una imagen en color en una revista, por ejemplo.

En cuanto a los contenidos gráficos, se ocupan tipografías (mo-
delos asociados a la especificidad de una letra) que tienen diferentes 
connotaciones. En la década de los 80 se utilizó fuertemente una 
tipografía clásica, cuya carga representacional es asociada a un pa-
sado cargado de tradicionalismo nacional. Sin embargo, en la década 
de los 90 la tipografía se vuelve menos ornamentosa, en una clara 
señal de modernidad (se aplican las lógicas estéticas de menos es 
más). Finalmente, en la última década la elegancia es lo que busca 
la mayoría de las publicidades referidas a la vivienda, por lo que la 
tipografía ocupada responde a categorías de trazos caligráficos que 
se vinculen con el arte, principalmente, con lo poco recargado y con 
la suavidad en la curva.

A continuación, se pueden observar tres publicidades de distin-
tos períodos, en las que se observa cómo la publicidad va ocupando 
nuevos mecanismos para publicitar los proyectos inmobiliarios.

Figura 1. Publicidad proyectos inmobiliarios I. 

Fuente: Revista Vivienda y Decoración, 10 de junio de 1989.
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Figura 2. Publicidad proyectos inmobiliarios II.

Fuente: Revista Vivienda y Decoración, 6 de junio de 1998.

Figura 3. Publicidad proyectos inmobiliarios III.

Fuente: Revista Vivienda y Decoración, 8 de junio de 2013.

Respecto a los contenidos, la construcción simbólica del «ba-
rrio alto» responde a posicionar determinadas comunas y vincu-
larlas al lujo y el estatus, por lo que se apelará constantemente a 
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la localización del sector oriente para asociarlo con una ubicación 
privilegiada que estará determinada por el poder adquisitivo de sus 
habitantes. Así se promocionarán los sectores, acompañados de 
valores que indicarán rápidamente de qué significa vivir en el sector 
oriente. El concepto de «barrio alto» será el más ocupado en esta 
publicidad a partir de los años 90 y se utilizará con más intensidad 
en los proyectos de comunas como Peñalolén y La Florida, debido 
a que es finalmente un apelativo que se ocupa para alcanzar a los 
sectores considerados como aspiracionales de la sociedad.

A partir de lo descrito anteriormente, el lenguaje publicitario ha 
tenido que renovarse constantemente, diciendo básicamente lo mismo, 
pero de diferentes formas, lo nuevo abarca todo lo último, aunque sus 
raíces sean viejas e impredecibles. La industria considerará que los 
públicos de hoy necesitan la novedad, producto de la cultura de masas 
en la que nos encontramos insertos. Se puede decir que la novedad es 
utilizada para romper la monotonía que la masificación engendra.

Todo lo descrito anteriormente es apenas el comienzo de un largo 
recorrido entre claves y códigos que exigen distinguir entre la libre 
elección y la elección impuesta. En este contexto, no hay garantía de 
que lo que se entiende por «barrio alto» no varíe o permanezca de 
un tiempo a otro, de una geografía a otra, pero sí la certeza de que 
lo que ayer era válido deja de serlo mañana, según el clima variable 
de cada día y la metamorfosis del gusto humano.

Además, agregar que «el “barrio alto” que construye la publici-
dad deja de referir a un sitio preciso y se convierte en una suerte de 
atractor, en una etiqueta que da valor y a la que conviene acercarse. 
Su geografía inicial se relativiza y aparecen, así, nuevos sectores que 
también son —o aspiran a ser— “Barrio Alto”: como Peñalolén, La 
Florida y Huechuraba» (Campos y Álvarez, 2015).

Dónde se ubica el barrio alto de Santiago y cómo se construye

Por definición, el barrio alto corresponde al sector o zona oriente 
de Santiago. Se le denomina así de manera informal y es el nomi-
nativo que comúnmente reciben las comunas al oriente de Santiago 



Romina Álvarez

106

Centro, donde habita la mayoría de la población con mayores in-
gresos de la ciudad y de Chile.

En el siguiente mapa se observan las comunas que conforman la 
ciudad de Santiago, por colores se diferencian los diferentes sectores. 
De este modo, el sector oriente lo conforman las diez comunas de 
color azul que se observan a continuación.

Figura 4. Mapa de comunas de Santiago.

Fuente: Elaboración propia.

Desplazamiento publicitario del sector oriente

Entre 1984 y 1989, el crecimiento económico en el país había 
marcado un sostenido y elevado aumento que promediaba un 6,6%, 
lo que se vio reflejado en el mercado de la construcción. En el caso de 
Santiago, se sumaban importantes transformaciones que tenían que 
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ver con factores tales como: un nuevo escenario económico y social, 
una nueva base económica metropolitana, una nueva modalidad 
de gestión urbana que incluían efectos morfológicos territoriales, 
socios territoriales y físicos territoriales. En esta idea, los agentes 
inmobiliarios concretaban un exitoso negocio. «Así, los promoto-
res compran suelo en un precio bajo, que guarda relación con la 
capacidad de pago de los que eran sus ocupantes más probables, 
y lo venden (construido) a precios mucho mayores. Los proyectos 
deben alcanzar un cierto “tamaño crítico” para lograr atraer a las 
familias compradoras a esas áreas (el término es el que usan los 
propios empresarios inmobiliarios en Chile)» (Sabatini, 2001: 35).

En este contexto, procesos como la conocida liberalización del 
suelo no produjo el efecto esperado que buscaba generar una decli-
nación de los precios en Santiago. Muy por el contrario, los valores 
subieron persistentemente desde 1979 en adelante. Los suelos que 
se encontraban en el sector de la clase alta santiaguina, como Las 
Condes o Vitacura, incrementaron su valor y las poblaciones de 
menores recursos que vivían en esas comunas fueron trasladadas a 
sectores periféricos y empobrecidos como La Pintana o Pudahuel, 
lo que provocó una mayor segregación social de la existente, debido 
a que principalmente estos sectores representaban verdaderas islas 
dentro de la ciudad, al estar ubicados en lugares carentes de servi-
cios, conectividad y proximidad a verdaderas fuentes de trabajo, 
educación y salud.

De este modo, la construcción y homogenización de clases del 
barrio alto de Santiago fue un proceso que se consiguió en parte 
con la radicación de las personas más empobrecidas de los sectores 
cuyo valor del suelo era alto hacia lugares periféricos de la ciudad. 
Los «beneficiados» de los programas habitacionales eran radicados 
en sectores realmente alejados de la ciudad y aun cuando finaliza la 
dictadura, los gobiernos de la Concertación no hicieron nada distinto. 
Estas deficiencias en las políticas para el ordenamiento territorial 
urbano se grafican muy bien en la Región Metropolitana, donde 
la planificación territorial, en los últimos años, ha estado marcada 
por la liberación y desregulación del suelo. Este cambio en el uso 
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del suelo generó, entre otras consecuencias, «la tendencia a la se-
gregación periférica que se acrecentó durante las décadas de 1970 
y especialmente 1980, de la mano de acciones públicas altamente 
ideologizadas respecto al rol del mercado como el sistema supuesta-
mente más eficiente de asignación de recursos» (López, 2015: 200).

En consecuencia, y en palabras de Sabatini (2001), la liberaliza-
ción de los mercados de suelo y, en general, la reforma económica 
favoreció una rápida maduración del sector privado inmobiliario, 
cuya concentración del capital en ciertas áreas hizo aparecer grandes 
proyectos organizados por promotores. El nuevo negocio consistiría 
en ofrecer viviendas nuevas a familias de ingresos medios y altos 
en zonas que hasta entonces estaban predominantemente ocupadas 
por personas de bajos ingresos.

Es, entonces, a principio de la década de los ochenta cuando el 
sector oriente presentó su crecimiento poblacional más importante, 
llegando a consolidarse a fines de la misma. La expansión de la ciudad 
fue generando sectores más amplios de áreas residenciales, siempre 
hacia el oriente de la ciudad. De la misma manera en que se orientó 
el proceso de consolidación en Providencia, las comunas contiguas 
a esta (Las Condes y Vitacura) fueron creciendo y atrayendo pobla-
ción de élite y generando una extensión de sectores de alto estatus.

De este modo, si en la década de los ochenta se habían creado 
nuevas comunas y se produjeron erradicaciones del sector oriente 
hacia el sur —segregando la ciudad aún más en los noventa—, con 
la llegada de la democracia este modelo continuó su camino sin 
oponentes y es justamente en este período en que se consolidaría el 
sector inmobiliario en las comunas ya mencionadas.

Actualmente, los agentes publicitarios y discursivos han des-
plazado al sector oriente de Santiago en dirección al poniente. Esto 
muestra la flexibilidad con que las inmobiliarias transforman las cua-
lidades de un determinado sector en virtud de un rentable mercado. 
Así, comunas de esta orientación han ocupado la denominación de 
barrio alto en sus publicidades. Según López (2014), este fenómeno 
tiene al menos una década, pues el barrio alto de Santiago viene 
expandiéndose hacia el poniente de la capital, lo cual solo puede 
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ser positivo para quienes tienen los recursos económicos suficientes 
para solventar esta alza de precios. 

Esta denominación de barrio alto también se les atribuyó a 
comunas como: Lo Barnechea, Las Condes, La Reina, La Florida 
y Puente Alto, las que se fueron incorporando al área urbana en la 
medida que la ciudad central se expandió y fue absorbiendo a los 
núcleos y espacios rurales vecinos circundantes. Con la anhelada 
búsqueda de espacios seguros y exclusivos se observó el surgimiento 
de «condominios cerrados» y fue precisamente el sector oriente de 
Santiago donde más se manifestó este fenómeno, convirtiéndose en 
el tiempo en símbolo de la seguridad y el estatus, entre otros valores 
que se le asocian. A su vez, estos sectores representaron una nueva 
manera de habitar la ciudad por parte de los sectores medios y 
medios altos, autoexcluyéndose del resto por medio de verdaderas 
fortalezas, llenas de equipamientos y servicios en su interior, que 
van desde áreas verdes hasta gimnasios para practicar actividades 
deportivas y de ocio en general.

Paralelo a ello, otro fenómeno que también ocurrió fue la cons-
trucción en altura tanto en el sector oriente como en el área central. Se 
trata de edificios de departamento que se entremezclan en el espacio 
de la ciudad con los condominios horizontales, dando lugar así a los 
nuevos espacios residenciales, cada vez más protegidos y separados 
del resto de la ciudad. Los edificios de departamento levantados en 
las últimas décadas han ofertado particularmente sus sistemas de 
vigilancia y seguridad, además de servicios incluidos en los diferentes 
proyectos inmobiliarios, tales como: lavandería y piscina, salas de 
cine-video y recintos de reunión para distintas actividades.

Respecto al crecimiento de los sectores alejados del centro 
urbano, este se ha manifestado particularmente en comunas como 
Peñalolén, La Florida y Puente Alto, por factores que van desde la 
búsqueda de lugares con atributos naturales particulares, como la 
precordillera y la vista general al resto de la ciudad en el caso de 
Peñalolén, hasta situaciones que tiene que ver con los modos de 
producción del sector inmobiliario, asociado a los valores y dispo-
nibilidad de suelo para llevar a cabo sus iniciativas de inversión.
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Esta transformación es evidente en sectores como Chicureo, 
que en el último período se ha convertido en un sector de viviendas 
destinado a un segmento de alto poder adquisitivo y el cual proyecta 
un importante crecimiento a mediano plazo, dado que es considera-
do por numerosos inversionistas como la principal reserva de suelo 
para abastecer de viviendas al sector ABC1, esto según datos de la 
constructora Piedra Roja.

Las relaciones entre publicidad y valores de suelo: 
caracterización de la publicidad inmobiliaria según comunas 
y valor de la vivienda

El siguiente análisis responde al estudio de un corpus de cuatro-
cientas publicidades entre los años 1983-2013. Es así que se puede 
observar el comportamiento de diferentes proyectos inmobiliarios 
según el período. El primero corresponde a los años 1983-1989, en 
que la publicidad inmobiliaria promocionó proyectos especialmente 
ubicados en las comunas de Las Condes, Ñuñoa, Providencia y Vita-
cura. En estas comunas la publicidad y sus promotores desplegarían 
una serie de dispositivos para posicionarlas, por lo que es plausible 
proponer que la idea de «barrio alto» se instaura en este período. 
Asimismo, es importante añadir que comunas como La Florida y La 
Reina también participaron de esta construcción simbólica.

En el segundo período, que se extiende entre los años 1990-
1998, se observa un crecimiento sin precedentes de las publicidades 
de las comunas de Las Condes, Providencia y Santiago Centro. Por 
lo que se puede proponer que esto es parte del fortalecimiento y de 
la idealización de la idea «barrio alto» que en el período anterior se 
construyó. Sin embargo, también la publicidad se centra en la comu-
na de Santiago debido, precisamente, a los subsidios de renovación 
urbana que aparecen en este período y que agilizan la compra de 
terrenos y la posterior construcción de edificios. Posterior a estas tres 
comunas se observa un crecimiento de la publicidad inmobiliaria de 
las comunas de Ñuñoa, La Reina y Peñalolén.
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En un tercer período, es decir, entre los años 1999 y 2008, se 
observa un aumento de la publicidad inmobiliaria de las comunas 
de Las Condes, Lo Barnechea y Santiago. Sin duda, en este contex-
to la idea de «barrio alto» se comenzaba a expandir a comunas 
como Lo Barnechea y de forma paralela la publicidad inmobiliaria 
se había concentrado en crear ideas asociadas a los beneficios que 
existían respecto a volver a habitar el centro de Santiago. Luego, se 
observa un aumento de la publicidad inmobiliaria de las comunas 
de Quilicura, Peñalolén y Huechuraba. Es decir, la construcción de 
la idea de «barrio alto» se extrapolaba cada vez más a suburbios de 
la ciudad. Al mismo tiempo, las inmobiliarias agotaban sus esfuer-
zos para que el habitante volviera a la ciudad central por medio de 
atractivos incentivos y beneficios que se vinculaban principalmente 
con la conectividad de la ciudad central.

Finalmente, en el último período, 2009-2013, Las Condes vuelve 
a ocupar su primer lugar indiscutido en cuanto a publicidad inmo-
biliaria, seguido de Vitacura, Providencia y Lo Barnechea. 

Figura 5. Comunas con mayor publicidad inmobiliaria por períodos. 

Fuente: Elaboración propia.

En cuanto al valor de las viviendas, es factible proponer que 
estuvo estrechamente vinculado al valor simbólico que se le otorgó 
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habitar en determinadas comunas. Por tanto, se puede observar 
por medio del siguiente gráfico en el que se aprecia que la comuna 
que lideró el mercado en cuanto a valore en UF, durante el primer 
período fue de Huechuraba, seguido de Lo Barnechea, Las Condes 
y Vitacura.

El segundo período, 1990-1998, Huechuraba, La Reina y Las 
Condes encabezaron los valores más altos de las propiedades ofer-
tadas en la revista Vivienda y Decoración. Esto, exceptuando los 
valores de las propiedades que se promocionaban como segunda 
vivienda, ubicadas principalmente en Viña del Mar.

El tercer período, 1999-2998, la comuna de Lo Barnechea lidera 
la lista en cuanto a costos de las propiedades ofertadas en ese sector, 
seguida por Colina y Las Condes.

Para finalizar el cuarto período es la comuna de La Reina, se-
guida de Lo Barnechea y Colina, los sectores que lideran la lista en 
cuanto a valor de la vivienda.

 Figura 6. Valor promedio de viviendas por período en comunas.

Fuente: Elaboración propia.
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Conclusiones

En consecuencia, del texto anterior se desprende que la publi-
cidad inmobiliaria de la revista Vivienda y Decoración, desde su 
aparición el año 1983 ha reproducido, por medio de los imaginarios 
detectados, un discurso publicitario para proyectos inmobiliarios 
principalmente del sector nororiente y suroriente de la ciudad. De 
este modo, en un primer momento ha cargado a este sector de valores 
relacionados con el éxito, confort, atracción, notoriedad y seguri-
dad. Esto hace plausible proponer que la publicidad de la revista 
contribuyó a posicionar por medio de la utilización del lenguaje y 
la imagen al sector oriente de la ciudad como un potencial «barrio 
alto», cargando esta denominación con valoraciones que lo han 
vinculado estrechamente con la exclusividad y el estatus.

En contexto, y en un segundo momento, se puede establecer 
que este discurso publicitario ha posicionado a comunas como Las 
Condes, Vitacura, Providencia y La Reina bajo esta denominación. 
Asimismo, es posible, a partir de la revisión de la publicidad, ob-
servar que esta noción de «barrio alto» no solo ha sido ocupada 
como estrategia de tipo político para crear valoraciones positivas a 
determinados programas de reubicación, sino que también ha tenido 
la plasticidad para desplazarse en términos de mensajes permanen-
temente en el tiempo, hacia distintos lugares de la ciudad. Esto, 
con el objetivo de cargar de estatus a comunas cuyos residentes no 
necesariamente son de alto nivel socioeconómico.

De este modo, en una suerte de afán aspiracional, la revista, 
por medio de su publicidad, también ha denominado como «barrio 
alto» a comunas como La Florida, Peñalolén, Huechuraba, entre 
otras. En consecuencia, el «barrio alto», y tal como es ocupado en 
la publicidad, tiene características que lo hacen ser un fenómeno que 
se desplaza, por lo que no permanece sujeto a espacios concretos 
de la ciudad.

Finalmente, y en un tercer momento, es plausible afirmar que la 
publicidad inmobiliaria ha sido ocupada como estrategia de grupos 
políticos e ideológicos para posicionar y promocionar decisiones 
de este orden. Tal es el caso de lo que concierne a las políticas de 
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liberalización del suelo que, en consecuencia, generaron una dinami-
zación del fenómeno de expansión urbana, lo que se vio reflejado en 
un aumento de la publicidad inmobiliaria y de proyectos. Asimismo, 
los fenómenos de erradicación y radicación de los sectores pobres 
desde el sector oriente hacia las periferias provocaron un rápido y 
prologando crecimiento de este sector de la capital.

Para concluir, y en esta dirección, es posible dejar abierta la 
discusión en cuanto a que los imaginarios difundidos y promo-
cionados por la revista funcionan como esquemas de percepción y 
organización de la ciudad que surgen en parte del almacenamiento 
de representaciones y contenidos intencionados por grupos de 
distinto orden. De este modo, la noción de «barrio alto» que se ha 
propuesto constituye en sí una categoría que hace que percibamos y 
organicemos la ciudad de modos particulares. Constituyéndose así 
en imaginarios urbanos, es decir, en disposiciones que dan forma a 
nuestras experiencias y que permiten comprender y dar sentido a 
otras representaciones, como las publicitarias.
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Mixidad social: ¿acaso no ha sido 
siempre gentrificación sigilosa?

Tim Butler 
King’s College London. Londres, Inglaterra

A riesgo de una sobregeneralización, mi punto de partida es 
que las ciencias sociales se han preocupado de la misma manera 
tanto de la mezcla social como de la segregación social. Los padres 
fundadores (sic) de la sociología europea estaban interesados ​​en 
las formas en que las sociedades industriales capitalistas se habían 
segregado: para Marx y Weber (de maneras muy diferentes), esto 
ocurría alrededor de divisiones de clase y, para Durkheim, era acerca 
sobre un cambio solidario, de mecánico a orgánico.

Mi argumento, a continuación, se refiere a cómo esta generaliza-
ción ha avanzado durante sesenta años y desde el final de la Segunda 
Guerra Mundial como resultado de la crisis del capitalismo de libre 
mercado («socialismo o barbarie», como lo expresó Trotsky). Este 
período ha sido testigo del auge y la caída del fordismo, diseñado 
para acabar con la era del extremismo y ha sido testigo, también, del 
posterior surgimiento de lo que hoy denominamos neoliberalismo. 
Tanto el fordismo como el neoliberalismo se distinguen del libera-
lismo clásico por el papel activo que desempeña el Estado, aunque 
en direcciones muy diferentes: en el primero como mediador entre 
el trabajo y el capital y en el segundo, como el ángel guardián del 
capital. Sin embargo, mi enfoque particular está en la forma en que 
se ha manifestado la gentrificación en términos de relaciones de 
clase, inicialmente entre las clases trabajadoras y medias en ciudades 
desindustrializadas pero, más recientemente, en una polarización 
entre las clases monetarias emergentes y el resto que dependen de 
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sus salarios o beneficios para sobrevivir en los mercados de viviendas 
sobrecalentados de ciudades globales como Londres, Nueva York 
y París. La gentrificación ha sido, desde el principio, una metáfora 
clave para describir tales relaciones de clase y también, el resurgi-
miento de profundos antagonismos de clase en «nuestro» tejido 
urbano. Inicialmente, esto ocurrió en la reestructuración, esencial-
mente nacional, de lo que se consideraron las ciudades originales del 
viejo mundo, especialmente en los mundos anglófonos de Europa, 
América del Norte y Australasia, posteriormente se ha extendido 
por todo el mundo y estamos viendo sus efectos, particularmente, 
en las economías emergentes de Sudamérica y Asia. Lo que una vez 
fue una manifestación de un cambio industrial esencialmente nacio-
nal es ahora, sin duda, un fenómeno asociado con la globalización 
capitalista postindustrial.

Como nota aparte, recuerdo el momento de ser escéptico acerca 
de la afirmación de Neil Smith (2002), en Antípoda, donde decía 
que la gentrificación era el medio por el cual el capital global estaba 
imponiendo su voluntad neoliberal en los continentes del mundo. Aho-
ra, creo que la caracterización de Neil de la gentrificación, como uno 
de los soldados más culpables del neoliberalismo, fue en gran medida 
precisa. Por muy importante que sea el mea culpa, en particular para la 
memoria de Neil Smith, no es el tema principal de lo que quiero hablar 
hoy, sino más bien, sobre el proceso de cómo ocurrió en otra época en 
el país y la ciudad donde otra gran marxista, la urbanista Ruth Glass 
(Slater, 2011), acuñó el término por primera vez.

Mi argumento, presentado en el resumen de esta charla, es 
que, paradójicamente pero quizás no de forma inesperada, la gen-
trificación en sus primeros sofocos coincidió con el punto más alto 
de la vivienda social masiva, que ayudó a enmascarar (o al menos 
difuminar) las consecuencias de la gentrificación social y espacial. 
Si bien el proceso fue brutal y crudo, hubo al menos a nivel social 
o de ciudad, fallas y redes de seguridad: algunas personas incluso 
mejoraron sus vidas mientras eran víctimas de desalojo y desplaza-
miento. Incluso en la década de 1970, uno podría vivir en el lugar de 
nacimiento de la gentrificación de Londres, Islington, y ser perdonado 



Mixidad social: ¿acaso no ha sido siempre gentrificación sigilosa?

121

por no notarlo, dado el ritmo y la escala con que se construyeron 
las viviendas sociales y se cambió el entorno construido. Esto, por 
supuesto, ahora ha cambiado dramáticamente, pero representó, diría 
yo, una etapa importante en la transformación de Londres de lo que 
fue, esencialmente una ciudad de clase trabajadora, a la ciudad que 
tenemos hoy en día, en la cual incluso las clases medias y particu-
larmente sus hijas y los hijos están experimentando las realidades de 
un mercado inmobiliario en el que a menudo ya no pueden operar. 
¡Hablo por experiencia personal aquí!

Willmott y Young (1970), a principios de la década de 1970, en 
un documento en gran parte olvidado, describieron la geografía física 
y social de Londres como una «cruz», en marcado contraste con las 
zonas concéntricas de desarrollo urbano propuestas, por la entonces 
todavía dominante Escuela de Chicago de sociología urbana.

Figura 1. La cruz.

Fuente: Elaboración propia.

Willmott y Young intentaban comprender la trayectoria del de-
sarrollo histórico de Londres y cómo interactuaban estas geografías. 
Como se puede observar, los principales ejes de la cruz fueron los 
sistemas fluviales de la ciudad: el Támesis fluye de oeste a este y los 
ríos Fleet y Wandle, que forman el eje norte a sur. Como señalaron 
Willmott y Young, los ríos fueron la principal infraestructura de 
transporte para la ciudad preindustrial, y sus valles determinaron 
la ruta de los desarrollos tecnológicos posteriores, primero de los 
canales y luego de los ferrocarriles, ninguno de los cuales hizo frente 
a las pendientes. Como era de esperar, las fábricas y sus poblacio-
nes de clase trabajadora estaban ubicadas en los mismos valles de 
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los ríos. Por su parte, con las significativas excepciones del centro 
de la ciudad, las clases medias y altas tienden a vivir en las colinas 
circundantes. Los distritos de clase obrera de Londres, en las áreas 
sombreadas, se encontraban en sus valles fluviales.

Willmott y Young notaron que el agua puede atraer o repeler. 
Esto lo podemos ver en Londres. Hacia el oeste, el Támesis fluye a 
través de las frondosas áreas de Richmond y Barnes y, claramente, 
ha sido atractivo para las clases altas al menos desde el reinado de 
Enrique VIII en el siglo XVI. Lo mismo se aplica al centro de la ciudad 
de Londres desde finales de 1800. Por otro lado, el área hacia el este 
fue, hasta hace poco, altamente repelente y el río y sus actividades 
asociadas (muelles, almacenes e industrias de construcción naval) 
simbolizaron todo lo que no era social y ambientalmente atractivo 
acerca de Londres como un lugar para vivir. Desde el cierre de estas 
industrias ribereñas, a finales de la década de 1960, partes del este 
de Londres se han gentrificado rápidamente y los antiguos muelles 
se han convertido en un símbolo de regeneración con las grúas de 
muelles ahora redundantes en un marcador de gentrificación chic.

Figura 2. Muelles de Londres.

Fuente: Elaboración propia. 

Así, un mapa contemporáneo de Londres mostraría que las áreas 
de gentrificación se han producido, precisamente, en los espacios re-
dundantes de una era anterior de la industrialización y las viviendas 
de la clase trabajadora. La gentrificación se ha extendido desde sus 
orígenes en el interior del norte de Londres, primero hacia el oeste y 
más recientemente hacia el este, con una trayectoria similar de oeste 
a este hacia el sur del río Támesis.
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Figura 3. La geografía de la gentrificación de Londres.

Fuente: Elaboración propia.

La gentrificación, como es bien sabido, tuvo sus orígenes en 
Londres en la década de 1960 y el término fue acuñado por Ruth 
Glass en lo que debe haberse convertido en uno de los pasajes más 
citados de la sociología urbana.

Figura 4. Ruth Glass, 1964.

Fuente: Elaboración propia.

Islington y Notting Hill, desarrollos de los suburbios de Lon-
dres a fines del siglo XIX, fueron dos áreas que experimentaron este 
nuevo fenómeno. 
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Figura 5. Este era el Londres del momento.

Fuente: Elaboración propia.

Las casas que una vez tuvieron estilo, alquiladas, generalmente, a 
inquilinos privados en malas condiciones estaban a menudo sujetas a 
la protección del alquiler (rent control) y a la tenencia en virtud de la 
legislación de vivienda existente (ahora hace mucho tiempo abolida). 
Cobraron mucho más valor si es que se podían vender a una «nueva» 
clase media entrante: periodistas, tipos de medios, maestros y otros 
en las profesiones liberales, etc. Las caricaturas de Marc de la época 
(«Vida y tiempos en NW1»), basadas en las vidas de Simón y Joanna 
Stringalong, fueron una brillante caricatura de «La nueva clase media», 
que evitaba los suburbios e iban al interior de la ciudad.

Figura 6. Marc Boxer.

Fuente: Elaboración propia.
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Los beneficios potenciales atrajeron a todo tipo de estafadores, de 
diversos grados de respetabilidad: el más infame fue Peter Rachman, 
cuyo nombre se convirtió en sinónimo de terrateniente de barrios mar-
ginales. El «raquismo» se transformó en un término para describir la 
extracción del máximo rendimiento de las propiedades de los barrios 
marginales, en el que los infortunados inquilinos a menudo eran des-
alojados a pesar de su derecho legal a la seguridad de la tenencia.

Figura 7. Peter Rachman.

Fuente: Elaboración propia.

En contraste, algunas de las personas asociadas con los primeros 
días de desplazamientos provocados por la gentrificación se han 
convertido en «jugadores» respetables en el auge del mercado inmo-
biliario del norte de Londres. Hotblack Desiato es, probablemente, 
más conocido por los fanáticos del heavy-metal o por los lectores 
de Hitchhikers Guide to the Galaxy, de Douglas Adams, como el 
personaje que murió por un año por «razones fiscales». Es también 
el nombre de uno de los agentes inmobiliarios en Islington Upper 
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Street entre los años 1960 y 1970, en el momento más álgido de la 
expulsión de inquilinos para vender a propietarios privados, sien-
do la posesión absoluta (freehold possesion) la herramienta para 
hacer fortuna entre muchos propietarios, agentes inmobiliarios y 
asesores legales. 

Figura 8. Hotblack Desiato.

Fuente: Elaboración propia.

Hotblack Desiato parece muy orgulloso de este enlace con su 
pasado y lo utiliza para promocionarse en la página de inicio de su 
sitio web.

Hotblack Desiato; ¿ya sea el guitarrista de la banda más 
ruidosa del universo o un grupo de agencias inmobiliarias 
independientes bien establecidas en el norte y noroeste de 
Londres? Definitivamente somos los últimos, aunque estamos 
encantados de complacer al autor local Douglas Adams cuan-
do le preguntó si podía usar nuestro nombre para un personaje 
de su novela, «The Hitchhikers Guide To The Galaxy». Hemos 
Estado vendiendo, alquilando y administrando propiedades 
con éxito desde 1979 y estamos orgullosos de la reputación 
que hemos construido como especialistas accesibles y confia-
bles. Los equipos experimentados y conocedores de nuestras 
cuatro oficinas interconectadas, en Archway, Highbury, Isling-
ton y Camden, se centran en brindar un servicio inigualable, 
sin perder de vista el mejor precio de venta o los ingresos de 
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alquiler para nuestros clientes mientras siguen brindando 
un servicio justo y considerado. Servicio a compradores e 
inquilinos por igual. (Hotblack Desiato, 2019)

Esta historia de la gentrificación de Londres es tan conocida 
como notoria. Lo que parece haber recibido menos atención es 
que, durante el mismo período de los años sesenta y setenta, Lon-
dres vivía uno de los más extensos programas de construcción de 
vivienda social en su historia, los conjuntos más extensos fueron 
construidos en áreas del interior de Londres, como Holly Street en 
Hackney, Aylesbury y Heygate en Southwark, así como un sinnúmero 
de desarrollos menores que fueron ubicados en sectores de mayores 
ingresos como Wandsworth, Hackney, Islington y Camden.

Figura 9. Conjuntos de viviendas sociales en Londres.

Fuente: Elaboración propia.

Muchos de estos grandes desarrollos se han sometido a una 
política de negligencia deliberada y maligna a través de políticas de 
alquiler. Esto permitió que los municipios dejaran de invertir en su 
mantenimiento, dándoles así una reputación de «difíciles de dejar». 
En última instancia, esto llevó a que los inquilinos se mudaran («de-
cantaran») y que los sitios se vendieran al sector privado para su 
reurbanización como desarrollos de «tenencia mixta». Creo que esto 
es lo que ha llevado al desarrollo de la «mixidad social» como una 
política para justificar la venta de activos públicos al sector privado.
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El Heygate es un ejemplo interesante de la escandalosa forma en 
que esta inversión, en viviendas públicas, se haya agotado delibera-
damente para venderla al sector privado. El sector privado (en este 
caso, el desarrollador australiano Lend Lease) debía pagar una tasa 
de mercado por la propiedad y, como parte del acuerdo, volvería a 
establecerse una vez que el patrimonio hubiera sido «regenerado», 
una proporción de los inquilinos originales en unidades de vivienda 
social junto con las unidades que estaban a la venta y que permitirían 
a Lend Lease cubrir sus costos, incluida su ganancia. Inevitablemente, 
un cínico podría argumentar que el asbesto fue descubierto cuando 
los edificios estaban siendo demolidos, cuya eliminación segura era 
la costosa responsabilidad de Southwark según el acuerdo de venta. 
Ahora, se reconoce que le ha costado más al Southwark Council 
vender el Heygate de lo que recibió de Lend Lease. Además, después 
de un arduo trabajo de parte de los jinetes de la hoja de cálculo de 
Lend Lease sobre los costos generales del proyecto, se informó que 
en Lend Lease solo puede hacer nueve unidades disponibles para los 
inquilinos de viviendas sociales. El resto tendrá que venderse a las 
tasas del mercado o para las llamadas «viviendas asequibles» y dar 
a los desarrolladores la tasa de rendimiento acordada. En la prácti-
ca, las «viviendas asequibles» requieren un ingreso por encima del 
ingreso medio para Londres en un área como Elephant and Castle, 
que se está gentrificando rápidamente.

Figura 10. Elephant and Castle.

Fuente: Elaboración propia.
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Heygate, por lo tanto, resume en menos de cincuenta años la 
historia de la gentrificación de Londres. Este fue construido para las 
familias de la clase trabajadora al mismo tiempo que muchas de ellas 
fueron desplazadas de las viviendas privadas. Sin embargo, dentro 
de la vida útil de la especificación de diseño, esta vivienda de alta 
calidad se había convertido en una «propiedad en hundimiento» y 
fue demolida como parte de la campaña para crear más viviendas 
privadas en el interior de Londres. Muchos de sus primeros ocupantes 
acogieron con agrado la mudanza a viviendas de más alta calidad 
que las del sector público, tenían todas las «comodidades» que sus 
viviendas anteriores carecían: calefacción, agua caliente, baños y 
aseos interiores, sin los terratenientes propietarios de estilo Rachman.

De manera interesante e irónica, tenemos que mirar a la Ciudad 
de Londres, un área que se ha beneficiado más de la financiarización 
de la economía global que cualquier otra milla cuadrada de bienes 
raíces en otras partes del mundo. La Corporación de Londres res-
pondió a la escasez de viviendas de la posguerra, al igual que otros 
municipios, mediante la construcción de viviendas de gran altura 
para sus residentes de la clase trabajadora en la propiedad de Golden 
Lane, justo al norte del límite de la Ciudad en Islington.

Figura 11. Golden Lane.

Fuente: Elaboración propia.
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Una vez completada la propiedad Golden Lane, la ciudad co-
menzó a desarrollar la propiedad Barbican en ochenta acres de tierra 
dañada por la bomba en la propia Ciudad de Londres, justo al sur 
de Golden Lane, empleada por los mismos arquitectos modernistas 
(Chamberlain, Powell, Le Bon) que habían construido Golden Lane. 
Desde el principio, se diseñó para inquilinos de clase media, con cierta 
segregación espacial interna entre los bloques destinados a profesio-
nales y los de la clase media baja. Muchos inquilinos compraron sus 
contratos de arrendamiento de la Corporación, mientras que otros 
continuaron rentando, por lo que en los últimos años la Ciudad ha 
vendido los contratos de arrendamiento, mientras que los inquilinos 
se habían ido y mantenían sus obligaciones de propiedad absoluta 
con estos arrendatarios, invirtiendo en el patrimonio y asegurándolo. 

Figura 12. Golden Lane.

Fuente: Elaboración propia.

Así, la ciudad de Londres continuó con una política de vivien-
da de tenencia mixta, espacialmente segregada en ambos Estados. 
Este mantenimiento e inversiones continuas aseguraron que ambas 
propiedades se hayan vuelto populares por igual, entre propietarios 
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e inquilinos. Golden Lane es verdaderamente una tenencia mixta, y 
hoy comprende más del 50% de las viviendas sociales, a pesar de las 
atracciones obvias del derecho a comprar leyes en un área como esta.

Estos dos ejemplos, de contrastes entre Southwark y la Ciudad 
de Londres, encapsulan perfectamente la política de vivienda en el 
período de posguerra: la mixidad social de Southwark se convirtió 
en la justificación de demolición de propiedades, como la de Hey-
gate y Aylesbury, que tenían muchos años de vida, debido a que su 
base de inquilinos fue totalmente marginado, por otro lado, en la 
ciudad de Londres propiedades similares continúan proporcionando 
viviendas de tenencia mixta. La mayor parte de Londres ha seguido 
el ejemplo de Southwark con el efecto de que ahora, una vez más, 
se parece mucho al mapa de Willmott y Young (1970) con una di-
ferencia significativa.

Figura 13. Gentrificación en Londres.

Fuente: Elaboración propia.

Por supuesto, la diferencia es que las áreas de la clase trabajadora 
se han gentrificado en gran medida actualmente y las áreas de la 
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clase media, anteriores, se han vuelto cada vez más asequibles para 
los nuevos súper ricos supra-nacionales.

Figura 14. Witanhurst.

Fuente: Elaboración propia.

La política de posguerra no se construyó alrededor de la igual-
dad, sino en la igualdad de oportunidades, pero con una red de 
bienestar «de la cuna a la tumba» para aquellos que cayeron en la 
pobreza. Fue respaldado por las políticas keynesianas de gestión de 
la demanda económica y los principios del informe de Beveridge 
(1942), emitidos en el momento culminante de la guerra en 1942 
para reforzar la moral en el «frente interno». Beveridge prometió 
una guerra contra los cuatro grandes males de la ignorancia: la mi-
seria, el deseo, la enfermedad y la ociosidad. Así, el llamado pacto 
de Keynes-Beveridge sustentó el acuerdo político bipartidista de 
posguerra de los partidos Laborista y Conservador. Representaba 
lo que el sociólogo británico John Rex denominó una «situación de 
tregua» entre el trabajo y el capital. Rex mostró en su estudio un 
distrito urbano de Birmingham, publicado con Robert Moore (1969) 
(«Raza, comunidad y conflicto: un estudio de Sparkbrook»), y cómo 
el Estado manejaba las relaciones de clase a través de intervenciones 
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específicas de clase. Para la clase trabajadora, ofreció viviendas 
estatales subsidiadas, para aquellos con puntos suficientes para jus-
tificar las viviendas que se adquirieron principalmente a través de la 
residencia a largo plazo en el área y, para las clases medias, ofreció 
subsidios fiscales sobre los pagos de hipotecas para permitirles com-
prar casas nuevas en México. Lo que sucedió fue el surgimiento de 
áreas consideradas adecuadas para las clases medias. Así, el Estado 
subvencionó a ambas clases, pero por separado y en lo que se consi-
deraron áreas adecuadas para cada una. Rex notó, en este período, 
lo que denominó como el gran juego del «salto urbano», que alentó 
a las clases medias a abandonar la ciudad y mudarse a los suburbios 
de nuevo desarrollo con sus nuevas formas de viviendas, aisladas y 
semiindependientes. Esencialmente, se alentó a las clases trabajadoras 
a permanecer en la ciudad, mientras que las clases medias se muda-
ron a los barrios suburbanos de Londres. De manera interesante, la 
gentrificación se vio afectada por este clásico asentamiento de clase 
fordista y, por lo tanto, se transformó en una especie de caballo de 
Troya para lo que se convertiría en neoliberalismo.

La política del Estado fue fomentar la segregación social entre 
las clases sociales, mediante el reconocimiento y el apoyo a diferen-
tes formas de tenencia de la vivienda a través de sus intervenciones. 
Sin embargo, y es importante, hubo un principio subyacente en esta 
política, ya sea en vivienda o educación, que era el de esteem policy 
(paridad de estima). En la práctica, por supuesto, la provisión para 
la clase trabajadora fue indudablemente menos favorable que la que 
disfrutan las clases medias, ya sea en educación (gramática versus 
escuelas modernas secundarias), salud (la llamada regla de cuidado 
inverso de Tudor Hart, donde las áreas de la clase trabajadora tenían 
peor provisión de salud a pesar de mayor necesidad) o vivienda 
(donde la vivienda del ayuntamiento siempre retuvo un estigma). 
Es difícil de imaginar hoy en día, pero en 1961 el entonces gobier-
no conservador nombró a Sir Parker Morris para elaborar normas 
para la vivienda del Municipio para garantizar que se construyera 
de acuerdo con normas que reflejaran el aumento de los niveles de 
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vida y se equipararan con las del sector privado. En 1967 se hizo 
obligatorio y, entre otros, exigía que:

•	 En las viviendas de uno, dos y tres dormitorios, se requería 
un inodoro con descarga y debía estar en el baño.

•	 Una casa adosada o al final de la terraza, para cuatro perso-
nas, debe tener una superficie neta de 72 metros cuadrados.

•	 Una vivienda para tres o más personas debe tener un es-
pacio de almacenamiento cerrado para la cocina de 2,3 
metros cúbicos.

•	 Las viviendas deben estar equipadas con sistemas de calefac-
ción que mantengan la cocina y el espacio de circulación a 
13 grados centígrados, y las salas de estar y comedor a 18 °C, 
cuando la temperatura exterior sea de -1 °C.

Los estándares de Parker Morris fueron abolidos en 1980 por el 
gobierno conservador entrante, dirigido por Margaret Thatcher. Por 
lo tanto, gran parte de la vivienda que fue construida por el Estado 
durante el período en que la gentrificación estaba despegando en 
Londres se construyó con este alto nivel, lo que aseguró que muchos de 
los que se encontraban sin hogar, como resultado de un desplazamiento 
provocado por desalojo tuviesen acceso a lo que eran, al menos en un 
principio, las viviendas estatales de alta calidad y que estaban en áreas 
cercanas a las que vivían anteriormente. Algunos tomaron el dinero de 
incentivo que recibieron de los propietarios para usarlo como depósito 
en su hogar como parte de una mudanza de Londres.

Para ser claros, no estoy argumentando que la gentrifricación 
fue un proceso sin víctimas, ya que hay poca evidencia de lo que 
sucedió a nivel individual y muchos se encontraron en una espiral 
descendente una vez que fueron desalojados, pero a un nivel más 
general, lo que estaba sucediendo fue una provisión de vivienda de 
doble vía específica para la clase en la que los ocupantes propietarios 
reemplazaron a los arrendatarios privados alquilados, y la vivienda 
del municipio se convirtió en la principal tenencia de vivienda en 
el interior de Londres. Para dar un ejemplo extremo, para 1981, el 
81% de las tenencias en Tower Hamlets estaban en el sistema de 
viviendas del municipio.
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Este no era un sistema de mixidad social, pero sí uno en el que el 
Estado utilizaba la política para mediar entre las clases como parte 
de un acuerdo social que, en contraste con el liberalismo económi-
co de la Segunda Guerra Mundial anterior, aseguraba que todos 
tuvieran un «derecho a la ciudad», ya sea por residencia o por los 
desplazamientos. Castells (1977) argumentó que las ciudades eran 
fábricas para la producción de personas y, lo que caracterizaba a 
lo urbano, no era el entorno construido, sino que el consumo era 
colectivo y el Estado había asumido la responsabilidad de gestionar 
la reproducción social. De esta forma, al igual que muchos sociólogos 
de la época, Castells se inclinó por las consideraciones espaciales 
al dar prioridad a lo social; esta visión la compartió con su feroz 
crítico de la derecha Peter Saunders (en su texto clásico, La teoría 
social y la cuestión urbana). El punto obvio, pero clave, es que este 
era un mundo que difícilmente reconoceríamos hoy, a ambos lados 
del Atlántico.

En este relato, he argumentado que lo que vimos surgir del 
segundo mundo fue una política en la que el Estado gestionó el 
consenso social mediante una política basada en clases de doble vía, 
en donde ambas fueron apoyadas a través de intervenciones sociales 
y las economías del Estado. Irónicamente, en las primeras etapas de 
su gentrificación, las clases medias de Londres recibieron relativa-
mente poco apoyo estatal (excepto quizás en términos de subsidios 
de mejora), dada la antipatía de las sociedades de construcción y el 
estímulo continuo de los suburbios como el hábitat natural de las 
clases medias. Por otro lado, la importante inversión en viviendas 
municipales para la clase trabajadora continuó e incluso aumentó 
durante este período con los estándares de Parker Morris, asegurando 
que se construyó con un alto estándar en el espíritu de la política 
de esteem policy. El abandono simbólico de los estándares de Par-
ker Morris en 1980 por el gobierno entrante de Thatcher marcó 
la renuncia del enfoque bipartidista del consenso de posguerra en 
torno al asentamiento de Keynes Beveridge. En 1981, el gobierno 
aprobó la ley de vivienda, que permitió el derecho de compra para 
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los actuales inquilinos del Municipio y comenzó una declinación 
secular en la provisión de vivienda social, que continúa hasta hoy.

Mientras que el derecho de compra de 1980 marcó el fin de la 
paridad bipartidista de la esteem policy, solo en la última década 
hemos visto la venta al por mayor de viviendas sociales no a indivi-
duos, sino a entidades corporativas que han firmado contrato para 
volver a desarrollar conjuntos habitacionales en deterioro en los que 
los municipios locales ya no pueden invertir. Es durante este período, 
sugiero, que el término de mixidad social se acuñó precisamente 
para justificar una política que convirtió a su jefe en la mezcla social 
de facto del programa de construcción de viviendas municipales. 
Esto había asegurado que la clase trabajadora pudiera continuar 
viviendo en Londres, en un alojamiento de calidad decente, cerca 
de fuentes de empleo y, si no al mismo tiempo, al menos cerca de la 
clase media que había llegado a dominar cada vez más el sector de 
la vivienda, ocupado por sus propietarios, con exclusión del sector 
privado alquilado. No es una coincidencia que el censo de 2001 fuese 
testigo de una disminución en la ocupación de los propietarios en 
las viviendas sociales a expensas de un fuerte aumento en el sector 
privado arrendado. A medida que se agotó el suministro de viviendas, 
fácilmente gentrificables de Londres, hemos visto un cambio de la 
gentrificación por parte de individuos o pequeños desarrolladores 
al estilo del gran capital (a menudo extranjeros), cuya insaciable 
demanda de tierra solo puede ser alimentada por el llamado re-
desarrollo de viviendas sociales como vivienda privada. A diferencia 
de los Estados Unidos, la gentrificación en el Reino Unido se ha 
restringido tradicionalmente a la ocupación de los propietarios, pero 
en los últimos años se ha centrado cada vez más en el mercado de 
alquileres, y los grandes propietarios de capitales y de compra con 
opción a compra ahora están superando a los propietarios privados 
por propiedades. Irónicamente, puso de relieve lo que sucedió cin-
cuenta años antes, cuando los ocupantes de propietarios privados 
estaban transformando el sector de alquiler privado de Londres en 
una ocupación de propietarios.
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Ahora, no solo las clases trabajadoras y los económicamente 
inactivos son las víctimas de los mercados de viviendas de Londres, 
sino también las clases medias e, irónicamente, los niños de los gen-
trificadores de las generaciones anteriores que no pueden pagar el 
alto mercado de Londres, ya sea para comprar o para alquilar. Se ha 
inventado una nueva categoría para afianzar la idea de combinación 
social que es la de «vivienda asequible», que se define como no más 
del 80% de la renta del mercado local o como comprable a través 
de propiedad compartida o capital. En la práctica, la mayoría de 
las viviendas asequibles están fuera del alcance en la mayoría de las 
áreas de Londres, incluso para aquellos con salarios medios. Así, la 
invención del término «mixidad social», que no tiene antecedentes 
significativos en la sociología o la política social, ha dado cobertura a 
una política reciente, diseñada para limpiar socialmente a Londres de 
la mayor parte de las viviendas sociales que existían, como también 
de muchos de sus habitantes privados que alquilan. Como tal, pasa 
por alto una forma más viciosa de gentrificación que la que ocurrió 
en los años sesenta y setenta, cuando existía una forma alternativa 
de provisión estatal de vivienda; en contraste, el Estado de hoy está 
liderando el proceso de convertir a Londres en una ciudad a la que 
solo pueden acceder sus nuevas clases adineradas, un número sig-
nificativo de las cuales no tienen intención de vivir en ella a tiempo 
completo. El despliegue completo de la nueva política liberal de 
vivienda ha tomado algún tiempo, pero ahora lo ha logrado, no por 
primera vez, tomando el lenguaje del igualitarismo. La «mixidad 
social» se ha convertido en el nuevo raquismo del siglo XXI.

Soy consciente de que hay una terrible ironía en dar esta charla 
en Chile, donde en cuatro años de intentar construir una sociedad 
de bienestar, se terminaron en unas pocas horas durante el «otro» 
9/11. El despliegue al sur de los muchachos de Chicago marcó el 
comienzo de una prueba brutal de ideas neoliberales, en las que iba 
a haber poco o ningún retraso en la demolición del antiguo sistema 
mientras se construía el nuevo. Sin embargo, a menudo les digo a 
mis amigos, colegas y estudiantes en Gran Bretaña que, si quieren 
entender cómo se verá una sociedad neoliberal, deben ir a Lima o 
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Santiago. De la misma manera, creo que el modelo de una sociología 
basada en los padres fundadores europeos ya no es adecuado para 
este propósito y que, si queremos entender cómo se ve la nueva so-
ciedad, debemos recurrir al «nuevo mundo», en el que muchas de las 
nuevas clases medias de Lima eran, hace una generación, los niños 
que correteaban alrededor de sus pueblos jóvenes, y ahora se trans-
formaron en nuevas tierras de condominios. Otros, por supuesto, 
todavía viven en chozas a lo largo de la Panamericana, en la franja 
costera del desierto al norte y al sur de la ciudad. Esto requiere un 
nuevo conjunto de categorías sociológicas, que me parece bastante 
difícil de revertir mediante ingeniería de las categorías de clase de 
Marx o Weber. Tal vez necesitamos ver términos como «aspiración» 
y «mezcla social», no como un reflejo de las intenciones bieninten-
cionadas de un Estado socialdemócrata, sino como parte de una 
estrategia de cohesión social de un régimen económico desesperado 
por evitar las divisiones sociales y políticas de un mundo cada vez 
más polarizado. Después de todo, deben conservar el consentimiento 
y la legitimidad y, como sociólogos, es importante que nos resistamos 
a lo que el sociólogo radical Martin Nicolaus denominó «palmas 
arriba, ojos abajo» para nuestra investigación.
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Introducción

La vivienda es un derecho consagrado en la Constitución de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires (en adelante, CABA), a pesar 
de ello, el acceso a la vivienda en la ciudad representa un problema 
estructural, de larga data, que afecta a distintos grupos sociales. La 
cuestión del déficit habitacional se ha ido consolidando y profun-
dizando a lo largo de las últimas tres décadas. Entre 1991 y 2010, 
la cantidad de hogares habitando en viviendas deficitarias pasó de 
145.283 a 152.289. Si bien la incidencia del déficit en el total de ho-
gares, según datos del último Censo (2010), se mantiene por debajo 
de los guarismos alcanzados en 1991; el panorama no deja de ser 
desolador. Sobre todo, si se tiene en cuenta que, entre 1991 y 2001, 
el déficit experimentaba un importante descenso tanto en términos 
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relativos como absolutos (pasó de afectar a 145.283 hogares, que 
representaban el 14,2% del total de hogares residiendo en la Ciudad, 
a 126.863, representando un 12,4% del total). 

Asimismo, desde que se inició la década de 2010, la problemá-
tica cobró visibilidad pública a través de la notoriedad que tomó el 
conflicto por la toma del Parque Indoamericano y, cuatro años des-
pués, la del barrio Papa Francisco. A los guarismos del censo y a las 
imágenes televisivas, se sumó el hecho de que «la conflictividad por 
la falta de acceso al hábitat se reactualizó […] El accionar violento 
de las fuerzas de seguridad frente a este tipo de conflictos sociales 
[mostró] continuidades. Una vez más, un operativo conjunto de las 
fuerzas de seguridad de la ciudad y de la nación mostró altos niveles 
de violencia contra las familias desalojadas» (CELS, 2015: 325). 

En la Ciudad de Buenos Aires, los conflictos por el acceso al 
hábitat no son una novedad del siglo XXI. Por el contrario, desde 
principios del siglo XX, sobrevivió una tradición de movilización 
contenciosa en torno a las demandas por el acceso a la vivienda 
digna (Benítez, 2017)1. Desde entonces, dichos conflictos engrosan 
el repertorio de situaciones que producen debates, controversias y/o 
movilización en defensa del derecho a la ciudad —en sus múltiples 
expresiones, tales como territoriales, patrimoniales y/o ambien-
tales—. En ellas es posible identificar momentos de movilización, 
oposición o participación, marcados por distintos niveles de tensión 
y confrontación (Melé, 2003). En este marco, el trabajo que aquí se 
presenta se propone caracterizar cómo han evolucionado los con-
flictos por el acceso a la vivienda entre las poblaciones residentes en 
villas2 durante la gestión del PRO (Partido Propuesta Republicana) a 

1	 La primera manifestación tuvo lugar en 1907 y se la conoció como la «Huelga 
de Inquilinos». Se trató de un movimiento popular en contra del aumento de los 
alquileres, liderado por los residentes de las casas de inquilinato o conventillos. 
Al respecto, véase Suriano (1983).

2	 Las villas son ocupaciones de tierra urbana vacante que producen tramas urbanas 
irregulares. Es decir, no se trata de barrios amanzanados ni integrados a la ciudad 
formal, sino organizados a partir de pasillos por los cuales, en sus orígenes, 
no podían pasar vehículos. Su desarrollo responde a prácticas individuales y 
diferidas en el tiempo, a diferencia de otras ocupaciones protagonizadas por 
colectivos más o menos integrados que proceden planificadamente. En la Ciudad 
de Buenos Aires, se asentaron en tierras de propiedad fiscal (Cravino, 2001). En 
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cargo del Ejecutivo local desde el año 2008. Para ello, pasa revista 
a la situación habitacional en la CABA; al derrotero de la conflicti-
vidad por el acceso al hábitat, en general, y a la toma de tierras, en 
particular; a los actores intervinientes y al papel del Poder Judicial 
en el desarrollo de los conflictos.

El deterioro de la situación habitacional3

Entre 2001 y 2010, la situación habitacional en la CABA em-
peoró significativamente: las cifras no solo superaron, en términos 
absolutos, los guarismos de 1991, sino que, además, quebraron la 
tendencia decreciente que el fenómeno había mostrado una década 
atrás. El problema cobra aún más relevancia si se tiene en cuenta que, 
entre 1991 y 2001, mientras que la cantidad de hogares que residían 
en la ciudad aumentaba a razón de 77 hogares por año (pasando de 
un total de 1.023.464 hogares a 1.024.231), la cantidad de hogares 
deficitarios decrecía a un ritmo acelerado (pasando de un total de 
145.283 a 126.863). Esta situación se vio totalmente alterada entre 
2001 y 2010. Por un lado, entre esos años, la cantidad de hogares 
creció exponencialmente en la CABA. Por el otro, la cantidad de 
hogares deficitarios no solo no descendió, sino que se vio fuertemente 
afectada por el drástico cambio que la ciudad experimentaba en la 
demografía de sus hogares. El saldo fue que, en 2010, 25.426 nuevos 
hogares se sumaban a los afectados por problemas habitacionales 
en 2001 (totalizando así 152.289). 

sus orígenes, los ocupantes construían sus viviendas con materiales precarios y, 
con el correr del tiempo, realizaron mejoras de diferente envergadura y calidad. 
En todos los casos se trató de viviendas en una sola planta que, a partir de un 
núcleo originario, se fueron desarrollando progresivamente. A mediados de los 
años noventa, cuando la tierra urbana disponible en las villas comienza a ago-
tarse y ya no es posible el desarrollo de nuevas invasiones, se inicia un proceso 
progresivo de densificación de las urbanizaciones populares. Primariamente, a 
través de la ocupación de sectores vacantes (hoyas, bordes de vías de ferrocarril, 
etc.) y, posteriormente, a través de la construcción en altura. En forma paralela, 
comienzan a desarrollarse nuevos mecanismos para el acceso a las viviendas en 
las villas: se dinamiza la compra y venta de casas —es decir, de las estructuras 
construidas por los pobladores— y el mercado de alquileres.

3	 Elaborado sobre la base de Di Virgilio (2015) y Di Virgilio, Rodríguez y Mera 
(2016).
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Un fenómeno que da cuenta de la magnitud y la profundidad 
del problema es, en parte, el aumento de la población viviendo en 
villas: según los datos del Censo 2010, hay 163.587 personas resi-
diendo en 40.063 viviendas en villas de emergencia, asentamientos 
y Núcleos Habitacionales Transitorios en la ciudad (5,7% del total 
de personas y 3,7% de viviendas). Cabe destacar que, entre 1980 y 
2010, la población viviendo en villas en la CABA se incrementa en 
un 380%, aun cuando en números absolutos no alcanza los valores 
históricos de 1976. 

Otra de sus manifestaciones es el aumento de la proporción 
de hogares inquilinos. Según los datos del Censo de Población y 
Vivienda de 2010, actualmente en la Ciudad de Buenos Aires un 
30% de los hogares (unos 343.443) alquilan el lugar en donde resi-
den. En la última década, la situación de los inquilinos en la CABA 
experimentó importantes cambios. En 2001, aproximadamente el 
68% de los hogares de la ciudad vivía en una vivienda de la que era 
propietario vis a vis un 22% de inquilinos. En 2010, la proporción 
de propietarios desciende al 56% en favor de la situación de alquiler 
(que pasa del 22,2% al 30%). De los hogares inquilinos, la mayoría 
alquila departamentos (73%) y/o casas (13%)4. Sin embargo, una 
importante proporción habita en piezas de inquilinato, pensión u 
hotel (12%) o en viviendas precarias (2%). Entre estos, los problemas 
constructivos y el hacinamiento se superponen con situaciones que 
habitualmente ponen en juego la seguridad de la tenencia: alquilan 
sin mediar un contrato de alquiler formal y, por ende, se ven expues-
tos a mayores grados de vulnerabilidad jurídica. 

Con el aumento de la población en villas, el alquiler de cuartos 
que fungen como viviendas unifamiliares en condiciones de habi-
tabilidad sumamente degradadas se convirtió en un fenómeno que 
afecta especialmente a estos barrios —el 40% de sus habitantes reside 
en habitaciones alquiladas de manera informal—. La institución del 

4	 Nos referimos a Casas tipo A. El censo clasifica como «casa» a toda vivienda 
con salida directa al exterior (sus moradores no pasan por patios, zaguanes 
o corredores de uso común para salir). Asimismo, distingue entre Casas tipo 
A y tipo B. Estas últimas son consideradas precarias porque, o bien no tienen 
provisión de agua por cañería dentro de la vivienda, o no disponen de retrete 
con descarga de agua, o tienen piso de tierra u otro material precario.
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alquiler como forma de acceso a la vivienda en las villas es concomi-
tante al agotamiento de tierra vacante (disponible para ser ocupada) 
y a la consiguiente estructuración del mercado informal de compra 
y venta de tierra y vivienda. Tal como lo muestra Cravino (2006), 
el alquiler opera como puerta de entrada a la villa, constituyéndose 
en una situación transitoria que generalmente desemboca en la 
compra de una vivienda. Si bien los valores de los alquileres en el 
mercado informal son habitualmente más bajos que en el formal, 
no es exclusivamente el precio lo que lleva a muchos hogares a al-
quilar una pieza en una villa. Otro factor que impulsa y dinamiza 
las transacciones en las villas de la ciudad son las condiciones que 
los locadores les exigen a los locatarios para facilitarles el ingreso 
al inmueble. Alquilar una vivienda en el mercado formal supone 
contar con garantías inmuebles y con requisitos difíciles de cumplir. 
Asimismo, aun cuando los hogares pueden contar con los ingresos 
necesarios para afrontar el alquiler en el mercado formal, para la 
firma del contrato suele pedirse recibo de sueldo, algo que muchos 
jefes de hogar no tienen por ser trabajadores informales.

Los pagos por el alquiler de cuartos habitualmente se realizan 
diaria o semanalmente e incluyen el pago de los servicios. La rela-
ción entre el locador y el locatario no se encuentra sujeta a marco 
regulatorio alguno. El contrato entre ambos es verbal y se establece 
a través del vínculo cara a cara. De este modo, los inquilinos se ven 
sometidos en numerosas oportunidades a un trato hostil y arbi-
trario sujeto a las modificaciones del cuadro tarifario e incluso al 
desalojo sin mediar motivo alguno. Progresivamente, en las villas el 
alquiler se organiza bajo una lógica empresarial. Si bien es posible 
identificar algunos pocos locadores que alquilan cuartos o espacios 
de sus viviendas unifamiliares; en la amplia mayoría de los casos, 
los cuartos disponibles para alquiler son parte de edificaciones que 
pueden tener varios pisos, hasta cinco, y que se construyen en estos 
barrios exclusivamente a tales fines.
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Los conflictos por el habitar: de la toma del 
Indoamericano a la vida cotidiana de los barrios 
en la actualidad

El mapa de los problemas habitacionales no se quedó solo en 
los datos que muestra el Censo de Población y Vivienda. Tal como 
señaláramos anteriormente, la última década fue inaugurada por un 
conflicto que dejó ver a todas luces la profundidad y la gravedad 
de la cuestión. La toma del Parque Indoamericano, en diciembre de 
2010, puso en evidencia que, a pesar de estar ampliamente recono-
cido en la Constitución Nacional y en la de la propia CABA, para 
las familias de menores ingresos habitar la Ciudad de Buenos Aires 
parece ser un derecho negado.

El Indoamericano está localizado en el sur de la ciudad, en el 
barrio de Villa Soldati. Asentado sobre los terrenos de la antigua 
quema municipal, su origen es tributario de las intervenciones urba-
nísticas que la última dictadura militar llevó adelante en la ciudad. 
La construcción del parque se puso en marcha en 1977. El puntapié 
inicial fue el cierre de la quema y la implementación de un nuevo 
sistema de tratamiento de basura a cargo del CEAMSE (Coordina-
ción Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado). A partir 
de entonces, se propició la recuperación de los terrenos —antes 
utilizados como basurales— y su refuncionalización como espacios 
verdes. En ese marco, se inició la construcción del parque. En 1978, 
el entonces intendente de la Ciudad durante la dictadura, Osvaldo 
Cacciatore, impulsó un monumental proyecto para la parquización 
del predio, la construcción de un parque de diversiones y uno zoofi-
togeográfico. Sin embargo, se inauguró solamente el de diversiones, 
quedando truncos los planes de creación del parque zoofitogeográ-
fico. Solo se construyeron los piletones que serían utilizados para 
abastecer de agua al parque (los terrenos luego abandonados, hoy 
son parte del barrio Los Piletones). Recién en 1995, se inaugura lo 
que se conoce actualmente como Parque Indoamericano, que fue 
incluido en el plano oficial de la ciudad en 1999. Sin embrago, el 
estado del predio no se modificó merced al constante arrojo clan-
destino de contenedores de basura y la contaminación del predio. 
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Fueron muchas las iniciativas y los anuncios de recuperar el parque. 
Pese a ello, para el año 2005, el área seguía sin ser recuperada. En 
diciembre de 2006, se inauguró el Paseo de los Derechos Humanos 
para conmemorar a las víctimas del terrorismo de Estado, que, como 
gran parte del predio, fue a posteriori nuevamente descuidado. En 
2007, la Corporación Buenos Aires Sur construyó allí una serie de 
infraestructuras en el inmenso predio que pretendía emular el am-
biente palermitano en el sur de la ciudad. A pesar de ello, la suerte 
del predio no cambió demasiado, intento tras intento, nunca logró 
ser recuperado en su totalidad. 

Fue ese espacio, que en sucesivas oportunidades intentó ser 
civilizado por la parquización, el que fue tomado por un centenar 
de personas afectadas por la crisis estructural de vivienda de la 
ciudad. La toma fue relativamente corta, duró apenas una semana. 
Sin embargo, en ese breve tiempo, se produjo una fuerte represión, 
muchas personas resultaron heridas y se registraron tres víctimas 
fatales. Asimismo, la violencia desatada, en su dimensión material 
y simbólica, tuvo expresiones elocuentes en todos los medios de co-
municación de cobertura nacional (diarios Clarín, La Nación, Página 
12, entre otros), dejando al descubierto las marcas del conflicto por 
habitar en la Ciudad de Buenos Aires. 

La toma del Parque Indoamericano constituyó un punto de 
quiebre en la concepción sobre la problemática de las villas de la 
ciudad, dando pie a nuevos abordajes desde el Poder Ejecutivo y a 
un nuevo rol del Poder Judicial en los conflictos urbanos. Previo a 
los sucesos de diciembre de 2010, en la primera gestión del PRO 
(Propuesta Republicana) como responsable del Ejecutivo local, la 
política habitacional, en general, y hacia las villas, en particular, se 
caracterizó principalmente por un abordaje muy limitado, pragmáti-
co y fragmentado. La problemática villera no fue un tema de agenda 
prioritario. Su escaso protagonismo se expresó en la desarticulación 
de la estructura institucional de los organismos y agencias estatales 
que históricamente atendían la problemática (Brikman, 2016; Fa-
instein y Palombi, 2018). 
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La toma del Indoamericano y el conflicto que se desató en ese 
escenario pusieron en evidencia la magnitud del déficit habitacional 
en la Ciudad y, particularmente, el creciente proceso de inquiliniza-
ción en las villas5. Asimismo, impulsó la reorientación de la política 
pública hacia las villas de la Ciudad6. La problemática de las villas 
se reposiciona en la agenda de gobierno e impulsa una fuerte rees-
tructuración institucional, acompañada por una reformulación de 
los discursos oficiales sobre la problemática. 

Los procesos de judicialización como arena de 
conflicto y el nuevo modelo de gestión

En los últimos años, en América Latina, la justicia ha intervenido 
en los conflictos urbano-ambientales de modo activo y novedoso. 
Este tipo de problemas se han llevado a la corte, vinculándolos con 
derechos fundamentales e incorporando a los afectados como parte 
de las causas (Azuela, 2014). El ingreso de los conflictos en la arena 
judicial generó distintos efectos que pueden ser pensados desde su 
productividad social y política (Azuela y Cosacov, 2013), resaltamos 
la visibilización de una problemática en la agenda pública, la resig-
nificación de procesos sociales y la transformación de normativas, 
derechos o legislaciones. Argentina no fue una excepción. Tras la 
ausencia de respuestas mediante los mecanismos tradicionales de 
reclamo político, el Poder Judicial ha sido interpelado por diversos 
actores sociales para canalizar sus demandas. Las organizaciones 
sociales y territoriales comenzaron a hacer uso de las herramientas 
jurídicas para canalizar demandas privadas y sociales, dando lugar 
a la judicialización de una serie de conflictos urbanos que buscaban 
tener impacto en la redefinición de las políticas públicas (Fainstein 
y Palombi, 2018). 

5	 Asimismo, visibilizó la problemática de la zona sur y su enorme desigualdad —en 
términos de estructura y equipamiento urbano— respecto de la zona norte de 
la Ciudad.

6	 El reposicionamiento del Ejecutivo local sobre la cuestión villera se plasmó, con 
mayor claridad, en la segunda gestión del PRO, en el año 2011. Este segundo 
mandato se caracterizó por el despliegue de nuevas acciones y discursos en 
relación con la problemática villera y el mejoramiento de la zona sur.
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En este marco se registra un conjunto de acciones judiciales que 
enmarcaron una serie de conflictos urbanos en villas de la CABA. 
Destacamos el amparo presentado por el incumplimiento de la ley 
148 26 para la realización de los comicios en las villas de la ciudad,  
por el incumplimiento de las leyes de urbanización de la Villa 20 
y la Villa 31, la causa Rodrigo Bueno por iniciada a partir de una 
orden de desalojo, demandas judicializadas por el déficit de servicios 
públicos, las causas por peligro ambiental, la causa por riesgo am-
biental y urbano en el elefante blanco en Villa 15, la implementación 
de relocalizaciones de villas y asentamientos a partir de la Causa 
«Mendoza» y el incendio de Villa «Cartón». 

De este modo, la justicia se involucró en la resolución de ciertas 
problemáticas urbanas, funcionando como un nuevo espacio de 
disputa entre el Estado y las organizaciones sociales y territoriales. 
Como resultado de la judicialización de los conflictos urbanos, el 
Poder Judicial instó al Poder Ejecutivo y/o Legislativo al desarrollo 
de nuevas políticas, decretos o leyes para revertir las situaciones que 
dieron origen a los conflictos. Estas nuevas modalidades de demanda 
y exigencia —vinculadas a la acción judicial— nutren el reportorio 
de acción de los movimientos sociales, ampliando su capacidad 
de visibilizar un conflicto y posibilitando obtener ciertas victorias, 
aunque sean parciales. El protagonismo de la acción judicial en el 
marco de los conflictos urbanos, también, respondió a la ausencia 
de respuesta por medio de los canales tradicionales de demanda. 
En este sentido, el primer período de gobierno de la gestión PRO 
en la CABA implicó un cierre en el diálogo con las organizaciones 
territoriales, que potenció una alianza táctica con el sector judicial 
que devino en un activismo judicial dentro del Fuero Contencioso 
Administrativo (Cravino, 2016).

Sin embargo, en el traspaso de la resolución judicial a la de la 
acción estatal, las instituciones presentaron grandes obstáculos para 
efectivizar lo dictaminado, por lo que en muchos casos solo alcan-
zaron un nivel declarativo. La judicialización del conflicto urbano 
ambiental del elefante blanco en Villa 15 muestra claramente la 
suerte que siguieron los procesos. El conflicto comenzó a partir de 
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una acción ofensiva iniciada por los habitantes, luego de sucesivas 
situaciones de emergencia (por ejemplo, incendios por problemas 
eléctricos y/o por sistemas de calefacción poco seguros) y el incumpli-
miento del Gobierno para solucionar los problemas de saneamiento 
urbano-ambiental. Ante la falta de respuesta del Poder Ejecutivo, los 
habitantes acudieron a las oficinas territoriales del Poder Judicial 
(Asesoría Pública Tutelar) y a la Defensoría del Pueblo, iniciando en 
2013 un amparo contra el Gobierno de la Ciudad. El fallo del Poder 
Judicial identificó al Poder Ejecutivo como principal responsable de 
la situación, ordenándole la resolución del problema mediante el 
saneamiento del edificio para garantizar las condiciones de habita-
bilidad de los hogares que allí residían. Frente a la medida cautelar, 
el Poder Ejecutivo asumió una actitud expulsiva, promoviendo el 
desalojo de los habitantes por medio de subsidios. En el pasaje de la 
justicia al Poder Ejecutivo, se evidencia la ausencia de herramientas 
o bien de voluntades para la traducción de las órdenes judiciales 
en políticas públicas que tengan un impacto real y positivo en los 
territorios y hogares. 

Más allá de la presencia de ciertos actores judiciales que, como 
mencionamos previamente, permitieron abrir los canales para los 
procesos de judicialización de los conflictos urbanos, no es posible 
pensar al Poder Judicial como un actor homogéneo y monolítico. 
Al igual que en el Poder Ejecutivo, en el Judicial coexisten una 
multiplicidad de actores con intereses diversos. De hecho, Cravino 
(2016) señala que la toma del Indoamericano también significó un 
punto de inflexión en el accionar del Poder Judicial, ya que, luego 
de dichos sucesos, las posiciones punitivas logran imponerse sobre 
aquellas que invocaban la defensa de derechos sociales. Este giro, 
que en cierta forma clausuró el ciclo de activismo jurídico, se vinculó 
con diversas presiones desde el Poder Ejecutivo a través de nuevos 
nombramientos de jueces afines.

Paralelamente, la política urbana en villas adoptaba ciertas 
particularidades. En primer lugar, se produjo la territorialización 
de las instituciones competentes mediante la instalación de ofici-
nas en los barrios y/o equipos territoriales como herramienta para 
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contener el potencial conflicto social, evidenciado en la toma del 
Parque Indoamericano y en otra toma en la zona sur. Por otro, pese 
a desarrollarse un discurso institucional que proponía un modelo 
de abordaje integral sobre los barrios, en la práctica las políticas 
se limitaron a intervenciones focales en espacios públicos que no 
implicaron transformaciones sustanciales. Las denominadas «polí-
ticas de maquillaje urbano» buscaron transformar simbólicamente 
ciertos espacios públicos sin modificar las condiciones de vida de los 
habitantes. Este tipo de acciones estuvieron orientadas a visibilizar 
—para el conjunto de la ciudad— la presencia estatal en estas zonas 
conflictivas (Brikman, 2016; Fainstein y Palombi, 2018). Asimismo, 
las intervenciones se caracterizaron por atender a situaciones de 
emergencia. En este sentido, se priorizaron acciones focalizadas, 
puntuales y desarticuladas, dejando de lado el prometido abordaje 
integral de la problemática.

A pesar de ello, durante este período, junto a la intervención 
sobre las villas, se desarrollaron múltiples acciones de mejoramiento 
urbano y ordenamiento territoriales de la zona sur. Entre estos, pode-
mos destacar la política de distritos especializados para la promoción 
de determinadas actividades económicas en zonas degradadas de 
la ciudad. Con idéntica intención, se impulsó el Plan Maestro de la 
Comuna 87, que, si bien no fue aprobado en su totalidad, demuestra 
una clara preocupación por intervenir en el área8.

Una calma chica: cuando los conflictos entran  
en un empate de fuerzas 

Durante las últimas décadas, los conflictos urbanos en la Ciu-
dad de Buenos Aires fueron transformándose a partir de ingresar 
y transitar por nuevos campos de disputa. El creciente proceso de 
judicialización a nivel latinoamericano y en Argentina mostró una 

7	 La Comuna 8 es la unidad territorial descentraliza de la CABA en la que se 
concentra la mayor cantidad de villas. La misma se ubica en el sur de la ciudad.

8	 Interesa destacar que, no obstante la relevancia que asumió discursiva y mediá-
ticamente la problemática de villas, el presupuesto asignado al área se redujo 
y se subejecutó (ACIJ, 2014), interrogando la centralidad del problema en la 
agenda de gobierno.
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serie de efectos sociales y simbólicos sobre los actores y una redefini-
ción de los abordajes de la problemática villera. En este contexto, la 
toma del Indoamericano puede pensarse como un punto de inflexión, 
ya que, gracias a su visibilidad, impulsó un reposicionamiento del 
Poder Ejecutivo sobre la problemática habitacional en villas y asen-
tamientos de la ciudad, al tiempo que evidenció la heterogeneidad 
del Poder Judicial. 

Pese al ciclo de activismo jurídico y a los cambios que se obser-
varon en la orientación de las acciones del gobierno de la ciudad, la 
problemática habitacional en la ciudad de Buenos Aires continúa 
siendo aún una cuestión urgente y persistente. La misma se traduce 
en el crecimiento de población en villas bajo condiciones habitacio-
nales deficientes y altos porcentajes de inquilinización.

En este sentido, pese a observarse una merma en el activismo 
judicial, el canal judicial se ha constituido en un espacio de lucha 
que integra los repertorios de acción de las organizaciones territo-
riales. De este modo, el ámbito judicial constituye en la actualidad 
un espacio en el cual vehiculizar las demandas de las organizaciones 
cuando el Poder Ejecutivo no ofrece respuestas.

En el año 2015 comenzó un tercer período de gestión PRO, en 
el que se inició un conjunto de planes de urbanización en diversas 
villas de la Ciudad. Estas intervenciones, lejos de configurar un plan 
integral de intervención sobre la problemática, se caracterizaron una 
vez más por su heterogeneidad. Se desarrollaron proyectos específicos 
para algunos barrios, mientras que otros permanecen sin planes de 
intervención. En este nuevo contexto, emergen nuevos interrogan-
tes acerca de los factores que han motorizado estas intervenciones 
particularizadas. ¿Cuál es el vínculo entre estos nuevos proyectos 
y los procesos de judicialización previos? ¿Cómo se relacionan las 
organizaciones territoriales, el Poder Judicial y el Ejecutivo en este 
nuevo contexto? ¿En qué medida estas políticas impulsan un abor-
daje integral de la problemática? 
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La estrategia de movilización por la 
vivienda y más allá de la vivienda. El 

caso de Esperanza Andina de Peñalolén 
(1992-1998)

Catherine Valenzuela 
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Introducción 

Esta investigación se ocupa fundamentalmente de las estrategias 
de movilización por la vivienda en Santiago de Chile a través de 
tomas de terreno, analizando las ocupaciones de tierra organizadas 
por comités de personas sin casa de la zona oriente de Santiago, espe-
cíficamente el caso de Esperanza Andina en la comuna de Peñalolén. 
El movimiento de pobladores en la transición a la democracia se 
representa como una movilización que se distanció de la vinculación 
formal con las fuerzas políticas de la época (1990-1998), en cuanto 
los hallazgos de esta investigación no arrojaron que la conducción 
de estas movilizaciones fuera dirigida por un partido político. Los 
resultados aquí expuestos corresponden a la historia de las movili-
zaciones por la vivienda, desde una perspectiva social. En esta línea, 
se encuentra el análisis historiográfico: las ocupaciones masivas de 
terreno han desarrollado gestiones para habitar el espacio, comple-
jizando el trabajo de los comités sobre la base de manzanas, pasajes 
y sectores. Esta forma permitió continuar con la movilización por 
la vivienda, deteniéndose una vez implementadas las medidas de 
represión y seguridad de la dictadura.
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El problema de los allegados tras el fin de la última dictadura 
tuvo una gran magnitud y los sin casa aparecieron como un pro-
blema comunal de envergadura en las distintas municipalidades de 
la ciudad de Santiago, específicamente en las comunas más pobres. 
Peñalolén fue uno de los territorios donde más se evidenció la 
presencia de personas allegadas (38.953, según datos de la Ilustre 
Municipalidad de Peñalolén, en el acta de Sesión Ordinaria 010/92). 
En este territorio es donde se organizó la Coordinadora de Allegados 
para las primeras gestiones por habitación. Ante esta condicionante 
se desarrolló una movilización de pobladores desde el trabajo de 
comités por la vivienda. Por esta razón, la historia de la Intercomu-
nal de Allegados de la Zona Oriente de Santiago es una expresión 
histórica del movimiento de pobladores que organizó a los allegados 
ubicados en Peñalolén Alto, Lo Hermida y San Luis.

Las tomas de terreno finalizan paulatinamente como estrategia 
de movilización masiva por la vivienda durante la década de 1990 
en la comuna de Peñalolén. Estas movilizaciones no fueron conside-
radas válidas para iniciar proyectos de construcción de viviendas y 
se descartaron como mecanismos de movilización desde instancias 
oficiales. A partir de este punto, comienzan a disminuir las estrategias 
de acción directa, específicamente en la zona oriente de Santiago.

Periodización histórica del movimiento de 
pobladores en Santiago (1957-1998)

Las ocupaciones de terreno para el habitar espacios que co-
mienzan a aparecer datadas en documentos oficiales corresponden a 
tomas en sectores de fundos en el siglo XVII, a causa del crecimiento 
del inquilinaje por parte de un grupo reducido de personas. En el 
estudio histórico, el elemento central por considerar es el volumen de 
población participante. En esta relación, en la ciudad de Santiago del 
siglo XX tenemos dos movimientos sociales importantes en torno al 
tema del suelo y el habitar. El primero corresponde al movimiento de 
arrendatarios que consigue frenar el aumento de los precios, dentro 
del marco de la cuestión social. La primera huelga de arriendo data de 
1922, en la que logran establecer el Decreto Ley 261 sobre arriendo, 
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para frenar las especulaciones y el alza de precios desmedidos. Y, 
por otra parte, con el aumento de la migración campo ciudad con 
el que aparece el de pobladores.

 El caso de la población La Victoria marcó un hito referencial. 
Las tomas masivas aparecen organizadas en reuniones de comités, 
diferenciándose de las llamadas poblaciones callampas, que respon-
den a ocupaciones espontáneas de terrenos cercanos a canales o el 
río Mapocho. Estos elementos permiten realizar una periodización 
de las tomas masivas de terreno en la ciudad de Santiago, según el 
número de participantes, por la «masividad» y el grado de organi-
zación del territorio que alcanzaron.

Auge y desarrollo (1957-1973)

Se inicia con la toma de la victoria (en 1959 alcanzó una pobla-
ción total de dieciocho mil personas. Ver más en Garcés, M. Tomando 
su sitio, 2006) y la participación de los pobladores en una ocupa-
ción organizada desde el ingreso al terreno y las reuniones previas. 
Una vez alcanzadas las reuniones con las autoridades y discusión 
del proyecto, consiguen la construcción de sus viviendas bajo los 
términos de la autoconstrucción. En términos de organización, el 
desarrollo de una ocupación territorial sobre la base de comités y 
decisiones discutidas. 

En otras partes de la ciudad, el incremento de las ocupaciones se 
desarrolló de distintas formas según cada particularidad. Este factor 
las hizo pasar a ser objetivo de seguridad estatal y, en consecuencia, 
ser fuertemente reprimidas durante la dictadura. 

Represión y desarticulación (1973-1983)

Las medidas de «seguridad» en torno a tomas de terrenos y 
campamentos llegaron al punto de intervenir socioespacialmente 
el lugar, cambiando el nombre de algunas e incluso de sus calles, 
siendo las más afectadas la zona de barrancas. Los allanamientos 
masivos del espacio fueron realizados con el pretexto de operativos 
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de búsqueda de extremistas. En estas detenciones masivas se efectua-
ron violaciones sistemáticas de los derechos humanos, ocasionando 
que las tomas masivas fueran en descenso, pero en los lugares en 
que se concentraron allegados los comités de vivienda continuaron 
funcionando, aunque con problemas. Sin embargo, existió trabajo 
constante, como es el caso de la toma Cardenal Silva Henríquez.

Rearticulación, movilización y desmovilización (1983-1998)

Las movilizaciones sociales de trabajadores y pobladores en 
contra de la dictadura dieron como resultado un escenario en donde 
se presentaron protestas populares, lo que reactivó la aparición de 
tomas como Silva Henríquez y Juan Francisco Fresno. Las medidas 
de seguridad fueron aplicadas con más fuerza, especialmente en el 
año 1986, luego del atentado a Augusto Pinochet, donde las medidas 
de represión en poblaciones y tomas fueron muy violentas. El pacto 
de acuerdo en la transición y diseño de la política estatal hacia los 
movimientos sociales fue distinto a los del pasado, y el problema 
del allegamiento persistió hasta más allá de los 90.

El caso de Esperanza Andina (1992-1998).  
¿Por qué es un movimiento social? La persistencia 
del problema de la vivienda

El caso de Esperanza Andina representó al movimiento de pobla-
dores del siglo XX, en el sentido de la utilización de la toma como 
una estrategia de acción directa. La toma tuvo una organización en 
dos directrices; la primera en torno al terreno y la organización de los 
pasajes sobre la base de asambleas. Y la segunda, con las estrategias 
de movilizaciones frente al municipio, el Ministerio de Vivienda y 
la dueña de los terrenos, Filomena Narváez, a quien se le expropió 
el terreno en la coyuntura de la movilización. 
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La transición política y los pobladores (1992)

El diseño gubernamental de la transición política incorporó a 
los pobladores como un grupo intermedio de representación a nivel 
nacional. Una de las instancias que se alcanzó a consolidar un tiem-
po fue la Coordinadora Metropolitana de Pobladores, más algunas 
entidades de allegados y comités Sin Casa. Las tomas de terreno ya 
se considerarían como una herramienta de movilización, para las 
negociaciones de compra de viviendas. 

 La dirigente Claudina Núñez (presidenta de la Coordinadora), 
Óscar Peña y los directivos de la coordinadora de allegados «Juan 
Pablo II», «Laura Rosa Méndez», comités de la zona norte y sur de 
Santiago, Macul y Talagante, se comprometieron «a descartar a las 
tomas de terreno como una estrategia de movilización» (La Cuarta, 
Santiago, 9 de mayo, 1990, p. 8).

Desarrollo local y la focalización de los problemas,  
la solución: vivienda progresiva

Las organizaciones que se tomaron en cuenta como instancias 
válidas para la negociación por la vivienda correspondieron a las 
juntas de vecinos, consideradas como la institucionalidad formal de 
pobladores, y solo con este canal de participación se cerró el ingreso 
de los pobladores a la representatividad en ámbitos gubernamentales. 
En algunos sectores continuaron funcionando las ollas comunes, 
tanto que algunas fundaciones intentaron federarlas y darles apoyo 
económico. Desde el punto de vista del financiamiento estatal terri-
torial, se creó el Fondo de Asistencia FOSIS para subsidiar en parte 
algunas demandas territoriales del momento. La base de esta forma 
de participación fue solucionar los problemas localizados dentro de 
un entorno limitado en términos administrativos y comunales, lo 
que trajo en consecuencia el aumento de la focalización en materia 
de problemas sociales. 

La política estatal se orienta en solucionar el problema habi-
tacional de familias sin casa, «convirtiéndolas en propietarias de 
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viviendas ubicadas en zonas periféricas de la ciudad, a través de 
políticas subsidiarias. La solución en el corto plazo, ha llevado a 
pensar en convertirlos en propietarios para terminar con el proble-
ma. Y no se ha considerado otro tipo de factor o propuesta para 
otorgar alojamientos en condiciones adecuadas para el desarrollo» 
(Saborindo, 1993).

El impacto de esta política abordó la solución de los allegados como 
un problema de responsabilidad de la sociedad civil en su conjunto, 
en donde cada familia involucrada debía participar en la construcción 
y producción social de resolución del problema. Así, las comunas se 
pensaron en espacios de conexión entre lo central y los vecinos. Bajo 
esta perspectiva, nació la idea de lo local como un nivel de realidad de 
análisis y de acción y transformación de la dinámica.

Los allegados de Esperanza Andina tuvieron como posibilidad 
optar vía postulación a la vivienda progresiva, la que contemplaba 
dos etapas: una primera fase de construcción, pero que necesitaba 
terminarse en una segunda etapa. En esta instancia, no existió un 
programa predeterminado para su financiamiento. Los allegados 
que deseaban permanecer en las comunidades debían postular a este 
programa en la modalidad de programa privado de densificación 
predial, ya sea en forma individual o colectiva, lo que contemplaba 
que los allegados tuvieran un sitio propio. Con este programa, los 
allegados pagaron el terreno, lo que provocó el aumento de precio. 
Y, por otra parte, debían comprar el terreno fiscal con un subsidio 
de 14 UF, que no existían en ese entonces en la comuna, por lo cual 
aumentó el tiempo de espera para la solución de los allegados. 

La toma de terrenos y su organización

La toma de terreno como práctica de movilización por la vi-
vienda, en el caso de Esperanza Andina, tiene referentes históricos, 
como la toma Nueva Habana (1971). Las razones que apuntan a 
esto se encuentran en el tipo de autogobierno, la organización del 
territorio distribuido en manzanas, las sesiones de una asamblea 
general y la división del terreno en sectores. Otro de los casos es 
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la toma Silva Henríquez (1983), que organizó la representatividad 
con delegados (dos por pasaje), la organización del territorio en 
sectores, la aprobación de reglamento interno, el funcionamiento 
de comisiones y el trazado de calles al interior de la ocupación. Los 
casos anteriormente mencionados presentan, al momento de la toma 
de terreno, las siguientes demandas para la solución habitacional: 
Nueva Habana, Operación Sitio; Silva Henríquez, Loteo CORVI; 
Esperanza Andina, propuesta técnica de 1.824 viviendas. 

La gran cantidad de personas en Esperanza Andina (1992) le 
llevó a organizar el territorio, organizados por pasajes, con un coor-
dinador sectorial, directorio, directiva, asamblea general y por pasaje.

Figura 1. Esquema de funcionamiento de la asamblea  
de Esperanza Andina

Fuente: José Luis Flores, Campamento La Esperanza, recuperando el derecho a 
soñar.

Los pasajes sesionaron con asambleas de carácter resolutivo en 
la totalidad de sectores. En cada uno de ellos se escogió delegado de 
pasaje, quien asistió a reuniones con el coordinador sectorial. Este 
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último formó parte del directorio, de donde se escoge a la directiva, 
y la directiva efectuó asambleas en donde se establece la normativa 
de la ocupación. Se prohíbe el consumo de alcohol, la violencia 
intrafamiliar, el consumo de drogas y la delincuencia al interior de 
la toma. Se crea una instancia para mujeres «La Casa de la Mujer» 
y otra para el cuidado de niños, el jardín La Estrellita de Peñalolén.

Los sin casa de Esperanza Andina: la colectividad 
por sobre las particularidades

Una de las organizaciones de pobladores que continuó vigente 
en la solución de problemas sociales fueron los Comités Sin Casa, los 
cuales funcionaron con asambleas que fueron de carácter general y 
otras solo de directiva. En estas instancias se establecieron las nor-
mativas para operar en los distintos trámites administrativos para 
la compra del terreno y la construcción de viviendas, siendo uno de 
los elementos más importantes en comunicación de los grupos de 
allegados en los faldeos cordilleranos de Santiago. Las asambleas 
fueron el punto de discusión y de deliberación de las propuestas, 
definiendo «dos frentes, contra el poder explícito e implícito». Estos 
colaboraron en la propuesta de movilización interna basada en la 
organización interna y otra externa frente a las autoridades guberna-
mentales y las surgidas al interior de la toma, fundando su propuesta 
de poder popular como «la expresión de una fuerza liberadora y 
transformadora que se retroalimenta a partir del desarrollo de la 
conciencia (y la confianza) de la propia potencialidad». Así, la base de 
la demanda fue conseguir un terreno para habitar, elegido por ellos.

La movilización exterior

No existe un plan gestionado desde el principio de la toma, 
sino que se ideó en la asamblea de acuerdo con la coyuntura de la 
movilización. Los factores que incidieron en esta situación fue el 
incumplimiento de los acuerdos con la Intendencia, Secretaría de 
la Vivienda, Municipalidad de Peñalolén y Filomena Narváez. En 
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segunda instancia, el cambio en el precio del terreno: 1º negociación 
0,35 UF, 2º negociación 0,4 UF, 3ºnegociación 0,45 UF el metro/2 
y el costo final del terreno 60.000 UF. Los aportes negociados en 
dinero, 109.560 UF (830 subsidios), 6.640 UF aporte de pobladores, 
18.260 UF crédito de consumo pobladores, 13.000 UF aporte para 
la compra del terreno (mejoramiento urbano Ministerio del Interior) 
y 13.000 UF (pavimentación Ministerio del Interior).

Para el logro de los recursos fueron efectuadas muchas movili-
zaciones, reuniones y asambleas por pasaje. El desgaste emocional 
y de recursos estuvo acompañado de problemas de toda índole: 
violencia intrafamiliar, tráfico de drogas, problemas de fondos, 
incendios, muerte de niños, entre otros, que ocasionaban reuniones 
por pasajes y la solución de estos problemas. 

Los problemas al interior del campamento y los obstáculos 
constantes en la movilización les llevaron a establecer una movili-
zación bajo el llamado: 

A la conciencia del país a no hacerse cómplice de las aberran-
tes injusticias del sistema en contra de los desposeídos de un 
techo. El gobierno a entender el problema de fondo y aplicar 
la ley de expropiación en contra de los terrenos abandonados 
de Filomena Narváez para el bien común y la justicia social.

Seguiremos nuestro movimiento hasta lograr una solución. 
No tenemos alternativas. De verdad no tenemos dónde vivir.

Queremos un diálogo democrático que abra caminos de 
solución.

La represión no es posible. Ya no. Todo el país nos mira.

Que Chile avance en la democracia con justicia.

A compartir la ciudad con todos los seres humanos1.

Los temas de discusión fueron de orden doméstico en un primer 
momento, y para tomar decisiones en torno a la movilización, los 
asuntos se dividieron en cuestiones políticas y técnicas, donde todo 
se discutió. A nivel central, existió un directorio compuesto por los 
coordinadores sectoriales. Y, por otra parte, hubo una directiva que 

1	 Unión Intercomunal de Allegados. Los allegados de la toma de Peñalolén a la 
opinión pública nacional, 23 de junio de 1992, p. 1.
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se eligió en las asambleas. Cada pasaje tuvo una directiva de cuatro 
a cinco personas que estaban por encima del directorio, solo por 
efectos de la representatividad. Las decisiones más importantes se 
tomaron en el directorio, donde los votos de la directiva del campa-
mento valían lo mismo que cada habitante del campamento. Enton-
ces, por cada tema, se hacían dos reuniones de directorio y si en la 
segunda reunión el tema no se resolvía y era importante, se llamaba 
a asamblea general; si el tema no era de tal importancia, trascen-
dental, le correspondía al presidente del campamento convencer al 
resto de la decisión tomada, porque tenían que entregarse a lo que 
la mayoría quería, lo que produce que internamente fuera una base 
bien fuerte. De esta manera, la información entre los pasajes y la 
directiva se hacía llegar a través de las reuniones y, en consecuencia, 
los problemas se hacían de conocimiento público.

El caso de Esperanza Andina de Peñalolén mostró una capacidad 
para conseguir y articular una gran cantidad de recursos, otorgándole 
fortaleza a su organización enfocada en establecer la propuesta que 
permitiera salir del allegamiento. Para esto, crearon una Secretaría 
General de la toma, que se encargó de la postulación al subsidio con 
la primera propuesta de solución, a través del Programa de Vivienda 
Progresiva. Este programa arregló de inmediato, pero no en forma 
definitiva, el tema de una vivienda edificada con criterios aceptables 
de superficie y terminaciones. Así, la solución definitiva se extendería 
desde los primeros cuatro meses, una vez obtenida la vivienda básica, 
hasta más allá de los cinco años en el caso de postular a los subsidios 
complementarios. Dicha política alcanzaría a «construir inicialmente 
un número mayor de soluciones parciales con un estándar inicial 
menor, que mejorarán inmediatamente las condiciones de vida de 
un mayor número de familias, y que tienen el potencial de mejorarse 
progresivamente a través del tiempo» (Peliowski, 1993: 97). Bajo 
estos parámetros, las viviendas progresivas fueron de menor costo, 
responsabilizando a los ciudadanos de conseguirlas: «Entre ellos 
puede mencionarse su propio trabajo, sus capacidades de gestión 
y organización, materiales de construcción, etc., recursos que nor-
malmente no pueden incorporarse en los programas tradicionales de 
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construcción de viviendas terminadas» (Peliowski, 1993: 97). De esa 
forma, el Estado asumía solo una responsabilidad colaborativa en 
el proceso de obtención, por la vía del trámite continuo, sin pensar 
en las interrupciones ni tramos de tiempo para la construcción y 
compra de la vivienda.

Los allegados que deseaban permanecer en las comunidades de-
bían postular a este programa en la modalidad de Programa Privado 
de Densificación Predial, ya sea en forma individual o colectiva, lo 
que contemplaba que los allegados tuvieran un sitio propio. Con esta 
iniciativa, los allegados debieron pagar el terreno, lo que provocó el 
aumento de precio. Por otra parte, debían comprar el terreno fiscal 
con un subsidio de 14 UF, monto que no existió en ese entonces en 
la comuna, lo cual aumentó el tiempo de espera para la solución de 
los allegados. 

En síntesis, las movilizaciones dirigidas al exterior fueron:

Tabla 1. Movilizaciones dirigidas al exterior.

19 de junio de 1992 Toma de terreno.

24 de junio de 1992 Movilización al centro. «Los pobres no pueden 
esperar», «Derecho a la vivienda», «Somos dos 
mil niños».

6 de noviembre de 1992
Primera huelga de hambre, con esto consiguen los 
120 millones de pesos.

17 de junio de 1993 Ocupación del Ministerio de Vivienda. El objetivo 
fue conseguir un crédito adicional de 22 UF a cada 
familia, acordado con Jaime Silva el año 1992.

19 de julio de 1995
Toma Universidad Iberoamericana.

29 de agosto de 1995
Toma de la Municipalidad de Peñalolén. Sube el 
precio a 100.000 UF.

5 de septiembre 1995

21 de noviembre de 1995

Huelga de hambre de José Luis Flores «Casa o 
muerte».

Marcha al Congreso nacional, consiguen expropiar 
los terrenos. Caminan 1.300 personas.
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1998

Filomena Narváez se querelló solicitando la de-
volución de los terrenos. El depósito que le hace 
el Ministerio ascendió 893 millones. Comienza la 
construcción de las viviendas.

Última movilización por el traslado de pobladores 
a avenida Grecia por la construcción de viviendas. 

Fuente: Elaboración propia.

Conclusiones

Las estrategias de movilización del Campamento Esperanza 
de Peñalolén fueron de acción popular que perfeccionaron a las 
conocidas por el movimiento de pobladores de antaño. Así, la mo-
vilización social que se llevó a cabo contempló estrategias dirigidas 
hacia la esfera estatal, estableciendo relaciones con el Municipio, el 
Ministerio de Vivienda y actores sociales (estudiantes y políticos). Las 
negociaciones fueron acompañadas de movilizaciones para el cumpli-
miento de sus demandas, tal es el caso de la toma del Ministerio de 
Vivienda, de la Universidad Iberoamericana y de la Municipalidad. 
Además, se realizaron otras hacia el interior de la comunidad, que 
acompañaron el fortalecimiento del poder democrático popular. 
Entre ellas, encontramos: demandas del Comité de los Sin Casa, 
defensa de la toma, organización territorial (trazado de manzanas 
y calles), fundación Jardín Infantil, la Casa de la Mujer y normativa 
de vida interna (deliberadamente discutida).

Las tomas de terreno en Santiago entre 1957 y 1973 fueron 
parte de estrategias de movilización frente al Estado, en el momento 
en que la vivienda fue considerada un derecho. Gran parte de las 
ocupaciones se realizaron en bloques de personas que ingresaban al 
terreno, para, a continuación, iniciar negociaciones por la vivienda, 
alcanzando distintas soluciones según la dimensión del problema. 
En el caso de Esperanza Andina, las tratativas y gran parte de la 
movilización se concentraron en la compra de las parcelas frente a 
un privado, obteniendo beneficios estatales para acceder al mercado 
de la vivienda social, guiados por la políticas públicas sobre vivienda.
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En paralelo a las tomas de terreno, las redes de pobladores 
organizados fueron incrementándose en las comunas de Santiago 
entre 1957 y 1973, verificándose además un aumento de los comités 
sin casa y las organizaciones intercomunales. La conducción del 
PC en el movimiento de pobladores fue importante para conseguir 
soluciones habitacionales. Al interior de las ocupaciones se efectua-
ron asambleas, lo que dio lugar al surgimiento del poder popular. 
Las demandas de gran parte de los pobladores se discutieron junto 
a los militantes movilizados al interior del campamento, en donde 
coexistieron representantes de distintas tendencias políticas, por lo 
cual el movimiento de pobladores no ha tenido una conducción única 
en esta etapa y es así que en los casos estudiados como La Victoria, 
Mario Garcés reconoció el trabajo de distintas orgánicas partidarias.

Las tomas de terreno en Santiago de Chile entre 1973 y 1990 
fueron mayoritariamente reprimidas. En esta etapa, los casos más 
representativos del movimiento de pobladores en Santiago fueron 
las tomas de Cardenal Silva Henríquez y Juan Francisco Fresno, 
respectivamente. Esta organización no mantuvo una movilización 
hacia el exterior, y la toma en sí misma se pensó como la acción di-
recta. Divisiones en la conducción de la movilización se tradujeron 
negociaciones parciales, con lo cual se erradicaron pobladores a 
diferentes proyectos habitacionales. El trabajo fue mejorando pro-
gresivamente, con la asistencia de organismos técnicos como SUR.

La toma se dividió en cuatro sectores bajo un reglamento co-
mún. Se efectuaron elecciones periódicas, con una gran cantidad 
de votantes al interior, registrándose una alta participación en los 
temas de gobierno interno. Hubo doce comisiones de trabajo para 
mantener organizados a los pobladores y en algunas ocasiones el 
tribunal popular sesionó para discutir faltas a la normativa interna. 
El espacio al interior de la toma consideró lugares de recreación in-
fantil, comercio, almacenes para el consumo de pan y otros productos 
de necesidad básica. A pesar de la organización política, esta toma 
no escapó de la represión después del atentado a Augusto Pinochet 
en 1987 y los dirigentes fueron detenidos y trasladados a Pisagua.
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En los últimos años de la dictadura, el movimiento de poblado-
res fue reprimido con allanamientos masivos a poblaciones, lo que 
trajo en consecuencia el fortalecimiento del trabajo interno en villas, 
sitios y loteos de la periferia santiaguina. Los comités de pobladores 
armaron redes de acción interna con ayuda mutua ante los efectos 
de la crisis en distintas instancias comunitarias, que se proyectaron 
en el tiempo, especialmente en la zona oriente de Santiago, en la 
comuna de Peñalolén.

Desde 1990, el movimiento de pobladores se federó en organiza-
ciones formales, descartando a la toma de terreno como una forma 
de movilización. La olla común y la junta de vecinos se asumieron 
como las instancias de participación de los sectores populares. De 
esta forma, la falta de viviendas se asumió como un problema local 
que no tuvo una solución a nivel nacional. Desde el Estado, solo se 
propusieron acciones desde el mercado en materia habitacional y, 
comunicacionalmente hablando, las tomas de terreno se asumieron 
como una amenaza conducida por asociaciones extremistas.

En contraposición, el movimiento poblador de la década de los 
90 en Santiago ha presentado elementos de continuidad histórica 
en la comuna de Peñalolén, la cual albergó allegados provenientes 
de Lo Hermida y sitios aledaños a las calles Las Perdices y La Flo-
rida, quienes organizaron la primera toma de terrenos masiva de la 
transición. En esta movilización directa, los pobladores se reunieron 
para escoger un terreno y posteriormente comprarlo.

La toma de terreno de Esperanza Andina convirtió a un grupo 
de sin casa en propietarios de un proyecto habitacional diseñado por 
pobladores. Al interior de la ocupación se funcionó sin el apoyo de 
partidos políticos ni otro tipo de asesoría. El comité central organi-
zó la postulación de los pobladores para ordenar los trámites y el 
ahorro de cada una de las familias. En este punto, no respondieron 
a soluciones de traslado fuera de las parcelas de Peñalolén, como 
fue el caso de la toma Cardenal Silva Henríquez y Nassur, en donde 
se trasladaron pobladores a otros proyectos habitacionales que, en 
algunos casos, no se concretaron.
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La organización de Esperanza Andina obtuvo la compra del 
terreno de la toma, en un contexto histórico y legal en donde la 
vivienda no se concibe como un derecho. Bajo esta lógica, repre-
sentó la culminación de una etapa del movimiento de pobladores, 
en donde el centro de la demanda fue la vivienda, en una lucha que 
consideraban hasta la muerte para ir más allá e incorporar a la tierra 
como el objetivo principal de la movilización, hasta la expropiación.

La organización económica en materia de presupuesto para 
ahorro y el pago del proyecto habitacional fueron otros elementos 
característicos de Esperanza Andina. Muchos hogares fueron condu-
cidos por jefas de hogar, por lo cual la toma dependió en gran parte 
del trabajo y financiamiento de estas. En términos de la investigación 
no tuvimos acceso al libro de la secretaria general de la toma, en 
donde se dejaba registro de cómo cada pasaje se organizó para que 
las familias estuvieran al día y cómo se ayudaba a las familias que 
no tuvieron el monto para postular. De todas formas, los testimonios 
dejan constancia de esta información.

La instancia de educación de la toma redundó en el empodera-
miento de las mujeres. La organización de una parte de los hogares 
de Esperanza Andina estuvo a cargo solo de madres, por lo cual se 
presentaban más problemas para el financiamiento, sumado a que 
muchas fueron víctimas de la violencia al interior de los hogares. 
Estas condicionantes impidieron la mantención económica de las 
familias, lo que limitaba el ahorro para el terreno. La movilización 
contempló la educación de las mujeres para superar el problema y 
continuar la lucha por sus casas.

El Comité de Vivienda es el punto de partida de estas moviliza-
ciones como acción directa. Desde este punto del análisis, representa 
otra faceta en la continuidad histórica del movimiento de pobladores. 
El trabajo de estos no ha cesado, pero actualmente no optan por la 
toma de terrenos como movilización. Desde la década de los noventa, 
las tomas de terreno fueron desapareciendo y la vía de postulación 
ha sido asumida como la única forma para comprar.

Los estudios del período establecen una desarticulación del 
movimiento popular de la dictadura, lo que no ha considerado la 
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permanencia de los allegados en las comunas pobres de Santiago, 
que no desaparecieron con el cese de las protestas en 1986. Los aná-
lisis deben incorporar los elementos de permanencia en los sectores 
populares, como la perpetuación del allegamiento y la organización 
de comités de vivienda que han realizado distintas movilizaciones 
para conseguir habitación, articulando una perspectiva de estudios 
de pobladores en las comunas de Santiago.

La discusión crítica de la hipótesis de la investigación se establece 
en términos de jerarquizar qué es lo más significativo de las estrate-
gias de movilización por la vivienda. De acuerdo con los objetivos 
de la investigación, los hallazgos nos muestran que, hasta 1970, la 
masividad de las tomas de terreno en la periferia urbana fue signi-
ficativa en términos de la demanda de soluciones habitacionales de 
los sin casa de Santiago de Chile, si bien la organización interna fue 
más difícil y careció de un sentido logístico de planificación previa. 
En dictadura, la toma más significativa en cuanto a la cantidad de 
participantes y grado de organización ocurrió en la Zona Sur de 
Santiago, con la toma Cardenal Silva Henríquez y Juan Francisco 
Fresno. En este caso, se verifica la conducción de partidos políticos 
y grupos de profesionales (SUR). Una gran cantidad de pobladores 
fueron erradicados y detenidos en procedimientos militares-policiales 
de represión tras el atentado a Augusto Pinochet en 1986.

En términos de la masividad de estas ocupaciones, la ciudad de 
Santiago no presenta un desarrollo más allá de 1999, debido a que 
las tomas desaparecieron paulatinamente con la construcción de 
viviendas sociales. Sin embargo, en la comuna de Peñalolén, la tradi-
ción organizativa del movimiento de pobladores se ha mantenido y 
se traduce en un movimiento que abarca objetivos que van más allá 
de la batalla por la vivienda: el Movimiento de Pobladores en Lucha.

El poder democrático popular de Esperanza Andina se desarro-
lló en la toma de terrenos, no proyectándose al desarrollo actual 
de la población (2017). La práctica de la asamblea por pasaje solo 
se utilizó en el momento que duró el campamento y una vez inau-
gurada la población, no se presenta el mismo desarrollo político. 
Las pobladoras que aún habitan allí registran una división entre las 
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que aún trabajan en el Jardín Infantil La Estrellita de Peñalolén y la 
directiva de la Junta de Vecinos. En definitiva, el poder se desarrolló 
solo cuando se mantuvo la movilización.

El elemento estratégico de la toma de terreno en Esperanza 
Andina responde al carácter comunal de la demanda, que finaliza 
con la condición de allegados de 1.824 familias. En virtud de dicho 
carácter, se reconoce un elemento inexistente en la tradición del 
movimiento de pobladores estudiados en esta investigación, el cual 
fue representar a los allegados de un territorio específico, frente al 
escenario político de la transición.

Bibliografía

Espinoza, V. (1988). Para una historia de los pobres de la ciudad. Santiago: 
Ediciones Sur.

Flores, J. (1994). Taller de Acción Cultural: Campamento «La Esperanza». 
Peñalolén, Chile.

Flores, J. (1999). Taller de Acción Cultural: Una noche, un pensamiento, 
una toma: una población libertaria. Peñalolén, Chile.

Garcés, M. (2002). Tomando su sitio: el movimiento de pobladores de 
Santiago, 1957-1970. Santiago: Lom Ediciones. 

Murphy, E. (2015). For a proper home: housing rights in the margins of 
urban Chile, 1960-2010. University of Pittsburgh Press.

Peliowski, S. (1993). Del allegamiento a la densificación: programas habi-
tacionales para la precariedad urbana. Allegados: Caracterización y 
propuesta para una política de vivienda. DITEC/MINVU.

Salazar, G. (2012). Movimientos sociales en Chile: trayectoria histórica y 
proyección política (Vol. 3). Santiago: Uqbar Editores.

Salman, T. (1994). Challenging the city, joining the city: The Chilean po-
bladores between social movement and social integration. Bulletin 
of Latin American Research, 13(1), 79-90. 

Vergara, G. S. (2006). La violencia política popular en las «grandes alame-
das»: la violencia en Chile, 1947-1987: una perspectiva histórico-
popular. Santiago: Lom Ediciones.





171

Políticas de vivienda y desigualdades 
políticas: desafíos y lecciones de 
la implementación del «Segunda 

Oportunidad» en Puente Alto

Camila Cociña 
University College London. Londres, Inglaterra

Introducción 

Disminuir desigualdades se ha convertido en uno de los princi-
pales y más complejos desafíos a nivel local y global. Así lo refleja 
el énfasis en igualdad de varios de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible establecidos por la ONU en 2015, distanciándose del 
predominante foco en pobreza que caracterizó a los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio del año 2000. En Chile, no obstante el éxito 
cuantitativo en la disminución de pobreza durante las últimas tres 
décadas, el contraste de dichos logros con niveles de desigualdad 
cuasiestancados ha despertado preocupación en los últimos años (ver 
PNUD, 2017), y una presencia de la desigualdad cada vez mayor en 
la discusión pública. 

Implementar de manera situada las agendas globales requiere 
entender cómo dichos retos se traducen a los contextos locales. En 
ese sentido, atender la desigualdad implica, en primera instancia, 
comprender cuáles son los desafíos locales que conlleva y qué sig-
nifican dichos retos para el contexto chileno. Como discutiremos en 
este capítulo, la desigualdad incluye al menos aspectos económicos, 
sociales y políticos, que se traducen en dimensiones espaciales a la 
escala de la ciudad. Si esperamos que la incipiente disminución de 
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desigualdad de ingreso observada en Chile en la última década se 
sostenga y profundice en el tiempo, consolidando condiciones que 
aseguren una sociedad más igualitaria, es necesario atender cada 
una de estas dimensiones. En ese sentido, agendas sectoriales y sus 
efectos en el territorio pueden ser herramientas claves. En este capí-
tulo, nos enfocaremos en discutir el rol de las políticas de vivienda en 
disminuir desigualdades, particularmente en lo que denominaremos 
«desigualdades políticas».

Las políticas de vivienda y ciudad pueden cumplir un rol decisivo 
en cada uno de los ámbitos de la desigualdad. La construcción de 
viviendas tiene impactos y huellas que exceden sus límites físicos: 
son un medio de producción de ciudad, y las ciudades juegan un 
rol estructural en producir, desafiar o consolidar desigualdades. La 
vivienda tiene múltiples escalas y dimensiones, afectando la realidad 
económica, social y política de personas, barrios y ciudades. Entender 
la producción de vivienda «como urbanismo» implica explorar su rol 
como un dispositivo económico, social y político: una vivienda tiene 
el potencial de actuar como un activo que fomente la productividad 
de personas y territorios (influyendo desigualdades económicas), 
como una plataforma a la ciudad y sus servicios (influyendo des-
igualdades sociales), y como un proceso multidimensional y colectivo 
(influyendo desigualdades políticas).

En este texto, hablaremos de la relación entre políticas de vivien-
da y desigualdad política. Estas reflexiones son parte de una investi-
gación mayor en que cada uno de estos aspectos fue evaluado1, pero 
parece pertinente darle un lugar central al aspecto político en un libro 
que surge como un espacio para discutir conflicto y cohesión social. 
Comenzaremos discutiendo brevemente la relación entre desigualda-
des y vivienda, y particularmente el rol de las políticas habitacionales 
en términos de distribución de poder. Luego, analizaremos el caso 
chileno y la coyuntura histórica de las políticas de vivienda actuales, 

1	 Este capítulo se basa en parte de los resultados de la tesis de doctorado «Housing 
as Urbanism: The role of Housing Policies in Reducing Urban Inequalities. A 
study of post 2006 Housing Programmes in Puente Alto, Chile», presentada en 
2017 para obtener el grado de PhD Development Planning, University College 
London.



Políticas de vivienda y desigualdades políticas

173

para introducir el caso particular de la implementación del programa 
«Recuperación de Condominios Sociales: Segunda Oportunidad» 
en dos barrios de Bajos de Mena (BdM), en la comuna de Puente 
Alto. Particularmente, el capítulo busca reflexionar tanto sobre las 
limitaciones de las actuales políticas habitacionales, como sobre los 
potenciales de la vivienda, entendida como proceso, para generar 
procesos de profundización democrática que gatillen organización 
social y participación política, colaborando así con la redistribución 
de poder. Para este fin, el foco estará en tres aspectos identificados 
como clave: el rol del clientelismo como una barrera para la transfor-
mación política, los límites de la participación ciudadana entendida 
como «libertades individuales» o normas procedimentales, y el rol 
de la escala de la ciudad en las políticas de vivienda. 

Estudiar desde los territorios las manifestaciones y desafíos 
que plantea la disminución de desigualdades es clave para generar 
conocimiento local que pueda conversar con desafíos y agendas 
globales (Barnett y Parnell, 2018; Rodríguez y Sugranyes, 2017); 
organizaciones sociales y profesionales de distintas áreas requieren de 
dicho conocimiento situado para implementar e interrogar objetivos 
dictados por directrices de mayor escala. El emblemático caso de 
BdM puede dar importantes luces al respecto, ayudándonos a enten-
der de manera comprehensiva los impactos de las intervenciones del 
Estado en territorios en que estos desafíos globales se materializan 
y habitan de manera cotidiana.

Desigualdades y los potenciales políticos de la 
vivienda

La discusión sobre los efectos de políticas de vivienda en países 
en desarrollo ha tendido a enfocarse en su rol reduciendo pobreza 
(Ramírez, 2002). En el caso chileno, sin embargo, enfocarse en dicha 
relación puede resultar no solo reduccionista, sino que políticamente 
peligroso: por más de treinta años, Chile ha tenido políticas de vi-
vienda que desde el punto de vista financiero y de focalización son 
consideradas altamente exitosas, con tasas equivalentes de reduc-
ción de pobreza y de déficit habitacional. Sin embargo, las vidas de 
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quienes habitan los resultados de dichas políticas están aún llenas 
de injusticias, habitando el urbanismo de los marginados que bri-
llantemente describía Pedro Lemebel en sus relatos:

Pareciera que dicho urbanismo de cajoneras, fue planificado 
para acentuar por acumulación humana el desquicio de la 
vida, de por sí violenta, de los marginados en la repartición 
del espacio urbano.

Pareciera entonces que cada nacimiento en uno de estos blo-
ques, cada pañal ondulante que presupone una nueva vida, 
estuviera manchado por un trágico devenir. Parecieran inútiles 
los detergentes y su alba propaganda feliz, inútil el refregado, 
inútiles los sueños profesionales o universitarios para estos 
péndex de última fila. (Lemebel, 1995)

Desde el punto de vista urbano, por casi veinte años ha habido un 
amplio consenso sobre los efectos nocivos en términos de segregación 
y oportunidades que estos éxitos cuantitativos han conllevado (ver 
Ducci, 2000; Rodríguez y Sugranyes, 2004; Sabatini et al., 2001; 
Salcedo, 2010). Un foco en desigualdades puede dar luces sobre 
cómo avanzar en tales discusiones. Para ello, es necesario partir 
preguntándose por el potencial alcance de una política habitacional 
que ponga la ciudad y las desigualdades al centro.

Hay varias razones por las que la desigualdad se ha vuelto glo-
balmente central durante las últimas décadas; en términos históricos, 
las desigualdades han aumentado dentro y entre países (Stiglitz, 
2013; McGrew, 2000; UNHSP, 2003), dejando claro que el creci-
miento económico no se traduce necesariamente en disminución 
de desigualdades (Piketty, 2014; Wilkinson y Pickett, 2009). Por 
otra parte, las definiciones de pobreza se han vuelto más complejas 
(Moser, 1995; Wratten, 1995), involucrando ámbitos de redistri-
bución y reconocimiento que inevitablemente abarcan aspectos de 
desigualdad. En el contexto nacional, esto se ha reflejado en que el 
«debate y las demandas sociales muestran en Chile un doble des-
plazamiento: desde el crecimiento de los ingresos o superación de 
la pobreza hacia la igualdad y desde la igualdad económica hacia 
la igualdad sociopolítica» (Güell, 2013).
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El reconocimiento de la desigualdad como un desafío múltiple 
que escapa lo netamente económico tiene una larga tradición. Des-
de una perspectiva liberal, las ideas del economista Amartya Sen y 
su foco en desarrollo, libertades y capacidades, respondían ya en 
1979 a la pregunta «¿Igualdad de qué?» con una variedad de as-
pectos, incluyendo la no-explotación y no-discriminación. Autores 
de diversas disciplinas y corrientes han desde entonces discutido 
cuestiones de justicia social, igualdad y equidad incorporando —al 
menos— aspectos de género, condiciones sociales y materiales, 
capacidades y solidaridad (ver Wright, 2013; Cohen, 1989; Fraser, 
1995; Nussbaum, 2003). 

La ciudad no es solo el telón de fondo en que los fenómenos 
socioeconómicos ocurren. Existe una larga tradición, particularmente 
desde la geografía, centrada en comprender cómo los procesos espa-
ciales y sociales se dan forma mutuamente, en la cual debates sobre 
desigualdad y justicia espacial han ocupado una posición central (ver 
Harvey, 1973; Soja, 1989; Lobao et al., 2007). Particularmente en 
términos de desigualdad urbana, y en línea con los trabajos sobre 
justicia social de Nancy Fraser (1995), planificadores han definido 
equidad urbana como una experiencia multidimensional que com-
bina aspectos de redistribución material, reconocimiento recíproco 
de identidades diversas y participación política paritaria (ver Young, 
1990; Allen y Frediani, 2013; Levy, 2015; Levy y Dávila, 2018). Por 
lo tanto, la planificación urbana tendría un rol que cumplir tanto en 
términos de la justicia de los procesos —i.e. qué tan participativas o 
democráticas son las decisiones que se toman respecto a la ciudad— 
como de los productos —i.e. cómo los resultados de la planificación 
urbana redistribuyen bienes materiales (Fainstein, 2010)—. En esta 
línea, tanto los procesos como los resultados de las políticas de 
vivienda pueden afectar las desigualdades. 

Los alcances de la construcción de vivienda están dados por 
una serie de consideraciones que es necesario hacer explícitas. Pri-
mero, la vivienda es tanto un derecho como un complejo mercado. 
A diferencia de otros derechos sociales que pueden ser tratados 
con políticas puramente universalistas (como salud y educación), el 
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vínculo entre vivienda y mercado parece indisoluble; esto, a pesar 
de que la vivienda, como derecho, es parte del derecho a la ciudad 
y requiere cierto tipo de universalismo urbano (Cociña, 2018). Esta 
doble condición de la vivienda como hogar y como bien raíz impone 
serios dilemas a las políticas habitacionales (Aalbers y Christophers, 
2014), más aún considerando que como bien, está indisolublemente 
ligado a otro mercado igualmente complejo: el mercado de suelo. 
Wallace y Williamson (2006) hacen alusión a la triple condición del 
mercado de suelo como territorialidad, como derecho adquirible y 
como mercancía compleja (complex commodity), es decir, parte de un 
mercado en el que se tranzan derechos además del suelo en sí mismo. 

Una segunda consideración es que la vivienda es una unidad que 
opera a escalas y dimensiones diversas. Como reflexionan en su más 
reciente libro Madden y Marcuse (2016), la vivienda es el lugar de 
reproducción social y el hogar para sus habitantes, es la principal 
carga económica para muchos, y una fuente de riqueza, estatus y 
control para otros. La vivienda es el «campo social y material de 
la vida cotidiana» (Cupers, 2014), el cual además de proveer pro-
tección física y un valor de mercado, es el espacio en que se fundan 
los significados personales y colectivos del hogar (Blunt y Dowling, 
2006). Además de la escala íntima del hogar, la vivienda tiene una 
huella territorial que excede la del espacio privado, un sistema de 
múltiples huellas operando en varias dimensiones y escalas al mismo 
tiempo (Fiori, 2014). La vivienda es un medio de producción de lo 
doméstico, del barrio, de mercados nacionales y de las relaciones 
socioespaciales que construimos como sociedad a la escala de la ciu-
dad. Como planteaba el arquitecto John Turner (1976) hace más de 
cuarenta años, si entendemos la vivienda como proceso, la pregunta 
por su valor se desplaza de desde qué es hacia qué hace a las perso-
nas, poniendo hincapié tanto en su valor de cambio como de uso.

En este texto, por lo tanto, entendemos las políticas de vivienda 
en estos términos: como los esfuerzos combinados que se realizan 
para proveer hogares, que repercuten en el espacio privado y en el 
conjunto de relaciones sociales, económicas y urbanas construidas 
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con ellos; la vivienda es un componente clave de la ciudad como un 
derecho indivisible. 

Entendidas así, el vínculo entre las políticas habitacionales y 
desigualdad es múltiple. La relación con las desigualdades económi-
cas es probablemente la más evidente; ya sea a través de subsidios 
u otros mecanismos, las políticas habitacionales focalizan recursos 
en ciudadanos para los que, en la mayoría de los casos, la vivienda 
es el más costoso de sus bienes, aumentando así su capital, produc-
tividad y activos. La vivienda es generalmente el más importante 
activo para las familias más pobres y, más aún, puede ser definida 
como un activo mínimo para aumentar la productividad de otros 
activos (Moser y Dani, 2008); en Chile, donde menos del 20% de 
la población arrienda sus propiedades, esta tendencia es aún más 
clara. Los procesos de urbanización generan plusvalías que pueden 
ser capturadas de manera tal que consoliden o desafíen patrones de 
concentración económica (Harvey, 2008), y la vivienda juega un rol 
en cada una de las formas que toma la circulación y acumulación 
del capital (Aalbers y Christophers, 2014). 

En términos de desigualdades sociales, entendidas como las 
inequidades vinculadas a ejercer un espectro variado de derechos, 
la vivienda puede jugar un papel clave como una plataforma para 
la ciudad, proveyendo acceso a los servicios y bienes públicos que 
esta ofrece, facilitando así el ejercicio de lo que se denomina el «de-
recho a la ciudad», entendido como el derecho de los ciudadanos 
a autotransformarse a través de la transformación de su ciudad 
(Harvey, 2008). La localización de las viviendas y la manera en que 
las políticas habitacionales construyen barrios pueden afectar las 
desigualdades sociales, combatiendo o consolidando patrones de 
segregación y sus efectos en términos de geografías de oportunidades 
(Wacquant, 2008), o generando mecanismos de exclusión socioes-
pacial (Madanipour, 2007). 

La manera en que las políticas habitacionales pueden afectar las 
desigualdades políticas es quizás menos evidente. Si la desigualdad 
económica está dada por la distribución de recursos, y la social por 
el ejercicio de derechos y acceso a bienes públicos, la desigualdad 
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política radica finalmente en la mala distribución de poder. Como 
Madden y Marcuse exponen, «decir que la vivienda es política, es 
decir que las luchas sobre el espacio habitacional son inseparables 
de conflictos sobre poder, recursos, autonomía y agencia» (2016: 
87, traducción). 

Si la vivienda es un proceso, o como plantea Turner, un ver-
bo más que un objeto, entonces tiene la posibilidad de construir 
capacidades durante su producción, así como en los procesos de 
transformación que esta puede generar en individuos y colectivos. 
Si entendemos estas capacidades en términos colectivos (Frediani, 
2009), la producción de vivienda tiene el potencial de aumentar la 
organización colectiva, la democracia local, generar capital cultural 
y social, y eventualmente contribuir a la distribución de poder entre 
distintas comunidades en la ciudad. Así mismo, entendiendo que dar 
espacio a los conflictos y a la oposición de ideas y visiones es parte 
central de la democracia (Mouffe, 2005), los procesos de producción 
de vivienda tienen el potencial de abrir instancias de resolución de 
conflictos que fortalezcan procesos democráticos (Swyngedouw, 
2010), si en dichos conflictos se da espacio a que grupos que históri-
camente han tenido menos poder participen de negociaciones y toma 
de decisiones (Cociña y López-Morales, 2018). Estos potenciales, 
sin embargo, contrastan con una realidad en que muchas veces el 
espacio de acción y maniobra de grupos con menos poder es muy 
limitado. A pesar de la dificultad, enfrentar los desafíos de la desigual-
dad política, de reconocimiento recíproco y participación paritaria, 
es indispensable para asegurar que los procesos de redistribución 
material se sostengan y profundicen en el tiempo. 

En este sentido, queremos preguntarnos si políticas habitacio-
nales han contribuido a generar procesos colectivos que desafíen 
desigualdades políticas. ¿Es la vivienda capaz de generar procesos 
de aprendizaje colectivo, fortaleciendo la democracia y generando 
capital político? ¿Puede gatillar conflictos y resolución de estos 
que den espacio a diversos grupos e identidades de participar en 
procesos de toma de decisiones? ¿En qué medida los procesos de 
producción habitacional desafían o consolidan redes de dependencia 
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y clientelismo? Con estas preguntas, en la siguiente sección discu-
tiremos los efectos de un programa habitacional en particular, y 
los principales desafíos identificados en las políticas habitacionales 
chilenas para hacer frente a las desigualdades políticas. 

Segunda Oportunidad: el momento de las políticas 
habitacionales en Chile 

Si bien la historia de los esfuerzos realizados por el Estado chi-
leno para proveer vivienda tiene más de un siglo, el actual modelo 
habitacional encuentra sus principales raíces en las políticas de los 
últimos cuarenta años, particularmente a partir de la Política Na-
cional de Desarrollo Urbano de 1979 y la creación del SERVIU en 
1976. Dichos cambios institucionales consolidaron el rol subsidiario 
del Estado en materia de vivienda, dejando en manos privadas la 
mayoría de la ejecución de estas, adelantándose a la implementación 
de lo que serían los principios rectores tras el Consenso de Wash-
ington en las siguientes décadas (Harvey, 2005; Gilbert, 2002). El 
sistema de provisión de vivienda chileno se transformó con los años 
en un modelo exitoso de logros cuantitativos, con un promedio de 
noventa mil subsidios anuales otorgados en la década de los 1990 
(Salcedo, 2010), y logrando que hacia 1993 el modelo chileno, o al 
menos elementos de este, fuese reconocido como una de las mejo-
res prácticas internacionalmente (Gilbert, 2002). Como ya dijimos, 
con el paso de los años dicho modelo demostró tener importantes 
costos en términos cualitativos, urbanos, de segregación y equidad. 
La presión académica, social y política llevó a que en 2006 se imple-
mentara una nueva Política Habitacional, y en 2012, la constitución 
de una comisión para proponer una Política Nacional de Desarrollo 
Urbana que reemplazaría en 2014 su antecesora de 1979; ambas 
transformaciones pusieron énfasis en términos de equidad urbana. 
En ese sentido, la generación de programas habitacionales a partir 
de 2006 contó, al menos en su narrativa y objetivos, con aspectos 
cualitativos y de desigualdad; por lo mismo, parece justo interrogar 
hasta qué punto dichos relatos se han traducido en un cambio de 
enfoque de las políticas post-2006 y sus efectos. 
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Parte de estos programas se han enfocado en la recuperación 
de barrios y vivienda existentes, con experiencias que van desde el 
foco en espacio público y la participación (cuyo caso más exitoso 
y masivo es el «Programa Quiero mi Barrio» implementado desde 
2006) hasta la demolición de viviendas en Condominios Sociales, 
como es el caso del programa «Recuperación de Condominios Socia-
les: Segunda Oportunidad», cuyo primer llamado piloto ocurrió en 
2013 en cuatro comunas del país; el principal objetivo del Segunda 
Oportunidad era iniciar un proceso de regeneración integral de los 
edificios y sus entornos en conjuntos de vivienda social en altura que 
se encontraran en condiciones críticas (MINVU, 2013a). 

En su primer llamado, la implementación del programa estuvo 
a cargo del SERVIU, con el siguiente funcionamiento: dentro de los 
barrios designados, propietarios de viviendas en un mismo bloque 
podían postular voluntariamente al programa, si el 95% de ellos 
estaba de acuerdo (MINVU, 2013b). Basado en la tasación oficial 
de las viviendas se fijaba un monto de expropiación, con lo que el 
Estado compraba las viviendas agregando un subsidio para alcanzar 
un total de 700 UF; los propietarios tenían la opción de quedarse solo 
con el monto de expropiación si querían recibir el monto en dinero 
y usarlo fuera del sistema de subsidios del SERVIU. Adicionalmente, 
los habitantes de las viviendas recibían un subsidio de 46 UF para 
los costos de traslado, siempre que no contaran con una segunda 
propiedad. Una vez que los documentos estaban listos y los edificios 
vacíos, el SERVIU estaba a cargo de contratar la demolición de estos; 
el destino de las familias removidas no se consideraba parte del pro-
grama, así como tampoco el uso de los terrenos desocupados (que 
correspondería a una segunda etapa del programa). Aquellos vecinos 
que no postulaban al subsidio no eran contados como grupo «bene-
ficiario del programa». Esto, que puede parecer un proceso lineal y 
simple, en la práctica enfrentó múltiples dificultades y excepciones; 
como algunos profesionales reflexionarían luego, su implementación 
significó muchas veces «coordinar lo incoordinable», y trabajar con 
«excepción tras excepción tras excepción a la norma».
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Demoliendo Bajos de Mena: impactos del Segunda 
Oportunidad en las desigualdades políticas 

Durante el primer llamado, el Segunda Oportunidad se imple-
mentó en dos barrios de BdM: Francisco Coloane y Cerro Morado. 
¿Por qué mirar a las consecuencias en términos de desigualdad 
política en BdM? Alrededor de 130.000 personas viven en el em-
blemático sector de la comuna de Puente Alto, en cuarenta y nueve 
villas construidas bajo distintos esquemas de vivienda social en los 
últimos treinta años. BdM ha sido foco de atención de la opinión 
pública y académica en distintas instancias: habitualmente preso de 
visiones simplificadas y totalizantes, se ha convertido en un símbolo 
de desigualdad urbana en el que es fácil caer en estigmatizaciones, 
debido a la falta de equipamiento, conectividad, la concentración 
de violencia y de población altamente vulnerable. Las maneras en 
que las desigualdades son habitadas cotidianamente, sin embargo, 
son diversas y requieren de categorías que no refuercen caricaturas 
(Cociña, 2016). BdM se volvió notoriamente emblemático luego de 
que en 1998 las viviendas de El Volcán, uno de sus cuarenta y nueve 
barrios, se inundaran al poco tiempo de ser inauguradas (Sandoval, 
2005). Desde entonces, el Estado ha estado presente con interven-
ciones de distinta envergadura, incluida la demolición parcial de El 
Volcán a partir de 2008, y varios proyectos del Programa Quiero 
mi Barrio que incluyeron la construcción del Parque Juan Pablo II 
en La Cañanera.

En BdM, los propietarios de dieciocho edificios postularon al 
Segunda Oportunidad, demoliendo un total de trece bloques en 
Francisco Coloane y cinco en Cerro Morado, con 420 familias bene-
ficiadas (Figura 1). Un 85% de estas familias recibió 700 UF de ex-
propiación más subsidio, por lo que SERVIU pudo hacer seguimiento 
de sus destinos; de estos, 96% se quedó en la Región Metropolitana 
y 71% en la comuna de Puente Alto; de quienes permanecieron en la 
comuna, un 60% (es decir, un 42% del total) se quedaron en BdM 
(Figura 2). Si bien el Segunda Oportunidad partía de la premisa de 
que la gente se quería ir de BdM y su barrio, el gran porcentaje de 
personas que se quedaron en el sector habla de una realidad más 
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compleja, en que redes de apoyo, productividad y dependencia son 
claves a la hora de tomar decisiones.

Figura 1. Edificios demolidos en Francisco Coloane y Cerro Morado.

Fuente: Elaboración propia, sobre la base de información de MINVU.
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Figura 2. Ubicación viviendas adquiridas al interior del Gran Santiago 
y Puente Alto, por beneficiarios de subsidios.

Fuente: Elaboración propia, sobre la base de información de SERVIU Metropolitano.

¿Hasta qué punto estas políticas han contribuido a generar 
acceso más equitativo al poder y, por lo tanto, a disminuir desigual-
dades políticas? ¿Cuáles han sido los principales factores que han 
determinado dicho impacto, obstaculizando o facilitándolo? Si bien 
la riqueza material ha sido históricamente entendida como la base 
de facto del poder (Dahl, 1957), en este capítulo no nos enfocaremos 
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en los efectos económicos de las políticas habitacionales, sino en sus 
impactos en términos de organización social y política. Utilizando el 
Segunda Oportunidad como caso, proponemos que las limitaciones 
de las actuales políticas de vivienda y sus impactos en la desigualdad 
política pueden ser explicadas principalmente por tres grandes ámbi-
tos: el rol del clientelismo como una barrera para la transformación 
política, los límites de la participación ciudadana entendida como 
«libertades individuales» o normas procedimentales, y el rol de la 
escala de la ciudad en las políticas de vivienda, que discutiremos 
brevemente a continuación.

El clientelismo como barrera para la participación real

Por el tamaño de su población y la concentración de necesidades, 
BdM es sin duda un territorio de disputas políticas y electorales, 
en que autoridades, funcionarios y dirigentes de distintos niveles e 
instituciones participan de complejas redes de dependencia, apoyo y 
pertenencia. Estas redes de clientelismo, o de «política de los pobres», 
como han sido llamadas por Auyero (2001), dominan gran parte 
de las interfaces colectivas. Clientelismo puede ser definido como:

un intercambio permanente de bienes (materiales y simbóli-
cos), a partir del cual se obtienen beneficios que fundamentan 
la solidaridad de la relación (Bourdieu 2000). A diferencia 
de otras formas de capital social, el clientelismo se basa en 
una relación jerárquica y vertical, marcada por la presencia 
de transacciones asimétricas (Rehren 2000): quien controla 
mayores recursos distribuye bienes y otorga servicios a sujetos 
con menos recursos y status, a cambio de lealtad y apoyo po-
lítico. Se trata, a su vez, de una relación paradojal, puesto que 
implica reciprocidad y voluntarismo, pero también involucra 
explotación y dominación. (Arriagada, 2013)

El clientelismo está basado en la existencia de patrones (auto-
ridades), clientes (ciudadanos) y brokers que regulan esta relación, 
y que pueden tomar diversas formas, entre ellas, dirigentes. Las 
relaciones clientelares son complejas y paradójicas, ya que se basan 
por una parte en asimetrías de poder, pero responden a un genuino 



Políticas de vivienda y desigualdades políticas

185

interés mutuo; así mismo, a pesar de ser relaciones de interés y 
poder, se basan en vínculos afectivos y emocionales, así como de 
representación sociocultural (Auyero, 2001).

La manera en que la presencia de estas redes clientelares afecta 
los resultados políticos de los programas habitacionales ocurre al 
menos en dos niveles. Por una parte, al ser un territorio en cons-
tante disputa política, las decisiones sobre el territorio suelen estar 
capturadas por motivaciones que surgen desde fuera de este, y que 
difícilmente pueden ser disputadas por necesidades surgidas desde 
organizaciones locales, haciendo extremadamente difícil un proce-
so genuino de involucramiento democrático desde lo local. Esto se 
traduce, entre otras cosas, en una constante presión por concretar 
resultados en corto tiempo, con lineamientos que provienen de 
ambiciones y disputas que escapan al territorio y sus necesidades. 
En el caso del Segunda Oportunidad, la agenda de demoler condo-
minios sociales y usar BdM como referente era un objetivo cuyas 
ambiciones provenían de una agenda nacional más que local; como 
reflexiona uno de los profesionales del programa: «Ellos pensaban 
que la manera de solucionar el problema de los condominios so-
ciales era demoliendo, pero estamos hablando de 55.000 viviendas 
con más de 1.000.000 de habitantes en todo el país… ¿cómo se va 
a demoler todo?».

Al ser un programa con alto interés desde la política partidaria, 
su implementación estuvo marcada por presiones en cuanto a los 
«tiempos políticos» y, por lo tanto, la capacidad del programa de for-
mular procesos de reflexión colectiva y organización ajustados a los 
tiempos locales se vio limitada. Funcionarios vinculados al programa 
reflexionan sobre la distancia entre las expectativas iniciales, que 
incluían hacer un diagnóstico urbano que involucrara a los vecinos 
durante los primeros meses, y la ejecución final del programa, que 
se trató solo de distribuir subsidios y ejecutar demoliciones; como 
uno de ellos comenta, «si las autoridades dicen “hay que demoler 
en dos semanas”, hay que hacerlo nomás».

Un segundo nivel en que las disputas clientelares impactaron 
los efectos del Segunda Oportunidad pasa por las redes asistenciales 
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locales. Como la mayoría de los programas de intervención territorial 
en BdM, el Segunda Oportunidad estuvo desde su diseño fuertemente 
vinculado a la figura de autoridades senatoriales y municipales de un 
sector, que a su vez cuentan con una red de dirigentes vecinales que se 
identifican con el mismo. La identificación de ciertos dirigentes con 
«las demoliciones» tuvo importantes consecuencias, en particular 
dado el carácter «voluntario» del programa. Al ser los dirigentes la 
principal fuente de información, muchos vecinos recibían el mensaje 
de «tenemos que irnos bajo cualquier circunstancia», limitando el 
espacio para el desacuerdo y generando enormes presiones en quie-
nes, por diversas y legítimas razones, no querían unirse al programa 
y participar de las demoliciones. Esto se tradujo en una suerte de 
«guerra en los bloques», con «bandos» claramente identificados, 
pero en que uno de los bandos tenía todo el poder para extorsionar 
al otro. Esto se tradujo en confrontaciones violentas e intimidación 
contra quienes estaban «en contra de las demoliciones», generando 
un tipo de conflicto que difícilmente se puede traducir en fortaleci-
miento de la democracia local. 

Participación ciudadana: entre «libertades individuales» y 
vouchers 

Los procesos de participación tienen el potencial de transformar 
relaciones de poder. Las políticas habitacionales chilenas han avan-
zado en las últimas décadas en incorporar más instancias de par-
ticipación ciudadana y deliberación. Estas instancias, sin embargo, 
corren el riesgo de ser malentendidas como normas procedimentales 
que no necesariamente distribuyen la toma de decisiones hacia la 
ciudadanía, y que incluso pueden consolidar patrones de desigualdad. 
En el caso del Segunda Oportunidad, «participación» se entendió 
principalmente como el ejercicio de libertades individuales a través 
de la toma de decisiones habitacionales, entendiendo «organización» 
como la coordinación y suma de esas voluntades individuales más 
que como la construcción de voluntades colectivas. Una muestra de 
esto es el hecho de que los «beneficiarios» del programa fueron solo 
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aquellos que se sumaron a las demoliciones, dejando fuera del alcance 
de la política a aquellos que preferían permanecer en sus casas; estos 
vecinos no participaron de los canales oficiales de organización, a 
pesar de que, en la práctica, son los que vivieron de manera más 
evidente las consecuencias en el territorio tras las demoliciones. 

La materialización de la participación entendida como libertades 
individuales es el uso del voucher como principal herramienta de 
operación, y la idea de «devolver la dignidad a las familias» pasaba 
por darles a estas, acceso a un segundo subsidio en su vida. Como se 
mencionó, una parte importante de los beneficiarios compraron con 
este subsidio una casa en BdM, por lo que enfrentar las soluciones 
habitacionales colectivamente habría sido una manera de fortalecer 
la organización local, como ha sido el caso en otras experiencias de 
relocalización colectiva. El Segunda Oportunidad instaló el ideal de 
la «casa nueva» como un deseo individual, no como uno colectivo, 
apelando a que «mientras más flexible, mejor». Esta flexibilidad y 
libertad, sin embargo, terminaron excluyendo a parte de la población: 
la introducción de subsidios de UF 700 gatilló el surgimiento de un 
nuevo mercado habitacional en el sector, con procesos de especu-
lación que terminaron por expulsar a vecinos que no encontraron 
casa con el monto asignado: viviendas que en 2013 se tasaban a 11 
millones, el 2015 se vendían a 20-25 millones, sobrepasando así los 
poco más de 18 millones del voucher, forzando a vecinos que desea-
ban quedarse en el sector a endeudarse o simplemente desplazarse, 
debilitando aún más el tejido social. 

La escala de las políticas habitacionales: de unidades 
estáticas a procesos de ciudad

Finalmente, parece evidente que el alcance de las políticas habi-
tacionales en términos políticos solo puede crecer si la vivienda es 
abordada como un proceso dinámico y atendiendo a la escala de la 
ciudad y sus consecuencias. La segregación, la falta de equipamiento 
e infraestructura, los problemas de conectividad, la homogeneidad 
social, son todos parte de la realidad habitacional y las comunidades 
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políticas que construimos en la ciudad; plantearlos como problemas 
sectoriales discretos es un despropósito.

El Segunda Oportunidad, si bien en su diseño original se pensó 
como una intervención de barrio con visión urbana, terminó crista-
lizándose exclusivamente en la distribución de subsidios, como gran 
parte de la política habitacional chilena; esto ocurrió por diversos 
factores, que incluyen aspectos de fragmentación institucional en el 
aparato del Estado, voluntad política y la falta de herramientas de 
planificación adecuadas, capaces de abarcar escalas diversas terri-
toriales y temporales. Un profesional del programa reflexiona: «La 
transformación del territorio requiere una medida sustancial en el 
tiempo (...) llevamos veinticuatro años construyendo, y queremos 
deshacer el problema en dos años, es imposible, es imposible».

El desafío de la escala territorial y temporal ha sido lentamente 
incorporado a la institucionalidad chilena, como dan cuenta los 
esfuerzos en la implementación de una Política de Suelo, y más 
puntualmente programas como el Plan Integral de Bajos de Mena, 
que desde 2014 comenzó a trabajar en un plan maestro que coor-
dinara los diferentes esfuerzos sectoriales que están ocurriendo en 
el sector, incluyendo por supuesto la vivienda. Los potenciales de la 
producción de vivienda como motor para desafiar lógicas cliente-
lares nocivas (que se benefician de la concentración de necesidades 
en territorios acotados), y para construir proyectos colectivos que 
generen capacidades políticas, solo serán atendibles si la escala de 
la ciudad se hace parte de la pregunta. 

Comentarios finales

En este capítulo hemos discutido los principales desafíos enfren-
tados por un programa específico para gatillar procesos de movili-
zación de voluntades colectivas que puedan desafiar desigualdades 
políticas. Si bien se trata de un programa particular, sus lecciones 
pueden dar luces sobre los desafíos que las políticas habitacionales y 
otras agendas sectoriales enfrentan a la hora de confrontar desigual-
dades. Es habitual encontrar discusión sobre los efectos en términos 



Políticas de vivienda y desigualdades políticas

189

económicos y sociales de las políticas sectoriales; abrir un debate 
sobre los efectos en términos políticos resulta necesario si queremos 
abordar las desigualdades de manera comprehensiva.

Comenzamos esta discusión aludiendo al desafío de la im-
plementación situada de agendas globales. En Chile, donde las 
desigualdades son estructurales y transversales a tantos aspectos de 
la experiencia cotidiana de sus ciudadanos, cualquier intento por 
abordar desigualdades requiere atender aspectos políticos; en otras 
palabras, se requiere gatillar transformaciones culturales que permi-
tan agudizar y sostener la redistribución económica, fortaleciendo 
procesos de reconocimiento recíproco y participación paritaria. El 
planificador urbano y activista indio Gautam Bhan (2014) sostiene 
que las configuraciones de la desigualdad toman formas particulares 
en distintos tiempos y espacios, y que cada una de esas configura-
ciones requiere de nuevas formas de solidaridad que operen como 
resistencias. Las políticas habitacionales debiesen poder participar 
de dicha construcción de solidaridades, y para ello se debe explorar 
de manera sistemática y a la vez flexible la condición de la vivienda 
como un dispositivo económico, social y político, entendiendo las 
realidades locales y sus vínculos con lógicas estructurales.
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Introducción 

Este estudio se enmarca desde el supuesto que el desarrollo 
humano se moldea en las interacciones que la persona establece con 
los distintos niveles del contexto social en el que vive. Según dife-
rentes autores (Erikson, 1979; Harter, 2008; Nurmi, 2004), uno de 
los aspectos claves del desarrollo adolescente es su identidad o self, 
entendido por Brandtstädter (1999) como sistema de representacio-
nes mentales de cómo somos, podemos o queremos llegar a ser. Este 
sí-mismo incluye el proceso de agencia personal en relación con sus 
metas de vida, también denominado orientación a metas (Nurmi, 
2004). Las metas se definen como representaciones de futuro sobre 

*	 Este capítulo forma parte de la tesis doctoral de la primera autora, denominada: 
«El self adolescente en contexto de viviendas sociales: características, relaciones 
con la satisfacción con el ambiente residencial y efectos moderadores parentales 
y de identificación grupal», Escuela de Psicología, Pontificia Universidad Cató-
lica de Chile. Sobre esa base, se han hecho ajustes de contenidos y redacción. 
Agradece a CONICYT el apoyo financiero a través de la beca de doctorado y 
a COES por el financiamiento de aspectos operacionales del estudio.
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lo que la persona intenta obtener o evitar en diferentes dominios de 
vida y comprende el nivel de las aspiraciones, los ámbitos en los que 
se formulan y los plazos o extensión temporal en la que se proyecta 
su logro. Algunos ámbitos importantes de metas son educación, 
ocupación-carrera, familia-matrimonio, recreación-tiempo libre, 
propiedad, y el ámbito existencial (Little, 1983; Nurmi, 1991, ambos 
citados en Nurmi, 2004). El tipo de metas y nivel de aspiraciones 
tienen implicancias en la dirección que toma el desarrollo humano 
(Salmela-Aro, Aunola y Nurmi, 2007), el bienestar, éxito en las ta-
reas y transiciones de vida de las personas (Nurmi, Salmela-Aro y 
Aunola, 2009) y la salud psicológica (Pinquart y Silbereisen, 2004).

La fijación de metas constituye un proceso creativo de búsqueda 
de fines, en el cual la persona balancea valores, intereses y necesidades 
con los afanes, demandas y exigencias del ambiente sociocultural 
(Cantor, 1994, citado en Brunstein et al., 1999). A su vez, Nurmi 
(2004) indica que las metas se construyen comparando las motiva-
ciones personales con las oportunidades disponibles en su entorno, 
también denominados «espacios de oportunidad». El entorno provee 
recursos, ofrece oportunidades de canalización de intereses y formula 
expectativas y estándares a las personas en desarrollo (Brandtstädter, 
1999; Nurmi, 2004), que pueden implicar facilitadores o barreras 
frente a las motivaciones personales que pueden verse limitadas 
por una desigual distribución de oportunidades y recursos. En una 
sociedad social y geográficamente segregada, la elección de metas 
tiene implicancias para la inserción y movilidad social de jóvenes 
en riesgo de permanecer excluidos.

Uno de los contextos de vida de los jóvenes es su ambiente 
residencial, entendido por Amérigo (1995) como el entorno de la 
vivienda, el barrio y los vecinos. Ambiente residencial y vecinda-
rio son términos similares, que se diferencian básicamente por la 
extensión del área involucrada1. Los vecindarios de pobreza cons-
tituyen contextos de vida desfavorables para el desarrollo, por las 
implicancias negativas que la carencia de recursos tiene en aspectos 

1	 Según la revisión de la literatura realizada por Amérigo (1995), en EE.UU., en 
muchos estudios los vecindarios corresponden a los distritos, i.e áreas residen-
ciales más extensas, de varios miles de habitantes.
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físicos, cognitivos y emocionales de las personas en desarrollo, que 
se asocian a mayor presencia de conductas de riesgo (Burton, 1997; 
Jarrett, 1999; Leventhal y Brooks-Gunn, 2000; 2001). Galster y 
Killen (1995) señalan que la estructura de oportunidades varía 
espacialmente en desmedro de los vecindarios de pobreza, lo que 
induce a muchos jóvenes a tomar opciones contraproducentes para 
la integración social en el ámbito de la educación, trabajo, repro-
ducción, crimen, entre otros.

Un ejemplo de ambientes residenciales en contextos de pobreza 
son algunos conjuntos de viviendas sociales básicas (Haramoto et 
al., 2002; INVI, 2002; Kaztman, 2001; Sabatini y Wormald, 2013) 
que reflejan la desigualdad urbana en Chile. Estudios sobre satis-
facción residencial han evidenciado insatisfacción con la vivienda 
en términos de condiciones de espacio, aislación acústica y térmica 
(INVI, 2002). En cuanto al barrio, se ha documentado una carencia 
de equipamientos y servicios, una localización periférica alejada de cen-
tros de servicios mayores de la ciudad y estigmatización social asociada 
a la residencia en el barrio. Todo lo anterior remite a una reducción de 
oportunidades de canalización de motivaciones y metas juveniles (INVI, 
2002; Kaztman, 2001; Sabatini, Wormald y Rasse, 2013).

Considerando que las metas se establecen en una interacción 
entre las motivaciones y las oportunidades del entorno y que estas 
son más escasas en vecindarios de pobreza, surge la pregunta: ¿qué 
características tiene la orientación a metas a futuro en términos del 
nivel educacional y ocupacional al que aspiran los adolescentes que 
residen en conjuntos de viviendas sociales situados en contextos de 
pobreza? ¿Qué tipo de metas tienen y en qué extensión temporal 
esperan lograrlas?

Metodología

Diseño y muestra 

En este estudio se utilizó un diseño cuantitativo de corte trans-
versal. A través de un muestreo intencionado bietápico se seleccio-
naron, en primer lugar, conjuntos residenciales y, posteriormente, 
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adolescentes residentes en ellos. Se eligieron conjuntos residenciales 
de viviendas sociales que variaran en los criterios de localización, 
tamaño de la vivienda, nivel de equipamiento y servicios del ambiente 
residencial, considerando los extremos en la variabilidad real del 
tamaño de las viviendas de los conjuntos habitacionales construidos 
entre 1980 y 2002. Sobre la base de esa variabilidad se establecieron 
dos niveles de calidad: bajo y regular.

Para identificar los conjuntos de diferente nivel de calidad, se 
analizó primeramente una nómina de conjuntos construidos entre los 
años 1980 y 2002 por comuna, proporcionada por una informante 
experta (A. Rasse, comunicación personal, 5 de septiembre, 2013). 
Esta lista incluía el nombre de las comunas y características de los 
conjuntos de viviendas sociales dentro de estas, tales como nombre, 
tamaño de vivienda y del conjunto, año de término de la construc-
ción y tipología. Esta nómina permitió identificar variaciones en la 
localización comunal, tamaño y características de las viviendas en la 
Región Metropolitana. Con el fin de poder contrastar el impacto de 
la localización y las características de la vivienda en la evaluación de 
la calidad del ambiente residencial, se preseleccionaron dos comu-
nas. Específicamente, una de localización periférica, con conjuntos 
de viviendas pequeñas (Puente Alto) y otra pericentral, con algunos 
conjuntos de viviendas de tamaño regular (Lo Prado). 

La información de cada conjunto habitacional se complementó 
con mapas/archivos del Departamento de Obras de la I. Municipa-
lidad de Lo Prado (visita sugerida por el informante experto, R. Hi-
dalgo, comunicación personal, 6 de mayo, 2013). Para identificar el 
nivel de equipamiento y servicios disponible en torno a los conjuntos 
habitacionales, se georreferenciaron, en primer lugar, ambas comu-
nas completas en cuanto a dependencias municipales, equipamiento 
de salud, de educación, áreas verdes, clubes deportivos por unidad 
vecinal, canchas y multicanchas, biblioteca. Para visibilizar el nivel 
de equipamiento y servicios, se diagramó un buffer con un radio de 
amplitud de 1 km alrededor de cada conjunto preseleccionado (suge-
rencia de A. Rasse, comunicación personal, 5 de septiembre, 2013), 
y se contabilizó el equipamiento y los servicios existentes dentro del 
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radio. El trabajo de mapeo fue elaborado por una geógrafa. También 
se revisó documentación de problemas urbanos y sociales del sector 
más aislado de Puente Alto (Bajos de Mena) (Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo [MINVU], s/f) y se efectuó una observación del terreno 
para determinar los equipamientos y servicios existentes.

Completados los pasos anteriores, se procedió a la selección 
definitiva de conjuntos de viviendas sociales que presentaran caracte-
rísticas más extremas del ambiente residencial. Específicamente, a) en 
el nivel bajo, los conjuntos de Bajos de Mena en la comuna de Puente 
Alto, debido a su localización periférica, tamaño pequeño vivienda 
social (36-43 m), extremo déficit de equipamiento y servicios, y alta 
estigmatización social (19 villas), y b) en el nivel medio, conjuntos de 
la comuna de Lo Prado, debido a su localización pericentral, tamaño 
mayor de vivienda (50 a 69 m), equipamiento/servicios suficientes y 
ausencia de estigmatización social (4 villas).

Dentro de aquellos conjuntos, se seleccionaron hombres y muje-
res, cuyas edades fluctuaran entre los doce y los diecinueve años2. La 
muestra de Bajos de Mena quedó conformada por 124 participantes, 
edad M = 16 años, 45,5% de hombres. La muestra de Lo Prado 
comprendió a 94 adolescentes, edad M = 16 años, 50% de hombres.

Procedimiento 

Los adolescentes residentes de estos conjuntos habitacionales 
fueron identificados a través de diferentes vías, como organizaciones 
sociales territoriales, colegios del barrio y directamente en contacto 
«puerta a puerta» en las residencias. Para llegar a estos dirigentes 
o autoridades, se contactaron a dirigentes municipales, una OSC 
y una iglesia evangélica luterana. Luego, se visitaron a los líderes, 
explicándoles el estudio mediante carta y aclaraciones verbales. 

Se conformó un equipo de examinadores, compuesto por la 
investigadora y estudiantes de psicología y sociología de cursos 
superiores especialmente entrenados. Los cuestionarios fueron 
aplicados en los lugares donde se encontraban los jóvenes: colegios, 

2	 Con excepción de un joven de veinte años.
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sedes sociales, hogares de residencia. La participación consistió en 
contestar un cuestionario de autorreporte de aproximadamente una 
hora de duración. Los jóvenes recibieron una carta de asentimien-
to informado o de consentimiento (dependiendo de la edad), que 
explicaba los objetivos del proyecto, la identificación de la investi-
gadora e institución académica, el resguardo de sus derechos como 
participantes y la confidencialidad de las respuestas. En el caso de 
los menores de edad, también se solicitó una carta de consentimiento 
informado a los padres. 

Instrumentos

El cuestionario de autorreporte incluyó preguntas sobre 
orientación a metas futuras, específicamente, aspiraciones de nivel 
educacional, ámbitos de metas y extensión temporal de metas. Se 
utilizaron preguntas adaptadas del a) Future Orientation Question-
naire (Nurmi, Seginer y Poole, 1990), cuyo índice de confiabilidad 
Alfa Chronbach de las escalas originales fluctúa entre 0,47 a 0,82; 
b) el Cuestionario de Desarrollo Cívico en Jóvenes 2010 (Martínez 
y Cumsille, 2008); y c) la encuesta del Instituto Nacional de Esta-
dísticas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo (2007). 

Análisis 

Para evaluar el nivel de aspiraciones de las metas a futuro, se 
compararon las frecuencias porcentuales de respuestas y los prome-
dios de las dimensiones de orientación a metas entre los adolescentes 
de Bajos de Mena y Lo Prado (diferencias estadísticamente signi-
ficativas de medias, mediante las pruebas t de Student y U-Mann 
Whitney). Para examinar los ámbitos que abarcaban las metas de 
los jóvenes, se categorizaron cualitativamente las respuestas a la 
pregunta abierta, construyendo categorías (e.g. estudio, familia, 
trabajo, propiedad, viajes) y se computó la frecuencia de respuestas 
por categoría. También se contabilizó el número de ámbitos que 
cada participante consignaba en sus metas y se calculó el promedio 
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de ámbitos. Se analizó también la extensión temporal de metas, 
identificando la diferencia entre la edad cronológica y la edad con-
signada para el cumplimiento de cada meta, y se analizó el grado 
de elaboración de metas, identificando subcategorías en ellas (e.g. 
desagregadas en atributos/cualidades de metas).

Resultados

Variaciones del ambiente residencial y nivel de metas a futuro

Se efectuó una comparación de las puntuaciones promedio de los 
adolescentes residentes de los conjuntos habitacionales seleccionados 
de Lo Prado y Bajos de Mena, en las cinco dimensiones de la orien-
tación a metas (i.e. nivel aspiracional de educación superior, nivel 
aspiracional de estudios3, nivel aspiracional ocupacional, número de 
ámbitos de metas y extensión temporal). Se estimaron diferencias 
significativas entre grupos mediante la prueba U de Mann-Whitney 
(distribución no normal según prueba de supuesto de normalidad 
de Kolmogorov-Smirnov (p < .001). 

La prueba U de Mann-Whitney arrojó una diferencia estadísti-
camente significativa entre los promedios de los dos grupos para las 
dimensiones «extensión temporal metas» (U = 3653; p = .001), y «ni-
vel aspiracional de estudios» (U = 5100,0; p = .01), registrándose una 
media mayor en el grupo de adolescentes de Lo Prado que de Bajos 
de Mena (ver Tabla 1). Si bien en la dimensión «número de ámbitos 
de metas» no se observaron diferencias estadísticamente significativas 
entre los promedios de los dos grupos (U = 4677; p = .059), cabe 
señalar que la cifra bordea el límite de significación. Los resultados 
no indicaron diferencias estadísticamente significativas entre los 
promedios del «nivel aspiracional de educación superior» y «nivel 
aspiracional ocupacional» (ver Tabla 1). Estos promedios (rango de 

3	 Cabe consignar que el nivel de aspiraciones educacionales se midió mediante 
dos preguntas diferentes; en una de ellas se formularon nueve niveles educacio-
nales como opciones de respuesta (diferenciándose varios niveles de educación 
superior a la vez), y en la otra, se examina el grado de certeza de la aspiración 
a un nivel, que es, la educación superior.
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1 a 5 y de 1 a 10, respectivamente) son bastante elevados en ambos 
grupos de adolescentes.

Tabla 1. Promedio, desviación estándar, estadístico y nivel de signifi-
cación de los grupos de ambientes residenciales en la orientación a 

metas del sí mismo, según resultados de prueba  
U de Mann Whitney y t de Student-* 

Grupos de ambientes  
residenciales

Esta-
dístico

Nivel 
de 

signifi-
cación

Dimensiones Lo Prado Bajos de Mena U t p

M DS M DS

Nivel aspiracio-
nal estudios

5,7 1,3 5,3 1,4 5100,0 ,010

Nivel aspiracio-
nal educación 
superior

4,1 0,97 3,96 1,019
5138,5 ,219

Nivel aspiracio-
nal ocupacional

8,3 1,66 7,8 2,016 5391,5 ,148

N° ámbitos 
metas

2,86 1,49 2,47 1,29 4677,0 ,059

Extensión tem-
poral metas

4,6 2,37 3,66 2,15 3653,5 ,001

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del estudio.
*El N en Lo Prado fluctuó entre 86 y 92. El N en Bajos de Mena fluctuó entre 

109 y 124.

En síntesis, se observan diferencias estadísticamente significativas 
entre ambos grupos de adolescentes en dos de las cinco dimensiones 
de la orientación a metas. Si bien los jóvenes residentes en ambos 
conjuntos refieren un nivel elevado de aspiraciones educacionales 
(educación superior) y ocupacionales (ser técnicos o profesionales), 
aquellos que residen en Lo Prado aspiran a un nivel más avanzado 
(universitario) y proyectan sus metas a más largo plazo (rango de 
edad cronológica y edad de meta más lejana es diez a doce años) en 
comparación con los adolescentes de Bajos de Mena. Estos últimos, 
en su mayoría, aspiran a una educación superior en un centro de 
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formación técnica o instituto profesional y su rango de proyección 
a futuro fluctúa entre siete y nueve años.

Frecuencia y propiedades de los ámbitos 
o tipos de metas

Se efectuó un análisis descriptivo de la frecuencia de ámbitos 
de metas a futuro que los adolescentes informaban. En promedio, 
los participantes de Bajos de Mena señalaron dos ámbitos metas, y 
aquellos de Lo Prado, tres ámbitos de metas (dato sin significancia 
estadística, pero cualitativamente sugerente). Los cuatro ámbitos más 
frecuentes fueron, en ambos grupos de jóvenes, de mayor a menor 
frecuencia: estudio, trabajo, familia y propiedad/bienes/dinero. En 
cuanto a diferencias observadas entre los grupos (al menos, de 10 
puntos porcentuales), los adolescentes de Bajos de Mena registraron 
más metas asociadas al trabajo, y los de Lo Prado, metas de viajes 
(más de 15 puntos) y de tipo existencial (e.g. ser feliz, crecimiento 
personal, ser autónomo) (ver Tabla 2). 

Los ámbitos mencionados menos frecuentemente fueron los 
de labores domésticas, cambio de residencia, religioso, político o 
solidario, familia de origen, vida social, deportivo, servicio militar, 
existencial, artístico-cultural y estilo de vida (e.g vivir en una parcela 
y tener muchos perros) (ver Tabla 2). 

Los resultados de un segundo análisis cualitativo de las metas 
en términos de atributos o cualidades de estas reflejaron sutiles di-
ferencias entre el grupo de Lo Prado y Bajos de Mena en metas de 
propiedad; al respecto, los jóvenes de Lo Prado aspiraron más fre-
cuentemente a tener casa que los de Bajos de Mena (30,8% y 20,9%, 
respectivamente) como también a tener un medio de transporte 
(13,8% y menos que 4,5%, respectivamente). Asimismo, los parti-
cipantes de Bajos de Mena expresaron más frecuentemente claridad 
sobre un lugar concreto donde trabajar que los de Lo Prado (10,5% 
y menos que 4,5%, respectivamente) y asimismo manifestaron más 
frecuentemente querer ingresar en las Fuerzas Armadas y policiales 
que los de Lo Prado (11,29% y menos que 4,5%, respectivamente). 
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Tabla 2. Frecuencia de mención de ámbitos de metas según ambientes 
residenciales de Bajos de Mena y Lo Prado.

Ámbitos Bajos de Mena Lo Prado Muestra total

% % %

Estudio 87,7 90,0 88,7

Trabajo 58,2 48,9 54,2

Familia propia 35,2 42,2 38,2

Propiedad, bienes, dinero 32,0 38,9 34,9

Viajes 5,7 23,3 13,2

Estilo de vida 3,3 11,1 6,6

Arte, cultura 3,3 7,8 5,2

Crecimiento personal 4,9 3,3 4,2

Servicio militar 4,9 1,1 3,3

Deporte 0,8 5,6 2,8

Vida social 2,5 3,3 2,8

Familia de origen 2,5 2,2 2,4

Político, solidario 2,5 0 1,4

No tiene metas 0,8 1,1 0,9

Religioso 0 1,1 0,5

Cambio de residencia 0,8 0 0,5

Labores domésticas 0 0 0

Otro tiempo libre 0,8 3,3 1,9

Otro 2,5 5,6 3,8

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del estudio.

En conjunto, los datos reflejaron una leve diferencia en las as-
piraciones, algo más elevadas y extendidas en el plazo en jóvenes 
residentes de conjuntos de Lo Prado.

Discusión

Los resultados del estudio mostraron que los jóvenes que resi-
den en conjuntos que difieren en la calidad del ambiente residencial 
en aspectos de localización, equipamiento y servicios y tamaño de 
la vivienda comparten metas tendientes a la inserción social, tales 
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como estudios de educación superior de algún nivel, trabajo, familia, 
bienes, entre otros. Si bien ambos grupos muestran niveles altos de 
aspiración, se registró una leve diferencia en el nivel de aspiraciones 
a favor de los residentes de Lo Prado, categorizados como ambientes 
residenciales con nivel medio de equipamiento, servicios, localización 
y tamaño de la vivienda. Este hallazgo confirma evidencias de una 
expansión de aspiraciones en América Latina (Sepúlveda y Valde-
benito, 2014) y remite también a un desarrollo positivo de juventud 
en el aspecto de la proyección a futuro, cuestionando la tendencia 
de la investigación a relevar principalmente conductas problema, de 
riesgo, en jóvenes de barrios desventajados. Al contrario, sugiere que 
la población juvenil tiene intención y esfuerzos de movilidad social, 
como también lo revelan los estudios de Saraví (2004) y Benavides, 
Ríos, Olivera y Zúñiga (2010) en relación con la heterogeneidad de 
jóvenes en barrios urbanos pobres.

No obstante lo anterior, persiste una desigualdad y segmentación 
social en relación con la aspiración a estudios universitarios, a favor 
de los jóvenes residentes de entornos de mayor calidad físico-espacial 
y sociocultural. Los resultados de este estudio mostraron que hay 
diferencias respecto de las aspiraciones de educación superior técni-
ca versus universitaria, no derivadas de talentos o vocaciones, sino 
probablemente asociadas a diferencias de oportunidades por clase 
social de parte de los jóvenes y sus familias. En esta línea, Sepúl-
veda y Valdebenito (2014) refieren que en el nivel socioeconómico 
bajo y medio-bajo, un 30,7% y 28,2%, respectivamente, aspira a la 
universidad, mientras que en el nivel socioeconómico medio-alto y 
alto, un 68,8% y 90,1%, respectivamente, tiene dicha proyección. 
Por otra parte, la opción a estudios técnicos reflejada en este estudio 
confirma los hallazgos de otras investigaciones (Sepúlveda y Valde-
benito, 2014; Soto y Sierralta, 2013) que documentan esta opción 
por parte de adolescentes de niveles socioeconómicos más bajos en 
la Región Metropolitana. Sepúlveda y Valdebenito (2014) refieren 
que, en el nivel socioeconómico bajo y medio-bajo, el 35% y 30,2%, 
respectivamente, aspira a la educación superior técnica, mientras 
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que las cifras de este tipo de aspiración descienden al 14% y 2,8%, 
respectivamente, en el nivel socioeconómico medio-alto y alto. 

Por lo tanto, se puede señalar que, en cuanto a la diferencia de 
aspiraciones en el tipo de educación superior, podría interpretarse 
que, en el caso del ambiente objetivamente más desfavorable, los 
adolescentes se representan facetas de su autoconcepto como ser 
técnicos mientras que, en el otro ambiente, estas corresponden a ser 
universitario. Las diferencias en la autorrepresentación de atributos 
o capacidades académicas podrían reflejar diferencias en la sociali-
zación y experiencias educacionales asociadas a una posición social 
o status, que reproduce diferencias sociales en nuestra segmentada 
sociedad.

No obstante las aspiraciones de educación superior, surge la in-
terrogante en relación con las reales posibilidades de los adolescentes 
de alcanzar las metas a futuro que proyectan. Un dato sugerente son 
los resultados promedio en las pruebas de selección universitaria de 
los establecimientos educacionales de los participantes de la muestra. 
En el caso del entorno residencial más desfavorable, el resultado fue 
de 451 puntos, que contrasta con los puntajes requeridos para pos-
tular a universidades tradicionales de diferente nivel de excelencia 
académica, que exigen puntajes que superan los 560 puntos o bien, 
los 600 puntos (Universidad de Chile, Departamento de Evaluación, 
Medición y Registro Educacional [DEMRE], 2015). 

La reflexión debe abordar también las dificultades de sectores 
sociogeográficamente segregados de lograr trayectorias de movilidad 
social (Sabatini y Wormald, 2013). En nuestro país se evidencia un 
acceso segmentado de la población juvenil a la educación superior 
universitaria, según la dependencia del colegio y el nivel socioeco-
nómico de las familias (Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, 
2003). A su vez, se observa una discrepancia entre la cobertura 
de educación superior y la proporción de la población que a ella 
aspira. Al respecto, la asistencia a la educación superior (técnica + 
universitaria) del quintil I y II es del 19% al 24,4%, respectivamente 
(Ministerio de Desarrollo Social, 2012), mientras que la aspiración 
del nivel bajo y medio-bajo fluctúa entre el 59% y 65,7% (Sepúlveda 
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y Valdebenito, 2014). Esta falta de calce entre las aspiraciones y las 
oportunidades institucionales reales implica un desafío de inclusión 
para políticas sociales en relación con las oportunidades y soportes 
para la movilidad social de los jóvenes.

Por otra parte, los resultados de esta investigación mostraron 
una diferencia significativa entre los grupos de ambientes residen-
ciales de baja y de regular calidad en cuanto a la extensión temporal 
de las metas, indicando proyecciones de tiempo algo menores en 
los adolescentes residentes de conjuntos de más baja calidad. Este 
resultado concuerda con los hallazgos de Jarrett (1999) y Burton 
y Jarrett (2000) sobre proyecciones temporales más reducidas de 
parte de jóvenes de vecindarios de pobreza, en el contexto de vidas 
presionadas por necesidades económicas y amenazas a la seguridad 
personal, provenientes del entorno que condicionan vidas más ace-
leradas. A esta proyección más cortoplacista también contribuye, 
según Jarrett (1999), la falta de oportunidades (e.g. falta de trabajo) 
que los jóvenes pueden observar en personas en la adultez media 
en barrios de pobreza, que se sienten ya «viejos» y sin futuro, lo 
que puede influir en la percepción de una vida más corta. Se podría 
interpretar que los adolescentes experimentan un menor control 
sobre la dirección de la vida a largo plazo, y un «techo» a una tra-
yectoria de movilidad social. Es importante relevar de qué manera la 
segregación territorial puede combinarse con segregación del sistema 
educacional y amplificar los efectos negativos sobre los proyectos 
de vida de los jóvenes. 

Finalmente, merece atención el tema de los ámbitos de metas, 
que en promedio son tres para los participantes del nivel regular 
de ambiente residencial (Lo Prado) y dos para los adolescentes del 
ambiente más desfavorable (Bajos de Mena). Respecto de este tema 
se puede discutir la amplitud de ámbitos, si se establece una com-
paración con datos internacionales. Es así como se puede consignar 
que los ámbitos son más acotados que aquellos encontrados a nivel 
internacional (e.g. en otros países incluyen además de educación, 
ocupación, el tiempo libre y el sí-mismo o «self-related») (ver Sal-
mela-Aro, 2009). Además, los ámbitos de estos jóvenes chilenos se 
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parecen a aquellos más propios del «adulto joven» en otros países 
(ver Salmela-Aro et al., 2007; Salmela-Aro, 2009). Y, finalmente, 
estos jóvenes tienen menos metas de tipo interpersonal, que son más 
gratificantes, y más metas de rendimiento, que son más estresantes 
y difíciles (ver Cantor, 1987, en Nurmi et al., 2009).
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La producción social del borde 
costero de Valparaíso.  
Relación entre actores  

en un territorio en disputa*1

Paula Quintana 
Pontificia Universidad Católica de Chile. Santiago, Chile

Introducción

El borde costero de Valparaíso, en tanto espacio socialmente 
producido, de alto valor económico, social, cultural, y además de 
carácter escaso, constituye un territorio en disputa. Los actores de 
la ciudad se enfrentan por definir el carácter de la producción social 
del territorio : como espacio público, para infraestructura producti-
va portuaria, uso inmobiliario-comercial, inmobiliario-residencial, 
para la defensa. 

El objeto de estudio queda delimitado al análisis de la produc-
ción social del borde costero de Valparaíso, a partir de la trama 
de relaciones de conflicto y alianza entre los actores, en el período 
2000-2015. Se analizan los actores que participan en la producción 
social del borde costero de Valparaíso, los que se sitúan desde la 
escala local, nacional y global. Al mismo tiempo, es posible clasificar 
a dichos actores de acuerdo con su naturaleza estatal, de mercado 
o de la sociedad civil. El espacio estudiado se encuentra en la zona 
urbana de Valparaíso, en la extensión comprendida entre el límite con 

*	 Proyecto de tesis doctoral. Doctorado en Arquitectura y Estudios Urbanos. 
FADEU-PUC. Profesor director de tesis: Carlos de Mattos.
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la comuna de Viña del Mar, Caleta Portales, hacia el norte, y hasta 
la playa Las Torpederas, hacia el sur, lo cual tiene una extensión de 
9 km. El ancho de la franja limita con el mar hacia el oeste y hacia 
la primera vía troncal hacia el este. De norte a sur corresponden a: 
Av. España; Av. Errázuriz y Av. Altamirano.

En la siguiente imagen se muestra borde costero comunal, la 
extensión de borde costero que corresponde al área de estudio y su 
zonificación, de acuerdo con el Plan Regulador Comunal vigente. 

Figura 1. Borde costero de Valparaíso. 

Fuente: PRCV 2015. Municipalidad de Valparaíso. 

Durante el período estudiado (2000 a 2015), la relación entre 
los actores del Estado, mercado y sociedad civil se modifica. El 
Estado es objeto de profundas reformas que transforman su rol, 
delegando la acción productiva al mercado y adoptando para sí el 
rol subsidiario y el desempeño de la función reguladora; la esfera 
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del mercado también sufre transformaciones, asumiendo nuevas 
actividades productivas delegadas por el Estado y ejerciendo fun-
ciones que tradicionalmente habían sido materia pública, como es 
el caso de la previsión y servicios básicos. Pero además se producen 
importantes transformaciones en la estructura productiva y los pro-
cesos de producción ante la apertura del comercio internacional, los 
servicios y la financiarización como proceso mundial, ingresando a 
una nueva fase del capitalismo. Por último, la sociedad civil, en este 
período muestra dos expresiones: en las dos décadas del siglo XX, 
marcadas por la lucha por la recuperación democrática y posterior 
reflujo de los movimientos sociales en la década de los 90. A inicios 
del siglo XXI, se manifiestan expresiones de la sociedad civil de 
cuestionamiento y rechazo a las reformas neoliberales, algunas de 
las cuales se plantean desde redes globales, con un importante uso 
de las TIC como recurso. 

El análisis se refiere al caso de la Ciudad Puerto de Valparaíso, 
dadas sus particulares características de ciudad puerto, la significa-
tiva valoración de su condición patrimonial, y al mismo tiempo, el 
deterioro en su desarrollo durante las últimas cuatro décadas. Por 
otra parte, existe una presencia de actores con visiones e intereses 
distintos respecto al desarrollo de la ciudad y su borde costero, sin 
encontrar proyectos comunes de carácter estratégico que hayan 
logrado materializarse.

La ciudad de Valparaíso y su puerto tienen un mismo origen 
y desarrollo histórico. En la medida que ciudad y puerto crecen se 
intensifica la presión entre ambos por el uso urbano y/o portuario 
del territorio, considerando la demanda de ciudad de acceso al mar 
mediante el reconocimiento de espacios públicos. Al mismo tiempo, y 
especialmente por el carácter patrimonial de la ciudad, existe interés 
por generar una oferta turística, donde uno de los atractivos que 
se ofrece es el borde costero de la ciudad, el cual, además de estar 
ocupado fuertemente por infraestructura portuaria, es sede de la 
Primera Zona Naval de la Armada de Chile.

Valparaíso, junto con el puerto de San Antonio, podría ser 
comprendido dentro de un sistema portuario regional, alternativa 
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de corredor bioceánico de América del Sur entre el Pacífico y el At-
lántico, y constituye un nodo importante respecto a la Macrozona 
Central de Chile.

La producción social del espacio 

Lefebvre reconoce al espacio como una producción social, en 
la medida que «el modo de producción proyecta sobre el terreno 
[territorio] sus relaciones, el cual reacciona sobre ellas» (Lefebvre, 
1974, citado en De Mattos, 2015). De este modo, siguiendo a Le-
febvre, es en el territorio donde se establecen relaciones sociales de 
reproducción y de producción, impactando sobre el espacio y este 
sobre la sociedad. Vive y se desenvuelve en el territorio una sociedad 
heterogénea social y culturalmente. «Es el espacio y por el espacio 
donde se produce la reproducción de las relaciones de producción 
capitalista. El espacio deviene cada vez más un espacio instrumental» 
(Henri Lefebvre, La producción del espacio). La ciudad representa, 
de manera más diversa y multiforme, el antiguo escenario industrial 
de la lucha de clases. 

El espacio es instrumental, indica Lefebvre: «La ciudad (lo que 
queda de ella o en lo que se convierte) es más que nunca un instru-
mento útil para la formación de capital, es decir, para la formación, 
la realización y la repartición de la plusvalía» (Lefebvre, 1974, citado 
en De Mattos, 2015). En esta dirección, Harvey sostiene que «la ur-
banización (...) ha desempeñado un papel crucial en la absorción del 
excedente de capital y lo ha hecho a una escala geográfica cada vez 
mayor, pero a costa de impetuosos procesos de destrucción creativa» 
(Harvey 2013), donde cada actor de la ciudad: estatal, de mercado 
y de la ciudadanía, cumple un papel y desenvuelve estrategias en el 
escenario local y global.

La ciudad es reveladora de valor de uso, pero también de valor 
de cambio, en la medida que lo urbano, las ciudades en sí constituyen 
mercancía, no solo lo que producen, sino que es el mismo espacio 
producido —lo urbano— el que compite como mercancía. «La 
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calidad de la vida urbana se ha convertido en una mercancía, como 
la ciudad misma» (Harvey, 2008, citado en Daher, 2015).

La producción del espacio entendida como inversión en el espa-
cio debe distinguir la producción del espacio mismo, de la produc-
ción de objetos en el espacio, es decir, la producción de bienes, de 
infraestructura en el espacio (Lefebvre, 1976, citado en Daher, 2015).

En función de elaborar una teoría unitaria respecto al espacio, 
de tal modo que permita su comprensión como producción social, 
superando la concepción dicotómica dominante, Lefebvre propone 
una tríada conceptual de la producción del espacio. Reconoce tres 
espacios, o dimensiones del espacio que se relacionan dialéctica-
mente: por una parte, las prácticas espaciales, entendidas como las 
relaciones de producción y de reproducción, las cosas, lo construi-
do, también se comprende como el espacio percibido. La segunda 
dimensión corresponde a las representaciones del espacio, las que se 
refieren al espacio concebido, a los proyectos y planes. Finalmente, 
la tercera dimensión corresponde a los espacios de representación, 
es el espacio vivido, la vida cotidiana. De alguna manera también 
constituye la síntesis de la trialéctica (Lefebvre, 1974). Los actores 
producen el espacio, en nuestro caso, el borde costero de Valparaíso 
en estas tres dimensiones. 

La metamorfosis urbana, mega región y el espacio 
en la globalización

Para una comprensión más completa de la disputa por la pro-
ducción del espacio, es necesario considerar analizar el problema de 
estudio en el marco de las múltiples transformaciones urbanas, la 
globalización y las repercusiones que ellas han tenido en la ciudad 
de Valparaíso y la producción social de su borde costero. 

La teoría urbana ha comprendido el fenómeno de urbanización 
identificándolo al de aglomeración, lo que se expresa en concentra-
ción de población, de infraestructura y de inversión, localizada en 
lugares delimitados y enmarcados en un territorio más amplio y 
menos denso. Sin embargo, la naturaleza de estas aglomeraciones 
urbanas es dinámica y experimenta un proceso de metamorfosis. 
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Expresión de ello es que las ciudades se pueden concentrar, expandir, 
«transformar de manera continua, pero siempre a través de densas 
redes de relaciones con otros lugares, territorios y escalas, incluidos 
los ámbitos tradicionalmente clasificados como ajenos a la condición 
urbana» (Brenner, 2013).

Refiriendo a Lefebvre, Brenner, en Tesis de urbanización pla-
netaria (2013), releva la relación dialéctica entre los momentos de 
concentración y extensión urbana, de «implosión-explosión», en 
términos de Lefebvre, los cuales no ocurren en un lugar, pueblo 
o ciudad específica, sino que se «genera una «problemática», un 
síndrome de condiciones, procesos, transformaciones, proyectos y 
luchas emergentes, que se conecta a la generalización desigual de la 
urbanización a escala planetaria» (Brenner, 2013: 49).

Es el proceso de urbanización planetaria. Como lo señalan De 
Mattos, Fuentes y Link (2014): «Con la evolución de esta metamor-
fosis, cobró fuerza la transición desde la forma urbana “ciudad” hacia 
otra que se manifiesta como lo urbano generalizado, tal como había 
sido anticipado por Lefebvre varias décadas atrás» (p. 6).

Las esferas del Estado, el mercado y la sociedad 
civil. La disputa de los actores por el espacio  
en el modelo neoliberal

Sobre este debate, Norbert Lechner (1992) analiza el impacto 
de las nuevas funciones de los actores en dichas esferas en el modelo 
neoliberal: «Una vez realizado el ajuste estructural de la economía, 
¿qué funciones asume el Estado y de qué instrumentario institu-
cional dispone? ¿Cómo interpretamos el creciente divorcio entre 
los mecanismos de generación de decisión y legitimidad política y 
los mecanismos de diseño y gestión de políticas macroeconómicas? 
¿Qué efectos tienen los enormes cambios en las pautas culturales 
sobre la transformación productiva y las reformas de la institucio-
nalidad política?» (Lechner, 1992). Pero, asimismo, si distinguimos 
el proceso de continuidad y cambio (transformaciones neoliberales 
en sistema capitalista), podemos reconocer el rol fundamental que 
cumple el Estado respecto a la producción social del espacio en una 
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sociedad capitalista, mediante el ejercicio de dispositivos ideológicos 
y políticos. En Lefebvre, Producción del espacio, revolución urbana y 
urbanización planetaria (IEU-PUC), De Mattos se refiere al modo de 
producción estatal (MPE) identificado por Lefebvre, entendiéndolo 
como una institucionalidad y un conjunto de funciones y tareas que 
el Estado ha ido asumiendo desde el momento en que «estableció 
como su objetivo/función básicos, la promoción del crecimiento 
económico» (Lefebvre, 1976). 

La teoría de Lefebvre sobre el modo de producción estatal 
sostiene que el Estado cumple un rol como agente de mercantiliza-
ción del territorio, tanto a escala nacional, regional, como urbana. 
Brenner y Elden (2009) señalan que en el actual período, este rol 
«ha adquirido una primacía sin precedentes en relación a otras 
operaciones regulatorias en el interior de la arquitectura institucio-
nal del Estado», sumándose a este ejercicio la escala supranacional 
y supraestatal (Brenner y Elden, 2009, citado en Daher, 2015). La 
tesis de Lefebvre respecto al modo de producción estatal, donde 
el Estado cumple un rol esencial y de manera creciente en la pro-
ducción del espacio y en la sobrevivencia del capitalismo, no solo 
es válida para el Estado keynesiano, sino también para el Estado 
neoliberal. Harvey (2005) señala que el rol del Estado es preservar 
y crear un marco institucional apropiado para la sobrevivencia del 
capitalismo en sus crisis sucesivas, garantizando la integridad del 
dinero y correcto funcionamiento de los mercados (Harvey, 2005, 
citado en Daher, 2015).

Recapitulando, a partir de los 80 se extendió la convicción 
política y académica de que una de las principales razones del 
agotamiento del régimen de acumulación keynesiano-fordista fue 
el activo rol del Estado en acciones para el crecimiento económico 
y en el ejercicio de funciones productivas y redistributivas, bajo ese 
modelo de acumulación. Las medidas de ajuste estructural buscaron 
asignar al mercado múltiples funciones estatales y también parte 
importante de su patrimonio, utilizando como argumento y discur-
so fundamental, que la única salida posible a la crisis era restituir 
al mercado de las funciones suficientes para organizar la dinámica 
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económica, dejando al libre mercado operar para la organización 
económica y social de las sociedades. «Se optó por la aplicación de 
criterios y procedimientos de un enfoque de gobernanza neoliberal, 
estructurado en torno al principio de subsidiariedad estatal y a una 
estrategia de “paternariado” o concertación público-privada» (De 
Mattos, 2015). El desarrollo de estos procesos de reforma que han 
tenido expresión en el Estado y en las dinámicas del mercado, sumado 
al de la incorporación de las nuevas tecnologías de la información, es 
lo que ha sido reconocido como una nueva fase de la modernización 
capitalista (De Mattos, 2015).

El nuevo escenario ha generado transformaciones fundamentales 
en la vida social, económica y cultural a nivel planetario, cumplién-
dose quizás premisas del capitalismo que nunca antes habían logrado 
tanta expansión, fluidez y permanencia. Las siguientes, las destaca De 
Mattos como tendencias extendidas de esta fase de modernización 
capitalista: «Acumulación en un espacio mundial; financiarización 
global de la dinámica económica; generalización de la mercanti-
lización económica y social; descomposición internacional de los 
procesos productivos; transición desde una sociedad de productores 
hacia una sociedad de consumidores» (De Mattos, 2015).

Particular atención requiere en el análisis las transformaciones 
de la sociedad civil, como consecuencia de la globalización y la 
crisis institucionales de los Estado-Nación (Castells, 2000) y su 
relación con la esfera del Estado y el mercado. La sociedad civil ha 
experimentado importantes transformaciones durante las últimas 
décadas. Pero quizás, la de mayor notoriedad, se desarrolla después 
del 2000 y en torno al 2010, cuando en distintos lugares del mundo 
se manifiestan importantes expresiones ciudadanas de disconformi-
dad referidas tanto a los Estados como a las dinámicas del mercado. 

¿En qué medida la sociedad civil se constituye en movimientos 
sociales en el marco de la disputa respecto al espacio social ? ¿En qué 
medida se expresan acciones colectivas? Anthony Giddens (1998) 
define como movimiento social al: «Intento colectivo de luchar por 
un interés común o de garantizar que se alcanza un objetivo com-
partido, mediante una acción colectiva que tiene lugar al margen 
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de la esfera de las instituciones establecidas». Por su parte, Alberto 
Melucci (1994) releva el carácter de los movimientos sociales en la 
acción colectiva: «Construcción a partir de las reacciones y respuestas 
que los individuos tienen ante los conflictos, la manera como los 
actores organizan su comportamiento». El estudio de los actores 
de la sociedad civil y su incidencia en la producción del espacio ad-
quieren un carácter muy activo y significativo en el caso del borde 
costero de Valparaíso.

El desarrollo del caso.  
La ciudad de Valparaíso y su borde costero

La ciudad de Valparaíso no tiene fecha de fundación. Fue descu-
bierta por Juan de Saavedra en 1534 y nombrada puerto de Santiago 
por Pedro de Valdivia en 1544. Pero la fecha que se ha definido por 
convención para conmemorar el origen de la ciudad es el año 1789, 
cuando se establece el primer cabildo de Valparaíso (El otro lado 
de las cosas, 2001).

Desde sus orígenes fue una ciudad puerto, conformada por dos 
aldeas: El Puerto y El Almendral, separadas por la Puntilla del Cabo. 
Durante el siglo XIX la ciudad vivió un importante auge producto 
de la actividad portuaria y el incremento del comercio exterior, con-
virtiéndose en un particular lugar de encuentro de culturas en el sur 
del mundo. La excepcional topografía de la ciudad, conformada por 
su bahía y encumbrados cerros, más la huella de aquella experiencia 
cultural, económica y urbana del siglo XIX, dejaron su legado hasta 
nuestros días, reconocida por su valor patrimonial. 

En julio de 2003, la Asamblea Mundial de la UNESCO deliberó 
unánimemente, inscribiendo al sitio de Valparaíso como Patrimonio 
Mundial de la Humanidad. El argumento central para otorgar esta 
distinción fue la herencia viva con que la ciudad cuenta del proceso de 
globalización inicial del siglo XIX, reflejado en la actividad portuaria 
y la vida urbana, en la infraestructura, arquitectura y el patrimonio 
intangible que mantienen sus habitantes con una identidad particular. 
El siglo XIX fue un período de esplendor para Valparaíso, pero el 
siglo XX no dejó los mismos dones para la ciudad. La apertura del 
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canal de Panamá y, más tarde, la progresiva tendencia de concen-
tración de la Región Metropolitana incidieron en el decaimiento de 
sus actividades económicas y la emigración de su población hacia 
otras comunas del Gran Valparaíso y hacia Santiago.

En 1810 fue construido en Valparaíso el muelle Villarrutia, y con 
ello, la primera obra portuaria, no tan solo de la ciudad, sino que 
también del país. Para entonces, el mar llegaba a pie de cerro, donde 
hoy se encuentran las calles Esmeralda, Prat, Serrano y Bustamante 
(EPV, 2015). En el año 1832 se construyeron los primeros almacenes 
francos para depositar las cargas provenientes de Europa y Asia. 
Entre 1870 y 1876 se construyó el muelle Fiscal, la obra portuaria 
de mayor envergadura y más moderna del país. En 1884 tuvo su 
origen el muelle Prat, para el tránsito de pasajeros. La obra también 
fue utilizada como lugar de paseo para los habitantes, conectada a 
la plaza Sotomayor y el monumento a los Héroes de Iquique.

Para el centenario (1910) se aprobó la ley que dispuso de los 
recursos para la construcción de los puertos de Valparaíso y San 
Antonio. Las obras del puerto de Valparaíso fueron inauguradas 
en 1912 y se extendieron hasta 1930, con la puesta en marcha del 
actual molo de abrigo. La infraestructura principal de aquella obra 
constituye la base del actual puerto de Valparaíso: molo de abrigo, 
malecones y terminales de atraque, espigón y muelle Barón. De 
acuerdo con lo indicado por la Empresa Portuaria de Valparaíso 
(EPV, 2015), después de la construcción del molo de abrigo no se han 
realizado nuevas obras de infraestructura importantes para el puerto. 

Las inversiones desde 1930 en adelante se han orientado a man-
tención y reparación, principalmente después del daño que sufriera 
el puerto con el terremoto de 1985.

En la actualidad, el puerto cuenta con ocho sitios de atraque 
ubicados en dos terminales. En el Terminal 1 existen cinco sitios, los 
cuales son operados por la empresa Terminal Pacífico Sur (TPS), y el 
Terminal 2, que cuenta con tres sitios. Hasta el año 2012, estos últi-
mos eran administrados directamente por EPV; luego, la operación 
del Terminal 2 fue licitada y concesionada a la empresa Terminal Ce-
rros de Valparaíso (TCVAL). Los ocho sitios se encuentran protegidos 
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por el molo de abrigo, construido en 1930. Este tiene mil metros de 
largo y cincuenta metros de profundidad. La longitud de los sitios 
de atraque es de 1.590 m. Los malecones tienes una extensión de 
mil metros, con profundidad de cuatro metros para embarcaciones 
menores. En esta extensión se considera el muelle Prat. Hacia el 
oriente se encuentra el muelle Barón, el cual tiene uso turístico y 
deportivo. Además, dentro del recinto portuario y próximo al muelle 
y paseo Barón se encuentra el terminal de pasajeros, instalado en la 
bodega Simón Bolívar, la cual tiene una extensión de 13.160 m2. A 
principios del año 2018, la Corte Suprema sentenció la inviabilidad 
del proyecto Puerto Barón, que contemplaba la construcción de un 
polémico mall en el borde costero. El proyecto fue impulsado por 
EPV, y cuestionado por organizaciones ciudadanas que apelaron al 
Poder Judicial.

Los actores en el borde costero de Valparaíso

Para identificar los actores en el borde costero de Valparaíso 
realizaremos una primera clasificación de acuerdo con la escala 
territorial. Distinguiremos tres niveles: el nivel local/regional, el 
nivel nacional y el nivel global. En cada nivel, identificamos agentes 
provenientes del Estado, del mercado y de la sociedad civil. Se trata 
de actores económicos, sociales, políticos y culturales que establecen 
relaciones de conflicto y alianza entre sí para la producción social del 
borde costero de Valparaíso. A medida que se agranda la escala, la 
diversidad de actores va disminuyendo, identificando a nivel global 
preferentemente agentes económicos que tienen presencia en el borde 
costero de Valparaíso. A escala nacional, los actores identificados 
son preferentemente estatales y económicos. A nivel local/regional se 
expresa una heterogeneidad de actores políticos, sociales, culturales 
y económicos. 

Entre los actores del nivel local/regional destaca la Munici-
palidad de Valparaíso, dado el rol fundamental que posee en la 
administración de la ciudad y sus proyectos de desarrollo, más aún, 
si se considera que Valparaíso, desde sus inicios, se ha construido 
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simbólica y materialmente en relación con el mar y su borde costero. 
Otro actor de alta influencia es la Empresa Portuaria de Valparaíso, 
dado que es quien administra una amplia extensión del territorio y 
del mar frente al borde. 

El Gobierno Regional, con sede en Valparaíso, por ser su 
capital regional, también representa un actor de importancia res-
pecto al borde costero. Otro actor relevante en este nivel son las 
universidades. La ciudad es la segunda a nivel nacional con mayor 
concentración de universidades (públicas y privadas), muchas de 
las cuales sostienen una relación significativa con el borde costero 
a partir de la actividad formativa, asistencia tecnológica y también 
como actor con opinión respecto al uso del borde costero. Por otra 
parte, es necesario considerar a los medios de comunicación local, 
recogiendo el fuerte impacto de sus discursos en los actores respecto 
al borde costero. Entre los agentes económicos locales se identifican 
agencias de mediano y pequeño tamaño, entre las cuales se cuenta 
a agencias de aduanas de carácter local, agentes de turismo, de co-
mercio y empresas inmobiliarias locales. En este mismo nivel local 
se encuentran las caletas de pescadores artesanales, los sindicatos 
de trabajadores de las empresas que operan en el puerto. Por otra 
parte, se encuentran un conjunto de actores gremiales y sociales que 
cumplen un rol relevante respecto al borde costero, particularmente 
desarrollando acciones colectivas en contra o a favor de proyectos 
que se consideran para el borde costero de la ciudad. Entre ellos, 
destaca: la Coordinadora de Defensa de Valparaíso Ciudad-Puerto, 
el Colegio de Arquitectos de Valparaíso, la Asamblea Ciudadana, la 
Coordinadora La Matriz, El Consejo de Organizaciones de la So-
ciedad Civil de Valparaíso, además de organizaciones comunitarias 
y culturales de la ciudad. 

Desde el nivel nacional, el Estado ha jugado un rol muy determi-
nante en la toma de decisiones sobre el borde costero. Representado 
por el Gobierno Central, especialmente en algunos períodos, por la 
Presidencia, el Ministerio del Interior, el Ministerio de Obras Públicas 
y el Ministerio de Transportes.
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Entre los actores que se desenvuelven en la escala global y que 
inciden en el borde costero de Valparaíso encontramos a un conjunto 
de agentes económicos que participan de circuitos globales. Se trata 
principalmente de holdings que operan como empresas concesio-
narias de la Empresa Portuaria de Valparaíso, a saber: Terminal de 
Pacífico Sur (TPS), Terminal Cerros de Valparaíso (TCVal); Terminal 
de Pasajeros de Valparaíso (TPV); Concesionario ZEAL (Zona de 
Extensión Logístico Portuario) (EPV, 2015). A ellos se suman las 
agencias navieras, clientas de las empresas concesionarias.

Por otro lado, encontramos otro tipo de actor global, en el 
marco de la estructura internacional de relaciones entre los Estados 
en Naciones Unidas, como es el caso de la UNESCO. Asociado a lo 
anterior, pero en el circuito de redes globales no gubernamentales, 
ha tenido una importante labor ICOMOS internacional, ambos, 
después de la declaratoria de Valparaíso como Patrimonio de la 
Humanidad el año 2003.

El análisis de la disputa por el borde costero

El borde costero de Valparaíso se produce mediante prácticas 
sociales, representaciones del espacio y espacios de representación. 
En su producción social intervienen agentes de la escala local na-
cional y global, pertenecientes a la esfera del Estado, del mercado y 
de la sociedad civil, quienes desarrollan distintas prácticas sociales, 
representaciones del espacio y espacios de representación. Los acores 
establecen relaciones de alianza y de conflicto para la producción 
social del borde costero. Los intereses de crecimiento económico 
nacional, de generación de utilidades en el mercado, de desarrollo 
local, son algunos de los cuales se expresan en relaciones de alianza 
y de conflicto. 

En las prácticas espaciales intervienen actores de las tres escalas 
y de las tres naturalezas mencionadas. Estas prácticas se han desarro-
llado en conflicto y en alianza; las representaciones del espacio desde 
la escala nacional son predominantes, muchas veces en contradicción 
con las representaciones del espacio de nivel local. Los espacios de 
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representación se vivencian de manera diferenciada entre los actores, 
incidiendo significativamente la escala. 

Ninguno de los actores ha logrado hegemonizar la producción 
social del borde costero. Una alianza público-privada impulsa la 
expansión portuaria. Otra, la vocación inmobiliaria turística y otra 
alianza empuja el desarrollo de espacio público y la conservación 
de valores patrimoniales. 

La producción social del borde costero impacta significativamen-
te sobre la ciudad, en la medida que este cumple un rol estratégico 
para su desarrollo. Los intereses de crecimiento económico nacional 
se enfrentan a los intereses de desarrollo local, sin lograr desarrollar 
sus proyectos y nuevas inversiones, lo cual ha repercutido negativa-
mente en el desarrollo de la ciudad.

Fundamentación de la hipótesis

El borde costero constituye un espacio de la ciudad de alto valor. 
Valor de uso, en tanto espacio público, de uso recreacional, deportivo 
y paisajístico, con valor histórico y patrimonial. Valor de cambio, 
en la medida que constituye un espacio de inversión y transacción 
de capital desde el comercio internacional, inversión inmobiliaria, 
actividad financiera y transacciones turísticas. 

El borde costero de Valparaíso ha sido históricamente la fuen-
te de identidad de la ciudad, su principal fuente de generación de 
ingresos y el aporte primordial de ingresos que desde el territorio 
se realiza al PIB nacional. Muestra de ello es que nace en el siglo 
XVI como puerto de Santiago. En el siglo XIX, período en el cual 
la ciudad encontró su máximo esplendor, la explicación de su auge 
fue justamente a partir de su condición de ciudad-puerto, mediante 
su inserción en el comercio mundial, convirtiéndose en el principal 
puerto del Pacífico Sur de la época. La conservación activa de aquella 
cultura material e inmaterial es la que fundamentó en el siglo XXI 
su reconocimiento patrimonial. 

Desde las últimas décadas del siglo XX, la ciudad experimenta 
un progresivo deterioro, emigración de la población, disminución 
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en la actividad económica, altas tasas de desempleo, pobreza y de-
terioro urbano. Entre las razones de esta situación se encuentra el 
impacto de la construcción del canal de Panamá a principios de siglo, 
disminuyendo dramáticamente el trasporte marítimo y la actividad 
portuaria. Por otra parte, otro factor que incidió en su decaimiento 
fue la tendencia de concentración/extensión de Santiago y la Re-
gión Metropolitana, atrayendo centros industriales, financieros y 
de comercio hacia la capital, al mismo tiempo que población en 
búsqueda de empleo y mejores rentas, particularmente aquella de 
mayor calificación.

Entre las reformas del Estado impulsadas por el modelo neolibe-
ral que impactaron directamente el borde costero de Valparaíso, des-
taca la modalidad de producción en la actividad marítimo-portuaria. 
Se privatiza la empresa marítima estatal, se delega la operación del 
puerto a empresas privadas, mediante el sistema de concesiones; se 
descentraliza la administración de los puertos del país y dentro del 
puerto de Valparaíso, se descentralizan sus funciones. La apertura del 
comercio internacional, como elemento estructural de las reformas 
neoliberales, se tradujo en incremento del comercio internacional de 
bienes, transferencias que transitan significativamente por el puerto 
de Valparaíso a nivel de país. Los agentes navieros se enmarcan en 
la reorganización global de concentración de capital. Por otra parte, 
la financiarización materializa su impacto en la ciudad en la tenden-
cia global de presión inmobiliaria, lo que, en parte, se expresa en 
manifestaciones de litoralización y la presión por instalar comercio 
inscrito en cadenas globales, mediante la construcción de interven-
ciones urbano-comerciales en el territorio. La actividad financiera, 
situándose históricamente de manera muy significativa en la ciudad 
de Valparaíso, en este período sigue la tendencia de concentración 
y traslada centros de operación a Santiago.

En este marco, la producción del espacio en el borde costero se 
transforma, generando nuevas oportunidades para la valorización 
del capital, en distintas alternativas de negocios. «La ciudad (lo que 
queda de ella o en lo que se convierte) es más que nunca un instru-
mento útil para la formación de capital, es decir, para la formación, 
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la realización y la repartición de la plusvalía» (Lefebvre, 1970). El 
borde costero es un instrumento para la formación de capital, exis-
tiendo distintos proyectos y actores que lo sostienen, sin embargo, 
probablemente por la escasez del territorio, por el propósito de 
maximización de utilidades, los agentes se encuentran en disputa 
en función de hegemonizar su producción social.

La producción social del borde costero constituye un campo 
en disputa, donde se encuentran presente agentes que se desenvuel-
ven en la escala global, como es el caso de los grandes consorcios 
marítimo-portuarios, comerciales y financieros; agentes que se 
desenvuelven en la escala nacional, como es el caso del Gobierno 
Central y empresariado nacional, y actores locales, entre los cuales 
se encuentran agentes públicos, empresa privada, universidades y 
organizaciones de la sociedad civil, entre otros. Todos ellos, con 
intereses específicos, estructuran alianzas y se confrontan, dentro 
de cada escala territorial y entre ellas. Una muestra de alianza entre 
actores, de carácter público privada es el Plan Maestro del Puerto 
de Valparaíso, que incluye actores nacionales, globales y también 
un actor local de gran importancia, la Empresa Portuaria de Valpa-
raíso, sin embargo, esta última, aun cuando es una empresa estatal 
autónoma y descentralizada, responde políticamente al Gobierno 
Nacional. El Plan contempla zonas de concesión del borde costero 
para la operación privada, todos ellos corresponden a agentes de 
la escala global.

No es evidente quién es el actor, o la alianza de agentes, que 
ejerce la hegemonía en la producción social del borde costero. Desde 
la dimensión de representación del espacio, los actores cuentan con 
planes, proyectos, en función de realizar sus intereses, sin embargo, 
no es nítido el predominio sostenible de unos proyectos sobre otros. 
Si bien algunos actores, públicos y privados, han diseñado grandes 
iniciativas de carácter marítimo-portuario, de carácter turístico, de 
espacios públicos, de revalorización patrimonial, no han logrado 
materializarse. Otros agentes, públicos, privados y de la sociedad 
civil, han impulsado acciones contrahegemónicas, deteniendo eficaz-
mente proyectos diseñados por otros actores, pero al mismo tiempo, 
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limitados por capacidades institucionales, políticas o económicas, 
tampoco han logrado diseñar o poner en marcha proyectos que 
logren instalarse como alternativa. 

El borde costero de Valparaíso constituye un campo de lucha, 
fuente de producción de capitales diversos. De capital económico, 
por una parte, dadas las múltiples actividades económicas que 
encuentran alta rentabilidad en su producción, tanto del espacio, 
como de los bienes y servicios que en él se producen: transferencia 
de carga; transporte para el turismo de agentes globales (cruceros); 
actividades de comercio global (mall); actividad inmobiliaria resi-
dencial; servicios turísticos desde agentes locales. 

En función de facilitar el flujo de capitales y acumulación del 
capital, el Estado adapta su institucionalidad para la supervivencia 
y reproducción del capital. Para ello, se promueven alianzas pú-
blico privadas que favorezcan el crecimiento económico nacional 
(mediante la inserción en el mercado global, fundamentalmente el 
mercado financiero), lo cual genera las condiciones para la mayor 
competitividad del capital, favoreciendo la acumulación del capital.

En este marco, el borde costero expresa intereses económicos 
particulares para el flujo y acumulación del capital. Al mismo tiempo, 
constituye un espacio público potencial o efectivo que los ciudadanos 
reclaman legítimamente como parte del derecho a la ciudad.

El borde costero genera rentabilidad del capital fundamental-
mente mediante dos actividades económicas: el turismo y la actividad 
marítima portuaria. La primera, demanda inversiones en servicios e 
inversión inmobiliaria; la segunda, expresa una fuerte inversión en 
infraestructura de comunicaciones portuarias y de comunicaciones 
terrestres, además de los capitales asociados al comercio internacio-
nal y el transporte marítimo y terrestre.

Existe una decisiva presencia del Estado nacional en la repre-
sentación del espacio, como dimensión de la producción social del 
borde costero de Valparaíso. Podemos ejemplificar esta afirmación 
con dos proyectos de planificación de inversiones y territorial, los 
que responden elementos claves de la representación del espacio en 
su producción social: el Plan Maestro de la Empresa Portuaria de 
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Valparaíso y el Plan Regulador Metropolitano de Valparaíso, del 
MINVU. El primero responde al sistema de empresas públicas y se 
fundamenta en la administración del recinto portuario a partir del 
modelo de concesiones, el que representa una valiosa proporción 
del espacio de borde costero de la ciudad. Es operado por empresas 
privadas, todas ellas, con importantes capitales transnacionales. El 
segundo instrumento, en el ámbito de la norma urbana, regula una 
franja del borde zonificada como actividad industrial portuaria, la 
que ha sido declarada de interés intercomunal, lo cual, de acuerdo con 
la legislación chilena, faculta al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, 
desde el nivel central, para su administración. La representación del 
espacio en estos casos, expresada en planes de infraestructura y norma 
urbana, es responsabilidad del Estado nacional, sin que el poder local 
tenga injerencia en el uso del suelo de esa franja del territorio.

La producción social del borde costero de Valparaíso tiene un 
carácter estratégico para el Estado central del país. Constituye un 
recurso para el crecimiento económico nacional, para lo cual en el 
marco de los parámetros neoliberales de desarrollo, promueve la 
competitividad de su desempeño, favoreciendo con ello la acumu-
lación y flujo de capital, buscando particularmente la atracción de 
aquellos que se inscriben en la escala global.
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Introducción

Los conflictos socioterritoriales se han extendido por el país, 
dando lugar a movilizaciones y a nuevas formas de politización, 
especialmente a nivel local. Hasta el momento, estos conflictos han 
sido considerados dentro del debate público desde la perspectiva 
limitada del estallido puntual, mientras la discusión académica los 
ha tratado principalmente a través de estudios de caso. Estos estudios 
han permitido poner en evidencia la conexión entre distintos tipos de 
movilización a nivel local (Vargas, 2014), destacar la conexión entre 
la actividad agropecuaria extractivista y la movilización (Floysand, 

*	 Esta investigación forma parte del Fondecyt de Iniciación «Lo que los con-
flictos producen» (CONICYT/FONDECYT/1151215) y ha recibido el apoyo 
del Centro de Estudios de Conflicto y Cohesión Social (CONICYT/FON-
DAP/15130009).
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Barton y Román, 2010) o interrogar los vínculos entre estos procesos 
y la construcción de identidades regionalistas (Penaglia, Valenzuela 
y Basaure, 2016). Estas son contribuciones importantes, pero solo 
abarcan algunos casos específicos y no permiten dimensionar ade-
cuadamente el fenómeno a escala nacional. En este sentido, nuestro 
trabajo pretende contribuir a la mejor comprensión de una dinámica 
política de primera importancia en Chile, relativa a la articulación 
de una conflictividad a nivel local que puede llegar a cuestionar as-
pectos centrales tanto del ordenamiento político como del modelo 
de producción extractivista (Svampa, 2013; Gudynas, 2009). Esto, 
además, permitirá a futuro la comparación de Chile —considerado 
por mucho tiempo al margen de las tendencias en materia de conflic-
tos políticos en la región— con los otros países del continente, mejor 
estudiados con relación a las movilizaciones, como es especialmente 
el caso de la región andina (Arce, 2014; Panfichi y Coronel, 2014; 
Silva 2009; UNIR, 2011; Yacoub, Duarte y Boelens, 2015). 

El capítulo se inicia con una discusión sobre los conflictos socio-
territoriales en América Latina, que permite trazar el marco teórico 
para situar el caso de Chile y estudiar los conflictos ahí presentes. 
Luego, un apartado metodológico señala el procedimiento para 
constituir el corpus de casos y la selección de variables de interés 
que fueron documentadas. Los datos así generados son analizados 
en una tercera sección, donde se caracteriza el universo de conflictos 
identificados entre 2005 y 2014. Junto con apreciar su distribución 
en el territorio nacional, se desagregan los conflictos según sectores 
económicos, presencia indígena y de actores extraterritoriales, es-
tableciendo algunas correlaciones observables en estos subgrupos. 
También se considera una primera aproximación al grado de inci-
dencia que estos conflictos están teniendo en proyectos de inversión 
y en políticas públicas. Finalmente se analiza la significación del 
desarrollo de estos conflictos para el país, en el marco del agota-
miento de un ciclo político y la emergencia de otro. Se concluye 
con algunas hipótesis sobre el perfil general de los conflictos socio-
territoriales en Chile, volviendo a situar el caso en América Latina 
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y haciendo algunas conjeturas en cuanto a los efectos políticos de 
estas movilizaciones.

Conflictos socioterritoriales: una aproximación 
conceptual 

En este artículo abordamos en conjunto distintos tipos de con-
flictos políticos que denominamos socioterritoriales, puesto que 
nuestro interés está centrado en los fenómenos de politización que 
se generan, en aquellos conflictos que rebasan su marco original. 
Para esto, en esta sección teórica se muestra el interés, pero tam-
bién las limitaciones de un abordaje reducido principalmente a la 
problemática socioambiental. También se señala la importancia de 
considerar no solo el conflicto en sí, sino también sus resultados. 
Esta revisión crítica permite fundamentar el marco metodológico 
expuesto en la siguiente sección. 

La consideración de los conflictos socioterritoriales a la luz de la 
intensificación del extractivismo (Humphreys y Bebbington, 2012; 
Haarstad y Campero, 2012; Li, 2015), siendo relevante como telón 
de fondo y explicación estructural de la mayor conflictividad, resulta 
insuficiente para dar cuenta de la variedad de conflictos y sus formas 
de politización, por varios motivos. 

En primer lugar, el foco en el extractivismo tiende a homoge-
neizar los conflictos entre sí, a pesar de que no todas las situaciones 
de intensificación extractiva den lugar a conflictos, ni estos se desa-
rrollen de la misma manera. En general, no se trata de un conjunto 
de actores preconstituidos y orientados según una matriz o motiva-
ción ideológica específica que desata el conflicto, sino actores que 
emergen a propósito de conflictos específicos, adoptando diversas 
modalidades de organización, protesta y también propuestas. Estas 
consideraciones son importantes para motivar el levantamiento de 
información sobre la diversidad de actores que participan. Otra 
variante conflictual necesaria de considerar es aquella asociada a la 
organización institucional del Estado y la gestión de las políticas pú-
blicas en el territorio. Son conflictos que demandan mayor autonomía 
en la toma de decisiones, a través de procesos de descentralización 



Gonzalo Delamaza • Antoine Maillet • Christian Martínez

236

política, administrativa y fiscal. También existen conflictos surgidos 
por las insuficiencias de la provisión de servicios básicos, como los 
identificados por Calderón (2012). El Estado cataliza los conflictos, 
pero no tiene la suficiente capacidad de resolverlos. En estos casos, 
la relación con el extractivismo es de carácter indirecto, puesto que 
interviene en primer término la capacidad estatal de gestionar las 
políticas públicas, en contextos más o menos afectados por la econo-
mía extractivista. Por eso se considerará también la participación de 
actores estatales en estos conflictos. Otra vertiente de conflictos terri-
toriales incluye demandas de los pueblos indígenas. Por una parte, se 
refieren a la categoría «clásica» de conflictos «por la reproducción 
social» (Calderón, 2012), pero también incluyen una dimensión de 
afirmación de identidades culturales y, cada vez más, son también 
conflictos que disputan los recursos del territorio, dada la presión de 
la economía extractiva y el nuevo valor económico de los territorios 
habitados secularmente por los pueblos indígenas (Miller, 2014). 
La importancia que han ido adquiriendo las luchas indígenas en el 
continente y el reconocimiento creciente de los derechos indígenas 
en el ámbito internacional y en las legislaciones nacionales —como 
la ratificación del Convenio 169 de la OIT— se traducen también 
en interesantes procesos de «reetnificación» como resultado de estas 
luchas (Mc Phee, 2010; Martí i Puig, 2013). 

La estructuración política de los conflictos socioterritoriales es 
otro aspecto que conviene distinguir y que no resulta adecuadamente 
abordada por el enfoque «extractivista». Muchas veces los conflic-
tos locales se analizan como si estuviesen constituidos por actores 
singulares que se confunden con los límites físicos del territorio. 
Es un enfoque que normalmente contrapone a la comunidad local 
(como entidad singular) con algún actor externo (algún proyecto 
gubernamental o una empresa privada, o alianzas entre ellos). Sin 
embargo, la estructuración de los conflictos parece haber cambiado, 
desplazándose una gran parte de ellos desde los actores políticos 
tradicionales a los escenarios locales y pluralizando los actores de 
los mismos en relaciones de «geometría variable» que evolucionan 
según la dinámica del mismo conflicto. Su procesamiento político 
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también se ha modificado, toda vez que la mediación de los partidos 
políticos parece haber perdido fuerza en todos los contextos (Bide-
gain, 2015; Donoso y Von Bulow, 2017; Somma y Medel, 2017) y 
han aparecido nuevos actores de mediación, como las redes inter-
nacionalizadas (Bowen, Fábrega y Medel, 2012), los funcionarios 
públicos relacionados con el activismo de la sociedad civil (Abers 
y Von Bülow, 2011), así como coaliciones y alianzas de actores 
(Birner, Sharma y Palaniswaly, 2006). Nuestro enfoque apunta, por 
lo tanto, a considerar que estos conflictos involucran en numerosas 
ocasiones la participación de redes que articulan distinto tipo de 
actores, redes que muchas veces se articulan en función del conflicto 
mismo y su evolución.

Lo anterior es importante porque, aunque se trata de conflictos 
directamente relacionados con los territorios, muchas veces tienen 
un carácter multinivel y multiescalar. Comprometen a actores 
económicos que operan en el mercado global, como las empresas 
transnacionales, así como a los gobiernos y sus políticas regulatorias, 
compensatorias o redistributivas, tanto como redes de activistas, 
más o menos vinculadas a los actores locales (Bebbington, 2007). Se 
trata, generalmente, de redes muy asimétricas en términos de poder 
y recursos, presentes de distinta forma en los territorios. Por tanto, 
también es un objeto de análisis relevante la geometría variable de 
las relaciones existentes al interior de las redes de activistas entre los 
diferentes tipos de actores y sus respectivas redes. De acuerdo con lo 
anterior, tenemos un escenario donde la conflictividad política socio-
territorial puede entenderse en cierta medida como resultado de la 
intensificación extractivista, pero donde también debe considerarse 
la diversidad de los conflictos y nuevas formas de estructuración de 
los mismos. 

Finalmente, en términos teóricos, es importante considerar la 
incidencia de estos conflictos. Para América Latina, Silva (2015) 
planteó recientemente la necesidad de tratar analíticamente los resul-
tados de las movilizaciones. Bosi, Giugni y Uba (2016) abordan con-
secuencias institucionales, de políticas públicas y biográficas de los 
movimientos sociales. Previamente, Giugni (2004) había distinguido 
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entre efectos directos, indirectos y conjuntos de la movilización 
social sobre la dinámica de las políticas públicas, vinculándolos 
con los contextos políticos. Estos análisis tratan principalmente 
de movimientos sociales amplios y orientados por una ideología o 
causa común. 

En resumen, la literatura señala distintos ejes para la explora-
ción de movilizaciones que, si bien tienen rasgos conocidos, tam-
bién presentan novedades. Es para ello que levantamos la siguiente 
propuesta metodológica. 

Construir un panorama de los conflictos políticos 
socioterritoriales en Chile: aproximación 
metodológica

Como hemos visto en la sección anterior, la literatura nos señala 
distintos ejes para abordar la construcción de un panorama de los 
conflictos socioterritoriales en Chile, que nos permita conocer sus 
principales características. 

El paso inicial consiste en determinar el objeto de estudio. En 
este caso, el doble carácter de los conflictos: territoriales y la vez 
politizados. El carácter territorial nace de un problema que afecta 
a habitantes de un territorio determinado, que se movilizan en ese 
mismo territorio y elaboran reivindicaciones y coaliciones que nacen 
de allí. Por otro lado, el conflicto se politiza de una manera tal que 
rebasa su condición original. Esta segunda condición puede deberse a 
su vez a tres razones principales, sin que estas sean excluyentes entre 
sí: a) porque en el conflicto se involucran otros actores (nacionales o 
internacionales), que intervienen en él y son portadores de sus propias 
redes, agendas y motivaciones, las cuales pueden coincidir o no con 
las de los actores locales; b) porque su demanda no se limita a una 
reivindicación que se satisface en el escenario local, como ocurre 
con el conflicto puntual en relación con las actuaciones ligadas a 
las instalaciones de una empresa o al conflicto de un grupo vecinal 
con la autoridad local, sino que interpela otras instancias del Estado 
(judiciales, regionales, autoridades sectoriales, etcétera); c) porque 
en su desarrollo se ponen en discusión orientaciones globales de 
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las políticas públicas, como por ejemplo descentralización, política 
ambiental, regulaciones para la inversión extranjera, normativa y 
derechos sobre recursos del territorio, como recursos minerales, 
agua y propiedad de la tierra. No todos los conflictos territoriales 
serán considerados aquí, solo aquellos que dan lugar a procesos de 
politización como los anteriormente descritos. Por eso hablamos en 
general de conflictos socioterritoriales. 

Valgan aquí dos restricciones metodológicas con claras conse-
cuencias operacionales: 

a) No son considerados los conflictos urbanos, ni los que 
pueden caer en la categoría de NIMBY, que en rigor carecen de la 
dimensión política «hacia afuera», tal como se está considerando 
aquí (Burningham et al., 2006). Conceptualmente, la categoría de 
conflicto socioterritorial no excluye los conflictos urbanos, pero 
incluirlos resulta empíricamente mucho más complejo de realizar, 
por la mayor cantidad de factores presentes simultáneamente en las 
cuestiones urbanas y, en el caso chileno, por el peso desproporcio-
nado de la capital en relación con el resto del país, lo que aconseja 
considerarlos en fases posteriores de investigación. 

b) Si bien se considera la presencia de actores indígenas como 
una variable relevante en los conflictos socioterritoriales (ver más 
adelante), se dejan fuera de nuestra delimitación cuando hay difi-
cultad para definir la escala del conflicto o cuando no se forman 
coaliciones más amplias con reivindicaciones comunes. A menor 
escala se podrían encontrar, por ejemplo, las movilizaciones por recu-
peración de tierras o bosques por parte de comunidades específicas, 
sin embargo, esas mismas movilizaciones podrían ser consideradas 
como parte de conflictos más amplios, puesto que la categoría de 
territorio puede adquirir muy diferentes magnitudes según sea la his-
toria, las alianzas, los marcos interpretativos (framing) y el desarrollo 
de los mismos conflictos. Por el contrario, tomar como unidad de 
análisis una región muy amplia tiende a esconder la especificidad de 
las movilizaciones concretas. Este problema no se produce cuando 
se trata de conflictos con participación de indígenas pero que son 
definidos en torno al acceso o preservación de acuíferos, lugares 
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patrimoniales, o territorios de la contaminación o intervención 
de terceros. En estos casos se forman coaliciones más amplias, de 
carácter multiétnico. En otros términos, se opta por reconocer la 
especificidad de los conflictos indígenas, en especial por tierras, y 
no forzar la categoría de conflicto socioterritorial utilizada en este 
estudio: conflictos en territorios no metropolitanos, que emergen de 
un problema ocurrido en el territorio, movilizan a distintos actores 
del mismo, al tiempo que lo rebasan en su dinámica de desarrollo 
en la medida que se politizan.

A partir de esta definición, el universo de conflictos es construi-
do a partir de distintos tipos de fuentes primarias y secundarias. La 
fuente principal fue el primer catastro de conflictos socioambientales 
elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos para el 
período 1990-2012, que registraba noventa y siete conflictos, distri-
buidos en catorce de las quince regiones del país (INDH, 2012), a los 
que se agregaron luego los cinco de la versión actualizada (INDH, 
2015). Sin embargo, no en todos los casos mencionados en dicho 
catastro existe evidencia de acción contenciosa por parte de grupos 
movilizados, en ocasiones solo hay un malestar difuso en torno a 
una gran inversión, de tal manera que debimos recalificar uno a 
uno los conflictos, utilizando fuentes complementarias. También se 
consideró la documentación publicada por el Observatorio Latino-
americano de Conflictos Ambientales, construida sobre la base de 
entrevistas con los activistas de las localidades (OLCA, 2011). A ellos 
se agregaron otros catastros de conflictos, los que fueron cotejados 
y complementados con información de instituciones públicas, en 
especial, del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, así como 
también, fuentes de prensa, documentación de empresas privadas y 
de organizaciones sociales y no gubernamentales. Con todas estas 
fuentes logramos establecer fichas de información para cada caso y 
luego estandarizarlas para fines de comparación.

El universo inicial, surgido de los catastros, fue de 136 casos, 
los que fueron caracterizados según un conjunto de variables, que 
nos permitió reducir a 101 casos de conflictos socioterritoriales 
para el período 2005 y 2014. Así como se agregaron casos que no 
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estaban en los catastros (los que no eran de tipo socioambiental), 
se eliminaron otros que, o bien tenían una data muy anterior, o 
no podían ser considerados conflictos propiamente tales. Algunos 
han concluido, otros están todavía en curso. El punto de inicio de 
nuestra base de datos fue fijado en 2005, por la importancia que 
adquirieron en el verano de ese año las movilizaciones en Valdivia, 
a raíz de la contaminación producida por una planta de celulosa en 
la localidad de San José de la Mariquina. El caso de Valdivia puede 
considerarse un punto de inflexión, porque tuvo consecuencias sobre 
la legislación ambiental, sobre la conducta de las empresas en materia 
de responsabilidad social y sobre la constitución de movimientos 
sociales más amplios y diversos en torno a los problemas ambien-
tales, que comenzaron a denominarse «movimientos ciudadanos» 
(Delamaza, 2012a). Al mismo tiempo, como lo indica el catastro del 
INDH, cuantitativamente es el año en que empezaron a producirse 
mayor cantidad de conflictos de este tipo. 

Una vez determinados los casos de estudio, establecimos las 
variables para las cuales se levantó información. Para esto, conside-
ramos los elementos diferenciadores sobre los conflictos socioterrito-
riales señalados en el marco teórico. En primer lugar, se establece la 
duración del conflicto, a partir de la primera y última manifestación 
de un acto contencioso. Esto nos permite tomar distancia de la visión 
de las movilizaciones como estallidos puntuales o, por el contrario, 
la visión que los subsume dentro de una conflictividad continua a 
lo largo de los siglos. Luego, en relación con la discusión sobre el 
extractivismo y otras posibles clasificaciones para los conflictos, 
situamos cada conflicto en un sector económico, considerando 
categorías tradicionales, a las cuales sumamos una de «servicios 
sociales» y una categoría «otros». También nos interesamos en el 
motivo predominante del conflicto, es decir, el elemento explícito 
que genera movilización y se mantiene en el tiempo, como distintos 
tipos de contaminación, cultura, etc.

En cuanto a la estructura política de estas movilizaciones, levan-
tamos información en cuanto a la participación de distintos tipos de 
actores en cada conflicto, distinguiendo entre diferentes categorías. 
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Para conocer la complejidad de las movilizaciones, consideramos 
la cantidad de actores locales que participan, pero también actores 
extralocales, indígenas, municipios, parlamentarios, iglesias y otros. 
Finalmente, nuestra preocupación por la incidencia de los conflictos 
nos llevó a levantar información sobre si la causa del conflicto —en 
general un proyecto extractivista o de infraestructura— se ha visto 
afectada o modificada a raíz de la movilización. 

Caracterización de los conflictos 
socioterritoriales en Chile 

La revisión teórica y su operacionalización en distintas varia-
bles estructuran la presentación de la información. Una primera 
visualización del agregado de conflictos durante el período entrega 
el siguiente mapa de su distribución por región.

Figura 1. Cartografía conflictos. 

Fuente: Elaboración propia.
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La distribución geográfica de los conflictos indica claramente 
que estos se han extendido por todo el país, con la sola excepción de 
la Región de O’Higgins, en el centro del país. Considerados según 
sector económico, se aprecia la relación directa de la mayoría de ellos 
con la actividad de extracción intensiva de los recursos naturales 
y su demanda energética derivada. El siguiente gráfico permite dar 
cuenta de la acumulación de los conflictos en ciertos sectores. 

Figura 2. Conflictos según sector económico.

 

Fuente: Elaboración propia.

El número mayor de conflictos se ubica en el sector energía, 
con sus diversas variantes (44), seguido por el sector minería (28). 
Justamente se trata de las actividades más asociadas con un modelo 
extractivista, lo cual nos señala la importancia de este tipo de con-
flictos para Chile. Existe un rechazo espacialmente bien distribuido 
a este tipo de proyectos. Sin embargo, esta distribución geográfica 
de los conflictos se diferencia también en respecto a sectores pro-
ductivos. Mientras en las comunas cordilleranas de las regiones de 
la zona norte predominan los conflictos vinculados con las explo-
taciones mineras, en las costeras se ubican los relacionados con 
energía termoeléctrica, instalaciones que se construyen precisamente 
para surtir de energía a las faenas mineras en una zona sin cauces 
hidrográficos importantes. Hacia el sur del país, también en la zona 
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cordillerana, en cambio, se ubican los conflictos en torno a la energía 
hidroeléctrica, por el aprovechamiento de los cauces de agua para 
producir energía. La zona costera, en cambio, manifiesta una pauta 
diversificada en cuanto a los sectores económicos con los que el 
conflicto se relaciona. Es interesante resaltar que la producción de 
energías basada en tecnologías alternativas también ha sido objeto 
de oposición social (otras energías). 

Por otra parte, es relevante considerar los actores que participan 
en estos conflictos. En la mayoría de los casos no se trata de una sola 
organización, sino que más bien observamos indicios de la articula-
ción de actores de distinto tipo en torno a estas problemáticas. El ca-
tastro nos permitió relevar que los conflictos involucran en promedio 
más de cuatro actores locales. Participan tanto actores tradicionales 
—por ejemplo, sindicatos o agrupaciones profesionales— como otros 
recientes y creados ad hoc para enfrentar la situación conflictiva, 
muchas veces bajo la figura de una «coordinadora». En la mitad de 
los casos (51) están presentes también actores extralocales, en par-
ticular organizaciones no gubernamentales especializadas en temas 
medioambientales. Esto representa otra forma de articulación, tanto 
hacia el nivel nacional, como entre territorios. La articulación opera 
también hacia los representantes de la política formal —dentro y fue-
ra del territorio—, especialmente a nivel municipal. Así, cincuenta y 
nueve conflictos involucran al municipio, en general como parte de la 
protesta. También se cuentan diecinueve conflictos donde participan 
parlamentarios. Esto nos indica que estas disputas penetran la esfera 
de la política formal, sin que ello se pueda asimilar simplemente a 
un fenómeno de cooptación, control o manipulación, ni tampoco 
necesariamente integración o políticas y mecanismos participativos 
institucionalizados. Pero nos muestra la importancia de los actores 
institucionales en los conflictos en Chile.

Otro aspecto relativo a los actores es que diversos conflictos 
afectan a territorios con presencia indígena. Este factor es relevante, 
al menos, por dos motivos. El primero de ellos es que la actividad 
tradicional y base de la subsistencia de los pueblos indígenas, direc-
tamente ligada al entorno natural y la actividad agrícola, es una de 
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las más sensibles a la presión extractivista surgida de la minería y 
el sector forestal, dos de los sectores económicos más importantes 
en Chile. En segundo lugar, este aspecto es importante toda vez que 
Chile cuenta con una legislación indígena tendiente a restituir territo-
rios a los pueblos originarios (Ley Indígena 19.253) y a garantizar el 
derecho de estos a ser consultados sobre la presencia de actividades 
económicas y en general proyectos de inversión que puedan afectarles 
(Ratificación del Convenio 169 de la OIT en 2008). De manera tal, 
que resulta interesante considerar los diversos tipos de conflictos 
según su vinculación con territorios con presencia significativa de 
población indígena. En otros términos, aquellos conflictos donde la 
participación indígena es relevante en vinculación con el territorio.

Otra dimensión relevante para el análisis es la incidencia de 
los conflictos sobre la marcha de los proyectos e inversiones invo-
lucradas, como una primera aproximación a los resultados de los 
conflictos socioterritoriales. Se recurre al término de incidencia para 
dar cuenta de una posible relación entre una decisión de inversión y 
el conflicto producido. Hemos agrupado los conflictos en tres niveles 
de incidencia. Se considera un nivel alto de incidencia cuando el 
proyecto no se concreta. Un nivel medio da cuenta de modificaciones 
del proyecto, que sin embargo se realiza. Finalmente, un nivel bajo 
de incidencia se asigna cuando no hay evidencia de cambios signi-
ficativos al proyecto inicial. Damos cuenta aquí de una correlación 
entre conflicto y cierto desenlace. Por cierto, no se trata de una cau-
salidad, ya que diversas hipótesis podrían explicar el desistimiento 
de un proyecto, sea por rechazo de la institucionalidad ambiental 
o por motivos propiamente económicos. Las empresas elaboran en 
general discursos complejos sobre sus motivos para suspender una 
iniciativa, lo que complica aún más el establecimiento de una relación 
causal, que será motivo de futuras investigaciones. Los resultados 
señalan en primer término un nivel relativamente alto de incidencia, 
contrariando la idea de que los conflictos de este tipo son más que 
nada luchas testimoniales frente a las dinámicas avasalladoras del 
extractivismo neoliberal. La gran mayoría de los conflictos consi-
derados logró al menos una incidencia media (29%) o alta (30%), 
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mientras un grupo menor tuvo baja incidencia (16%). Otro conjunto 
de ellos está aún a la espera de resultados. Clasificando tres niveles 
de incidencia, se obtiene el siguiente panorama. 

Figura 3. Nivel de incidencia de los conflictos.

Fuente: Elaboración propia.

Apreciado por sector económico, el mayor nivel de incidencia se 
logra en el sector minería, seguido del sector energía termoeléctrica. 
Los proyectos han sido cancelados o efectivamente modificados y 
ello puede tener relación con los conflictos políticos que han desen-
cadenado a nivel local. Además, se observa una mayor capacidad 
de incidencia en el sector pesca, mientras los proyectos de energía 
hidroeléctrica se dividen en partes similares entre los conflictos que 
logran alta incidencia y los que tienen baja, predominando estos 
últimos. También es baja la incidencia lograda en conflictos rela-
tivos al sector «otras energías» —que se refiere a energía eólica o 
solar— y se reparte en las tres categorías lo relativo a obras públicas. 
La influencia media predomina en los conflictos inmobiliarios y el 
sector forestal (en especial celulosa). 
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Figura 4. Nivel de incidencia según sector económico.

Fuente: Elaboración propia.
Nota: Análisis no considera los veintitrés casos «a la espera».

Con la presentación de estos datos, hemos entregado una 
primera caracterización del fenómeno, mostrando algunos rasgos 
de lo que pareciera ser una nueva politización desde lo local y los 
territorios. En la próxima sección presentamos algunos elementos 
de interpretación para este fenómeno. 

Elementos de interpretación e hipótesis

La descripción realizada sobre cierto tipo de conflictos locales 
en Chile muestra la importancia de dinámicas que no responden a 
la pauta tradicional de movilización de la sociedad chilena, tanto 
en democracia como en dictadura, ni tampoco a la matriz socio-
política que vinculaba Estado nacional popular, sistema político y 
movimientos sociales nacionales, cuyo escenario principal tendían a 
ser las grandes ciudades, así como las grandes instalaciones fabriles 
(Garretón, 2000; Calderón, 2012). 

Una hipótesis central para esta agenda de investigación es que 
los conflictos tienen efectos acumulativos. La amplitud de movi-
lizaciones territoriales como las ocurridas en Aysén en febrero de 
2012, así como en Freirina en 2013, así lo indican. En Aysén, un 
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movimiento regional se articuló a partir de la confluencia de distintos 
grupos sociales, en torno al eslogan «tu problema es mi problema». 
En Freirina, los olores que emanaban de una planta faenadora de 
cerdos llevaron a que buena parte de la comunidad se sublevara, 
después de años de tensiones. Ello finalmente llevó a la suspensión 
de la actividad de esta empresa. 

Los datos que presentamos permiten dimensionar también cómo 
los conflictos socioterritoriales se articulan a distinta escala y mues-
tran diversos niveles de vinculación entre actores que generalmente 
no se asocian. Esto plantea el posible escalamiento del conflicto. Se 
requieren mayores investigaciones para determinar si ello se suscita 
por la propia dinámica que produce la intervención del territorio, 
afectando distintas comunidades locales, o si es porque las solucio-
nes que buscan estas no se logran resolver a nivel local. A ello se 
suma una densificación de la acción colectiva, la cual no solo debe 
considerar operar a distintos niveles del sistema público y privado, 
sino también con una diversidad de actores locales y extralocales 
con quienes establecen distintos tipos de acuerdos, repertorios y 
estrategias. Así, la territorialización del conflicto propende a una 
articulación compleja y a la apelación de distintos tipos de conoci-
miento especializado, que debe ser explorada más en detalle. 

En materia institucional, la capacidad estatal para abordar los 
conflictos es otra dimensión que considerar. Chile es normalmente 
visto en el concierto latinoamericano como un país dotado de una 
relativa mayor capacidad institucional del Estado. Sin embargo, en el 
ámbito que interesa a esta investigación, este es precisamente uno de 
sus flancos débiles, por la tradición centralista y unitaria del mismo, 
lo que debilita el ámbito de las decisiones locales (Floysand, Barton 
y Román, 2010; Penaglia, Valenzuela y Basaure, 2016). Además, 
Chile ha sido considerado como una excepción en América Latina, 
debido a que la descentralización nunca ha sido vista como parte 
de la profundización democrática (Angell, Lowden y Thorp, 2001). 
En la actualidad, muchos de estos conflictos demandan un proce-
samiento en términos de modificación de las reglas del juego en la 
distribución del poder y las decisiones. En ocasiones, los conflictos 
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por provisión de servicios convergen con los socioambientales, como 
ocurrió en Tocopilla. En otras, en cambio, las dinámicas coexisten 
sin necesariamente coincidir. A modo de ejemplo, se ha estudiado 
bastante la movilización contra el proyecto de centrales hidroeléc-
tricas de HidroAysén (Bauer, 2009; Barton, Román y Floysand, 
2012; Romero, Romero y Toledo, 2009; Silva, 2015), sin embargo, 
el amplio movimiento social de la región de Aysén en 2012 no tuvo 
su epicentro en ese proyecto (Pérez, 2013). 

Conclusión

Esta investigación nació de una preocupación por la poca aten-
ción que ha recibido la transformación política que se manifiesta en 
la multiplicación de los conflictos socioterritoriales aquí analizados. 
En el caso de Chile, la alta visibilidad adquirida por el movimiento 
estudiantil en los últimos años ha contribuido a alterar la percepción 
de Chile como un país distinto en América Latina, donde la activi-
dad política se concentraría en las instituciones formales. Este dejó 
clara la necesidad de considerar también a la protesta social como 
un factor importante en la toma de decisiones públicas, lo que había 
sido eclipsado desde la vuelta a la democracia. Sin embargo, con la 
centralidad otorgada al movimiento estudiantil se corre el riesgo de 
perder de vista otros conflictos sociales de carácter subnacional, que 
tienen lugar fuera de los centros urbanos y, en especial, de la capital 
del país. Estos también se han venido produciendo en diferentes 
países de la región. 

En este sentido, este artículo propone una doble revisión del 
caso de Chile en materia de movilizaciones sociales. La evidencia 
presentada sobre la existencia de un número importante de conflictos 
socioterritoriales a lo largo del país, que no lo muestra como un país 
sometido al neoliberalismo y el extractivismo, sino una sociedad que 
actúa y se moviliza de diversas formas. Esta misma evidencia entrega 
una mirada nueva sobre este recrudecimiento de la movilización, 
poniendo el foco en la dimensión territorial, para evitar una mirada 
sesgada del caso. Los 101 conflictos que constituyen la base de esta 
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investigación dan cuenta de territorios donde existe una importante 
actividad contenciosa. 

Así, la metodología adoptada permite levantar un panorama ge-
neral que da cuenta de la magnitud del fenómeno. Sin embargo, deja 
también muchas interrogantes abiertas, que deben ser respondidas a 
partir de estudios realizados a nivel local, con preguntas específicas y 
un mayor nivel de precisión empírica. Para estos estudios de caso o 
comparados, el presente trabajo contribuye entregando lineamientos 
generales, para situar los fenómenos ocurridos localmente. En conse-
cuencia, constituye también una invitación a considerar preguntas de 
gran relevancia, como las posibles articulaciones entre los conflictos 
socioterritoriales, la existencia de efectos acumulativos en el tiempo 
y las potencialidades transformadoras que tienen estos conflictos. 
Al revés de la opinión manifestada por muchos actores, la evidencia 
indica que los conflictos mayoritariamente tienen una incidencia 
importante sobre la situación que los motivó, y a veces sobre las 
políticas públicas en general. Analíticamente, quedan por verse los 
factores que favorecen o dificultan el éxito de las movilizaciones, 
y en términos acumulados, qué efectos pueden tener a mediano y 
largo plazo sobre el modelo de desarrollo del país. 
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La multidimensionalidad de la 
vulnerabilidad social ante desastres 

socionaturales
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Universidad de Chile. Santiago, Chile

Introducción

Cuando una amenaza natural desencadena desastres sociales, 
hablamos de «desastre socionatural». Este concepto, ya ampliamente 
utilizado en la literatura (Romero, 2014; Lavell, 2000; Maskrey et 
al., 1993), pone el énfasis en los problemas sociales de distinto or-
den que se presentan luego de un acontecimiento catastrófico y que 
provocan daños materiales e inmateriales susceptibles de ser evitados 
o al menos mitigados si se identifican adecuadamente y a tiempo.

No obstante, la complejidad de los procesos sociales involu-
crados en los desastres en Chile requiere de estudios que atiendan 
a la multidimensionalidad que caracteriza la vulnerabilidad de la 
sociedad chilena y a sus peculiares características. Esto, debido 
a que la evidencia empírica ha tendido a focalizar la explicación 
del incremento en el riesgo de desastres de origen natural, a partir de 
vulnerabilidades de tipo económico y de cualidades demográficas que 
disminuyen las capacidades de las personas para responder y reponerse 
de las emergencias desencadenadas por las amenazas naturales.

La reflexión que aquí se presenta está orientada a comprender 
los desastres de origen natural como conflictos sociales basados 
en vulnerabilidades sociales emergentes que muestran su condi-
ción multidimensional, de cualidad dinámica y multiescalar. Ello, 
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principalmente, porque aparecen desestabilizaciones en la estructu-
ra social y tensiones subjetivas en las relaciones entre el Estado, el 
mercado, el territorio y la sociedad. 

Con este fin se integran los resultados de estudios realizados al 
alero del Núcleo Milenio en Ciencias Sociales «Centro de Investiga-
ción en Vulnerabilidades y Desastres Socionaturales» (NS 100022) de 
la Universidad de Chile entre los años 2011 y 2014. Dichos estudios 
se realizaron en localidades enfrentadas a distintos tipos de desastres, 
tales como erupción volcánica, aluviones, terremotos y tsunamis.

La particular forma de ser vulnerable socialmente 
en Chile ante los desastres socionaturales: 
cualidad dinámica y multiescalar

Se entiende aquí por vulnerabilidad social a la condición humana 
o proceso que determina la probabilidad y la magnitud de los daños 
causados por el impacto de un peligro determinado (PNUD, 2014), 
lo que en términos generales puede ser expresado también como la 
susceptibilidad o predisposición a sufrir daños y tener dificultades 
para recuperarse (Fernández, 1996). Según la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPAL, 2000), el concepto toma 
mayor relevancia por los impactos provocados por los modos de 
producción, las instituciones y los valores que caracterizan el desa-
rrollo de Chile, dejando a familias y hogares con grandes niveles de 
inseguridad e indefensión. Como determinantes de la vulnerabilidad 
se suelen definir aspectos físicos, sociales, económicos y ambientales, 
sobre todo cuando se intenta explicar la inestabilidad con que viven 
ciertos grupos sociales en comparación con otros. 

En específico, para el caso de desastres socionaturales, durante 
la última década se han considerado los componentes sociales de la 
vulnerabilidad como parte de los principales determinantes de los 
daños causados (Warner, 2007; Vargas, 2002; Bank, 2010; Cardona, 
2001; Hipple, 2007; Wisner et al., 2003; Blaikie, 1993). En efecto, las 
características de los sistemas sociales pueden amplificar o atenuar los 
impactos de la exposición a los desastres, más aún cuando las crisis 
derivadas aparecen en diferentes niveles de desarrollo económico 
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y social de un país (Maskrey et al., 1993, Douglas, 1996, citado 
en García, 2005). Dentro de esas características, la insuficiencia de 
una comunidad para soportar los cambios en su medio ambiente 
determina la desigual distribución de los daños (Cardona, 2001; 
Lavell, 1998; Vargas, 2002).

El término ha sido descrito en relación con los desastres princi-
palmente por la geografía y la sociología, desde donde se plantea que, 
mientras más insegura es la comunidad y menos confiable son sus 
instituciones, peor será su nivel de respuesta y de resiliencia ante una 
catástrofe. A nivel de política internacional, tanto CEPAL (2000) como 
PNUD (2014) proponen que la vulnerabilidad social en situaciones de 
desastres está determinada, entre otras cosas, por una combinación 
de factores estructurales (economía, estructura productiva), sociales 
(grado de organización y participación social) y políticos (capacidad 
político-institucional y la forma en que el gobierno, la sociedad y la 
comunidad internacional enfrentan el problema). 

Esta variedad de dimensiones que componen la vulnerabilidad 
está también presente en el concepto de vulnerabilidad global (Var-
gas, 2002; Wilches-Chaux, 1993), que comprende las respuestas 
sociales e institucionales ante situaciones de desastre en diferentes 
ámbitos: físico (localización en zonas de riesgo), económico (nivel 
de pobreza), social (organización y grado de cohesión de las comu-
nidades), político (grado de centralización de la toma de decisiones), 
técnico (calidad de las normas de construcción), cultural (forma de 
relación con el medio ambiente), educativo (acceso a información 
sobre medioambiente y promoción de formas de comportamiento en 
caso de desastres) o institucional (grado de rigidez en las respuestas). 

En Chile, los frecuentes desastres socionaturales dejan en eviden-
cia la variedad de situaciones de vulnerabilidad social que enfrentan 
las personas durante los distintos momentos de cada desastre. Antes 
que una amenaza natural desencadene un evento crítico, las personas 
y grupos sociales que se encuentran más vulnerables son quienes 
cuentan con menos recursos para enfrentar las consecuencias de tal 
evento. A su vez, quienes cuentan con recursos pueden ver alterada su 
capacidad de control sobre ellos como para activarlos y movilizarlos 
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en función de las estrategias de prevención, enfrentamiento de la 
emergencia, respuesta y recuperación. Dichos recursos no son solo 
económicos (nivel de ingresos) o materiales (estado de las viviendas, 
posesión de bienes), sino también sociales. No obstante, la definición 
de cuáles son los recursos sociales que ayudan a reducir el riesgo de 
desastres es aún tema de investigación, siendo de crucial importancia 
para apoyar y gestionar de mejor forma su fortalecimiento.

En esta línea, resulta entonces relevante integrar los aportes 
conceptuales y empíricos de las ciencias sociales sobre los mecanis-
mos de reproducción y generación del fenómeno. El primero hace 
referencia al disminuido nivel de posesión, control o movilización 
de recursos materiales y simbólicos que permiten al individuo des-
envolverse en la sociedad (Filgueira, 1999). Al respecto, el enfoque 
de la vulnerabilidad social y manejo del riesgo (Busso, 2001; 2001) 
considera que las personas tienen distintos activos y recursos que 
movilizan según determinadas estrategias, para responder a los 
contextos de cambio y a las oportunidades del entorno. El segundo 
aporte explica la reproducción de la vulnerabilidad social en cuanto 
resulta de la interrelación entre dos esferas: la estructura de oportu-
nidades (el nivel macrosocial compuesto por el Estado, el mercado 
y la sociedad) y los activos del hogar (el nivel microsocial) (Kazt-
man, 1999). El tercero enfatiza el carácter dinámico que se genera 
por las complejas relaciones sociales en las que se da el fenómeno 
de vulnerabilidad social, y en la cual participan las comunidades, 
las estructuras sociales, infraestructuras e instituciones, procesos y 
estructuras comunitarias, entre otros (Anderson-Berry, 2003). 

Este enfoque permite comprender cómo las situaciones de desas-
tres ponen en tensión de manera cualitativamente distinta la relación 
de los hogares con el entorno natural, político y social, siendo el 
control de las capacidades y recursos de las propias comunidades 
uno de los elementos que más se diferencian de otras condiciones 
de vulnerabilidad social. En situaciones de desastre socionatural, la 
relación Estado, mercado y sociedad se ve interferida por las relacio-
nes con el territorio, transformaciones en los modos de producción, 
alteraciones en las pautas de consumo, reforzamiento del rol privado 
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en el mercado del suelo e intensificación de la asistencia directa del 
Estado y organismos sociales a comunidades damnificadas, entre 
otros elementos. Ello permite delimitar un campo problemático 
significativo tanto para el desarrollo social y económico de los 
países como para el desarrollo humano y la calidad de vida de las 
personas y comunidades, que no ha sido suficientemente abordado 
de manera empírica.

A partir de once estudios cualitativos realizados por el Centro 
de Investigación en Vulnerabilidades y Desastres Socionaturales de la 
Universidad de Chile1, fue posible observar que en el período poste-
rior a la emergencia, surgen nuevas vulnerabilidades que incrementan 
y diversifican los conflictos sociales de un territorio: el agravamiento 
y sobreposición de desigualdades y aislamientos precedentes; la 
fragilización del tejido social y desconfianza en las instituciones; 
la prevalencia del trauma colectivo; la disminución del bienestar 
y de la calidad de vida; la desarticulación de los instrumentos de 
la política pública y las deficiencias en el uso y planificaciones del 
territorio y medioambiente, entre otros. A nivel microsocial, la vulne-
rabilidad también tiene un comportamiento distinto antes y después 
de una emergencia, puesto que es uno de los factores predictores del 
riesgo de desastres para las personas y comunidades, a la vez que 
un resultado de esta. En otras palabras, personas y comunidades 
que podían contar con recursos de tipo material o económico antes 
de la emergencia, pueden volverse vulnerables socialmente cuando 
aumenta su susceptibilidad a los daños provocados a nivel político 
(disminución de confianza al Estado, por ejemplo) y subjetivo (sen-
sación de abandono y olvido social).

La vulnerabilidad social ante desastres es entonces dinámica, 
varía según el ciclo del desastre en la preparación, el momento de 
crisis o emergencia, la recuperación, y el momento de la resiliencia 
o de transformación social. Es además multiescalar, puesto que se 
manifiesta en distintos niveles sociales, tales como la familia, los 
grupos sociales y la sociedad en su conjunto (ver Figura 1).

1	 Dichos estudios presentan sus resultados en el Informe Final NS 100022 de la 
Iniciativa Científica Milenio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, 
Gobierno de Chile.
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Figura 1. Esquema de vulnerabilidades sociales ante desastres sociona-
turales según ciclo temporal y escalas de manifestación.

Fuente: Elaboración propia.

Como se puede observar en la figura, las capacidades de reduc-
ción de impacto de la amenaza (preparación) se ven disminuidas, a 
nivel individual, por la baja percepción del riesgo, mientras que a 
nivel de grupos sociales, la vulnerabilidad se da por la poca partici-
pación en la planificación de los gobiernos locales. A su vez, a nivel 
macrosocial, es la insuficiencia en la regulación de planes urbanos 
lo que incrementa la vulnerabilidad social. Se puede observar tam-
bién que los componentes de la vulnerabilidad social ante desastres 
son distintos a los que se presentan en el momento de la recupe-
ración. Aquí, en las acciones para reducir o eliminar el impacto de 
la catástrofe ya ocurrida, la incertidumbre, el miedo y el estrés en 
salud mental a nivel individual vulnerabilizan tanto como lo hace 
la desconfianza en las autoridades, la frustración y la desintegración 
social en la escala de grupos sociales; mientras que en momento del 
desastre, un factor importante de vulnerabilidad a nivel macrosocial 
se encuentra en los conflictos entre distintas instituciones por el 
territorio, como por ejemplo, el Estado y el mercado inmobiliario.
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Las dimensiones de la vulnerabilidad social ante 
desastres socionaturales

A la luz de las manifestaciones de vulnerabilidad expuestas, las 
dimensiones de la vida social en que se concentra la manifestación 
de vulnerabilidad pueden definirse como sigue:

a.	Dimensión política: los desastres adquieren un significado 
político cuando los gobiernos nacionales, regionales y comu-
nales, el sector privado y los movimientos sociales se involu-
cran en conflictos, controversias y cuestiones de poder que 
complican las condiciones de emergencia y los procesos de 
recuperación (Larenas, Salgado y Fuster, 2015). A su vez, la 
capacidad de agencia que las comunidades puedan desarrollar 
para gestionar los riesgos está fuertemente limitada por el nivel 
de organización social previa, la fortaleza del tejido social en 
la participación ciudadana en la toma de decisiones durante 
los procesos de respuesta y reconstrucción, el acceso a la in-
formación y las relaciones de confianza con las instituciones, 
autoridades locales y del Gobierno (Macías, 1992; Wisner et 
al., 2003; Birkmann y Fernando, 2008). En Chile, la desin-
tegración de las relaciones sociales aparece identificada por 
las personas que han vivido una catástrofe como uno de los 
principales costos, específicamente, la pérdida de los vecinos 
o amistades (Romero, 2015).

b.	Dimensión territorial: las amenazas del entorno físico y habi-
tado interactúan con procesos territoriales de índole cultural, 
tales como las relaciones históricas de las comunidades con 
sus territorios, la memoria, identidad y formas de habitar 
el espacio (Chardon, 2015; Ugarte, Salgado y Fuster, 2015; 
Aliste, 2001). La construcción de territorialidad se da en la 
relación que establecen activamente las comunidades con su 
territorio, a través no solo de la planificación, sino también 
del uso de las funciones urbanas (Ugarte y Salgado, 2014).

c.	Dimensión subjetiva: la susceptibilidad a los daños aumenta 
con la incertidumbre e inseguridad generada en los sujetos. 
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Las experiencias de inestabilidad social suelen atentar más a 
la resiliencia que el miedo a la naturaleza, así como los senti-
mientos de abandono y vulneración de derechos tienen efectos 
retraumatizantes que se superponen a los provocados por las 
pérdidas materiales (Arteaga y Tapia, 2015; Pérez Tello, 2013). 

Relacionando la dinámica, multiescalaridad y multidimensiona-
lidad de la vulnerabilidad social ante desastres, se observa entonces 
que en la fase anterior al evento crítico de la emergencia, la dimensión 
política está más afectada durante la emergencia, generando nuevas 
vulnerabilidades que no siempre están relacionadas con las vulnera-
bilidades previas; mientras que durante la fase de recuperación, la 
dimensión subjetiva ejerce presión sobre los recursos que se puedan 
activar para enfrentar el desastre.

Esta última dimensión requiere un detenimiento en el análisis. 
La vulnerabilidad se encuentra mediada por los procesos de signi-
ficación de los sujetos en los territorios afectados, puesto que las 
percepciones, creencias, conocimientos, valores, prácticas culturales, 
saberes populares y emociones, juegan un rol importante en las 
acciones sociales y estrategias de enfrentamiento que aumentan o 
disminuyen la vulnerabilidad resultante (Arteaga & Pérez, 2011). 
Esto implica que los desastres pueden ser evitables o gestionados a 
través de la intervención de las relaciones que establecen los sujetos 
con las amenazas y las vulnerabilidades en cada fase del desastre. 
En este sentido, los desastres son socionaturales porque responden 
a una construcción social del riesgo producido por la relación entre 
amenazas, sujetos y vulnerabilidad, entendiendo por sujetos a las 
personas y comunidades que despliegan no solo recursos y capaci-
dades sino también su significación respecto a las amenazas y a lo 
que les vuelve vulnerables. Estas significaciones responden a una 
matriz cultural de sentidos y prácticas que no dependen solo de la 
exposición a la amenaza natural, sino a la histórica forma de relación 
existente entre los sujetos y su territorio.

Con todo, la vulnerabilidad social en situaciones de desastre 
socionatural puede ser definida como «una situación dinámica de 
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susceptibilidad al daño en el desarrollo humano y social producto de 
la activa relación entre sociedad (Estado, mercado y sujetos sociales), 
territorio y amenaza natural, en los distintos momentos del ciclo 
del desastre y en los distintos niveles de la escala social (individual, 
grupal y societal); basada en la matriz de significados culturales 
construidos históricamente respecto a esta relación y manifestada 
en dimensiones, políticas, territoriales y subjetivas». Dicho de esta 
manera entonces, la vulnerabilidad social afecta la capacidad de 
anticipación, afrontamiento, resistencia y recuperación autónoma 
de los sujetos ante los desastres en la medida que atenta al bienestar, 
calidad de vida, dignidad y derechos que la sociedad ha definido en 
un territorio específico. 

Reflexiones finales

En la búsqueda de explicar cómo las amenazas naturales se 
convierten en desastres sociales que impactan más fuertemente a las 
comunidades vulnerables, encontramos que la relación entre vulne-
rabilidades y desastres no es lineal. Es decir, que no solo el desastre 
aumenta cuando y donde las comunidades son más vulnerables (por 
exposición o por situación socioeconómica), sino que estas pueden 
volverse vulnerables de una manera cualitativamente distinta a causa 
de un desastre. La interrogante que debe ser atendida es entonces: 
en relación con qué se es vulnerable finalmente cuando ocurre un 
desastre, ya que las personas y comunidades se vuelven frágiles en 
sus posibilidades de desarrollo social y humano, aun cuando las 
pérdidas materiales, de infraestructura urbana, de servicios e incluso 
de vidas puedan controlarse.

En relación con lo expuesto, es posible afirmar que lo que vuelve 
vulnerable a una persona o comunidad a sufrir más daños de desas-
tre no necesariamente es el mismo tipo de vulnerabilidad social que 
precede a la emergencia. La vulnerabilidad social en situación de 
desastres no se trata de un aumento cuantitativo en la intensidad del 
problema, sino de transformaciones cualitativas en las comunidades 
que han vivido un evento crítico de carácter socionatural.
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La complejidad de este escenario requiere de una interdisciplina-
riedad activa en la integración de conocimientos para la comprensión 
e identificación de los problemas, inteligente en la asesoría de políti-
cas públicas y proactiva en la asesoría de procesos de reconstrucción, 
resiliencia y transformación social. La investigación no puede en 
este caso dejar de hacer circular los conocimientos hacia la esfera 
política y la esfera de educación e intervención social con las comu-
nidades. Lo interdisciplinario se juega en la intervención, propuesta 
y acompañamiento a las localidades, a partir de sus saberes locales 
y en función de sus vulnerabilidades específicas.
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Introducción

En las últimas tres décadas, las dinámicas de producción social 
del espacio urbano en la Ciudad de Buenos Aires, al igual que en 
otras grandes metrópolis del mundo, evidencian una ciudad dispu-
tada entre el Estado, los desarrolladores urbanos, los emprendedores 
inmobiliarios, los propietarios del suelo, los movimientos sociales y 
vecinales, y los usuarios y habitantes de la ciudad. Se trata de una 
ciudad en disputa por imponer un orden urbano que prescribe usos 
legítimos e ilegítimos del espacio y, al mismo tiempo, una ciudad 
disputada en términos simbólicos, en tanto producción de sentidos 
y significados sociales a partir de luchas por la imposición de modos 
de nominar ese espacio. 

Los diversos actores sociales mencionados persiguen modelos 
de ciudad que muchas veces se encuentran en contradicción. Por un 
lado, en el marco de una lógica de neoliberalización del espacio que 
les exige a las ciudades que funcionen como empresas orientadas 
hacia el rendimiento y la generación de ganancias (Franquesa, 2007), 
encontramos acciones políticas y económicas que consideran como 
prioridad la creación de facilidades para la inversión privada en la 
ciudad, lo que a su vez facilita la toma de posesión del suelo por 
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parte de los capitales privados que generalmente buscan aquellos 
escenarios con las menores trabas para operar. En este contexto, se 
piensa y proyecta la ciudad como una «mercancía a ser consumida», 
lo que supone transformaciones en su morfología, en los modos del 
habitar, en los usos y apropiaciones del espacio, en la cultura en 
tanto significaciones compartidas, en el desplazamiento forzado de 
población, en definitiva, en lo urbano, entendido como las relaciones 
y experiencias sociales que se establecen en la ciudad. Por otro lado, el 
espacio urbano no solo se vuelve una mercancía caracterizada por su 
«valor de cambio», es también un espacio de vida caracterizado por 
sus «valores de uso», donde aparecen espacios de resistencia vecinal 
y barrial que proponen proyectos alternativos de ciudad que buscan 
mejorar la calidad de vida de los residentes del barrio y estimular el 
uso público del espacio por sobre el privado y especulativo. 

Partiendo de este contexto, el artículo centra su análisis en la 
producción de «vacíos urbanos» en dos barrios de la Ciudad de 
Buenos Aires, como un modo particular de «producir ciudad» con 
el objeto de convertirlos en áreas de oportunidad para construir 
megaproyectos urbanos sumamente rentables. Frente a estos proyec-
tos que pretenden mercantilizar la ciudad, se presentan resistencias 
vecinales que reivindican otros usos posibles del espacio asociados 
a la reproducción del hábitat. Se trata de proyectos alternativos 
y en disputa con las formas hegemónicas de hacer ciudad que se 
presentan como una oportunidad para la producción colectiva del 
espacio. Para el análisis abordamos dos espacios (aparentemente) 
vacantes: los exterrenos ferroviarios pertenecientes al Estado Na-
cional y el predio aledaño ubicados en el barrio de Caballito y la 
manzana 66, cuya dueña es la empresa MICRISOL S.A., situada 
en el barrio de Balvanera. Ambos predios sufrieron un proceso de 
vaciamiento urbano entre 2008 y 2014. Este vaciamiento fue, por 
un lado, sutilmente asociado al abandono de los terrenos y, por otro 
lado, explícito vinculado a la demolición de edificios y expulsión 
de población. Una de las principales hipótesis del presente trabajo 
es que a partir de estos procesos de vaciamiento y su posterior (re)
llenado con megaemprendimientos, se regulan y disciplinan los 
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usos del espacio urbano y se interviene en el «derecho a lo urbano» 
(Harvey, 2013).

El artículo se divide en tres secciones. En la primera se analiza 
la lógica del vaciamiento urbano y la creación de «vacíos urbanos» 
como un modo de «construir y hacer ciudad» en un contexto de 
neoliberalización y mercantilización de la ciudad. En el segundo apar-
tado se ilustra este proceso de vaciamiento con los casos de estudio 
seleccionados y se aborda el conflicto en torno a la instalación de un 
shopping center en los predios aledaños a los exterrenos ferroviarios 
de Caballito y la construcción de un microestadio para conciertos 
de rock en la manzana 66 de Balvanera, así como los diversos acto-
res sociales que intervienen: el emprendedor inmobiliario IRSA, la 
productora musical AKE Music y los gobiernos nacional y local. En 
la última parte se analiza el impacto social de las transformaciones 
urbanísticas en las zonas estudiadas y en la vida cotidiana de los 
residentes, teniendo en cuenta las intervenciones en la esfera públi-
ca, los mecanismos de participación, los reclamos y las propuestas. 

El trabajo de campo fue realizado entre 2013 y 2016 en el marco 
de un proyecto de investigación financiado por la Universidad de 
Buenos Aires1 y el CONICET, y consistió en el análisis de entrevistas 
en profundidad, observaciones y registro fotográfico. Asimismo, se 
analizaron fuentes secundarias, tales como artículos periodísticos y 
el contenido de los blogs de las asociaciones vecinales.

El «vacío urbano» como un modo  
de producir ciudad

Los procesos de vaciamiento urbano llevados a cabo en los 
terrenos en estudio responden a un modo particular de producir y 
concebir el espacio urbano. ¿Cómo se producen terrenos vacantes 
insertos en la densa trama urbana? ¿Por qué estos espacios son 

1	 Me refiero a los Proyectos UBACYT «Discriminación social en la ciudad. La 
incidencia de las políticas habitacionales en los procesos de jerarquización del 
espacio urbano» (2012-2014) y «La incidencia de los procesos de mercantiliza-
ción de la ciudad en los usos legítimos e ilegítimos del espacio urbano» (2014-
2017), que dirijo en el Instituto de Investigaciones Gino Germani (FSOC-UBA). 
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definidos y nombrados como «vacíos urbanos»? ¿Cómo puede ser 
considerado «vacío» lo «urbano»? 

Para responder el primero de los interrogantes, nos detendremos 
en el espacio concebido (Lefebvre, 2013) y en aquellos actores que 
participan y establecen una determinada representación espacial. 
Entendemos que los terrenos (aparentemente) vacantes en zonas 
estratégicas de la trama urbana no son áreas que siempre estuvieron 
vacías, sino que se trata de espacios que estuvieron «llenos» de vida 
urbana, experiencias sociales que contienen historia y que, a partir 
de su vaciamiento, tanto explícito como implícito, se transformaron 
en espacios vacantes con el objeto de destinarlos a otros fines. El 
análisis de los casos de Caballito y Balvanera nos permite entender 
que el vaciamiento producido en los ex terrenos ferroviarios y en la 
manzana 66 es el resultado de un abandono intencional y de desalo-
jo de habitantes, en el primer caso, y de la demolición, destrucción 
total de sus edificios y locales comerciales y expulsión de población 
en el segundo caso, para luego proyectar construir en su lugar em-
prendimientos inmobiliarios y comerciales sumamente rentables. 

De estos procesos de vaciamiento urbano participan tanto 
emprendedores inmobiliarios, desarrolladores urbanos, planificado-
res, como los gobiernos local y nacional. Son estos actores los que 
participan en la producción del espacio concebido y que pretenden 
transformar la ciudad en «negocio», en un producto comercializa-
ble. Ahora bien, la trampa urbanística consiste en etiquetar como 
«vacíos» espacios de por sí ya utilizados, vividos y practicados por 
distintos grupos de personas (Stanchieri y Aricó, 2013). Y esta pa-
radoja nos lleva a responder nuestro segundo y tercer interrogante: 
¿por qué estos espacios son definidos y nombrados como «vacíos 
urbanos»? Más aún, ¿cómo puede ser considerado «vacío» lo «ur-
bano»? Nuestro interés radica en desnaturalizar el sentido ambiguo 
y eufemístico de este concepto. Respecto al término «vacío», enten-
demos que se trata de un «vacío» que no lo es. Es decir, la retórica 
urbanística define un lugar vacío en el sentido de vacante, impro-
ductivo y abandonado cuando en realidad se trata de terrenos que 
contienen las huellas de su pasado y que fueron utilizados para la 
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reproducción del hábitat. En cuanto al término «urbano», se trata 
de lo social, las relaciones sociales, la experiencia y la vida urbana. 
De modo que estaríamos frente a un oxímoron, dos conceptos de 
significado opuesto que constituyen un tercer concepto: la imposi-
bilidad del vacío en cuanto tal. 

En el próximo apartado analizamos los procesos de vaciamiento 
de los ex terrenos ferroviarios de Caballito y sus predios aledaños, y 
de la manzana 66 de Balvanera con el objetivo de entender el sentido 
por el cual se conciben espacios vacantes en plena trama urbana.

Vaciar para (re)llenar: de la desvalorización de 
los predios a la construcción de megaproyectos

Como mencionamos con anterioridad, los terrenos del playón 
ferroviario ubicados en Caballito pertenecen al Estado Nacional y 
son administrados por el Organismo Nacional Administrador de 
Bienes del Estado (ONABE). El Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires (GCBA) tiene la potestad normativa para esos predios y 
puede fijar el perfil de las operaciones posibles a realizar en ellos. 
Tal como hemos descrito en otro trabajo (Marcús et al., 2014: 78), 
hasta principios de la década del 90 los terrenos ferroviarios fueron 
utilizados como playa de maniobras y depósito de vagones. Luego, 
a partir de la profundización del modelo neoliberal y la consecuente 
crisis del ferrocarril, fueron abandonados durante más de veinte 
años, llevándose a cabo un lento proceso de vaciamiento urbano. 
Durante ese tiempo, diferentes organizaciones de la sociedad civil se 
movilizaron para que allí se desarrollaran espacios verdes y se llevara 
adelante el prometido Parque del Bicentenario. A este proceso de 
«vaciamiento sutil» llevado a cabo a partir de su abandono, se suma 
un proceso de vaciamiento explícito a partir del desalojo, ejecutado 
por autoridades del GCBA junto con efectivos de la Policía Federal 
en octubre de 2008, de dos recicladoras de cartones ubicadas en las 
cercanías del Puente Caballito que utilizaban el lugar como sede de 
trabajo, y un asentamiento de doscientas familias que participaban 
de la actividad. Las autoridades esgrimieron el peligro sanitario que 
implicaba este tipo de instalaciones y el surgimiento de un basural 
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en las cercanías, en parte movilizados por reclamos vecinales que 
demandaban la limpieza y la construcción de un parque2. La prác-
tica y los discursos urbanísticos y políticos suprimieron los usos, 
las lógicas urbanas y las relaciones sociales que se desarrollaban en 
estos predios. En definitiva, se los vació de su contenido urbano y 
se suprimió su uso considerado «ilegítimo».

En septiembre de 2012, bajo el decreto presidencial 1723/2012, 
se desafectaron los inmuebles del servicio ferroviario de Caballito 
con el objetivo de comenzar con el proceso de «llenado» de dichos 
terrenos. En un trabajo anterior observamos que este decreto «revela 
una forma de pensar sobre el espacio urbano y la función del Estado 
en su producción: en primer lugar, el decreto no hace referencia a 
múltiples compromisos que el Estado Nacional había contraído so-
bre la utilización y el destino de los terrenos, asumiendo el carácter 
“vacío” de los terrenos a “llenar”. En segundo lugar, estos terrenos 
emplazados en áreas centrales son reducidos a mera reserva de va-
lor con el fin de recaudar fondos para una obra de infraestructura 
de gran magnitud» (Marcús et al., 2014: 81). En enero de 2013, la 
Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES) y la Socie-
dad Central de Arquitectos llamaron a un Concurso Nacional para 
desarrollar el proyecto inmobiliario Nuevo Caballito. 

Aparece esta decisión [de la convocatoria al Concurso] del 
Gobierno Nacional en tierras que son de su propiedad, 
pero sin que previamente haya habido un plan general de la 
Ciudad que incluya y que discuta el destino de estas tierras 
dentro del conjunto. No hubo un proceso de participación 
y consulta ciudadana tomando todos los estamentos que la 
propia Constitución de la Ciudad de Buenos Aires define. No 
hubo una discusión previa sobre cuál era la norma urbanística 
que debía aplicarse al lugar (…). (Integrante de la Asociación 
Vecinal SOS Caballito)

Como veremos en el próximo apartado, las resistencias vecinales 
en respuesta a los cambios vividos en el barrio pueden considerarse 
reacciones ante la ausencia de consulta por parte de los planificadores. 

2	 Fuente: «Desalojo de cartoneros», (Página/12, 23/10/08). Disponible en: http://
www.pagina12.com.ar/diario/sociedad/3-113823-2008-10-23.html
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Es decir, no se ha tenido en cuenta la voz de los habitantes ni se han 
incentivado mecanismos participativos en la toma de decisiones sobre 
el barrio que se desea tener y habitar. Esta situación genera que el 
barrio se presente como ámbito de disputa entre las asociaciones 
vecinales, el Estado y los desarrolladores privados.

Próximo a los exterrenos ferroviarios se encuentra un predio 
aparentemente abandonado y actualmente utilizado como depósito 
de contenedores, donde se proyecta construir un nuevo shopping 
center en el barrio. Se trata de tierras fiscales que fueron cedidas en 
la década del 80 por el Estado Nacional al Club Ferro Carril Oeste 
para uso deportivo. El titular de las mismas continuaba siendo el 
Estado, pero a partir de aquella transferencia el usufructo le corres-
pondía al club. Según los socios del club «la institución deportiva 
presuntamente los vendió en 1998 sin ser la dueña»3 al desarrollador 
inmobiliario Inversiones y Representaciones S.A. (IRSA), principal 
propietaria de centros comerciales de la ciudad (Marcús, 2015). 
Con respecto al aparente abandono de este predio, los vecinos en-
trevistados decían: 

Los que están a favor del shopping dicen «la zona está 
abandonada». La verdad que es cierto, pero no dicen que es 
deliberado el abandono, porque nosotros tenemos proyectos 
desde el año 94 (…) Hay pedidos recurrentes de muchos 
años de historia pidiendo que esto se transforme en parque. 
El abandono es el interés que justifica que después lo vendas 
porque decís: «peor que esto no hay nada, hagamos algo. 
Venga el progreso, traigan un shopping». Digo, es una cosa 
inteligente hecha por ellos y en complicidad con muchos de los 
que integran los órganos de poder, ¿no? Porque evidentemente 
es IRSA el que también está detrás de todo esto proponiendo 
favorecerse con este negocio, ¿no? (Integrante de la Asociación 
Vecinal SOS Caballito)

Ahora bien, el grupo inversor IRSA pretende emplazar el nuevo 
shopping en un predio cuya zonificación es de carácter residencial. 
Para ello, el GCBA ha impulsado un proyecto de ley que modifica las 

3	 Fuente: «Un shopping nacido de la ilegalidad», (Página/12, 02/12/13). Disponible 
en: http://www.pagina12.com.ar/diario/sociedad/3-234779-2013-12-02.html
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normas de planeamiento urbano para que dicha zona se convierta 
en área comercial. En diciembre de 2014, el proyecto fue tratado 
por cuarta vez en la Legislatura porteña y una vez más no obtuvo 
la mayoría necesaria para ser aprobado. Con este tipo de acciones, 
tanto IRSA como el GCBA intentan transformar el marco normativo 
de los principales instrumentos de regulación del suelo de la ciudad.

Para IRSA y los vecinos a favor de la construcción del nuevo 
centro comercial, el shopping traerá más trabajo al barrio, seguri-
dad, revitalización de la zona, revalorización de las propiedades e 
incluso más infraestructura pública. Las organizaciones barriales 
entrevistadas que se oponen mencionaron que el barrio no necesita 
otro centro comercial, menos aún de las dimensiones que tendrá 
el nuevo emprendimiento. Además, según los vecinos, un nuevo 
shopping generaría un fuerte impacto ambiental que afectaría las 
distintas redes de servicios públicos, sobre todo de agua y electrici-
dad, congestionaría aún más el tránsito vehicular en la zona, traería 
contaminación auditiva, perjudicaría a los pequeños comerciantes 
que trabajan en el barrio y encarecería el valor del suelo. 

En el caso de la manzana 66, ubicada en el barrio de Balvanera, 
el proceso de vaciamiento y destrucción fue rotundo porque supuso 
la demolición total de sus edificaciones. Según los vecinos entrevista-
dos, en dicha manzana de veintidós parcelas había algunos pequeños 
comercios y construcciones antiguas de la década del 20, sobre todo 
propiedades horizontales de planta baja que no superaban los dos 
pisos de altura, que eran utilizadas como viviendas (Marcús et al., 
2016). A partir de 2011, aproximadamente, comienzan a registrarse 
las primeras demoliciones en el lugar. Un tiempo antes, la familia 
Miguens, dueña de todas las propiedades de la manzana a través 
de la empresa MICRISOL S.A., había decidido empezar con el pro-
ceso de expulsión de los habitantes y el posterior abandono de los 
inmuebles a partir de la no renovación de los contratos de alquiler 
y los acuerdos económicos con los inquilinos para que abandonaran 
sus casas. Existen relatos de vecinos que aseguran haber observa-
do agresiones y presiones en contra de aquellos que se negaban a 
abandonar sus viviendas. 
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Mediante este proceso de vaciamiento, la manzana 66 tomó la 
forma de terreno baldío, de vacío urbano desde la retórica urbanísti-
ca. En este caso, el vaciamiento solo fue posible por la activa acción 
de agentes interesados en una aniquilación de los viejos usos del 
espacio, considerados poco productivos desde la óptica del capital. 
De este modo, el desplazamiento de la antigua población y la des-
trucción de las construcciones tuvieron como fin emprender luego 
una revalorización del suelo a partir del (re)llenado de este mismo 
espacio con un uso más rentable. 

En cuanto al proceso de (volver a) llenar la manzana 66, en 
abril de 2014 toma estado público, a partir de la divulgación en los 
medios de comunicación4, un proyecto de inversores privados donde 
se planeaba construir un microestadio cubierto para dieciocho mil 
personas destinado a recitales musicales, de forma oval y con tres 
bandejas de tribunas. El complejo tendría tres subsuelos de cocheras 
para mil autos y contemplaría además una conexión directa desde 
un hall distribuidor con una de las estaciones de la línea H de subte-
rráneos. Además, se preveía la construcción de locales comerciales y 
restaurantes en una sección del predio y de un hotel cinco estrellas. 
El promotor del proyecto es Aquiles Sojo, empresario y dueño de la 
productora musical AKE Music. Según Sojo, «la ciudad necesita un 
estadio de este tipo, será como un Madison Square Garden», «Va 
a llevar una construcción de gran categoría al barrio (…) Se trata 
de un estadio que diseñará uno de los estudios de arquitectura más 
importantes del mundo, especialista en este tipo de obras»5. 

Tanto este discurso como aquellos en torno a la inseguridad 
que supone la existencia de terrenos vacantes en una zona central 
como Caballito actúan como «narrativas legitimadoras» (Franquesa, 

4	 Fuente: «Proyectan un microestadio para recitales en pleno Once» (Perfil.
com, 20/04/14). Disponible en: http://www.perfil.com/sociedad/Proyectan-un-
microestadio-para-recitales-en-pleno-Once-20140420-0052.html

5	 Fuentes: «Polémica por un proyecto para hacer un estadio en Balvanera» 
(Clarín, 11/06/2014). Disponible en: http://www.clarin.com/ciudades/Polemica-
proyecto-hacer-estadio-Balvanera_0_1154884594.html; «Balvanera: hacen 
canchas en el predio del polémico estadio» (Clarín, 03/03/2015). Disponible en: 
http://www.clarin.com/ciudades/Ciudad_de_Buenos_Aires-Balvanera-estadio-
canchas-expropiacion_0_1313868640.html



Juliana Marcús

276

2007), puesto que desde la lógica del capital privado se promociona 
y justifica la construcción del shopping y del microestadio como 
emprendimientos que vienen a revalorizar la zona y a llenar un 
espacio vacío y abandonado. 

Según los vecinos entrevistados, este proyecto no fue propuesto 
formalmente en la Legislatura porteña: 

Nunca, ni hasta el día de hoy. Del microestadio no hay nada, 
no hay ningún proyecto presentado, no hay nada. (Integrante 
de la asociación vecinal «Manzana 66 verde y pública») 

Sin embargo, desde un inicio contó con el aval del exjefe de 
Gobierno porteño y de otros funcionarios, para quienes la Ciudad 
de Buenos Aires, como todas las grandes ciudades del mundo, 
necesita un estadio de estas características, «ya que el turismo de 
espectáculos es un producto que toda gran ciudad debe ofrecer a 
sus visitantes»6. Estos discursos también pueden ser considerados 
como narrativas legitimadoras que pretenden presentar una opera-
ción económica, guiada por el valor de cambio, la revalorización 
del suelo y el aumento de la plusvalía urbana, bajo el eufemismo del 
discurso del «turismo cultural y de espectáculos». De este modo, se 
oculta el peso económico de las transformaciones urbanas, se las 
presenta como positivas y se las justifica con narrativas vinculadas a 
usos culturales. El aval político para el potencial desarrollo de estas 
«áreas de oportunidad» (Cuenya, 2011) revela la existencia de ciertos 
mecanismos de la gestión pública en el impulso y desarrollo de los 
grandes proyectos de renovación urbana, poniendo de manifiesto una 
fusión entre intereses públicos y privados, donde el Gobierno asume 
el rol de promotor y garante de los intereses del sector empresarial, 
específicamente relacionado con los procesos de valorización del 
suelo y su posterior rentabilidad (Marcús et al., 2016).

Como veremos en el próximo apartado, los vecinos organizados 
lograron detener el proyecto del microestadio luego de sucesivas pro-
testas y reclamos. Sin embargo, en noviembre de 2014 comenzaron a 

6	 Fuente: «Vecinos rechazan la construcción de microestadio» (Diario Z, 
27/06/2014). Disponible en: http://www.diarioz.com.ar/#/nota/vecinos-recha-
zan-la-construccion-de-microestadio-34499/
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registrar movimientos de obra en el predio: se trataba de la construc-
ción de seis canchas de fútbol 5. El proyecto pertenecía a una empresa 
privada, Mundo Fútbol S.A., que alquiló el terreno por tres años a 
la firma propietaria MICRISOL S.A. Los trabajos de construcción 
empezaron con un cartel de obra que no coincidía con el proyecto 
del emprendimiento deportivo. Según los vecinos entrevistados, el 
cartel decía Uso: Local comercio minorista, perfumería, artículos de 
limpieza tocador. En averiguaciones posteriores, descubrieron que 
todos los lotes de la manzana estaban registrados para el mismo uso 
que figuraba en ese cartel. Con las movilizaciones y las denuncias 
en la Defensoría del Pueblo y en la Comisión de Planeamiento Ur-
bano lograron dos órdenes de clausura por construcción ilegal, ya 
que en dicho cartel de obra no figuraban la edificación de canchas 
de fútbol, ni el responsable de obra, ni el número de expediente 
correspondiente. Solo existía el permiso de demolición de 20117.

A pesar de ello, la empresa incumplió la clausura, los trabajos 
nunca cesaron e incluso se relanzaron con la construcción de once 
canchas de fútbol de césped sintético que fueron inauguradas en 
octubre de 2015. 

En ambos casos de estudio observamos que, producto del vacia-
miento sutil y explícito, los exterrenos ferroviarios y el predio adya-
cente perteneciente a IRSA, además de la manzana 66, «configuran 
áreas que han quedado postergadas, con excelente accesibilidad y 
posibilidad de transformación urbanística y valorización, con un bajo 
valor de partida como consecuencia de su abandono y deterioro y 
con una gran capacidad para alcanzar altos valores a partir de su 
refuncionalización y transformación física» (Marcús et al., 2014: 
78-79). Desde la lógica del capital, estos terrenos «abandonados» 
resultan improductivos, con usos «ilegítimos» previos a su vacia-
miento, con baja rentabilidad y, por lo tanto, deben ser recuperados 
para su «puesta en valor» y la extracción de plusvalías urbanas.

La propuesta de regeneración urbanística realizada por grandes 
desarrolladores, tanto en la manzana 66 como en los exterrenos 

7	 Asamblea de la asociación vecinal «Manzana 66, verde y pública», observación 
no participante (15/07/2015).
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ferroviarios de Caballito y sus predios aledaños, será enunciada desde 
sus propias retóricas como rescates heroicos de terrenos baldíos, lo 
que se traduce en una especial oportunidad para la apropiación de 
inmensos beneficios inmobiliarios. 

Sin embargo, este proceso de vaciar y (re)llenar no está exento 
de conflictos y luchas por parte de los vecinos que, al enterarse de 
los usos concebidos desde la lógica urbanística que responde a los 
intereses del capital para (re)llenar los terrenos en estudio, presentan 
contrapropuestas desde las cuales se reivindican otros usos posibles 
del espacio que se basan en su propio modo de habitar la ciudad. En 
el próximo apartado analizamos las reacciones, las intervenciones en 
la esfera pública, los mecanismos de participación, las resistencias, 
los reclamos y las acciones frente al conflicto de mercantilización del 
suelo urbano en ambos casos de estudio. ¿De qué modo la dinámica 
urbana ha interpelado a los vecinos nucleados en organizaciones 
para que se movilicen en contra de los grandes emprendimientos 
urbanos que pretenden desarrollarse en el barrio? ¿Cómo impactan 
estas transformaciones tanto en los usos y apropiaciones del espacio 
urbano como en los modos del habitar de los residentes cercanos a 
las zonas afectadas?

«De la protesta a la propuesta»: modos alternativos 
de producción y usos del espacio urbano

A partir de los proyectos de edificar un nuevo centro comercial, 
el complejo de viviendas Nuevo Caballito y la construcción de to-
rres en altura en Caballito, y el microestadio de rock y las canchas 
de fútbol en Balvanera, es posible mencionar los impactos de estos 
tipos de emprendimientos en las dinámicas sociales barriales. Estas 
transformaciones urbanas generan múltiples conflictos que inciden 
en los modos del habitar, en el paisaje del barrio, en los hábitos y 
costumbres de sus habitantes y en la redefinición del significado social 
de un lugar. Según los residentes entrevistados, al igual que ocurre 
en otras zonas de la Ciudad de Buenos Aires, vivir en un barrio que 
constantemente sufre transformaciones, es decir, que permanente-
mente se encuentra «en construcción», supone una contaminación 
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visual (la pérdida de la identidad barrial frente a la edificación de 
enormes construcciones) y auditiva (los constantes ruidos de las 
obras en construcción y la congestión del tránsito). A continuación, 
veremos que tanto las propuestas vecinales en Caballito como en 
Balvanera giran en torno a la demanda por más espacios verdes 
en la zona8.

La organización vecinal Movimiento Identidad Caballito surge 
como continuación de la asociación Vecinos de Giordano Bruno, 
fundada en 1997-1998 por un grupo de vecinas que se manifestaron 
en contra de la construcción de un hipermercado: «(…) Se corría la 
bolilla de que ese terreno quería comprarlo Carrefour y ponernos 
un supermercado. Entonces, ahí dijimos “no, nosotros queremos una 
placita para darle un uso público y verde” (...)»9. Años más tarde co-
menzaron a reclamar, junto con otras asociaciones vecinales y ONG, 
por la mejora de los espacios verdes en el barrio de Caballito. Otra de 
las asociaciones vecinales con presencia en el barrio es Protocomuna 
Caballito, creada en 2003 por un grupo de vecinos que denunciaron 
la falta de cumplimiento del GCBA de las prioridades del «Presu-
puesto Participativo 2002». Poco a poco se fueron organizando, con 
el objetivo de atender las demandas y preocupaciones de los vecinos: 
«En el año 2006/2007 entendimos que la principal problemática del 
barrio estaba dada por la sobreexplotación del recurso suelo en el 
barrio de Caballito»10. La tercera de las asociaciones entrevistadas es 
SOS Caballito, que se constituyó en 2006, luego de una movilización 
vecinal para impedir la construcción de un edificio de diez pisos en 
una zona residencial de Caballito donde predominan las casas bajas 
y para defender los espacios verdes del barrio. 

Estas organizaciones vecinales, junto a las asociaciones cor-
porativas que nuclean a pequeños y medianos comerciantes, se 

8	 La superficie de espacio verde por habitante en Balvanera es de tan solo 0,4 
m2 contra un promedio de 6,4 m2 en CABA. El déficit de espacios verdes tam-
bién está presente en Caballito: 1,9 m2 por cada porteño. (Fuentes: «Informe 
territorial Comuna 3. Balvanera-San Cristóbal» (2014) e «Informe territorial 
Comuna 6. Caballito» (2011), Secretaría de Planeamiento, MDU-GCBA.

9	 Miembro fundadora de Vecinos de Giordano Bruno y del Movimiento Iden-
tidad Caballito. 

10	 Integrante de la Asociación Vecinal Protocomuna Caballito.
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manifestaron y opusieron a la apertura del nuevo shopping bajo 
las consignas «IRSA no, parque sí» y «Menos cemento, más verde», 
denunciando el carácter disruptivo que este tipo de emprendimientos 
tendría en el barrio y desplegando una campaña pública en su contra 
a través de diversos mecanismos de protestas colectivas.

Pedíamos la transferencia de la Nación de la totalidad de las 
tierras ferroviarias para que se rezonifiquen como Uso Par-
que. Ya en 2008 presentamos el rechazo absoluto a cualquier 
proyecto de construcción, ya sea un centro comercial o de 
torres (…) Nuestro reclamo es por el 100% de espacio verde. 
(Integrante de SOS Caballito)

En agosto de 2014, luego de varios años de lucha y participación, 
el colectivo «Encuentro en defensa del espacio público», que nuclea 
a organizaciones vecinales y comerciantes de Caballito, presentó la 
iniciativa vecinal Parque Caballito ante la Comuna 6 para llevarlo 
a cabo en las tierras que abarcan los exterrenos ferroviarios. El 
proyecto supone un plan alternativo a la construcción de viviendas 
y del shopping center, y busca mejorar la calidad de vida de los re-
sidentes del barrio y estimular el uso público del espacio por sobre 
el uso privado y especulativo. 

Presentamos el Proyecto de Parque Caballito porque necesi-
tamos más espacios verdes y públicos. El proyecto de parque 
incorpora un pulmón verde de casi 18 manzanas, con fores-
tación nativa que servirá como espacio absorbente frente a 
las inundaciones, contará con zonas para las escuelas públicas 
del barrio y la educación ambiental y será un lugar de esparci-
miento que podremos disfrutar todos los vecinos. (Integrante 
del colectivo «Encuentro en defensa del espacio público»)

En el caso de Balvanera, el puntapié inicial que motivó la unión 
de los vecinos fue la aparición de la nota publicada en el diario 
Perfil en 2014 que mencionamos en el apartado anterior, en la que 
se anunciaba la construcción del microestadio para conciertos de 
rock. En un inicio, los vecinos se autoconvocaron bajo la consigna 
«No al microestadio» y se reunían esporádicamente en espacios 
públicos, frente a una escuela o en una plaza. Luego empezaron 
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a juntarse una vez por semana en la parroquia «María Madre del 
Redentor», ubicada a pocos metros de la manzana 66, donde se fue 
conformando un espacio de encuentro vecinal tras la decisión por 
parte del párroco de reabrir las mesas de diálogo iniciadas después 
de la crisis política, económica y social de 2001. 

Tal como describimos en un trabajo anterior (Marcús et al., 
2016), eran alrededor de veinte o treinta personas las que partici-
paban con el único y principal propósito de oponerse a la llegada 
del «monstruo»11. Al igual que las asociaciones vecinales de Caba-
llito, los mecanismos de protesta consistían en volanteadas en las 
veredas y en los comercios próximos a la manzana, solicitud de 
firmas y adhesiones, protestas en la vía pública, recorridas por los 
comercios, iglesias, organizaciones sindicales, empresas recuperadas y 
visitas a locales partidarios de la zona. A medida que el conflicto iba 
adquiriendo mayor visibilidad, fue creciendo el número de vecinos 
que participaban en las reuniones y de adherentes que se manifes-
taban contra el proyecto. A su vez, fueron estableciendo una red 
de contactos del ámbito político en el que encontraron respaldo, al 
tiempo que comenzaron a establecer relación con otras asociaciones 
vecinales y asambleas barriales. Entendieron que con la sola actitud 
de oponerse no alcanzaba y necesitaban pasar de la protesta a la 
propuesta12. De modo que elaboraron una propuesta alternativa al 
megaproyecto en un encuentro realizado en junio de 2014. Durante 
la instancia se realizó un panel de discusión, donde se puntualiza-
ron las consecuencias negativas que derivarían de la instalación del 
microestadio como problemas de provisión de energía eléctrica y 
agua, congestión en la circulación vehicular y peatonal, polución 
ambiental y contaminación sonora, consecuencias similares a las que 
traería el shopping center en Caballito, y se relevaron las necesidades 
y prioridades barriales que sustentaran otros usos posibles para la 
manzana. De este modo, identificaron diversas problemáticas que 
venía atravesando el barrio: la falta de un espacio verde común y la 

11	 Esta referencia al microestadio surgió durante el trabajo de campo en una 
entrevista realizada a vecinos y vecinas de la asociación vecinal «Manzana 66 
verde y pública». 

12	 M., integrante de la asociación vecinal «Manzana 66 verde y pública».
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poca disponibilidad de espacios recreativos, culturales y artísticos 
destinados a niños, jóvenes y adultos mayores. En esta jornada, 
que representó el «(...) tránsito del No al microestadio, al Sí a una 
manzana verde y pública (...)»13, se establecieron las bases para la 
elaboración de un proyecto de ley en el que se propone la formación 
de un espacio verde, la construcción de un centro educativo y cultural 
y de un polideportivo. El proyecto fue presentado por la asociación 
vecinal en agosto de 2014 en la Legislatura porteña, el cual contó 
en su momento con el apoyo de todos los bloques políticos, con 
excepción del bloque oficialista PRO.

Si bien para los vecinos «pasó el gran susto»14, hasta el presente 
siguen activos en la defensa de su propuesta y en el rechazo a las 
canchas de fútbol. Realizan sus reuniones habituales en la parroquia, 
en la que han logrado mantener la asistencia y participación de los 
vecinos y continúan impulsando actividades con otras asambleas 
barriales. Pese a que el proyecto de ley venció a fines de 2015 por 
no contar con el quórum suficiente de legisladores para ser tratado 
en sesión, su elaboración ha posibilitado poner de manifiesto el in-
tento por una reapropiación colectiva del espacio en tanto vivido, 
que se propone la búsqueda de nuevos usos y posibilidades para la 
producción de otra realidad espacial.

Reflexiones finales

Tanto en Caballito como en Balvanera, el proceso de resisten-
cia vecinal ha permitido (re)pensar otros usos posibles para estos 
espacios «vacíos» que reclamaban ser «llenados» bajo la lógica del 
espacio concebido. Una representación del espacio que pretendía 
imponerse como abstracto e instrumental, despojada de la historia 
que le fueron imprimiendo sus residentes y de las relaciones de poder 
y dominación que posibilitaron su posterior «vaciamiento». Frente a 
la imposición de un uso definido para esos terrenos que no contempla 
a los habitantes del barrio como usuarios de la ciudad en tanto valor 

13	 M., integrante de la asociación vecinal «Manzana 66 verde y pública».
14	 M., integrante de la asociación vecinal «Manzana 66 verde y pública».
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de uso, las propuestas del «Parque Caballito» y de la «Manzana 
66 verde y pública» se presentan como proyectos alternativos y en 
disputa con las formas hegemónicas de hacer ciudad, reafirmando 
el carácter político y conflictivo del espacio urbano.

Uno de los principales resultados es que los procesos de vacia-
miento urbano estudiados en este trabajo no suponen casos aislados, 
sino que responden a un modelo de ciudad como «negocio». Hechos 
puntuales de la cotidianeidad de un barrio pueden decirnos mucho 
sobre cuestiones complejas. En este sentido, a partir del análisis de 
dos casos concretos de vaciamiento y resistencia urbana, es posible 
develar y desentrañar las lógicas mercantiles y sus efectos. 

Ambos espacios vacíos y vaciados de vida urbana son consi-
derados áreas de oportunidad para emprender grandes proyectos 
urbanos. Tanto en las tierras fiscales de los exterrenos ferroviarios 
de Caballito como en la manzana 66 de Balvanera, de carácter pri-
vado, los gobiernos locales consideran como prioridad la creación 
de facilidades para la inversión de capitales privados, es decir, en 
ambos casos predomina el «giro emprendedor» del Estado (Harvey, 
1989). Ahora bien, estos espacios en absoluta disponibilidad también 
pueden ser entendidos como un recurso para las organizaciones 
vecinales, como espacios intersticiales que la planificación urbanís-
tica no terminó de definir y que presentan una oportunidad para su 
participación en la (re)producción colectiva del espacio. 
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Introducción 

En el marco de una serie de reflexiones nacidas desde el Obser-
vatorio Regional de la Universidad Católica, hemos comenzado a 
estudiar la relación que existe entre las identidades indígenas y las de-
mandas territoriales en Chile. Para ello, hemos venido desarrollando 
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una teorización desde la geografía cultural, que entiende que dife-
rentes tipos de identidades son construidas en contextos sociales, 
territoriales y locales específicos, y que no existe una identidad como 
esencia (de raza, clase o sexo), sino que esta es temporal y espacial-
mente variable, intrínsecamente plural y contradictoria (Martin, 
2005). De esta manera, la identidad y el territorio no serían algo 
estable, sino que estarían abiertos a ser modificados. Es decir, se en-
tiende a la identidad como socialmente construida y materialmente 
producida. Esta perspectiva recoge las conceptualizaciones sobre 
que la identidad, por ejemplo, la indígena, no es «algo» dado, sino 
que es un proceso político donde se articulan diferentes elementos 
de manera contingente (Hall, 1990; Hall y Du Gay, 1996; Clifford, 
2013; Li, 2000). En el caso de la identidad indígena, encontramos, 
por un lado, las tecnologías desarrolladas por el Estado para com-
pensar a los pueblos indígenas, y llevada a cabo por instituciones 
específicas (Niezen, 2002; Sawyer y Terence Gomez, 2012), y por 
otro, la agencia de las propias comunidades que han desarrollo 
una «emergencia indígena» (Bengoa et al., 2012). Las identidades 
indígenas, si bien son locales o regionales, se enmarcan dentro de 
un proceso global de luchas de reconocimiento y autonomía de los 
pueblos indígenas. Es precisamente este sentido global el que se 
pierde cuando se discute sobre la situación de La Araucanía, la 
cual es presentada generalmente como una situación especial en 
Chile, sin comprender la importancia que tiene el contexto inter-
nacional y cómo otros países han trabajo en materias indígenas, 
con aciertos y errores.

La producción de territorialidades, por su parte, la hemos en-
tendido como un proceso en el cual un grupo humano no tiene una 
identidad y un territorio per se, sino que, a través de un proceso 
histórico y político, se articula una serie de elementos, muchas veces 
de manera contradictoria, pero otras de manera colaborativa, los que 
terminan por generar que ciertos grupos se localicen, o reconozcan 
como propios, determinados territorios que les dan cohesión social 
y cultural, en relaciones sociales, políticas, étnicas, culturales y am-
bientales conflictivas. Influenciados por Doreen Massey, entendemos 
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que el territorio y la construcción de subjetividades están íntima-
mente ligados, constituyendo una doble articulación: el espacio 
social es la articulación de relaciones sociales que necesariamente 
tienen una forma espacial en la cual interactúan la una con la otra 
(Massey, 2001).

El análisis que aquí se propone es una invitación a desestabili-
zar las perspectivas sobre el territorio que lo toman solo como un 
pedazo de tierra dado, pasivo, inmutable, inevitable o acrítico. Por 
el contrario, la idea es pensar al territorio como algo dinámico, 
vivo, vibrante inestable, histórico y conflictivo, que siempre está en 
estado de formación y nunca está totalmente completado. En esta 
propuesta teórica, el territorio es en parte material, con características 
biológicas y geográfico físicas, como relieves, climas, hidrografía y 
subsuelo, y es en parte social, con relaciones de poder, construcciones 
culturales y sistemas de creencias, que le dan forma. En el territorio 
interactúan actores humanos y no humanos que se afectan mutua-
mente en redes y asociaciones. De esta manera, estamos entendiendo 
al territorio como un proceso socioambiental histórico, donde todos 
los aspectos de la vida se desenvuelven. 

El territorio, en cuanto proceso, es un espacio de confrontación 
política. En él se plasman los proyectos políticos y ecológicos de dife-
rentes grupos de poder. Por ejemplo, la emergencia de las sociedades 
hidráulicas, en el mundo antiguo, modificó radicalmente la relación 
sociedad/naturaleza, permitiendo, mediante el control político del 
agua, organizar estructuras sociales complejas, con altos niveles de 
especialización en infraestructura, organización y coordinación del 
trabajo, y la transformación radical del territorio (Worster, 1982). 
De acuerdo con la geografía crítica, la forma más intensiva y ex-
tensiva de transformación territorial ha sido el capitalismo: desde 
la época de los imperialismos se ha expandido una reestructuración 
global de los territorios, llegando a especializar continentes enteros 
en la producción de mercancías, mano de obra y consumo (Castree, 
2005, 2000). 

En el caso de los países resultantes de la expansión imperialista, 
como Chile, las condiciones de los territorios han sido agravadas 
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por la continuidad de prácticas coloniales sobre los ecosistemas y 
sus habitantes humanos y no humanos, y por procesos de territoria-
lización del estado postcolonial. A través de procedimientos legales 
e institucionales, amparados en discursos basados en una versión 
utilitarista de la ciencia, y en la economía política capitalista, se ha 
determinado la vocación productiva de los territorios, identificando y 
gobernando quienes tienen control y acceso a determinados recursos 
naturales. De esta forma, han emergido zonificaciones que colapsan 
las características biofísicas y sociales de un territorio producto de 
determinadas actividades productivas (Vandergest y Peluso, 1995; 
Peluso y Vandergest, 2015).

En el caso de Chile, discursos y prácticas socioambientales como 
el Norte Grande minero, la Patagonia hidroeléctrica, o la vocación 
forestal del Bío Bío y La Araucanía, son promovidos por diferentes 
actores en distintas escalas. Estas prácticas discursivas y materiales 
son a menudo resistidas y contestadas, especialmente por población 
local e indígena, los cuales rechazan la construcción y transformación 
de los territorios donde viven o de donde provienen. De esta forma, 
la lucha por el territorio es una lucha política por resistir transfor-
maciones, negociar relaciones y/o representar determinados espacios 
y medioambientes que tienen especial significación para los grupos 
locales, especialmente para los pueblos indígenas. En estas luchas, 
los territorios y sus significados son desestabilizados por diferentes 
actores, hasta llegar a generar un palimpsesto, es decir, una suerte de 
manuscrito donde pese a la escritura actual, aún es posible identificar 
trazos de escritos anteriores. 

Siguiendo esta teorización, La Araucanía, al igual que otros te-
rritorios, puede ser analizada como un palimpsesto territorial, donde 
es posible encontrar trazos de los discursos y prácticas anteriores que 
se han solidificado como capas. Por tanto, lo que hoy conocemos 
como La Araucanía, contiene dentro de sí diferentes formas en las 
cuales el territorio ha sido concebido, además de distintas relaciones 
ecológico-culturales. En esta dialéctica, la producción de territoriali-
dades nunca está totalmente terminada, lo que permite que diferentes 
discursos y prácticas territoriales coexistan, muchas veces de manera 
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contradictoria. De esta forma, en La Araucanía sería posible identifi-
car diferentes tipos de territorialidades que contienen a las anteriores, 
mientras otras persisten o resisten, y que son desarrolladas desde 
espacios hegemónicos y posiciones subalternas. A continuación, re-
visaremos algunas de estas territorialidades, especialmente aquellas 
derivadas del conflicto entre el Estado chileno y el pueblo mapuche, 
y que se encuentran en tensión en la actualidad. Nuestro trabajo está 
profundamente influenciado por la reemergencia de las identidades 
territoriales mapuche en el contexto de las reivindicaciones de los 
pueblos indígenas por reconocimiento y autonomía. 

Las territorialidades antes del Estado chileno

La población mapuche en Chile durante el proceso de coloniza-
ción española se ha calculado cercana al millón de personas, la cual 
tenía un patrón de asentamiento disperso, con concentraciones más 
densas en los valles y bordes de ríos. En un amplio territorio, que 
comprendía desde el río Choapa hasta el norte de la Isla de Chiloé, 
practicaban la agricultura, horticultura, la caza y la recolección 
(Bengoa, 2000, 2007). Boccara (1999) plantea que los mapuche hasta 
el siglo XVII no se concebían a sí mismos como mapuche (gente de 
la tierra), sino como reche (la gente auténtica), que habría sido el 
resultado del proceso de concentración de las estructuras sociopo-
líticas producidas por el contacto con los españoles.

Boccara (1999) identifica como unidad básica a la ruka, a 
partir de la cual se van construyendo categorías de territorialidad 
históricas, y al levo como el nivel fundamental para comprender la 
sociabilidad de este grupo de mapuche. Por su parte, Faron (1969) 
identificó al lofche, como un grupo de descendencia patrilineal. En 
investigaciones contemporáneas, existen variadas interpretaciones 
sobre el lof, evidenciado que la definición aún estaría abierta a nuevas 
lecturas y prácticas políticas. El lof ha sido interpretado como base 
social mapuche y parte de una división administrativa del wallmapu 
(Ñanculef, 2005), una identidad territorial (Hirt, 2006), o como 
unidad básica de organización territorial y política (Aylwin, 2002). 
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Sin embargo, todas estas definiciones no darían cuenta de la realidad 
de cada territorio, por tanto, es necesario desarrollar un trabajo de 
contextualización, entendiendo que existen diferentes categorías 
socioculturales y relatos históricos locales, donde muchas veces el 
uso de conceptos y términos se ven determinados, por un lado, por 
factores geográficos, históricos y culturales, pero también, por las 
diversas identidades territoriales que los mapuche han desarrollado 
en distintos momentos cronológicos.

La base fundamental de la cultura mapuche, hasta la actuali-
dad, es el reñma (la familia nuclear) y sus relaciones dentro de una 
vivienda o ruka (rukache), que es, a su vez, donde se enmarcan 
los lazos familiares que se tejen en un territorio determinado (reñ-
mawen). Aquí es donde el lof y sus interacciones nacen, a partir de 
los küpalme o linajes territorialmente situados (Ñanculef, 2016), 
constituyendo a su lofche o comunidad (Bello, 2011). De esta forma, 
el lof se conformaba por un grupo de cuatro a nueve füren, o familias 
nucleares, que provienen del mismo tronco patrilineal (Millalén, 
2006), los cuales a su vez forman un grupo determinado de reñma 
que comparten una ascendencia en común, y hacen de un espacio 
territorial su ruka, definido por accidentes geográficos que muchas 
veces hacen de límites con otros lof, bajo el mando de un lonko. 
Según Antona (2016), el lof se articula a partir de la unidad de las 
familias extensas (reyñma), que constituyen la estructura básica de 
la sociedad mapuche, y representan la construcción socioespacial 
y ritual de la agrupación de personas radicadas (xokinche) en un 
territorio kiñel mapu («una misma tierra», «tierra compartida» o 
«primera tierra»), que en origen se trataba de una serie de familias 
emparentadas. El lof suele tener un nombre (üyelmapu) que guarda 
relación con las características geográficas del lugar o refleja ciertas 
propiedades de los elementos o acontecimientos de la naturaleza 
que se localizan en ese espacio (Antona, 2016). 

Zavala (2011), siguiendo a Febres y Havestadt, define al lof como 
un pequeño grupo unido por relaciones de parentesco y/o solidaridad 
que vivía en comunidad, y que estaba compuesto por residencias 
dispersas que no alcanzaban a constituir una aldea. Precisamente 
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este patrón de asentamiento y organización habría dificultado su 
control por parte de los españoles. En esta conceptualización, cada 
lof es autónomo el uno del otro, pero comparten un sistema de vida 
sinérgico. Su identidad territorial es similar, al igual que sus prácticas 
políticos-religiosas, que tienen su mayor expresión en la realización 
del ngillatun en un lofmapu. El lof, como base de la territorialidad 
mapuche, es donde se forma el che, o el ser del mapuche. En el lof se 
adquiere una identidad, definida por su propio territorio, y un sistema 
de valores (azmapu) que norma las acciones del che (Miramán et al., 
2006). Fernández (2014) además señala que el lof no solo abarca 
el territorio donde vive la gente, sino que también a los animales, 
las plantas, seres espirituales, fuerzas sobrenaturales y la geografía 
sagrada, que en su conjunto marcan la identidad del territorio. 

El pueblo mapuche generó sus condiciones político-económicas 
basado en un espacio social y en una especie de federación de esa 
base social con otros entes similares, fundado en los principios filo-
sóficos del conocimiento (kimvn) y la sanción moral de principios 
éticos (azmapu), como partes integrales de la filosofía y la enseñanza. 
Ñanculef (2015) señala que la fuente fundacional de esta división 
administrativa inicial era la ideología cosmovisional y filosófica: 
Chumley ta Wenu-Mapu ka Feley ta Nag-Mapu, o «tal como es 
arriba así es abajo», por lo que debían establecer ciertos criterios 
ecológicos. Uno de estos criterios habría sido que luego de unos 100 
a 144 años se buscaba otro espacio para habitar, transformado el 
sistema de tenencia de la tierra y el ecosistema, como lo hace un 
pueblo seminómade y trashumante. En este ciclo se recuperaba y se 
restablecía la integralidad del territorio, generando un movimiento 
denominado kiñel mapu: la tierra que era habitada primeramente 
por un grupo era dejada para que se renovara su ecosistema, y pos-
teriormente era ocupada por otro parentesco del küpalme o linaje 
(Ñanculef, 2015). 

La agrupación de lof (algunos dicen nueve lof) constituía un 
rewe (tronco altar), el cual puede ser entendido como una unidad 
territorial intermedia político-religiosa, entre el lof patrilineal y una 
agrupación territorial mayor. En el rewe se desarrollaban prácticas 
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ecológico-culturales distintivas, siendo la principal de ellas el ngui-
llatúnv (que puede ser entendido como una rogativa), el cual se 
llevaba a cabo en un espacio designado para dicha práctica, en torno 
a una pampa sagrada (ngillatuwe), en la cual el rewe simboliza el 
escalar hacia las otras dimensiones del cosmos o wallmapu, que es 
el «mundo» mapuche. 

A su vez, la agrupación de nueve rewes constituía un ayllarewe. 
Zavala (2011) llama a esta jerarquía un «grupo territorial», que 
abarcaba varias unidades de residencia vecinas, y que los españoles 
denominaron «reducción», y las órdenes religiosas, «misiones». 
Los ayllarewe tenían nombres propios1, que no necesariamente 
correspondían al nombre del linaje que los habitaba, sino más bien 
al territorio, y que mantenían asambleas regulares y eran dirigidos 
por un cacique o ñizol lonko. Otros, como Sánchez-Curihuentru 
(2001), sostienen que la alianza territorial ayllarewe y sus nueve 
lonkos de lof elegían a un ülmen lonko, que liderara esta especie de 
región mapuche. Como señala Bengoa (2013), la existencia de los 
ayllarewes probablemente se condicionó por la presión del sistema 
señorial de los incas y posteriormente por la llegada de los españoles, 
sin embargo, se presumen que eran flexibles y menos jerarquizados. 

Finalmente, cierto número de ayllarewes (por lo general cuatro) 
constituían un fütal mapu, que es la máxima organización sociote-
rritorial mapuche, donde confluían lazos culturales, comerciales y 
militares. Los fütal mapu cubrían los cuatro pisos ecológicos de la 
actual Araucanía: planicie costera, llano interior, precordillera andina 
y los valles andinos. Estas formas de organizaciones socioterrito-
riales habrían sido alianzas voluntarias de carácter circunstancial, 
y con jerarquías horizontales y no verticales, y habrían tenido un 
propósito y duración determinados. Este tipo de organización so-
cioterritorial flexible constituye parte del éxito de la resistencia del 
pueblo mapuche frente a la invasión de los españoles y del Estado 
chileno (Aylwin et al., 2013; Zavala, 2011). Finalmente, Pablo Ma-
rimán, basado en el relato de Pascual Koña, habla del wixanmapu 

1	 En el estudio de Zabala (2011) se señalan algunos nombres de ayllarewes, como: 
Arauco, Angol, Boroa, Manquehue, Ranquilhue, Repocura, Purén, Quecherehue, 
Tucapel, entre otros. 
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como una estructura territorial, social y política, que era capaz de 
convocar a los liderazgos para deliberar materias del conjunto de 
lof (Marimán, 2002). 

La población mapuche y sus identidades territoriales constituían 
el meli wixan mapu (cuatro regiones geográficas), la cual se extendía 
a ambos lados de los Andes. De esta forma, el puelmapu hace referen-
cias a las tierras del este, en lo que hoy se conoce como las pampas y 
Patagonia argentina, donde habitaban los puelche. Mientras tanto, 
en el gulumapu o tierras del oeste, en lo que hoy es Chile, se repar-
tían los pichunche (norte), huilliche (sur), pehuenche (precordillera, 
asociados al fruto del árbol de la araucaria o pehuén), wenteche 
(valles), ñagche (llanos) y lafquenche (costa) (Comisión de Verdad 
Histórica y Nuevo Trato, 2009). Otros nombres que aparecen en el 
siglo XIX son los de arribanos, abajinos y costinos (ver Figura 1). 
Todos hacen referencia a identidades territoriales que grafican la 
ocupación activa de los mapuche de los diferentes pisos ecológicos 
y de prácticas culturales específicas. Estos territorios tenían como 
idioma al mapudungun, una serie de prácticas ecológico-culturales o 
azmapu, una religión y un sistema político propio, que desde el par-
lamento de Quillín en 1641, y mediante relaciones diplomáticas con 
la Corona española, se mantuvieron independientes en lo que ahora 
se reconoce como una Nación mapuche, y que algunas organizacio-
nes mapuche llaman wallmapu, donde existía autodeterminación. 

José Bengoa señala que los nombres de los ríos y cuencas po-
drían haber derivado de nombres de jefes de pueblo o características 
territoriales, y que ambos eran elementos centrales en las identidades 
territoriales, y que estos no han sido fijos a lo largo del tiempo. Un 
ejemplo de ello es que los mapochoes originalmente habrían estado 
asociado a la cuenca del río Mapocho, en la zona central del Chile 
actual, y que posteriormente el proceso de etnogénesis del pueblo 
mapuche lo ha asociado a las tierras de la cuenca del río Cautín en 
el sur, o que el nombre araucano, bajo el cual se conoce también a 
los mapuche, provendría de los habitantes de un río llamado Ragco 
y de la deformación de Aragco (Bengoa, 2013: 53).
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Finalmente, todos los componentes materiales e inmateriales del 
mundo mapuche constituyen el wallmapu, que, a diferencia de lo 
que generalmente se cree, no es una «región» delimitada que abar-
ca parte del territorio chileno y argentino, sino que es el universo, 
lo tangible e intangible, sin límites ni fronteras. El wallmapu está 
conformado por cuatro dimensiones universales: minche mapu, nag 
o pully mapu, anka wenu o rangy wenu mapu, y wenu mapu, para 
luego avanzar a la séptima y octava dimensión, según el nivel de 
conocimiento y espiritualidad mapuche. De esta manera, el «orde-
namiento territorial» mapuche comprendía una compleja dialéctica 
socioterritorial, que abarca desde la familia nuclear o reñma, al 
mismo cosmos o wallmapu. 

Figura 1. Localización en siglo XIX del pueblo mapuche en el actual 
Chile y La Araucanía.

Fuente: Elaboración propia, sobre la base de Bengoa (2000).
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La desestructuración de esta forma de territorialidad empezó a 
ocurrir con el proceso de colonización, principalmente a través de la 
imposición del sistema de la encomienda, que repartió a la población 
indígena y sus territorios como merced de tierra para los españoles. 
Además, la Corona española ocupó a parte de los indígenas de las 
encomiendas para la extracción aurífera, y las tierras indígenas fue-
ron despojadas para la producción agrícola y ganadera española. Se 
crearon los pueblos de indios, para que vivieran los encomendados, 
y posteriormente estos tomaron el control de dichas tierras también. 
Al mismo tiempo, se estableció un sistema de esclavitud para los 
prisioneros de guerra y los capturados en las correrías organizadas 
por los españoles durante el siglo XVII. A través de estos procesos se 
da origen a la propiedad hacendal, que se concentró, dada la resis-
tencia mapuche, en la sección central del Chile actual (Aylwin et al., 
2013). Los territorios del sur establecieron sistemas de negociación 
y conflicto con la Corona española, y se mantuvieron autónomos 
hasta fines del siglo XIX. En este amplio territorio autónomo, entre 
Concepción y Valdivia, se desarrolló, entre otras actividades, una 
ganadería extendida que arreaba animales desde lo que hoy es 
Argentina, y que se comercializaba en las ferias fronterizas, desde 
donde se embarcaba en los barcos que comercializaban por el océano 
Pacífico (Bengoa, 2014). 

La territorialidad de los títulos de merced y las 
reducciones

En 1852 el Estado chileno dictó la creación de la provincia 
de Arauco, que comprendió las tierras indígenas localizadas al 
sur del Biobío y al norte de la provincia de Valdivia. Con el fin de 
«civilizar» a los mapuche e integrarlos a la sociedad nacional como 
ciudadanos, se impuso que las ventas de tierras indígenas debían 
ser aprobadas por el gobierno. Sin embargo, la expansión agrícola 
permitió compras fraudulentas y empujó la rebelión mapuche de 
1859. A partir de 1861, comenzó el proceso de invasión del Estado 
chileno en lo que se denominó la «Pacificación de La Araucanía», 
que significó la expropiación violenta de las tierras mapuche, el 
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genocidio de una parte de la población indígena y la asimilación 
forzosa de los sobrevivientes. 

La Araucanía fue comprendida, por la élite centralista de la 
época, como tierras vacías, o peor aún, susceptible de ser vaciada, 
principalmente por encontrarse habitadas por indígenas, que repre-
sentaban la antítesis de la civilización que era promovida a fines del 
siglo XIX en todo el mundo. Sin embargo, los topógrafos y agrimen-
sores encontraron un orden del territorio que ellos comprendieron 
como una suerte de propiedad mapuche sobre la tierra, y ha quedado 
de manifiesto en los planos que se localizan en los archivos, donde 
el espacio tradicional mapuche comenzó a ser reemplazado por pe-
queños espacios cuadriculados, no respetando los límites naturales 
o las formas de organización socioterritorial propia de los mapuche. 

La ley de 1866 comenzó el proceso de deslinde de la propiedad 
indígena que se probara había sido ocupada efectiva y continuada-
mente desde al menos un año. El resto de las tierras fueron declaradas 
baldías y su propiedad fue transferida al Estado. En el contexto de 
la invasión del Estado chileno y de masivos desplazamientos de po-
blación hacia zonas seguras, muchas tierras quedaron despobladas y 
fueron sujeto de esta legislación. Las tierras indígenas fueron inscritas 
como propiedad comunitaria a nombre de un jefe de familia o cacique, 
pudiendo esta ser subdividida entre los jefes de familia (Correa et al., 
2005). De esta forma, se crearon los títulos de merced, reducciones y/o 
comunidades, que delimitaron una porción de tierra donde hasta el 
día de hoy habitan los grupos familiares mapuche. Entre 1884 y 1929 
se otorgaron 2.918 títulos de merced, radicando a 82.629 personas 
en 510.386,67 hectáreas, que en promedio correspondieron a 6,18 
hectáreas por cada mapuche (Aylwin et al., 2013: 93). El resto de la 
tierra confiscada por el Estado fue subastada en lotes de no más de 
quinientas hectáreas (Molina, 2013). 

Así, el Estado chileno desconoció el uso ancestral de las tierras 
y todos los acuerdos anteriores firmados por los mapuche con los 
españoles. El resto de la población mapuche que no fue radicada que-
dó, por consiguiente, sin tierra. Este proceso afectó de sobremanera 
a los huilliche en el sur, donde no llegó la comisión de goemensores 



Territorialidades en La Araucanía

297

y se utilizó el «título de comisario», que no tuvo el valor legal del 
título de merced. Finalmente, ambos tipos de títulos fueron afectados 
por múltiples irregularidades, lo que llevó a la pérdida sostenida de 
tierra mapuche hasta la Ley Indígena de 1993. Los títulos de merced 
desestructuraron las formas anteriores de territorialidad mapuche de 
los lof, rewes y ayllarewes. La invasión del Estado chileno y las cir-
cunstancias de guerra generaron que parte de la población mapuche 
se refugiara en las cordilleras de los Andes y de la Costa (cordillera 
de Nahuelbuta), mientras que una gran concentración de población 
se desplazó hacia la cuenca del Cautín, donde históricamente estaban 
asentados algunos linajes. Precisamente en esas circunstancias los 
encontró la comisión radicadora y los geomensores, que les reconoció 
solo la propiedad efectivas la tierra, a través de títulos compactos y 
se les obligó a ser sedentarios, lo cual a su vez generó innumerables 
problemas entre las comunidades. 

De esta manera, el Estado chileno produjo la territorialidad ma-
puche del siglo XX y determinó cómo debía ser la sociedad mapuche, 
reconociendo caciques y otorgándoles tierras, y agrupando familias, 
ahora dependientes, del que aparecía como jefe del título de merced 
(Bengoa, 2014). Esta forma de ordenar a los mapuche no solamente 
desestructuró las territorialidades históricas, sino que también con-
tribuyó a romper las economías morales y las redes de solidaridad. 
Además, las usurpaciones de tierra por parte de los colonos, y del 
propio Estado chileno, se extendieron durante gran parte del siglo 
XX, con lo que la cultura mapuche fue forzada a encapsularse dentro 
de los títulos de merced y a establecer relaciones de negociación/
resistencia con la Iglesia y la escuela, que se transformaron en los 
principales agentes de la asimilación cultural. 

Empezaron a darse situaciones contradictorias. En 1927, Ma-
nuel Manquilef, diputado mapuche por el Partido Liberal, impulsó 
una ley para dividir las tierras comunitarias mapuche, dado que las 
reducciones eran consideradas la fuente del atraso económico de la 
población mapuche, debido a la atomización, la imposición de la 
agricultura de subsistencia y la incapacidad de poder ocupar la tierra 
como capital (Foerster y Montecinos, 1988). En este contexto, en 
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1930 fueron creados los juzgados de indios para dividir a las comu-
nidades mapuche originadas en los títulos de merced (Aylwin et al., 
2013). Pero, por otro lado, comenzaron a crecer las demandas por 
tierras de otros sectores del pueblo mapuche, quienes veían en las 
reducciones no solo la imposición de prácticas agrícolas de subsis-
tencia, sino también el agravamiento de los problemas ambientales 
derivados del monocultivo de trigo, de la explotación del bosque 
nativo y de la coexistencia con propietarios privados en constante 
expansión (Molina, 2000). Para 1960, se calcula que cien mil hec-
táreas de títulos de merced habían sido usurpadas por no mapuche, 
generando conflictos interétnicos (Molina, 2013).

Desde fines de los 1960, se genera la alianza de grupos mapuche 
y el Movimiento de Izquierda Revolucionario (MIR), que en conjunto 
formaron el Movimiento Campesino Revolucionario (MCR). El «pro-
blema mapuche» por la restitución y ampliación de la tierra indígena 
no estaba contemplado en la Reforma Agraria. De esta forma, durante 
el gobierno de Salvador Allende (1970-1973), el MCR impulsó las 
tomas de fundos y las corridas de cercos, y en algunos de ellos, pos-
teriormente, se aplicó la Reforma Agraria, mediante el Instituto de 
Desarrollo Indígena y la Corporación de Reforma Agraria, los cuales 
se habían trasladados a Temuco (Correa et al., 2005). Esto generó 
que la demanda de tierras no fuera necesariamente la recuperación 
de la tierra usurpada de los títulos de merced, sino que la demanda 
por «tierras antiguas» (Correa, 2014) localizadas, por ejemplo, en 
grandes propiedades ubicadas en el territorio usurpado, cambiando 
la estrategia desde la acción legal a la acción directa, cuestionando 
la estructura agraria del sur de Chile y logrando recuperar del orden 
de las cuatrocientas mil hectáreas, lo cual trajo el surgimiento de una 
nueva territorialidad en La Araucanía (Molina, 2013). 

El Golpe de Estado de 1973 fue particularmente duro con los 
mapuche en términos de represión, donde se mezcló el racismo con 
el revanchismo por las tomas de fundos y las corridas de cercos 
(Pinto, 2016). Las tierras recuperadas por los mapuche fueron 
traspasadas a los antiguos y nuevos propietarios. El Decreto de Ley 
701 de 1974 fomentó la transformación forestal del suelo agrícola, 
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mediante subvención estatal a la plantación de pino y eucaliptus, y 
se traspasó la industria forestal de manos estatales a manos privadas. 
Por su parte, el Decreto de Ley 2568 de 1979 buscó crear propie-
tarios individuales y liquidar a las comunidades, encontrándose 
con la resistencia y reorganización de los mapuche, a través de los 
centros culturales y posteriormente el Ad-Mapu, que constituyeron 
el semillero del Consejo de Todas las Tierras y de la Coordinadora 
Arauco Malleco (Pairican, 2015). Al mismo tiempo, las reformas 
al Código de Agua (1981) y a la Ley Eléctrica (1982) permitieron 
proyectos hidroeléctricos en tierras que históricamente habían ocu-
pado los mapuche que pertenecían a zonas andinas, o que se habían 
localizados en ellas a raíz de la campaña de «Pacificación».

Figura 2. Títulos de merced (creados antes de 1929 y vigentes hasta la 
actualidad) y áreas de desarrollo indígena (de 1993 hasta la actualidad).

Fuente: Elaboración propia, sobre la base de Conadi.
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La territorialidad de la política indígena actual

El Acuerdo de Nueva Imperial (1989), entre los pueblos indíge-
nas de Chile y el entonces candidato de la coalición de partidos que 
buscó derrotar a la dictadura por la vía democrática, Patricio Aylwin, 
inauguró una nueva fase de territorialidades en La Araucanía. Sobre 
la base del reconocimiento que impulsó el Convenio N° 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), que finalmente fue 
aprobado por Chile recién en 2008, y los acuerdos internacionales 
promovidos por la Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
sobre la discusión mundial de derechos de pueblos indígenas, se 
promulgó la Ley Indígena (1993) y se conformó la Corporación 
Nacional de Desarrollo Indígena (Conadi). 

La política indígena actual ha generado, de manera a veces 
colaborativa y otras derechamente contradictorias, una serie de te-
rritorialidades con resultados dispares. Se incentivó, por un lado, la 
certificación de la «calidad de indígena» frente al Estado (probando 
que se descendía de indígenas y/o se conservaban prácticas cultura-
les), la creación de becas de estudio para indígenas, la inscripción de 
comunidades, la canalización de las demandas de tierras, la compra 
de tierras (y la generación de un mercado de tierras) y la localiza-
ción de comunidades, entre otros. Además, la implementación de 
una serie de programas de desarrollo local, que muchas veces han 
devenido en un carácter clientelar, orientados a la población indí-
gena, como el Programa Orígenes del Ministerio de Planificación y 
del Banco Interamericano de Desarrollo, el Programa de Desarro-
llo Territorial Indígena (PDTI), o el Modelo Forestal Intercultural 
(MOFIN). Otros se orientaron al rescate de las tradiciones de los 
pueblos indígenas dentro de políticas neoliberales multiculturales, 
como programas de salud, educación intercultural y reconversión 
al etnoturismo rural. Todos ellos buscaban cristalizarse en las Áreas 
de Desarrollo Indígena (ADIs), una nueva territorialidad propuesta 
desde el Estado para los indígenas, mediante criterios demográficos 
y socioambientales que han buscado focalizar recursos y mejorar el 
bienestar de las comunidades.



Territorialidades en La Araucanía

301

Cabe destacar, en el marco de lo que ha significado la definición 
de la política indígena, el arduo trabajo de la Comisión de Verdad 
Histórica y Nuevo Trato, y dentro de ella el de la Comisión de Tra-
bajo Autónomo Mapuche (COTAM), la cual propuso una acabada 
revisión del proceso de desposesión de tierras y de desintegración 
y resistencia indígena en Chile. Los documentos de dicha comisión 
son un material relevante, dado que han permitido sistematizar el 
proceso del pueblo mapuche, y entregar valiosos insumos sobre los 
orígenes y desarrollo del conflicto interétnico. En estas comisiones 
trabajaron no solo los expertos chilenos en materia indígena, sino 
también dirigentes de los distintos pueblos indígenas, entre ellos, 
mapuche, aymaras, atacameños o likan antai y rapa nui. Los alcan-
ces de la política de nuevo trato se han visto invisibilizados por la 
política de criminalización impulsada por los gobiernos de turno, 
tendientes a encarcelar y desarticular a la Coordinadora Arauco 
Malleco (Pairican, 2015). El trabajo de la comisión permitió revi-
sualizar las territorialidades indígenas en el contexto del aumento de 
la conflictividad socioambiental, asociada a proyectos de inversión 
extractivista, como mineras en el norte y forestales e hidroeléctricas 
en el sur. 

Debido al Decreto de Ley 701, la industria forestal en La 
Araucanía tuvo un enorme crecimiento, principalmente a través del 
fomento a la plantación de especies introducidas como el pino y el 
eucaliptus, lo que permitió la concentración de tierra por parte de 
grandes compañías madereras. En los títulos de merced comenzó 
también a desarrollarse una micropolítica forestal, a través de la 
especialización de hijuelas para la producción forestal, y la aplica-
ción del MOFIN. En nuestras entrevistas se ha hecho mención a la 
promoción desde los gobiernos municipales, el INDAP y desde las 
empresas, de árboles pequeños de pinos y eucaliptus, y de capacita-
ciones, para que fueran plantadas por las propias comunidades con 
el objetivo de superar la pobreza. Las plantaciones de pequeña escala 
les han permitido a las comunidades contar con madera, la cual es 
utilizada principalmente para calefacción, construcción y la produc-
ción de carbón. Sin embargo, dichas plantaciones han desplazado o 
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disminuido, en muchos casos, la horticultura de subsistencia de las 
familias mapuche. En el otro extremo, las plantaciones forestales 
de gran escala abrieron un enorme foco de conflicto entre el Estado 
chileno y el pueblo mapuche, visible desde los hechos de Lumaco en 
1997 y la aparición de la Coordinadora Arauco Malleco. 

Los datos del Observatorio Regional, basados en Casen (2013) 
y Conaf (2014), muestran un proceso de contradicción territorial 
en comunas donde como Ercilla y Galvarino, que tienen más de un 
70% de población que se autoidentifica como mapuche, y al mismo 
tiempo, sobre el 40% de la superficie comunal con plantaciones 
forestales. En Lumaco, el 52% se autoidentifica como indígena y 
la superficie forestal comunal alcanza el 60%. En la denominada 
por la prensa «zona roja del conflicto mapuche», más del 40% de 
la superficie comunal está cubierta por paños forestales. La pobla-
ción mapuche, principalmente la rural, ha quedado dispersas entre 
plantaciones forestales, agravando problemas de conectividad, la 
sequía estacional y la vulnerabilidad frente a incendios forestales, 
lo cual ha llevado a crecientes procesos de migración, y la pérdida 
de la biodiversidad asociada al bosque nativo, fundamental, por 
ejemplo, para las prácticas medicinales mapuche.

Una segunda contradicción territorial importante es la derivada 
de la expansión hidroeléctrica. A los paradigmáticos casos de Ralco 
y Pangue, que afectaron particularmente a los mapuche pehuenche 
del Alto Bío Bío, durante la primera década del 2000, hay que su-
mar las decenas de proyectos que se encuentran en carpeta para la 
construcción de centrales hidroeléctricas pequeñas y medianas en 
territorios que colindan con comunidades indígenas. Los casos de 
Neltume y Añihuerraquí son hoy en día los de mayor resonancia, 
dada la resistencia de las comunidades, la aplicación de la consulta 
indígena y las estrategias de las empresas para buscar el consenso 
de los habitantes locales, lo cual ha traído consigo conflictos inter 
e intracomunitarios. Del Código de Agua se desprende también la 
instalación actual de pisciculturas que impactarían directamente, 
como lo sostienen los dirigentes mapuche, la disponibilidad y la 
calidad del agua de las comunidades.
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Finalmente, una tercera contradicción emana de las demandas 
territoriales en el contexto de la política de compras de tierra, 
por parte de Conadi, la que también ha ido generando nuevas 
territorialidades. En primer lugar, encontramos población que 
logra recomponer los títulos de merced a través del traspaso, por 
parte del Estado, de tierra que previamente había sido usurpada. 
En segundo lugar, está la compra de tierra que no pertenece a los 
títulos de merced, pero que se encuentra colindante a las actuales 
comunidades y que forma parte de reclamos históricos, algunos 
de ellos anclados en los procesos inconclusos de la Reforma Agra-
ria, y que son reivindicados. En tercer lugar, se registran compras 
de tierra de predios no reivindicados y que son traspasadas a las 
comunidades. En cuarto lugar, se encuentran tierras que han sido 
traspasadas a comunidades relocalizadas, lo que abre un nuevo 
flanco de conflictos entre los recién llegados y los que habitaban 
históricamente en los títulos de merced, y enormes desafíos en el 
contexto de articulación territorial mapuche. El punto álgido de 
las demandas territoriales se registró en el ataque que le costó la 
vida al matrimonio Luchsinger-Mackay, y que hizo patentes las 
tensiones que se arrastran entre los descendientes de los colonos, 
que habitan en los fundos existentes en La Araucanía, y los des-
cendientes mapuche del proceso reduccional, que viven en terrenos 
contiguos y atomizados en las comunidades Conadi, dentro de los 
títulos merced, en los alrededores del Gran Temuco.

La población mapuche urbana y semiurbana

La población mapuche no vive solamente en espacios rurales. 
La pérdida de tierra por la subdivisión de los títulos de merced, 
el avance del monocultivo y la expansión forestal, la pérdida de 
trabajo agrícola, la búsqueda del mercado del trabajo y de mejo-
res condiciones de vida, a través del acceso a la educación y a la 
salud, han llevado a decenas de miles de mapuche a vivir en las 
ciudades (Aravena, 2002), localizándose en las áreas de menos 
valor de uso de suelo.
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En el caso de Temuco, encontramos una creciente concentración 
de población en las periferias, colindante con los títulos de merced. 
Foerster y Montecinos (1988) hicieron un seguimiento en la pren-
sa de la época de 1940, donde se enarboló un discurso de que las 
tierras indígenas constituían un «cinturón suicida». Este discurso, 
profundamente racista, se refiere al hecho de que la ciudad, por 
una gran acumulación de títulos de merced y el precario estado en 
el cual vivía la población mapuche, que «estrangula la vida econó-
mica de la capital de La Frontera», plantea como única solución, 
por la élite de la época, desalojar a los mapuche del hinterland de 
Temuco (Foerster y Montecinos, 1988: 161). Con algunos matices, 
aún persisten discursos que ven en la presencia mapuche el atraso 
económico de la región.

Tomando el análisis del Observatorio Regional, a partir de los 
datos del censo de 2012 y 2012, más la serie histórica de la encuesta 
Casen, es posible identificar claramente un patrón de segregación 
urbana de la población mapuche en la ciudad de Temuco, la cual 
habita no solamente en áreas de títulos de merced transformadas 
en suelo urbano, sino también en tomas de terreno o campamentos 
hoy día regularizados, y barrios de viviendas sociales. En el sector 
rural, se han visto desplazado de las principales vías de comunica-
ción con la ciudad de Temuco, ya que existen sectores que incluso 
siendo títulos de merced están ocupados por grupos de familias no 
mapuche. En el área urbana, los sectores de Pedro de Valdivia (en 
los cerros), Santa Rosa, Amanecer y Pueblo Nuevo (cercanas al lecho 
del río Cautín) concentran a decenas de miles de personas que se au-
toidentifican como mapuche. Estas zonas son más vulnerables frente 
a la amenaza de riesgos socionaturales, entre ellos, la remoción en 
masa y la inundación. De la misma forma, son sectores donde existe 
un alto consumo de leña para calefacción en el invierno, debido a 
la continuidad de prácticas culturales y dado el bajo costo en com-
paración con otras fuentes, por lo cual son los primeros expuestos 
a episodios de emergencia ambiental por material particulado, con 
el consiguiente daño para la salud. 
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Además, la segregación se expresa en fuertes diferencias so-
cioeconómicas. Como muestra la Figura 3, la población mapuche 
recibe menos ingreso por trabajo que la población no indígena, 
pese a tener el mismo nivel educacional. Dicha diferencia se acentúa 
cada vez más a medida que aumenta el nivel educacional, siendo en 
promedio cercano a unos $110.000 de diferencia entre los que se 
autoidentifican como mapuche y los que no. 

Figura 3. Comparación de ingresos entre pertenecientes y no pertene-
cientes al pueblo mapuche en Temuco.

 

  Fuente: Elaboración propia sobre la base de Casen 2013.

También, las escuelas localizadas en dichos sectores obtienen 
bajos puntajes en la prueba SIMCE y PSU, eso sumado a lo que 
trabajos como los de Flores (2003) y Kaztman y Retamoso (2007) 
denominan el efecto barrio, donde los individuos que se desenvuel-
ven en un ambiente con alta concentración espacial de la pobreza, 
adoptan «comportamientos disfuncionales». Como se puede ob-
servar en la Figura 4, casi el 50% de población mapuche no tiene 
educación media y se integraron tempranamente al mundo del 
trabajo mediante empleo precarizado, quedándose tan solo con la 
enseñanza básica, que además es el nivel educacional que menores 
ingresos percibe. También es posible observar diferencias sobre el 
tipo de educación: mientras que la población no perteneciente a 
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pueblos indígenas se concentra principalmente entre la educación 
media científico-humanista y profesionales, la población mapuche 
se acerca más hacia la enseñanza media técnica, presentándose una 
diferencia significativa en el porcentaje de profesionales mapuche 
y no mapuche. Todos estos datos, leídos en su conjunto, permiten 
inferir que los mapuche se encuentran en una red de vulnerabilidad 
socioespecial, limitados a vivir en sectores determinados de la ciudad, 
y restringidos en el acceso de oportunidades educativas y laborales, lo 
que perpetúa su situación socioeconómica en una región ya marcada 
por desigualdades interétnicas. 

Figura 4. Comparación porcentual de nivel educacional entre pertene-
cientes y no pertenecientes al pueblo mapuche en Temuco. 

 
Fuente: Elaboración propia sobre la base de censo 2012.

Además, en Temuco y Padre Las Casas existen barrios segregados 
que colindan con los títulos de merced, generándose un continuo 
de población mapuche urbana y semiurbana. En el Gran Temuco, 
y el sector rural aledaño, cuya extensión es de alrededor de 50.000 
hectáreas, vive un total de 323.141 personas, de las que 74.720 per-
tenecen al pueblo mapuche, representando un 23% de la población 
total del área. Es decir, solo en el entorno rural del Gran Temuco 
vive el 5% de los mapuche de todo Chile, que, además, según Ca-
sen, son población pobre. Sin embargo, esta población está en una 
relación metabólica con la ciudad, y transitan constantemente entre 
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las comunidades y el centro de Temuco, donde realizan trámites, se 
abastecen y trabajan, muchos de ellos en el sector informal. Pero, 
al mismo tiempo, las comunidades abastecen a la ciudad con sus 
productos, entre ellos, hortalizas, fruta y artesanía. 

Es precisamente esta población mapuche semiurbana la que tam-
bién tiene conflictos propios al estar en esta condición. Por ejemplo, 
las comunidades localizadas en Padre Las Casas fueron afectadas a 
inicios de la década de los 2000 por la construcción del bypass que 
atravesó sus tierras y que generó un proceso de organización y re-
sistencia. Al mismo tiempo, la instalación de infraestructura pública, 
como la ampliación y mejora de la ruta 5 Sur, y la instalación del 
aeropuerto en Freire han sido fuente de conflicto que ha afectado 
a la población semiurbana. Es decir, uno de nuestros hallazgos 
es que la conflictividad en La Araucanía debe ser entendida más 
allá de la conceptualización que lo asocia a las forestales en el norte 
de la provincia de Malleco y a los fundos de colonos en la sección 
central de la provincia de Cautín. 

 Figura 5. Ingreso mapuche por manzanas urbanas del Gran Temuco y 
entidades censales rurales.

Fuente: Elaboración propia sobre la base de censo 2012 y Casen 2013.
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Los datos de la figura 5 ilustran que la población con mayor 
ingreso se concentra en una pequeña área de la ciudad de Temuco, 
específicamente desde el centro hacia el sector poniente, mientras 
que, en todo el resto del área representada, los ingresos en algunos 
casos no alcanzan a cubrir ni siquiera el 50% del ingreso del sector 
socioeconómicamente acomodado. Este patrón coincide de manera 
casi total con las áreas del sector urbano y rural donde se concen-
tra la población perteneciente al pueblo mapuche, dando pie a las 
desigualdades descritas anteriormente en este capítulo. 

Si analizamos las diferencias de ingreso para mapuches y los 
que no se autoidentifican, tanto para el sector urbano y rural, se 
desprende que en el sector urbano un mapuche gana en promedio 
$294.758, mientras que el promedio de ingreso por trabajo de un 
no perteneciente asciende a $416.782, lo que, llevado a términos 
porcentuales, deja ver que un mapuche urbano gana tan solo el 70% 
de lo que percibe alguien que no se autoidentifica como mapuche, 
incluso en casos donde el nivel educacional es el mismo (Figura 3). 
Mientras que en el sector rural una persona perteneciente al pueblo 
indígena mapuche gana en promedio tan solo $190.954, alguien que 
no se autoidentifica como indígena gana en promedio $215.597. 
Como es posible ver, las diferencias salariales en el sector rural no son 
tan extensas como en el sector urbano, ya que un mapuche percibe 
casi el 90% del ingreso que recibe un no mapuche, sin embargo, el 
problema toma un componente étnico debido a que casi la totalidad 
del sector rural aledaño a la ciudad de Temuco está ocupada por 
títulos de merced pertenecientes al pueblo mapuche.

Estos datos sobre población urbana y semiurbana ilustran lo 
importante que es pensar la territorialidad mapuche más allá de los 
títulos de merced. Los warriache, los mapurbe, son el resultado de 
la diáspora mapuche que se vive en Temuco, Valdivia, Concepción y 
Santiago. En estas ciudades existen importantes núcleos de jóvenes 
mapuche, algunos de ellos asociados a las universidades, desde donde 
se reivindica la lucha por reconocimiento y autonomía. También cabe 
recalcar, sorprendentemente, el proceso de la población mapuche que 
vive en el norte de Chile, donde son el segundo pueblo indígena en 
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términos de población, luego de los aymaras, y por sobre los ataca-
meños y quechuas. Esta población es el resultado de la expansión 
minera de inicios del siglo XX, y han logrado rearticularse a más 
de dos mil kilómetros de sus territorios históricos. Por ejemplo, es 
importante destacar la presencia de la «asociación indígena mapuche 
Nehuén Ñuke Mapu, fuerza madre tierra» de Alto Hospicio, o la 
asociación Weichafe Ñuke Mapu de Pica (inscrita con personalidad 
jurídica y a cargo de un lonko), ambas organizadas en la diáspora, en 
pleno desierto de Atacama, desde la selva húmeda ancestral mapuche 
hasta el área más árida del mundo. Esto demuestra que la identidad 
y el territorio son dinámicos y se politizan.

La reemergencia de los lof

La reemergencia de las identidades territoriales mapuche está 
asociada al palimpsesto que constituyen los lof, rewes, ayllarewe, 
fütal mapu, misiones, reducciones, títulos de merced (Le Bonniec, 
2002), pero también a las comunidades Conadi, las ADIs, y a las 
propias luchas reivindicativa de las organizaciones mapuche actuales 
y la resignificación de la cultura y el territorio, tanto las de carácter 
territorial más amplio, como la Coordinadora Arauco Malleco; las 
de alcance local, como los lof Lleupeco y Trankura, y las de diáspora 
en el desierto de Atacama; o las de carácter internacional, como lo 
que está haciendo la Comunidad de Historia Mapuche en Europa. 
Las reivindicaciones mapuche se han movido de la tierra al terri-
torio, hasta llegar a repensar la nación mapuche y al wallmapu. Le 
Bonniec (2009) habla de la territorialidad mapuche como una serie 
de representaciones y proyectos que desbordan los títulos de merced 
y las comunidades Conadi. Bello (2011) menciona que los intelec-
tuales mapuche piensan hoy al lof desde el tuwun (espacio físico de 
la familia) y el kvpalme (el lazo sanguíneo que une a la comunidad 
familiar al territorio). En este sentido, la reconfiguración de los lof, 
mediante rescates históricos de la memoria de las comunidades, pero 
inmersos en un contexto de conflicto, nos parece clave para entender 
algunas formas en los cuales se está desarrollando la territorialidad 
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mapuche. No son las únicas: la conformación de la Asociación de 
Municipales con Alcalde Mapuche (ANCAM), la popularización del 
concepto de wallmapu, entendido como una región, la creación de 
una bandera mapuche (wenofoye) y la emergencia de organizaciones 
mapuche urbanas, entre ellas de la Federación Mapuche de Estudian-
tes (FEMAE) y la Corporación de Profesionales Mapuche (ENAMA), 
nos hablan de territorialidades en formación. Para Antona (2016), 
la organización político-ritual y territorial fundamental para los 
mapuche contemporáneos es el lof mapu o lof che, que debido a las 
constricciones que impusieron las condiciones de confinamiento del 
proceso reduccional, hoy en día ha sido reformulado tomando como 
referencia la figura legal de la comunidad indígena. Sin embargo, el 
lof desborda los estrictos límites administrativos y territoriales de 
la comunidad indígena de Conadi.

Desde los 1990, y con la creación de las comunidades indígena 
de Conadi, que además fraccionaron los títulos de merced, se impuso 
una directiva asambleísta, en la cual las autoridades ancestrales fue-
ron reemplazadas por un presidente, un secretario y un tesorero de la 
comunidad, asimilándolas a cualquier organización social dentro de 
Chile. Sin embargo, desde el Segundo Ciclo del Movimiento Mapu-
che, se comprendió que el uso del término«comunidad indígena» era 
aceptar el reduccionismo y la imposición del Estado sobre el pueblo 
mapuche. De esta forma, volvió a emerger el lof como organización 
socioterritorial ancestral que contesta la organización designada des-
de el Estado. Estos lof son prácticas etnopolíticas territoriales, donde 
se intenta reconstruir las territorialidades anteriores a la invasión del 
Estado chileno, y que tienen como principal protagonista el papel 
de la memoria histórica proveniente de las distintas generaciones de 
ancestros que han habitado un mismo territorio (Viera, 2015; Hirt, 
2013). Para ello, se emplean técnicas de recolección de información 
como la observación participante, donde los investigadores forman 
parte de la sociedad estudiada, y los mapeos participativos con dife-
rentes miembros de la comunidad. La labor de reconstrucción de los 
lof se considera de suma importancia para el proceso de construcción 
de las propuestas de futuro del pueblo mapuche.
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El lof Lleupeco

La estudiante de geografía Gloria Tralcal ha desarrollado du-
rante el 2016 una autogeografía sobre el territorio desde donde 
proviene y donde vive su familia extendida. En Lleupeco, localiza-
do en la actual comuna de Padre Las Casas, los habitantes tienen 
distintos discursos sobre el concepto de lof. Para algunos, formaría 
parte de la sociedad mapuche de antaño, y más bien se habla de «la 
comunidad», la cual opera de manera contradictoria: por un lado, 
es una forma de organización que fue impuesta por el Estado, que 
ha debilitado el poder de sus diversas autoridades ancestrales, pero 
también, es el único medio reconocido por la sociedad chilena. Sin 
embargo, para otros, el lof aún sigue vigente, pero rearticulado por 
aspectos religiosos, que construye su identidad y se materializa en 
la ceremonia del nguillatún. 

En el lof se ha comenzado a fundir el como la memoria oral 
lo recuerda, con los nuevos elementos que la sociedad mapuche de 
este territorio ha ido incorporando y reapropiando. Actualmente, 
el lof representa una organización tradicional política y territorial 
que debe ser recuperada. Esta idea está presente en algunas familias 
de Lleupeco e Itinento, que la han llevado a cabo mediante la re-
cuperación de territorio, en mano de latifundistas, para asegurar la 
reproducción social, económica y política. Esto ha generado nuevas 
territorialidades, nuevas demandas territoriales y tensiones entre el 
Estado, los colonos y los mapuche, y que se encuentran enmarcadas 
en el movimiento de autodeterminación del pueblo mapuche.

El lof de Lleupeco se halla dentro de una red de entidades 
ceremoniales que se relacionan sobre la base de un compromiso 
social, que, como menciona Ñanculef (2005), está anclado a los 
derechos colectivos de toda sociedad mapuche, y que se expresan 
en el nguillatún. Esta práctica cultural está guiada por principios 
de solidaridad, respeto y reciprocidad, que se expresan, a su vez, 
por el respeto a la naturaleza, por el entorno, por la familia y por la 
comunidad. Todas estas entidades ceremoniales organizadas desde 
la base familiar, distribuidas en varios títulos de merced, poseen una 
relación de parentesco preestablecidos por el tuwun y el kupalme 
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(Caniuqueo, 2011), los que a su vez conforman linajes de familias 
predominantes. Este punto es importante, dado que permite entender 
que la historia de cada familia, en el contexto de procesos socio-
históricos, tiene incidencia en la construcción de la identidad y por 
tanto de su territorialidad, las que las caracterizan y diferencian a 
pesar de encontrase inserto en un mismo territorio. 

Por otra parte, dada la reducción espacial, económica, social 
y política (Le Bonieec, 2009), mediante los títulos de merced, la 
sociedad mapuche ha tenido que rearticularse, elaborando nuevas 
estrategias para su desarrollo al amparo de la sociedad chilena. Tras 
la contrarreforma agraria, los mapuches fueron declarados «no via-
bles», es decir, un sector social que no se podía incorporar al nuevo 
modelo agrario basado en las ventajas comparativas y la exportación 
(Molina, 2013). Sin embargo, si realizamos una breve radiografía 
de las actividades económica y productiva del territorio, donde se 
encuentra el lof de Lleupeco, se puede identificar la persistencia de 
relaciones intracomunitarias propias de la cultura mapuche, como 
la mediaría de cereales y animales, pero que solo algunas familias 
pueden realizar, debido a la superficie de tierra que poseen. Esto es 
un determinante para el modo de producción económica, ya que 
condiciona el tipo de actividad a la que se dedica la familia, como 
la tenencia de animales menores o mayores, producción de horta-
lizas, empleos remunerados temporales en ciudades y/o regiones, 
entre otros. 

En este territorio, la autogestión productiva se da de la mano 
de la producción de hortalizas, donde familias del sector Itinento y 
parte de Lleupeco optan por destinar gran parte de sus tierras a la 
producción de lechugas, frambuesas, arándanos, entre otros. Esta 
incipiente sociedad agrícola productora debe su funcionalidad a la 
sociedad familiar, la presencia de fuentes hídricas como el estero 
Lleupeco y Ñilquilco, a una amplia oferta de proyectos técnicos 
operativos y la presencia no menos importante del «canal de regadío 
Itinento». Este canal, compuesto por más de cuatrocientas familias 
que se han visto beneficiada desde 1960 por este sistema de riego, es 
una de las agrupaciones sociales, económicas y políticas más grandes 
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de este territorio, debido al nivel de liderazgo que representan sus 
dirigentes y a la cantidad de comunidades que se involucran en este 
proyecto. Esto les ha permitido tener la capacidad de relacionarse 
con las diversas autoridades políticas, logrando que los gobiernos 
de turno inyecten millonarias inversiones, representando una real 
oportunidad de largo plazo para el desarrollo económico de las 
distintas comunidades que utilizan este canal. 

Como vemos, el lof  dejaría ser solo lo ancestral o lo tradicional 
de la sociedad mapuche, para transformarse en un territorio donde 
conviven elementos tangibles e intangibles que interactúan con el 
ser mapuche. Esto, a su vez, forma parte del movimiento de resis-
tencia mapuche para no desaparecer frente a la sociedad chilena, y 
conservar, por medio de la memoria oral, la antigua territorialidad. 
En una escala mayor, el caso de Lleupeco forma parte de los nuevos 
movimientos de autodeterminación que intentan recuperar la orga-
nización tradicional. En este territorio, el lof se encuentra dentro de 
un conjunto de redes que se asocian para reproducirse socialmente y 
generar estrategias para enfrentar problemáticas que se presentan en 
el territorio, como, por ejemplo, el intento de conformar el ayllarehue 
de Truf Truf, en el marco de la construcción del bypass de Temuco. 
Si bien, por la falta de unión entre las comunidades no se concretó 
la conformación del ayllarehue, sí se logró que se reconociera y se 
mantuviera en la memoria colectiva la existencia de esta organiza-
ción socioterritorial, que en cualquier momento puede ser restituida.

Esta red de relaciones intracomunitaria entre los lof forma 
parte de entidades que han tomado mayor representatividad en este 
territorio, como la comunidad de aguas de Itinento, que trasciende 
en número a una entidad ceremonial, y que se organiza sobre la 
base de un objetivo común: el abastecimiento del agua, principal 
motor de la actividad económica de este territorio, que al mismo 
tiempo es el sector que abastece de alimentos de primera necesidad 
y de consumo masivo al Gran Temuco. Es decir, estamos frente a 
una sociedad mapuche que reconoce y conserva sus organizaciones 
tradicionales, para el bien de su reproducción como ser mapuche, 
pero que también reapropia la organización impuesta por el Estado 
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chileno, por el beneficio colectivo mediante el diálogo y su capa-
cidad organizativa. Esta situación contrasta directamente con la 
criminalización que se ha hecho del sector, a raíz de los incidentes 
que le costaron la vida al matrimonio Luchsinger-Mackay, y que ha 
colapsado las relaciones sociopolíticas del territorio. 

 Figura 6. Territoriales mapuche en el periurbano de Temuco.

Fuente: Elaboración propia sobre la base del trabajo de Gloria Tralcal.

El lof Tankura

El estudiante de geografía Simón Crisóstomo se encuentra ana-
lizando el proceso de conformación del lof Trankura, en la actual 
comuna de Curarrehue. Acá, la rearticulación del lof forma parte de 
una estrategia de lucha y resistencia a raíz de la amenaza de proyectos 
hidroeléctricos, y bajo la necesidad de reconstruir el territorio sin 
los límites de la «comunidad Conadi», a partir de una organización 
basada en el fortalecimiento de las autoridades ancestrales (longko, 
ngepin, pillan kuse, werken, entre otros). De esta manera, el lof apare-
ce como parte de una estrategia de politización territorial que, frente 
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a las empresas hidroeléctricas, dándole complejidad organizativa 
al territorio, y un marco normativo socioecológico, desde donde se 
pueden resistir las ofertas de subvenciones y ayudas empresariales. 
Pero, además, la reivindicación del lof es considerado el primer paso 
para avanzar hacia el control territorial. Junto con la emergencia 
del lof, también se ha reestablecido el Consejo de Lonkos de Cura-
rrehue, lo cual grafica la importancia que va tomando el proceso de 
articulación identitario y territorial. 

La central hidroeléctrica se localizaría aproximadamente a 
ocho kilómetros de la localidad de Curarrehue, donde existen los 
derechos de aguas sobre el estero Pichi Trankura, lo cual, sumado 
a la pendiente del terreno y la factibilidad de acceso, han generado 
las condiciones para el desarrollo de este proyecto hidroeléctrico. 
Añihuerraqui no se emplazaría en tierra indígena en estricto rigor, 
sino que en predios de particulares, haciendo presente que el terreno 
de cuatro hectáreas donde se proyecta ubicar la tubería forzada, 
casa de máquinas y restitución es de propiedad del titular adquirido 
mediante permuta, cuya autorización fue a través de Conadi. Este no 
es un dato menor, dado que las personas que hemos entrevistado han 
planteado que existen usos y costumbres asociados a este espacio y 
que, por tanto, debió haber sido considerado tierra indígena. 

La construcción de Añihuerraqui involucra territorio sagrado, 
de enorme valor espiritual y ambiental para las comunidades, dado 
que los ríos y los cerros son considerados elementos clave dentro 
de la cosmovisión mapuche, y que en dicho lugar se practican 
ceremonias de gran valor cultural como el nguillatún. Además, 
la construcción de la línea de transmisión. Los postes para dicha 
línea se ubicarán a alrededor de treinta metros de distancia de un 
eltuwe (cementerio), establecido por Conadi y las organizaciones 
consultadas. Finalmente, las obras se emplazarán en una zona de 
recolección de diferentes especies de hierbas medicinales, la cual, si 
bien es propiedad privada, ha sido históricamente ocupada por el 
pueblo mapuche. También existirían impactos sobre la dimensión 
socioeconómica, específicamente la alteración del uso turístico y 
recreativo de la zona por ejecución del proyecto. En los últimos 
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años, se han desarrollado una serie de emprendimientos locales que 
apuntan al desarrollo de productos turísticos de intereses especiales, 
tanto para la conservación de la naturaleza, como de puesta en valor 
de la cultura mapuche, con una serie de actividades que promueven 
el contacto con la naturaleza y donde los ríos tienen un rol central. 

El proceso de Consulta Indígena, en el marco de la Evaluación 
de Impacto Ambiental del proyecto Añihuerraqui, permitió la orga-
nización de agrupaciones que conectan espacios rurales y urbanos 
de este territorio y la realización de una serie de reuniones de dife-
rentes organizaciones e instituciones presentes en el territorio, tales 
como: el Comité de Salud Punowemanke Trancura, el Comité de 
Pequeños Agricultores Pichitrancura, la Comunidad Indígena Juanita 
Curipichun de Carén, la Comunidad Indígena Camilo Coñoequir 
Lloftunekul, el Consejo Medio Ambiental y Cultural Lof Trankura, 
la Comunidad Indígena Folilco Juan Curipichun, entre otros. De 
esta forma, el tejido social del territorio se ha enriquecido, en parte 
empujado por el proceso de conflicto.

El caso de Añihuerraqui ilustraría cómo una serie de organi-
zaciones, ya sea por la continuidad de prácticas ancestrales, o por 
el rescate de elementos que componían la ecología cultural de sus 
ancestros, considera que un lugar tiene significancia religiosa, y que 
no existirían medidas de compensación que mitiguen el daño a los 
componentes ambientales y culturales del territorio que habitan.
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Figura 7. Territorialidades mapuche en Curarrehue.

Fuente: Elaboración propia sobre la base del trabajo de Simón Crisóstomo.
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La emergencia de los conflictos territoriales de los últimos tiempos 
fue abordada de forma multidisciplinar, por la complejidad de sus 

razones y consecuencias. Pero ha ocurrido, como expresa Edward Soja, 
que en este abordaje el espacio ha sido muchas veces relegado como di-
mensión constitutiva de los procesos sociales, dicotomizándose arbitra-
riamente entre estudios urbanos y el resto. 

En este sentido, esta publicación, que surge como resultado de desta-
cadas investigaciones expuestas en la conferencia del Centro de Estudios 
de Conflicto y Cohesión Social (COES) en el año 2015, aborda los con-
flictos en tres escalas espaciales diferentes, pero no de forma parcelada 
sino interconectadas: barrio, ciudad y territorio. El hilo conductor que 
une estas escalas es la forma en que se expresan las desigualdades y co-
hesión social en ellas. 

Los textos reunidos aquí desarrollaron su temática investigativa en 
lugares con distintas realidades, variando tanto de región como de país. 
Esto permite que, durante la lectura, sea posible contrastar algunas de las 
diferentes realidades territoriales existentes. 

Por último, el contenido va de menor a mayor escala, invitando al 
lector a considerar la multi-escalaridad de un conflicto como parte de su 
génesis, sobre todo en el contexto de globalización actual. En definitiva, 
el libro se propone entregar herramientas que permitan leer la compleja 
actualidad de los conflictos territoriales, influenciados por múltiples fac-
tores en una normalidad tan puesta en cuestión.
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